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Fueron 16 meses llenos de logros que no hubieran sido posibles sin todo un equipo 
trabajando arduamente para conseguirlos. Agradezco a cada directivo, funcionario, 
contratista, registrador, notario, curador, gestor y asesor quienes hicieron posible 
que ¡hoy la Superintendencia sea la entidad que siempre debió ser, La entidad que 
protege la propiedad en Colombia! 

¡No fueron fáciles los retos! Inicie mi gestión en plena pandemia del Covid-19, siempre 
se garantizó el servicio de notariado y registro, con las medidas de bioseguridad que 
todos pudieron evidenciar; luego llegaron los ajustes presupuestales para lograr libe-
rar dinero en cuentas de bancos que estaban congelados por antiguos acuerdos de 
reciprocidad, y se lograron liberar en más de 359.000 millones de pesos mes-año para 
ponernos al día con las entidades que se benefician de nuestros ingresos.

A su vez en Ley de Presupuesto logramos establecer el servicio público de registro 
como esencial y más recursos para la entidad, ¡más de 100.000 millones de pesos 
año!, contratamos las obras de infraestructura para más de 60 oficinas de registro 
que por años lo estaban necesitando, se contrataron todos los aires acondicionados 
que no existían en las regiones, así como computadores, escáneres, impresoras y 
mobiliario nuevo. Se logró la mayor inversión en planes de bienestar y llevamos a 
cabo la primera olimpiada, el día del registrador, el festival folclórico, entre otros.

Contratamos el servicio de mantenimiento correctivo y preventivo de plantas eléc-
tricas y UPS de todas las Orip que por años no lo habían tenido, lo que ocasionaba 
reprocesos en el registro; logramos un  convenio con el Sena para apoyo para línea 
de producción, contratamos apoyo en la calificación para las oficinas más atrasa-
das a través de la vinculación de contratistas tantas veces solicitados, entregamos 
por parte de la entidad 41.710 títulos de propiedad incluyendo municipios Pdet, 
apoyamos la calificación de 50.000 títulos rurales para la ANT y más de 40.000 
para Minvivienda, se digitalizaron más de 180 notarías para evitar filas y que desde 
la comodidad de la casa u oficina los usuarios puedan realizarse cualquier trámite, 

¡LLEGÓ LA HORA DE DECIR ADIÓS! 
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salimos con prueba piloto para turnos de registro virtuales y evitar filas,  vamos con 
prueba piloto en 3 consulados digitales en Nueva York, Miami y Madrid, para que 
nuestros colombianos en el exterior no tengan que desplazarse largas distancias, 
establecimos en todas las notarías y oficinas de registro de instrumentos públicos 
el uso de Radicación Electrónica, REL, para la posterior etapa de calificación en 
registro, desarrollamos la aplicación de Alertas Tempranas a través de la cual cual-
quier propietario en Colombia puede tener el reporte de los movimientos que tenga 
su inmueble por mensaje de texto a su celular y vía correo electrónico,

Logramos más de 16 acciones contundentes disciplinarias en materia de registro, 
notariado y curadores por actos irregulares defendiendo la propiedad, adelantamos 
las pruebas de uso para la digitalización del registro en los sistemas de informa-
ción registral e inicio de las pruebas piloto, lo cual marcará un antes y un después 
en la era notarial y de registro en Colombia, logramos varios convenios de apoyo 
internacional para las oficinas de registro del país, proferimos modificación a las  
instrucciones administrativas 8 y 12 y ejercimos la orientación, inspección, vigilan-
cia y control en todas nuestras delegadas con actos administrativos que clarificaron 
muchos aspectos sobre los cuales no existía certeza.

Apoyamos a los notarios del país en la nómina para sus empleados por afectación 
de la pandemia del COVID 19, llevamos a cabo capacitaciones virtuales en materia 
de ley 1996 de 2019, expedimos la cartilla de curadores urbanos y ajustamos varios 
aspectos en el repositorio de licencias urbanísticas, participamos como ponentes 
en varios eventos internacionales resaltando los desarrollos digitales en materia de 
notariado, registro, curadores, tierras y Catastro Multipropósito, logramos un impor-
tante desarrollo digital con Igac para interoperar con la información en las bases 
de datos de ambas entidades, adquirimos tecnología en materia de equipos que 
refuerzan la gestión de nuestros sistemas de información registral.

Por primera vez logramos sacar a concurso interno para provisionales los cargos 
de planta desiertos que nunca habían sido ofertados bajo esta figura, retomamos 
la revista Infolios donde se consignarán de forma virtual todas las noticias de actos 
administrativos por cada delegada, llevamos a cabo el Primer Congreso Internacional 
de Notariado, Registro y Curadores Urbanos, donde por primera vez logramos reunir 
a estos 3 importantes gremios para tratar temas de vital importancia con exponentes 
de primera categoría como quedó demostrado, iniciamos con la escuela de registro 
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en donde prepararemos a funcionarios y contratistas para que se instruyan en téc-
nica registral y las demás áreas de la entidad, apoyamos presupuestalmente a la 
notaría en Providencia y San Andrés afectadas por el huracán Iota; y muchos logros 
más que por el hecho de no mencionarlos no dejan de ser importantes. 

Dios ha sido bueno y doy gracias a Él por su apoyo y compañía y al gobierno nacional 
por el voto de confianza depositado, el cual creo y espero haber honrado.

Invito a todos los funcionarios, contratistas, directivos y vigilados, a seguir valorando 
el trabajo honrado que nos permite llevar el sustento a casa de forma honesta. Que 
perseveren en el buen y correcto actuar porque es con hechos que demostramos las 
buenas intenciones del corazón porque de cada palabra y hechos, tendremos que 
dar cuentas en algún momento, cuando ya dejemos esta tierra en donde el viaje es 
temporal, nunca eterno.

Un abrazo desde mi alma y corazón, Dios los bendiga siempre. 

¡Disfruten de esta entidad,

Goethy Fernanda García Flórez
Superintendente de Notariado y Registro

ahora posicionada para defender la Fe pública!
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LOS BIENES DECLARADOS DE UTILIDAD PÚBLICA FRENTE AL 

En el ámbito registral es oportuno decantar la situación de los bienes que han sido 
objeto de declaratoria de utilidad pública frente a las medidas cautelares, partien-
do de lo preceptuado en la Constitución Nacional, la cual en artículo 58 limita la 
propiedad privada al establecer:

Por su parte, la Ley 9 de 1989, por la cual se dictan normas sobre planes de 
desarrollo municipal, compraventa y expropiación de bienes y se dictan otras 
disposiciones, modificada por la Ley 388 de 1997, en su artículo 10, estableció 
los fines para los cuales se puede Declarar la Utilidad Pública o el Interés Social 
(DUPIS). Algunos de ellos son la ejecución de proyectos de construcción de in-
fraestructura social en los sectores de la salud, educación, recreación, centrales 
de abasto y seguridad ciudadana; vivienda de interés social y la reubicación de 
asentamientos humanos situados en sectores de alto riesgo así como proyectos 
de producción, ampliación, abastecimiento y distribución de servicios públicos 
domiciliarios.

La Declaratoria de Utilidad Pública e Interés Social, es un acto administrativo que 
nace a la vida jurídica en virtud de los planes, proyectos y ejecución de obras para la 
generación, transmisión, distribución de energía eléctrica, acueductos, riego, regula-
ción de ríos y ciudadelas, así como zonas afectadas por los mismos.

<Artículo modificado por el artículo 1o. del Acto Legislativo 1 de 1999. El nue-
vo texto es el siguiente:> Se garantizan la propiedad privada y los demás 
derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los cuales no pueden ser 
desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. Cuando de la aplicación de 
una ley expedida por motivos de utilidad pública o interés social, resultaren en 
conflicto los derechos de los particulares con la necesidad por ella reconocida, 
el interés privado deberá ceder al interés público o social”.

REGISTRO DE MEDIDAS CAUTELARES.

“ARTICULO 58. 
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Conforme se expresa en el Capítulo III de la Ley 9 de 1989 y los capítulos VII 
y VIII de la Ley 388 de 1997, normatividad que rige este acto administrativo, 
se declara de utilidad pública o interés social la adquisición de un predio, 
que es requerido por el Estado, para efectos de decretar su expropiación por 
vía judicial o por vía administrativa, en caso de que no sea posible que el 
propietario lo enajene voluntariamente.

No obstante, por motivo de utilidad pública o interés social solo se podrán adquirir pre-
dios para destinarlos a unos fines o actividades que están expresamente establecidos 
en la ley (Arts. 58 y 63 de la Ley 388 de 1997), y la adquisición esté conforme con 
los objetivos y usos del suelo establecidos en el Plan de Ordenamiento Territorial, así 
como con los objetivos, programas y proyectos del Plan de Desarrollo correspondiente.

De conformidad con lo previsto en el primer inciso del artículo 37 de la Ley 9 de 1989, 
toda afectación por causa de una obra pública, como lo es la declaratoria de utilidad 
pública de un inmueble, para efectos de su adquisición mediante expropiación, “(…) 
tendrá una duración de tres (3) años renovables, hasta una (SIC) máximo de seis (6) 
y deberá notificarse

personalmente al propietario e inscribirse en el respectivo folio de matrícula 
inmobiliaria, so pena de inexistencia.”

Señala así mismo, el primer inciso del mencionado artículo 37 de la norma 
en comento, que “[L]a afectación quedará sin efecto, de pleno derecho, si 
el inmueble no fuere adquirido por la entidad pública que haya impuesto la 
afectación o en cuyo favor fue impuesta, durante su vigencia.”

De acuerdo con el apartado antes señalado, la declaratoria de utilidad pública de 
un inmueble para efectos de su adquisición mediante expropiación, deja de producir 
efecto por ministerio de la ley, si la entidad pública que emitió dicha declaratoria, no 
lo adquiere dentro del término legal de la respectiva afectación, esto es, tres (3) años, 
prorrogables por tres (3) años más.

Entonces, la consecuencia jurídica frente a la omisión -la no adquisición del inmue-
ble- de la entidad pública que efectuó la declaratoria de utilidad pública se produce 
por ministerio de la ley, esto es, sin que se requiera cumplir requisitos o agotar 
procedimientos adicionales para que se ejecute dicha consecuencia.
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En relación con los efectos de pleno derecho consagrados por algunas disposiciones 
del ordenamiento jurídico, ha señalado la H. Corte Constitucional: 

1 Corte Constitucional. Auto 294 del 15 de noviembre de 2007. Expediente radicado No. T-1620241. Magistrada Ponente: Dra. CLARA INÉS 
VARGAS HERNÁNDEZ. 

La pérdida de efectos de la anotación registral que da cuenta de la declaratoria de 
utilidad pública de un inmueble, cuando la entidad pública que la impone no proce-
de a adquirirlo, se ratifica en el primer inciso del artículo 21 de la Ley 388 de 1997, 
el cual al regular la expedición de la resolución que ordena la expropiación una vez 
agotada la etapa de adquisición por enajenación voluntaria establece que “[S]i no 
fuere expedida dicha resolución, las inscripciones que se hubieren efectuado en 
las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos quedarán sin efecto alguno (…)”. 
(Subrayas fuera del texto original)

De acuerdo con la disposición antes transcrita, en el evento en que no se hubiere 
expedido la resolución de expropiación, las inscripciones efectuadas ante las ofici-
nas de registro de nstrumentos públicos quedarán sin efecto alguno. Observamos 
que la norma en comento usa la expresión “inscripciones” en forma plural, lo cual 
incluye la declaratoria de utilidad pública, y la oferta de compra emitida en los tér-
minos del artículo 13 de la Ley 9 de 1989. 

“Cuando se habla de que una consecuencia jurídica debe darse por 
Ministerio de la ley, lo que implica es que dicha consecuencia debe 
acaecer forzosamente por cuanto es la ley misma quien lo ordena. (…)

Por consiguiente, cuando por Ministerio de la ley se exija una consecuencia 
jurídica forzosamente el juez debe hacerla efectiva de oficio, sin ningún otro 
tipo de consideración, de interpretación, de valoración o de solicitud. Sencilla-
mente debe cumplirse lo que la ley ordena.”1
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Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos 
Lo anterior, resulta de considerable importancia para efectos del trámite registral 
ante las Oficinas de Registro e Instrumentos Públicos, quienes podrán tener en 
cuenta:

Se declara la existencia de condiciones de utilidad pública o interés social para la 
“adquisición” del inmueble y no que el inmueble tenga esas calidades, toda vez que 
la utilidad pública o interés social se constituye sobre la necesidad del Estado de 
acceder a la propiedad de un inmueble que requiere para unos fines específicos, 
pudiéndolo expropiar si no hay enajenación voluntaria. De tal manera que lo que 
califica si la adquirió es por “utilidad pública” o por “interés social” es el fin para el 
cual se necesita el predio2.

Por lo anterior, el inmueble debe ser excluido del comercio, situación que no opera 
de plano con la sola expedición del oficio o acto que declara la existencia de inte-
rés o utilidad, por la adquisición del inmueble o por su expropiación administrativa, 
pues exige que éste sea inscrito por la entidad adquirente o expropiante, en la 
Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, dentro de los cinco (5) días hábiles 
siguientes a su ejecutoria, tal y como lo prevén el inciso 5° del artículo 13 de la Ley 
9 de 1989, para el caso de la enajenación voluntaria previa a expropiación judicial 
y el artículo 66 de la Ley 388 de 1997, para la expropiación por vía administrativa. 

2 Consulta No. 1516 de 2018, emitida por la Oficina Asesora Jurídica de SNR
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a. Codificación.

b. Concurrencia de registro de las dos medidas (declaratoria de 
utilidad pública y embargo en proceso de la Fiscalía)

CÓDIGO
04
0404
0436

NATURALEZA JURÍDICA 
MEDIDAS CAUTELARES
DECLARATORIA DE UTILIDAD PÚBLICA 
EMBARGO EN PROCESO DE FISCALIA

Fiscalía General de la Nación y bienes declarados de 
Utilidad Pública

Según lo establecido en la Resolución No. 07448 del 11 de agosto de 2021 “Por la 
cual se inhabilita, modifica y se ordena crear unos códigos de especificación para 
los actos objeto de inscripción en las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos 
y se ordenan otras disposiciones”, tanto las medidas de embargos ordenadas en 
procesos adelantado por la Fiscalía General de la Nación como los actos jurídicos de 
declaratoria de Utilidad Pública, corresponden a la naturaleza jurídica 04 de medidas 
cautelares, tal y como se puede observar en la siguiente codificación: 

La inscripción del embargo en proceso un adelantado por la Fiscalía General de la 
Nación, y la inscripción de la declaratoria de utilidad pública, son trámites de tipo 
constitucional y obedecen a la materialización del principio de la función social de 
la propiedad. La declaratoria de utilidad pública no implica enajenación o gravamen, 
contrario sensu a la oferta de compra, cuya finalidad es que se efectué la enajenación 
o expropiación de la totalidad un bien inmueble o parte de él, dependiendo de la por-
ción de terreno que necesite la entidad del orden municipal, departamental o nacional 
para el desarrollo de obras o proyectos declarados de utilidad pública e interés social, 
las cuales estarán amparadas en esta modalidad. 

Así las cosas, no hay impedimento para que se registre una medida cautelar de 
declaratoria de utilidad pública cuando en un folio de matrícula inmobiliaria se 
encuentre registrada una medida cautelar de embargo decretado por la fiscalía, 
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ya que la declaratoria de utilidad pública no implica enajenación o gravamen, al 
tenor del artículo 34 de la Ley 1579 de 2012.

c. Procesos de extinción de dominio y bienes declarados de utilidad 
pública – concurrencia.

d. Caso Guía.

Si bien la extinción de dominio, supone la sustracción de los bienes de origen 
ilícito en favor del Estado, para garantizar la recuperación de los bienes y 
hacerlos productivos y generadores de empleo, la medida de utilidad pública 
obedece a la garantía y prevalencia del interés general, en el sentido que 
se ejerce en virtud de unas facultades otorgadas por el legislador a algunas 
autoridades, en aras de materializar proyectos que beneficiarán el interés 
general. Entonces, la declaratoria de utilidad pública puede CONCURRIR 
con la medida cautelar ordenada por la Fiscalía en este tipo de asuntos.

La norma constitucional señala, que la propiedad cumple una función social que 
implica obligaciones, estableciendo la prevalencia del interés público sobre el 
particular, advirtiendo que cuando de la aplicación de una ley expedida por moti-
vo de utilidad pública o interés social resultaren en conflicto los derechos de los 
particulares con la necesidad por ella reconocida, el interés privado deberá ceder 
al interés público o social.

Finalmente cabe anotar que, aun tratándose de bienes inmuebles rurales, al ha-
llarse la anotación administrativa por concepto de utilidad pública, no se requerirá 
la manifestación de interés o rechazo por parte de las entidades beneficiarias; sin 
embargo, y de acuerdo a lo consagrado en parágrafo del artículo 93 de la ley 1708 
de 2014, modificada y adicionada por la Ley 1849 de 2017, los recursos que se 
obtengan en el proceso de comercialización de estos predios, serán entregados en 
su totalidad al Gobierno Nacional, con el fin de ser destinados a los programas de 
generación de acceso a tierra. (…)” 

Ante la Oficina Registro de Instrumentos Públicos de XXX, se presentó ini-
cialmente para el proceso de registro, el Acuerdo No. XXX del XXX de XXX 
de XXX del Concejo Municipal de XXX “Por medio del cual se otorga una 
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autorización al Alcalde del municipio de XXX y se dictan otras disposicio-
nes”, y el Decreto No. XXX del XXX de XX de XXX, expedido por el Alcalde 
Municipal, “Por medio del cual se declara de utilidad pública e interés social 
el predio rural XXX”.

La Oficina Registradora de Instrumentos Públicos, expidió Nota Devolutiva 
negando el registro del acto administrativo, con base en las siguientes razo-
nes y fundamentos de derecho:

“(...) En el folio de matrícula se encuentra inscrita medida cautelar de sus-
pensión del poder dispositivo ordenando en proceso de extinción de dominio 
(art. 20 ley 1849 de 2017 que modifica el art. 88 de la ley 1708 de 2014).

No procede la inscripción en el folio de matrícula inmobiliaria, toda vez que, sobre 
este se encuentra inscrita medida cautelar de toma de posesión, bienes, haberes 
y negocios de la sociedad, establecimiento de comercio o unidades de explotación 
económico, ordenado en proceso de extinción de dominio (art. 88 de la ley 1708 de 
2014, modificado por la Ley 1849 de 2017).

Inscrita medida cautelar que saca el bien del comercio no es procedente el registro 
de actos que impliquen la apertura o el cierre de folios, salvo que medie autorización 
expresa de la autoridad competente (parágrafo del art.34 de la ley 1579 de 2012)”

El anterior acto administrativo fue recurrido por el interesado, por lo que esta 
Subdirección procedió a resolver el recurso, argumentando:

Si bien es cierto, el Concejo Municipal, mediante el Acuerdo Municipal No. Xxx, 
autorizó al alcalde para que declarara de utilidad pública los predios rurales, 
lo cual se materializó con la expedición por parte del despacho del Alcalde del 
Decreto No. Xxx, estos actos administrativos no son los documentos idóneos 
para ser inscritos en el registro, ya que no son providencias administrativas, 
de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la Ley 1579 de 2012 3, donde se 
encuentra que, todo acto, contrato, decisión, contenidos en una providencia 
administrativa, y que implique como en este caso, la orden de inscripción de 
una medida cautelar, será sujeta a registro.

3 Ley 1579 de 2012, artículo 4º. Actos, títulos y documentos sujetos al registro. Están sujetos a registro: a) Todo acto, contrato, decisión 
contenido en escritura pública, providencia judicial, administrativa o arbitral que implique constitución, declaración, aclaración, adjudi-
cación, modificación, limitación, gravamen, medida cautelar, traslación o extinción del dominio u otro derecho real principal o accesorio 
sobre bienes inmuebles; 2 Consulta No. 1516 de 2018, emitida por la Oficina Asesora Jurídica de SNR.
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Con base en el contenido de la norma precitada y revisando el glosario del Depar-
tamento Administrativo de la Función Pública, encontramos que la definición de la 
palabra providencia se refiere a un acto mediante el cual una autoridad judicial o 
administrativa, impulsa o define una causa procesal.4, lo cual no aplica en este caso.

Según el compendio de Derecho Notarial, Registral y del Estado Civil de noviembre de 
2010 de LEGIS, la DECLARATORIA DE UTILIDAD PUBLICA es la que hace la autori-
dad administrativa correspondiente, conforme a la ley, del beneficio que se proporciona 
a muchas personas para lograr el uso o disfrute de un bien inmueble que satisfaga 
sus necesidades, basta que el proyecto beneficie a un número superior al afectado y 
garantice que la utilización del suelo se ajuste a la función social de la propiedad. Igual-
mente, el acto administrativo debe inscribirse en la oficina de registro de instrumentos 
públicos (C.N., art. 58, L. 9ª/89, art. 10. Modificado. L. 388/97, art. 58, L. 388/97, arts., 
63, 66).

No obstante, pese a que en esta definición se hace referencia a un acto 
administrativo de manera general, el mismo Estatuto de Registro vigente5, 
señala que la formalidad frente al documento idóneo para el registro es que 
sea una providencia administrativa.

Pese a que es claro que, por parte de la Alcaldía se busca garantizar la vida digna 
de las generaciones actuales y futuras en el territorio mediante la disponibilidad 
hídrica sostenible y responsable por la captación y conducción de agua, además de 
realizar procesos de reforestación y proyectos de impacto social de beneficio para 
la comunidad, es importante precisar que uno de los requisitos para que el proceso 
de registro de la declaratoria de utilidad pública culmine de manera positiva, es 
que se debe radicar el documento idóneo ante la ORIP, esto es una providencia 
administrativa.

Por lo anterior, la solicitud realizada por la Alcaldía ante la ORIP con relación a afectar 
el folio de matrícula e iniciar los trámites de adquisición de los mismos, corresponden 
a una petición que se debe ajustar a los requisitos establecidos en la ley 388 de 1997, 
en sus artículos 58 y subsiguientes, como también a lo establecido en el artículo 4 de 
la Ley 1579 de 2012, Estatuto de Registro de Instrumentos Públicos vigente. 

4 https://www.funcionpublica.gov.co/glosario/-/wiki/Glosario+2/Providencia 
5 Ley 1579 de 2012, Estatuto de Registro de Instrumentos Públicos 
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“Modificado por el art 77, Ley 1395 de 2010 En el desarrollo de esta fase, el fiscal 
podrá decretar medidas cautelares, o solicitar al Juez competente, la adopción de 
las mismas, según corresponda, que comprenderán la suspensión del poder dispo-
sitivo, el embargo y el secuestro de los bienes, de dinero en depósito en el sistema 
financiero, de títulos valores, y de los rendimientos de los anteriores, lo mismo que la 
orden de no pagarlos cuando fuere imposible su aprehensión física. En todo caso la 
Dirección Nacional de Estupefacientes será el secuestre o depositario de los bienes 
embargados o intervenidos. “

Conforme se observa en los certificados de matrícula inmobiliaria, se registra como 
‘’Embargo en proceso de fiscalía y suspensión del poder dispositivo’; ante lo cual, se 
concluye que estos bienes están fuera de la órbita de dominio de los particulares y 
entran a la órbita de dominio del Estado, de tal suerte que no son de libre comercio.

Definir el alcance de esta noción es de absoluta relevancia, ya que permite delimitar 
a su vez su ámbito de aplicación normativo con relación a los actos que se pretenden 
registrar. Ciertamente, el mismo artículo 34 de la Ley 1579 de 2012 indica con rela-
ción a los efectos del embargo:

En ese sentido es claro que la medida tiene un propósito y un alcance específico 
definido por el propio ordenamiento jurídico, por lo tanto, un acto jurídico cuyos 
efectos no estén encaminados a enajenar o hipotecar el bien embargado deberá 
ser inscrito por dos razones fundamentales:

1). Se encuentra fuera del alcance de la prohibición, ya que no es un acto que derive 
en la disposición jurídica ni material del bien.

 El Registrador no inscribirá título o documento que implique enajenación o 
hipoteca sobre bienes sujetos a registro, cuando en el folio de matrícula apa-
rezca registrado un embargo, salvo que el Juez lo autorice o el acreedor o 
acreedores consientan en ello de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
1521 del Código Civil, evento en el cual adicionalmente, el interesado presen-
tará a la Oficina de Registro la certificación del Juzgado respectivo, referida a 
la inexistencia de embargo de remanentes. “ (Resaltado fuera de texto)

“ARTÍCULO 34. EFECTOS DEL EMBARGO.
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2). Conforme a la Ley 1579 de 2012, los Registradores de Instrumentos Públicos con 
el propósito de dar publicidad y revestir de mérito probatorio están en la obligación 
de registrar actos jurídicos distintos a la disposición de derechos reales principales 
o accesorios sobre bienes inmuebles, también hay actos que implican constitución, 
declaración, aclaración, adjudicación, modificación y, que en virtud del principio de 
legalidad, su existencia debe darse a conocer.

Para entender los efectos del acto jurídico de embargo en procesos de la Fiscalía, 
con respecto a la declaratoria de utilidad pública, se hace extensivos los lineamientos 
de la Oficina Asesora Jurídica de esta Superintendencia, en el siguiente sentido:

“(…) 2- ¿La inscripción del embargo en proceso de fiscalía impide la inscripción de la 
declaratoria de utilidad pública?

R/No, ambos trámites, son constitucionales y obedecen a la materialización del princi-
pio de la función social de la propiedad. Si bien la extinción, supone la sustracción de 
los bienes de origen ilícito en favor del Estado, para garantizar la recuperación de los 
bienes y hacerlos productivos y generadores de empleo, la medida de utilidad pública 
obedece a la garantía y prevalencia del interés general, en el sentido que se ejerce en 
virtud de unas facultades otorgadas por el legislador a algunas autoridades, en aras de 
materializar proyectos que beneficiarán el interés general.

3). ¿Estas figuras jurídicas por ser medidas cautelares pueden concurrir, o siendo la 
SAE la autoridad competente puede expedir una autorización para el registro de la 
declaratoria de utilidad pública?

R/ Conforme al artículo 66 de la Ley 388 de 1997, determina que la oferta de 
compra debe ser inscrita en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, 
requisito parta poder adelantar un acuerdo de enajenación voluntaria (…). De 
esta forma, la declaratoria de utilidad pública puede concurrir con la medida 
cautelar ordenada por la Fiscalía de Extinción de Dominio, sin embargo, puede 
entenderse como un gravamen del bien al limitar el desarrollo de uso del suelo 
a las actividades que pretende la administración del municipio (…)en beneficio 
de la comunidad.
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Es importante mencionar el artículo 24 de la Ley 1849 expedida el 17 de julio de 2017 
modificó el artículo 93 de la Ley 1708 de 2014, consagrando que el administrador del 
FRISCO deberá enajenar, destruir, demoler o chatarrizar tempranamente determinada 
clase de bienes con medidas cautelares dentro de procesos de extinción de dominio, 
sin acudir a la autorización del Fiscal de conocimiento o del Juez de Extinción de do-
minio que adelanta el proceso.

La norma constitucional señala, que la propiedad es función social que implica 
obligaciones, cuando de la aplicación de una ley expedida por motivo de utilidad 
pública o interés social resultaren en conflicto los derechos de los particulares 
con la necesidad por ella reconocida, el interés privado deberá ceder al interés 
público o social.

Así mismo el legislador otorgó al administrador del FRISCO la facultad de disposición 
temprana de los bienes con medidas cautelares dentro de procesos de extinción de 
dominio con la finalidad de atender solicitudes de inmuebles requeridos en procesos 
de expropiación por utilidad pública.

Es importante indicar que la declaratoria de utilidad pública no afecta el derecho de 
dominio que se tiene sobre el bien, sino un gravamen al bien al limitar el desarrollo 
de uso del suelo a las actividades de reforestación, adecuación del medio ambiente, 
turísticas, agrícolas, hídricas, agropecuarias, agroindustriales e industriales. Etc., por 
tal razón, una vez declarada la utilidad pública sobre los predios identificados con las 
matrículas inmobiliarias xxx y xxx, conllevaba consigo una serie de gestiones propias 
a realizar por parte del Ente Territorial para la adquisición del predio por enajenación 
voluntaria propiamente dicho. 

Aun, tratándose de bienes inmuebles rurales, al hallarse la anotación administrativa 
por concepto de utilidad pública, no se requerirá la manifestación de interés o rechazo 
por parte de las entidades beneficiarias; sin embargo, y de acuerdo a lo consagrado 
en parágrafo del artículo 93 de la ley 1708 de 2014, modificada y adicionada por la 
Ley 1849 de 2017, los recursos que se obtengan en el proceso de comercialización de 
estos predios, serán entregados en su totalidad al Gobierno Nacional, con el fin de ser 
destinados a los programas de generación de acceso a tierra. (…)

Así mismo, la Oficina Asesora Jurídica ha conceptuado:
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“ (…) ¿Es viable el registro de la declaratoria de utilidad pública pese a que en 
los folios de matrícula inmobiliaria se encuentre registrada una medida cautelar 
de embargo decretado por la fiscalía en proceso de extinción de dominio?

Analizado el interrogante desde la perspectiva de si ¿la medida cautelar de embargo 
decretada por la fiscalía en un proceso de extinción de domino impide el registro de 
una declaratoria de utilidad pública e interés social? la respuesta es no, bajo el en-
tendido de que la declaratoria de utilidad pública no implica enajenación o gravamen, 
contrario sensu a la oferta de compra, cuya finalidad es que se efectué la enajenación o 
expropiación de la totalidad un bien inmueble o parte de él, dependiendo de la porción 
de terreno que necesite la entidad del orden municipal, departamental o nacional para 
el desarrollo de obras o proyectos declarados de utilidad pública e interés social, las 
cuales estarán amparadas(os) en esta modalidad (declaratoria de utilidad pública). (…)

¿Según el artículo 1521 del Código Civil y el artículo 34 de la Ley 1579 de 2012, los 
actos de naturaleza jurídica cuyos efectos no estén encaminados a enajenar o hipo-
tecar el bien embargado, pueden ser sujetos a registro, como lo sería la declaratoria 
de utilidad pública, siendo entonces viable que concurran estas medidas, tanto el 
embargo en proceso de fiscalía como la declaratoria de utilidad pública?

En cuanto lo que atañe a la prevalencia de la declaratoria de utilidad pública y/o interés 
social, esta Oficina considera que esta sí puede concurrir con una medida cautelar de 
embargo decretado por la fiscalía en proceso de extinción de dominio. (…)”

Por lo anterior, se encuentra que no hay impedimento para que se registre una medida 
cautelar de declaratoria de utilidad pública cuando en un folio de matrícula inmobiliaria 
se encuentre registrada una medida cautelar de embargo decretado por la fiscalía, ya 
que la declaratoria pública no implica enajenación o gravamen, al tenor del artículo 34 
de la Ley 1579 de 2012. 

Por lo anterior, se encuentra que no hay impedimento para que se registre una medida 
cautelar de declaratoria de utilidad pública cuando en un folio de matrícula inmobiliaria 
se encuentre registrada una medida cautelar de embargo decretado por la fiscalía, ya 
que la declaratoria pública no implica enajenación o gravamen, al tenor del artículo 34 
de la Ley 1579 de 2012.  

Ahora bien, la nota devolutiva que se recurre tiene como único fundamento de 
derecho, que en los folios de matrícula xxx y xxx, se encuentra inscrita medida 
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cautelar de suspensión del poder dispositivo ordenado en proceso de extinción de 
dominio y que una vez inscrita se saca el bien del comercio y no es procedente el 
registro de actos que impliquen la apertura y cierre de folios.     

En ese sentido, las causales de no inscripción de un documento en el registro y que 
fundamentan la nota devolutiva, deben estar soportadas por el propio ordenamiento 
jurídico, por lo tanto, para el caso de estudio según el artículo 1521 del código civil y el 
artículo 34 de la Ley 1579 de 2012, los actos de naturaleza jurídica cuyos efectos no 
estén encaminados a enajenar o hipotecar el bien embargado, puede ser sujetos de 
registro, como lo sería la declaratoria de utilidad pública, siendo entonces viable que 
concurran estas medidas cautelares, tanto el embargo en proceso de fiscalía con la 
Declaratoria de Utilidad Pública.

Así las cosas, las razones y fundamentos de derecho de la nota devolutiva, no se 
encuentra motivada en debida forma, siendo necesario revocar su contenido.  

En virtud de lo expuesto en este artículo, es dable concluir que el bien inmueble 
declarado por condiciones de utilidad pública, debe ser excluido del comercio, 
situación que es objeto de inscripción dentro de los términos establecidos en la 
Ley ante la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos correspondiente. 

Por otra parte, no se genera impedimento en el registro de una medida cautelar 
de declaratoria de utilidad pública cuando en un folio de matrícula inmobiliaria se 
encuentre registrada una medida cautelar de embargo decretado por la fiscalía, 
puesto que la declaratoria de utilidad pública no implica enajenación o gravamen.

Recordemos que la medida cautelar de la que se ha hecho referencia en estos 
apartes y la declaratoria de utilidad pública, son medidas constitucionales y ambas 
tienen como fin la materialización del principio de la función social de la propiedad, 
es por ello que en materia de registro, pueden concurrir. 

Por último, la Superintendencia de Notariado y Registro, reconoce la autonomía 
funcional de los Registradores y la recta y adecuada aplicabilidad de la ley que 
en sus decisiones, no obstante, a través de este artículo, como de aquellos que 
a futuro se emitan, buscará cumplir una función orientadora en temas específicos 
y de considerable importancia en temas registrales, para la adecuada y eficiente 
prestación del servicio público esencial de registro.

CAMILO ANDRÉS CHAMORRO CAICEDO 
Subdirector de Apoyo Jurídico Registral
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Bogotá D.C., 24 de marzo de 2022

REGISTRADORES DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS

CIRCULAR

PARA:         

SUPERINTENDENTE DELEGADA PARA EL REGISTRO (E) SUBDIRECTOR DE 
APOYO JURÍDICO REGISTRAL.

Bienes declarados de Utilidad Pública y el registro de medidas cautelares.

La Constitución Nacional en su artículo 58 limita la propiedad privada al establecer:

Con el fin de brindar orientación respecto de aquellos casos donde se solicite 
registro y/o inscripción de actos de declaración de bienes de utilidad pública, se 
realizan las siguientes precisiones:

La Ley 9 de 1989, por la cual se dictan normas sobre planes de desarrollo municipal, 
compraventa y expropiación de bienes y se dictan otras disposiciones, modificada 
por la Ley 388 de 1997, en su artículo 10, estableció los fines para los cuales se 
puede Declarar la Utilidad Pública o el Interés Social (DUPIS). Algunos de ellos son 

DE:         

ASUNTO:

1. Marco normativo:

<Artículo modificado por el artículo 1o. del Acto Legislativo 1 de 1999. El nue-
vo texto es el siguiente:> Se garantizan la propiedad privada y los demás 
derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los cuales no pueden ser 
desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. Cuando de la aplicación de 
una ley expedida por motivos de utilidad pública o interés social, resultaren en 
conflicto los derechos de los particulares con la necesidad por ella reconocida, 
el interés privado deberá ceder al interés público o social”.

“ARTICULO 58. 
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la ejecución de proyectos de construcción de infraestructura social en los sectores de 
la salud, educación, recreación, centrales de abasto y seguridad ciudadana; vivienda 
de interés social y la reubicación de asentamientos humanos situados en sectores de 
alto riesgo así como proyectos de producción, ampliación, abastecimiento y distribu-
ción de servicios públicos domiciliarios.

La Declaratoria de Utilidad Pública e Interés Social, es un acto administrativo que 
nace a la vida jurídica en virtud de los planes, proyectos y ejecución de obras para 
la generación, transmisión, distribución de energía eléctrica, acueductos, riego, 
regulación de ríos y ciudadelas, así como zonas afectadas por los mismos.

Conforme se expresa en el Capítulo III de la Ley 9 de 1989 y los capítulos VII 
y VIII de la Ley 388 de 1997, normatividad que rige este acto administrativo, 
se declara de utilidad pública o interés social la adquisición de un predio, 
que es requerido por el Estado, para efectos de decretar su expropiación por 
vía judicial o por vía administrativa, en caso de que no sea posible que el 
propietario lo enajene voluntariamente.

No obstante, por motivo de utilidad pública o interés social solo se podrán adquirir pre-
dios para destinarlos a unos fines o actividades que están expresamente establecidos 
en la ley (Arts. 58 y 63 de la Ley 388 de 1997), y la adquisición esté conforme con 
los objetivos y usos del suelo establecidos en el Plan de Ordenamiento Territorial, así 
como con los objetivos, programas y proyectos del Plan de Desarrollo correspondiente.

De conformidad con lo previsto en el primer inciso del artículo 37 de la Ley 9 de 1989, 
toda afectación por causa de una obra pública, como lo es la declaratoria de utilidad 
pública de un inmueble para efectos de su adquisición mediante expropiación, “(…) 
tendrá una duración de tres (3) años renovables, hasta una (SIC) máximo de seis (6) 
y deberá notificarse personalmente al propietario e inscribirse en el respectivo folio de 
matrícula inmobiliaria, so pena de inexistencia.”

Señala así mismo, el primer inciso del mencionado artículo 37 de la norma 
en comento, que “[L]a afectación quedará sin efecto, de pleno derecho, si 
el inmueble no fuere adquirido por la entidad pública que haya impuesto la 
afectación o en cuyo favor fue impuesta, durante su vigencia.”

De acuerdo con el apartado antes señalado, la declaratoria de utilidad pública de 
un inmueble para efectos de su adquisición mediante expropiación, deja de producir 
efecto por ministerio de la ley, si la entidad pública que emitió dicha declaratoria, no 
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lo adquiere dentro del término legal de la respectiva afectación, esto es, tres (3) años, 
prorrogables por tres (3) años más.

Entonces, la consecuencia jurídica frente a la omisión -la no adquisición del inmue-
ble- de la entidad pública que efectuó la declaratoria de utilidad pública se produce 
por Ministerio de la ley, esto es, sin que se requiera cumplir requisitos o agotar 
procedimientos adicionales para que se ejecute dicha consecuencia.

En relación con los efectos de pleno derecho consagrados por algunas disposiciones 
del ordenamiento jurídico, ha señalado la honorable Corte Constitucional:

La pérdida de efectos de la anotación registral que da cuenta de la declaratoria de 
utilidad pública de un inmueble, cuando la entidad pública que la impone no procede a 
adquirirlo, se ratifica en el primer inciso del artículo 21 de la Ley 388 de 1997, el cual 
al regular la expedición de la resolución que ordena la expropiación una vez agotada 
la etapa de adquisición por enajenación voluntaria establece que “[S]i no fuere expe-
dida dicha resolución, las inscripciones que se hubieren efectuado en las Oficinas de 
Registro de Instrumentos Públicos quedarán sin efecto alguno (…)”. (Subrayas fuera 
del texto original)

De acuerdo con la disposición antes transcrita, en el evento en que no se hubiere 
expedido la resolución de expropiación, las inscripciones efectuadas ante las oficinas 
de registro de instrumentos públicos quedarán sin efecto alguno. Observamos que 
la norma en comento usa la expresión “inscripciones” en forma plural, lo cual incluye 
la declaratoria de utilidad pública, y la oferta de compra emitida en los términos del 
artículo 13 de la Ley 9 de 1989.

“Cuando se habla de que una consecuencia jurídica debe darse por 
Ministerio de la ley, lo que implica es que dicha consecuencia debe 
acaecer forzosamente por cuanto es la ley misma quien lo ordena. 

Por consiguiente, cuando por Ministerio de la ley se exija una consecuencia 
jurídica forzosamente el juez debe hacerla efectiva de oficio, sin ningún otro 
tipo de consideración, de interpretación, de valoración o de solicitud. Sencilla-
mente debe cumplirse lo que la ley ordena.”1

1 Corte Constitucional. Auto 294 del 15 de noviembre de 2007. Expediente radicado No. T-1620241. Magistrada Ponente: 
Dra. CLARA INÉS VARGAS HERNÁNDEZ.
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Para los efectos registrales, se debe tener en cuenta que se declara la existencia de 
condiciones de utilidad pública o interés social para la “adquisición” del inmueble y no
que el inmueble tenga esas calidades, toda vez que la utilidad pública o interés social 
se constituye sobre la necesidad del Estado de acceder a la propiedad de un inmueble 
que requiere para unos fines específicos, pudiéndolo expropiar si no hay enajenación 
voluntaria. De tal manera que lo que califica si la adquirió es por “utilidad pública” o por 
“interés social” es el fin para el cual se necesita el predio2.

Es por lo anterior, que el inmueble debe ser excluido del comercio, situación que no 
opera de plano con la sola expedición del oficio o acto que declara la existencia de 
interés o utilidad, por la adquisición del inmueble o por su expropiación administrativa, 
pues exige que éste sea inscrito por la entidad adquirente o expropiante, en la Oficina 
de Registro de Instrumentos Públicos, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a 
su ejecutoria, tal y como lo prevén el inciso 5° del artículo 13 de la Ley 9 de 1989, para 
el caso de la enajenación voluntaria previa a expropiación judicial y el artículo 66 de la 
Ley 388 de 1997, para la expropiación por vía administrativa.

La Constitución Nacional en su artículo 58 limita la propiedad privada al establecer:

2. Trámite ante las Oficinas de Registro de 
Instrumentos Públicos

Corresponderá al representante legal de la entidad adquirente, previas las au-
torizaciones estatutarias o legales respectivas expedir el oficio por medio del 
cual se disponga la adquisición de un bien mediante enajenación voluntaria 
directa. El oficio contendrá la oferta de compra la trascripción de las normas 
que reglamentan la enajenación voluntaria y la expropiación, la identificación 
precisa del inmueble, y el precio base de la negociación. Al oficio se anexará 
la certificación de que trata el artículo anterior. Este oficio no será susceptible 
de recurso o acción contenciosa administrativa.

Los inmuebles así afectados quedarán fuera del comercio a partir de 
la fecha de la inscripción, y mientras subsista ninguna autoridad podrá 

“ARTICULO 13. 

2 Consulta No. 1516 de 2018, emitida por la Oficina Asesora Jurídica de SNR
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conceder licencia de construcción, de urbanización o permiso de funcionamien-
to por primera vez para cualquier establecimiento industrial o comercial sobre 
el inmueble objeto de la oferta de compra. Los que se expidan no obstante esta 
prohibición serán nulos de pleno derecho (...). (Negrilla fuera de texto)

2.1. Medida cautelar de embargo en procesos de la Fiscalía General 
de la Nación y bienes declarados de Utilidad Pública

b. Concurrencia de registro de las dos medidas (declaratoria de utilidad 
pública y embargo en proceso de la Fiscalía)

a. Codificación.

Según lo establecido en la Resolución No. 07448 del 11 de agosto de 2021 “Por la 
cual se inhabilita, modifica y se ordena crear unos códigos de especificación para 
los actos objeto de inscripción en las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos 
y se ordenan otras disposiciones”, tanto las medidas de embargos ordenadas en 
procesos adelantado por la Fiscalía General de la Nación como los actos jurídicos de 
declaratoria de Utilidad Pública, corresponden a la naturaleza jurídica 04 de medidas 
cautelares, tal y como se puede observar en la siguiente codificación:

La inscripción del embargo en proceso adelantado por la Fiscalía General de la Nación, 
y la inscripción de la declaratoria de utilidad pública, son trámites de tipo constitucional 
y obedecen a la materialización del principio de la función social de la propiedad. La 
declaratoria de utilidad pública no implica enajenación o gravamen, contrario sensu a 
la oferta de compra, cuya finalidad es que se efectué la enajenación o expropiación de 
la totalidad un bien inmueble o parte de él, dependiendo de la porción de terreno que 
necesite la entidad del orden municipal, departamental o nacional para el desarrollo 
de obras o proyectos declarados de utilidad pública e interés social, las cuales estarán 
amparadas en esta modalidad.

CODIGO
04
0404
0436

NATURALEZA JURÍDICA 
MEDIDAS CAUTELARES
DECLARATORIA DE UTILIDAD PÚBLICA 
EMBARGO EN PROCESO DE FISCALIA
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Así las cosas, no hay impedimento para que se registre una medida cautelar de 
declaratoria de utilidad pública cuando en un folio de matrícula inmobiliaria se 
encuentre registrada una medida cautelar de embargo decretado por la fiscalía, 
ya que la declaratoria de utilidad pública no implica enajenación o gravamen, al 
tenor del artículo 34 de la Ley 1579 de 2012.

c. Procesos de extinción de dominio y bienes declarados de 
utilidad pública – concurrencia.
Si bien la extinción de dominio, supone la sustracción de los bienes de origen ilícito en 
favor del Estado, para garantizar la recuperación de los bienes y hacerlos productivos 
y generadores de empleo, la medida de utilidad pública obedece a la garantía y pre-
valencia del interés general, en el sentido que se ejerce en virtud de unas facultades 
otorgadas por el legislador a algunas autoridades, en aras de materializar proyectos 
que beneficiarán el interés general. Entonces, la declaratoria de utilidad pública puede 
CONCURRIR con la medida cautelar ordenada por la Fiscalía en este tipo de asuntos.

La norma constitucional señala, que la propiedad cumple una función social que impli-
ca obligaciones, estableciendo la prevalencia del interés público sobre el particular, ad-
virtiendo que cuando de la aplicación de una ley expedida por motivo de utilidad pública 
o interés social resultaren en conflicto los derechos de los particulares con la necesidad 
por ella reconocida, el interés privado deberá ceder al interés público o social.

Finalmente cabe anotar que, aun tratándose de bienes inmuebles rurales, al hallarse 
la anotación administrativa por concepto de utilidad pública, no se requerirá la mani-
festación de interés o rechazo por parte de las entidades beneficiarias; sin embargo, 
y de acuerdo a lo consagrado en parágrafo del artículo 93 de la ley 1708 de 2014, 
modificada y adicionada por la Ley 1849 de 2017, los recursos que se obtengan en el 
proceso de comercialización de estos predios, serán entregados en su totalidad al Go-
bierno Nacional, con el fin de ser destinados a los programas de generación de acceso 
a tierra. (…)”

Esperamos se tome atenta nota de los parámetros expuestos.
Cordialmente,

CONSUELO PERDOMO JIMÉNEZ CAMILO ANDRÉS CHAMORRO CAICEDO
Superintendente Delegada Para el Registro (E) Subdirector de Apoyo Jurídico Registral
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Derecho Real de Superficie como fuente de financiación de 
proyectos inmobiliarios y su incidencia en el Registro.

Resumen: 
La Ley 1955 del 2019 que fija el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 “Pacto por 
Colombia. Pacto por la equidad”, contempla el derecho real accesorio de superficie 
como una alternativa para el financiamiento de infraestructura pública o de costos de 
operación mediante el aprovechamiento urbanístico de los bienes públicos destinados 
a infraestructura de transporte, esta nueva reglamentación propone retos en materia 
registral debido a las particularidades del negocio planteado, en ese sentido, preten-
demos abordar el tema dando una visión general, pretendiendo acercar al lector a los 
conceptos básicos de esta figura novedosa para nuestra legislación, brindando herra-
mientas para futuros espacios de discusión en la aplicación de la norma desde el punto 
de vista registral.

Algunos tratadistas coinciden que el Derecho real de Superficie surgió en el Derecho 
Romano como concesiones que los pretores romanos otorgaban a los particulares 
para la construcción de vivienda en terrenos públicos1  y a su vez como una acción real 
para proteger los derechos de quienes construyen con materiales propios en inmue-
bles ajenos obedeciendo una relación jurídica preexistente. “En un primer momento, el 
objeto de este derecho recaía sobre terrenos del fisco. Con posterioridad, se extendió 
esta modalidad entre particulares” (Alberdi Imas, 2019).2

En nuestros tiempos y junto con la visión moderna de la propiedad, la cual ha evo-
lucionando a la busqueda de optimizar el uso social y económico de la tierra, la 
figura del derecho real de superficie, entendiendose como el resultado del acuerdo 
que permite a una de las partes la propiedad sobre edificaciones o plantaciones en 
terreno ajeno, ha encontrado un desarrollo importante en su aplicación al incluirse 
en el desarrollo legal en paises como Alemania, Austria, Bélgica, Bolivia, Canadá, 
Cuba, España, Francia, Holanda, Italia, Japón, Perú, Portugal, Suiza, Australia, 
Gran Bretaña, Holanda y Nueva Zelanda entre otros.3 

1. Reseña histórica y Derecho Comparado

1 Lizarralde, Santiago.  (2013). El derecho al real, desarrollo de la superficie en Colombia, Pontificia Universidad Javeriana.
2 Alberdi, Luana. (2019) Revista Anales de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. Universidad Nacional de La Plata. UNLP. Año 
16/Nº 49-2019. Anual. Impresa ISSN 0075-7411-Electrónica ISSN 2591-6386
3 Pérez, Rómulo. Enfiteusis Urbana y Dimensión Social de la Propiedad del Suelo. XXI Jornadas de Investigación FADU-UBA 2006. 
Área de Investigaciones Urbanas y Regionales. (Mimeo). Buenos Aires, 2006 pp 3-8
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En España, el derecho real de superficie lo regulan los artículos 53 y siguientes del 
Real Decreto Legislativo 7 de 30 de octubre de 2015 y lo respectivo a su inscripción 
registral se encuentra en el artículo 16 del Reglamento Hipotecario, aprobado por 
Decreto de 14 de febrero de 1947, siendo esta anotación un requisito constitutivo 
sin la cual el derecho de superficie será inexistente y sólo puede ser constituido por 
el propietario del suelo, sea público o privado.

Por su parte Argentina en el año 2002 mediante Ley 25509, incorporó en su artículo 
2503 el derecho real de superficie, con las mismas particularidades del derecho 
español en lo que atañe a que es un Derecho temporal, se materializa contractual-
mente y debe registrarse, sin embargo la particularidad del caso Argentino es que 
esta figura se limita a temas netamente forestales.

En los casos de Brasil4 y Perú5 lo conciben dentro de su normatividad civil como  
derecho real con inscripción registral; se adquiere mediante contrato, se eleva 
a escritura pública, puede ser oneroso o gratuito y por tiempo determinado y no 
discriminan la naturaleza del predio ya sea rural o urbano o si es de carácter 
público o privado.

En Colombia no existía legislación referente al Derecho Real de Superficie, sin 
embargo, en 2011 el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, desarrolló y 
presentó, el Proyecto de Ley de Tierras y Desarrollo Rural cuyo fin era mejorar 
las actividades agrícolas, y aquellas propias del suelo rural,  con la finalidad de 
“otorgar a un tercero o superficiario, a través de un acto administrativo o de un 
contrato entre particulares celebrado mediante escritura pública, gratuitamente 
o pagando una contraprestación, el uso, goce y disposición de la superficie de 
un determinado inmueble rural para destinarlo a actividades relacionadas con la 
agricultura, la ganadería y la pesca, entre otras establecidas expresamente en 
el Proyecto. Este contrato tendría una duración máxima de 30 años, que podría 
extenderse por un término igual, al final del cual lo edificado o plantado pasaría a 
ser del propietario inscrito del terreno.”6

2. El Derecho Real de Superficie en Colombia previo a la Ley 1955 
de 2019

4 Ley 10.406 de 10 de enero de 2002 – República Federativa de Brasil
5 Decreto Legislativo 295 de 1984 - Código Civil Peruano (artículos 1030 a 1034)
6 Iregui, María (2013). Creación del derecho de superficie en Colombia, https://www.asuntoslegales.com.co/actualidad/creacion-del-
derecho-de-superficie-en-colombia-2037689 
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La anterior iniciativa legislativa no se vio materializada y por lo tanto no hace 
parte de nuestro ordenamiento, sin embargo abrió la puerta a nuevas oportu-
nidades de discusión para el aprovechamiento del suelo que no habían sido 
consideradas anteriormente, tema que ya ha sido desarrollado y reglamentado 
otros países, es de anotar que tal y como se tenía pensado en el mencionado 
proyecto el DRS7 únicamente recaería sobre bienes rurales con el propósito de 
destinarlo a actividades agrarias, igualmente el proyecto de Ley lo planteaba 
como un Derecho Temporal y el contrato debía ser elevado a escritura pública 
debidamente registrado para que produzca efectos.

Con el fin de proporcionar nuevas fuentes de financiación en los sistemas de trans-
porte, el artículo 33 de la Ley 1955 de 2019 que fija el Plan Nacional de Desarrollo 
2018-2022 “Pacto por Colombia. Pacto por la equidad”, en el numeral octavo estable-
ce al DRS como una de las formas de financiamiento aprovechando el suelo aledaño 
a la infraestructura de transporte; constituyéndose un Derecho Real accesorio, de 
origen contractual, enajenable y oneroso que se celebra entre un Superficiante (En-
tidad Pública) propietaria de un bien inmueble fiscal o de uso público destinado a la 
infraestructura de transporte y un superficiario, a quien se le otorga el derecho, dicho 
acuerdo debe ser elevado a escritura pública y debidamente registrado en el folio de 
matrícula del inmueble.

La norma mencionada establece textualmente:

3. El derecho Real de Superficie en la Ley 1955 de 2019 

Otras Fuentes de Financiación para los Sistemas de Transporte. Con el objeto 
de contribuir a la sostenibilidad de los sistemas de transporte, a la calidad del 
servicio y de su infraestructura, incrementar la seguridad ciudadana, la aten-
ción y protección al usuario, al mejoramiento continuo del sistema y contar 
con mecanismos de gestión de la demanda, las entidades territoriales podrán 
establecer recursos complementarios a los ingresos por recaudo de la tarifa 
al usuario, que podrán ser canalizados a través de fondos de estabilización y 
subvención. Las fuentes podrán ser las siguientes:

ARTÍCULO 33 

7 Derecho Real de Superficie.
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(…) 

8. Derecho real accesorio de superficie en infraestructura de transporte. Una 
entidad pública denominada superficiante, titular absoluta de un bien inmueble 
fiscal o de uso público destinado a la infraestructura de Transporte conforme a 
lo establecido en el artículo 4° de la Ley 1682 de 2013, podrá otorgar el derecho 
real de superficie de origen contractual, enajenable y oneroso, a un tercero 
denominado superficiario, por un plazo máximo de treinta (30) años, prorro-
gables hasta máximo veinte (20) años adicionales. El superficiario tendrá la 
facultad, conforme a la normatividad de ordenamiento territorial del lugar donde 
se ubique el bien inmueble y las disposiciones urbanísticas vigentes, de realizar 
y explotar por su exclusiva cuenta y riesgo, construcciones o edificaciones en 
áreas libres aprovechables con todos los atributos de uso, goce y disposición 
de las mismas, a fin de que tales desarrollos puedan soportar gravámenes y 
limitaciones al dominio, sin afectar el uso público, la prestación del servicio de 
transporte, ni restringir la propiedad del inmueble base del Superficiante.

El derecho real de superficie se constituye mediante contratos elevados a es-
critura pública suscritos entre el titular del inmueble base y los terceros que 
serán superficiarios, los cuales contendrán la delimitación del área aprovecha-
ble, el plazo de otorgamiento del derecho, las condiciones de reversión de las 
construcciones, las causales de terminación del contrato, las obligaciones de 
las partes y la retribución que corresponde al Superficiante, debiendo además 
inscribirse ante la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos en el folio de 
matrícula inmobiliaria del predio sobre el cual se confiere el derecho real de 
superficie, en el que deberá realizarse una anotación de este como derecho 
accesorio, identificándose el área conferida al superficiario y los linderos de 
la misma y las construcciones, además deberán registrarse los actos jurídicos 
que se efectúen en relación con el derecho real de superficie.

La cancelación de la constitución de este derecho real accesorio de superficie 
procederá mediante escritura pública suscrita por las partes constituyentes, 
que será objeto de registro en el folio de matrícula inmobiliaria correspondien-
te y ante la Oficina de Registro competente.

Para otorgar el derecho real de superficie el Superficiante deberá contar con 
un estudio técnico, financiero y jurídico, que valide y determine las condi-
ciones y beneficios financieros y económicos que se generan a partir de su 
implementación y para la selección del superficiario el Superficiante deberá 



R
EVISTA IN

FO
LIO

S 2022

32

sujetarse a las reglas propias de contratación que le apliquen a la entidad 
pública que actúe en tal calidad. (…)”

Derecho real accesorio. 
Bien fiscal o de uso público destinando a la infraestructura de transporte. 
30 años, prorrogables por una sola vez. 
Oneroso. 
El superficiario puede gravar y limitar sin que requiera autorización del titular del 
dominio.

Tal como lo establece la doctrina y la normatividad vigente el Derecho real accesorio 
de superficie, busca el mayor aprovechamiento y explotación del suelo destinado a la 
infraestructura del transporte.

La creación de esta figura conlleva a establecer diversos interrogantes y compromisos 
a fin de que se cumplan las políticas sociales establecidas por el Gobierno Nacional en 
pro del desarrollo económico del país; en primer lugar el DRS cuenta con dos partes, 
en primera medida, el Superficiante, quien será una Entidad pública propietaria de un 
bien inmueble, fiscal o de uso público destinado a la infraestructura de transporte; en 
segundo lugar, el Superficiario es a quien se le otorga el Derecho Real Accesorio de 
superficie.

Tal como se pudo describir anteriormente, el Superficiante podrá hacer uso de 
diversas disposiciones, las cuales estaban facultadas exclusivamente al titular del 
dominio, como caso particular, el Superficiante podrá gravar y limitar la propiedad, 
sin que esto excluya la titularidad que ostenta el Superficiante.

Conforme a lo establecido en el artículo 4° de la Ley 1682 de 2013 el bien sobre el 
cual se confiere el DRS debe ser un bien público destinado a la infraestructura de 
Transporte y de propiedad de la entidad que a la postre será el Superficiante.

El DRS es temporal, el cual inicialmente podrá pactarse por 30 años prorrogable 
por otros 20, por lo tanto, el plazo máximo de cesión no podrá sobrepasar los 50 
años

Particularidades: 
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Atendiendo la naturaleza de esta figura, deberá ser onerosa, destaca que el super-
ficiario tendrá la posibilidad de realizar y explotar construcciones o edificaciones en 
áreas libres aprovechables con todos los atributos de uso, goce y disposición, estos 
inmuebles pueden soportar gravámenes y limitaciones al dominio y no pueden afectar 
el uso público, la prestación del servicio de transporte, ni restringir la propiedad del 
inmueble base del Superficiante.

Al inscribir esta figura por medio de un instrumento público8 la figura del DRS requiere 
ciertas solemnidades, razón por la cual deberá otorgarse y autorizarse bajo escritura 
pública para su perfeccionamiento, lo cual implica la debida creación de los códigos 
registrales por parte de la Superintendencia de Notariado y Registro, tales como; cons-
titución, transmisión y cancelación, necesarios para inscribir gravámenes, limitaciones 
y medidas cautelares para esta figura.

Igualmente al ser un documento sometido a registro, deberá causar los corres-
pondientes pagos de impuesto, según lo determine la normatividad, y el debido 
pago de derechos de registro, conforme la resolución de tarifas vigente para ese 
momento, estableciendo a su vez, si es objeto de actuaciones registrales exentas 
para el posterior registro. 

Por otro lado, y tal como se pudo indicar el DRS debe inscribirse en el folio respectivo 
donde se encuentre como titular las Entidades públicas, creando un sub folio al Su-
perficiante, donde se deberá delimitar el área aprovechable e identificación del área 
conferida al superficiario (diferente de la aprovechada por el propietario del inmueble 
base); también debe establecerse el plazo de otorgamiento. 

Entre otros aspectos deberá tenerse en cuenta el licenciamiento requerido para futu-
ras edificaciones o construcciones que deban realizarse por parte de del superficiario, 
en aras de que cumpla con los requisitos técnicos y estructurales que la ley exige para 
su ejecución.

Si bien es cierto, el desarrollo de esta figura jurídica busca contribuir con la sosteni-
bilidad de los sistemas de transporte, así como el mejoramiento y aprovechamiento 
del uso del suelo, también es cierto que se deben establecer todas las variables que 
jurídicamente se puedan presentar, a fin de que en materia registral se cuenten con los 
debidos conceptos técnicos y jurídicos para su implementación.

La Superintendencia de Notariado y Registro, así como la Asociación del Colegio 

8 GONZALO GONZALEZ GALVIS. Diccionario Notarial – Instrumento Público – El origen de la palabra instrumento lo encontramos en el verbo 
latín intruere, que significa instruir o informar y, por lo tanto, tiene un valor equivalente a documento, siendo este género y aquel la especie. 
Según otros autores, proviene de la acepción instrumentu, que significa escritura, papel, o documento con que se justifica o prueba una cosa.
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de Registradores de Instrumentos Públicos, vienen adelantado mesas de trabajo, en 
procura de unificar conceptos y establecer la viabilidad jurídico-registral del DRS en 
procura de contribuir a la implementación de esta figura en el País, generando las he-
rramientas necesarias para la optimización en los sistemas misionales de la Entidad.

Diego Fernando Caicedo
Cesar Augusto Mora Sanabria 

Consuelo Perdomo

Elaborado por: 

Elaborado por: 

Cargo: Profesionales Especializados

Cargo:  Coordinadora Grupo de Inspección y Vigilancia Catastral
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26 de marzo de 2021

RESOLUCIÓN No 02730

LA SUPERINTENDENTE DE NOTARIADO Y REGISTRO

CONSIDERANDO:

Por la cual se establece el procedimiento para el funcionamiento del Comité de 
Estudio deInformación de Subsidios Notariales.

En ejercicio de las facultades legales y en especial de las que le confiere el numeral 
26del artículo 13 del  Decreto  2723  de  diciembre  29  de  2014en  concordanciacon  
el  artículo5  del  Decreto  1672  de 1997,y

Que, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 104 del Decreto 2148 de 1983, 
se considera que el notario estáen servicio activo cuando se encuentra debidamente 
posesionado y ejerciendo sus funciones.

Que la Ley29 de 1973 creó el Fondo Nacional de Notariado, hoy Fondo Cuenta Es-
pecial de Notariado, con  el  objeto  de  mejorar  las  condiciones  económicas  de  los  
notarios  de  insuficientes  ingresos, propender por la capacitación de los notarios y la 
divulgación del derecho notarial.

Que el artículo 2 dela Ley 29 de 1973 estableció que “La remuneración de los Notarios 
la constituyen las sumas que reciban de los usuarios por la prestación de sus servicios, 
de acuerdo con las tarifas legales, y por subsidios que les fije el Fondo Nacional del 
Notariado o la Superintendencia de Notariado y  Registro  cuando  fuere  el  caso.Con  
esta  remuneración  los  Notarios  están  obligados  a  costear  y mantener el servicio.”

Que  el artículo 2.2.6.1.6.1.7del  Decreto  1069  de  2015,  compilatorio  del  Decreto  
2148  de  1983, estableciócomo responsabilidad del notario en el ejercicio de la fun-
ción, el pago de recaudos, aportes y cuotas al señalarlo siguiente

“Dentro de los primeros quince días decada mes el notario deberá pagar a la 
Superintendencia de Notariado  y  Registro,  al  Fondo  Nacional  del  Notariado  
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y  a  las  entidades  de  seguridad  o  previsión social,  los  recaudos,  aportes  y  
cuotas  según  el  caso,  correspondientes  al  mes  inmediatamente anterior.(...)”.

Que así mismo, elartículo 2.2.6.1.6.1.9 del Decreto 1069 de 2015, estableció que “No 
se pagará el subsidio al notario que no dé cumplimiento oportuno a sus obligaciones 
para con la Superintendencia de Notariado y Registro y el Fondo Cuenta Especial del 
Notariado, según el caso, en lo relacionado con aportes, recaudos en informes de es-
crituración”.

Que mediante Sentencia del 20 de mayo de 2013,con ponencia del doctor Mauricio 
Fajardo Gómez, el Consejo de Estado, se pronunció sobre la naturaleza o carac-
terización del subsidio así:

Continuación de la Resolución “Por la cual se establece el procedimiento para el funcionamiento del Comité de Estudio 
de Información de Subsidios Notariales”.

“(…) Se debe tener en cuenta que la función notarial constituye, por de-
finición constitucional y legal, un servicio público prestado por particula-
res; también es característico del derecho colombiano que los Notarios 
reciban su remuneración de dos fuentes: en primer lugar, de los ingresos 
percibidos por las tarifas de los servicios prestados y, en segundo lugar, 
de los subsidios o subvenciones que reciban por parte del Estado. Frente 
a la naturaleza del “subsidio” creado por la Ley 29 de 1973, no existe 
duda alguna que se trata de una típica subvención en los términos que se 
han venido explicando; en efecto, se trata de:

i) Una prestación dineraria a cargo del Estado –en un principio por el 
Fondo Nacional del Notariado en los términos de la Ley 29 de 1973, cuya 
financiación se derivaba de los aportes realizados por los Notarios del 
país y a partir del Decreto-ley 1672 de 1997, por la Superintendencia de 
Notariado y Registro en su condición de encargada de manejar la cuenta 
especial creada para mejorar las condiciones económicas de los notarios 
de bajos ingresos;

ii) El sujeto pasivo es una persona natural encargada por el ordenamien-
to jurídico de prestar el servicio público notarial;
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1 A cuyo tenor: “ARTICULO 131. Compete a la ley la reglamentación del servicio público que prestan los notarios y registradores, la 
definición del régimen laboral para sus empleados y lo relativo a los aportes como tributación especial de las notarías, con destino a la 
administración de justicia.
El nombramiento de los notarios en propiedad se hará mediante concurso. Corresponde al gobierno la creación, supresión y fusión de 
los círculos de notariado y registro y la determinación del número de notarios y oficinas de registro”.
2 La subvención como instrumento jurídico típico de las actividades administrativas de fomento, tiene las siguientes características: i) es 
una prestación generalmente expresada en dinero; ii) el sujeto activo es el Estado o una persona de derecho público; iii) el sujeto pasivo 
es otra persona jurídica de derecho público, un particular que ejerza funciones administrativas por disposición de la ley o un particular 
que realice actividades que puedan ser identificadas con una finalidad de interés general, no pueden tener, por lo tanto, como objetivo 
principal, directo e inmediato el enriquecimiento del beneficiario, aun cuando indirectamente afecte de manera positiva su patrimonio; 
iv) no tiene el carácter de contraprestación por un servicio prestado, lo que la excluye de toda consideración contractual; v) los dineros 
percibidos deben ser utilizados para el fin de interés general para el cual se otorga el referido beneficio.

iii) El buen funcionamiento del servicio público notarial es un objetivo cons-
titucional de interés general (artículo 131 de la Constitución Política1);

iv) Aun cuando la base para su determinación la constituye la cantidad de 
actos que produzca una determinada Notaría, su reconocimiento no obedece 
a una contraprestación por los servicios prestados a la ciudadanía por parte 
del Notario; lo anterior se desprende de lo dispuesto en las sucesivas Reso-
luciones –ya citadas en el acápite correspondiente– que desde el 2006 han 
tasado el monto a partir del cual se puede considerar que una Notaría recibe 
ingresos insuficientes, las cuales señalaron que le incumbía a la Superinten-
dencia de Notariado y Registro velar “porque la destinación de los subsidios 
para el mejoramiento del servicio, se cumpla a cabalidad, de manera racional, 
demostrable y adecuada”.

Así las cosas, se cumplen los requisitos para que el subsidio a favor de los 
Notarios de ingresos insuficientes sea considerado como una subvención2, 
atendiendo principalmente el hecho de que con su otorgamiento no se retribu-
ye el servicio notarial y que su otorgamiento tiene como destinación específica 
el mejoramiento del servicio público notarial.”

Que en los artículos 2.2.6.1.6.1.7, 2.2.6.1.6.1.8 y 2.2.6.1.6.1.9 del Decreto 1069 de 
2015, compilatorio del Decreto 2148 de 1983, se indicó que le asiste el deber al 
notario de enviar a la Superintendencia de Notariado y Registro y al Fondo Cuenta 
Especial del Notariado, el informe en el que se indique el número de escrituras au-
torizadas por él, en el mes inmediatamente anterior, so pena de perder el beneficio 
del pago del subsidio.

Que mediante Resolución No. 6409 del 16 de julio de 2012, modificada por la Reso-
lución No. 9999 del 15 de septiembre de 2017, la Superintendencia de Notariado y 
Registro creó el Comité de Estudio de Información de Subsidios Notariales y esta-
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bleció el procedimiento para su funcionamiento. Con posterioridad al precitado acto, 
fue modificada la conformación del comité mediante Resolución No.3166 del 23 de 
marzo de 2018.

Que mediante Resolución No. 00954 del 8 de febrero de 2021, la Superintendente de 
Notariado y Registro (E), en su calidad de representante legal del Fondo Cuenta Espe-
cial de Notariado, delegó en el Secretario General de la Superintendencia de Notariado 
y Registro la ordenación del gasto en los asuntos correspondientes al reconocimiento 
de subsidios a cago del Fondo Cuenta Especial de Notariado.

Que, en aras de garantizar la seguridad jurídica de las decisiones del Comité y 
establecer su rango de acción, se hace necesario establecer el procedimiento para 
su correcto funcionamiento.

En mérito de lo expuesto,

RESUELVE:

ARTÍCULO PRIMERO – Conformación: Confórmese el Comité de Estudio de 
Información de Subsidios Notariales, el cual estará integrado por:

      1. El Secretario General, quien tiene voz, pero no voto.
      2. El Director Administrativo y Financiero, quien tiene voz y voto.
      3. El Director de Vigilancia y Control Notarial, quien tiene voz y voto.
      4. El Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, quien tiene voz y voto.

Adicionalmente, el comité contará con un Secretario Técnico, cuyas funciones 
serán desempeñadas por un Profesional adscrito a la Secretaría General de la 
Superintendencia de Notariado y Registro.

Serán invitados permanentes al Comité de Estudio de Información de Subsidios 
Notariales, con el fin de que rindan las explicaciones e informes correspondien-
tes, frente a cada caso sometido al Comité:

El Jefe de la Oficina de Tecnologías de la Información, o la persona que éste 
designe.
El Coordinador del Grupo de Recaudos y Subsidios Notariales, o la persona 
que éste designe.

A su vez, los miembros del Comité, en conjunto o individualmente, podrán invitar a sus 
sesiones a aquellas personas que considere pertinentes para el análisis de los casos 
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sometidos, quienes tendrán facultad de asistir a la sesión con derecho a voz.

Parágrafo. En el evento que algún integrante del Comité converja en dos cargos, 
actuará en el Comité con la calidad de aquel cargo que ostenta en propiedad.

ARTÍCULO SEGUNDO – Objetivo y Funciones del Comité de Estudio de Información 
de Subsidios Notariales. El Comité de Información de Subsidios Notariales tiene por 
objeto analizar aquellos casos en los que no se observe con claridad el cumplimiento 
de las obligaciones legales para con el Fondo Cuenta Especial de Notariado y para 
con la Superintendencia de Notariado. En consecuencia, determinará si se cumplieron 
o no los términos previstos en los artículos 2.2.6.1.6.1.7. a 2.2.6.1.6.1.9. del Decreto 
1069 de 2015, y demás normas que los modifiquen o sustituyan, así como de las ins-
trucciones y circulares que, respecto del cumplimiento de dichas obligaciones, imparta 
la Superintendencia de Notariado y Registro.

De conformidad con lo anterior, el Comité tendrá las siguientes funciones:

a. Ejecutar las decisiones del Consejo Asesor del Fondo Cuenta Asesor 
para Notariado.
b. Analizar los casos particulares que le sean sometidos, en los que no se 
observe con claridad el cumplimiento de los requisitos establecidos para la 
obtención del subsidio notarial para notarios de insuficientes ingresos, a la 
luz de lo dispuesto en los artículos 2.2.6.1.6.1.7. a 2.2.6.1.6.1.9. del Decreto 
1069 de 2015, y de aquellas normas que los modifiquen o sustituyan, así 
como de los actos administrativos, instrucciones y circulares que, respecto 
del cumplimiento de dichas obligaciones, imparta la Superintendencia de 
Notariado y Registro.
c. El Comité deberá valorar las circunstancias de cada caso, de forma que 
se permita determinar si se cumple o no con las disposiciones a que se re-
fiere el literal anterior.
d. Una vez efectuado el correspondiente análisis, frente a cada caso, el 
Comité decidirá, si se cumplieron o no las obligaciones previstas en los ar-
tículos 2.2.6.1.6.1.7. a 2.2.6.1.6.1.9. del Decreto 1069 de 2015, y de aquellas 
normas que los modifiquen o sustituyan, así como de las instrucciones y 
circulares que, respecto del cumplimiento de dichas obligaciones, imparta la 
Superintendencia de Notariado y Registro.
e. Revisar y aprobar las actas remitidas por el Secretario Técnico del 
Comité, para lo cual, los miembros contarán con dos (2) días hábiles para 
su aprobación.
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f. Determinar la procedencia o improcedencia de compulsar copias a la Delegada 
encargada de ejercer la OIVC notarial.

Parágrafo: Para efectos del cumplimiento de sus funciones y en caso de considerarse 
necesario el Comité de Estudio de Información de Subsidios Notariales podrá solicitar 
la información o documentación pertinente al interesado, a particulares o a Institucio-
nes Estatales.

ARTÍCULO TERCERO - Funciones del Secretario Técnico: Son funciones del 
Secretario Técnico las siguientes:

Parágrafo: La designación o el cambio del Secretario Técnico que efectúe el 
Comité deberá ser informado inmediatamente por el Secretario General por 
escrito al funcionario.

a. Presentar en cada Comité los casos particulares en los que no se observe 
con claridad el cumplimiento de los requisitos legales establecidos para el 
reconocimiento y pago del subsidio notarial de que trata la Ley 29 de 1983, 
conforme al reporte de novedades presentado por el Grupo de Recaudos y 
subsidios Notariales.
b. Grabar y elaborar el acta de las sesiones del comité, dentro de los diez (10) 
días hábiles siguientes de su correspondiente celebración, para la aprobación 
de los integrantes.
c. Mantener actualizado y ordenado el archivo.
d. Redactar la correspondencia que los integrantes del Comité le soliciten.
e. Convocar al Comité a solicitud de cualquiera de sus integrantes.
f.  Llevar ante el Comité las peticiones y recursos en los términos de Ley.
g. Poner en conocimiento del Comité todas las acciones judiciales que tengan 
relación con sus funciones.
h. Proyectar para firma del Secretario General los actos administrativos que 
nieguen el reconocimiento y pago del subsidio notarial para notarios de insu-
ficientes ingresos, así como aquellos que deciden los recursos interpuestos 
contra ellos.
i. Notificar los actos administrativos que niegan el reconocimiento y pago 
del subsidio notarialpara los notarios de insuficientes ingresos para su 
notificación en los términos de Ley, así como la decisión de los recursos 
interpuestos contra ellos.
j. Las demás que le sean asignadas por el comité.
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ARTÍCULO CUARTO – Información a los notarios. El Grupo de Recaudos y Subsi-
dios Notariales, cuando corresponda, informará oportunamente a los notarios que el 
análisis de su caso será sometido al estudio del Comité de Información de Subsidios 
Notariales y les indicará que su situación se resolverá en los términos previstos en esta 
Resolución.

ARTÍCULO QUINTO – Convocatoria: El Comité de Estudio de Información de Sub-
sidios Notariales será convocado ordinariamente por el Secretario Técnico, para que 
sesione con una antelación no menor a dos (2) días hábiles, de la fecha límite de 
liquidación de la nómina de subsidios.

Extraordinariamente el Comité de Estudio de Información de Subsidios Notariales será 
convocado cuando por necesidades del servicio se requiera por el Secretario Técnico.

Toda convocatoria se hará por escrito o por correo electrónico institucional con 
señalamiento del medio o el lugar en que se llevará a cabo, la fecha y hora y se 
acompañará del orden del día propuesto, con los correspondientes anexos.

Parágrafo primero: El Secretario Técnico solicitará con la debida antelación al Grupo 
de Recaudos y Subsidios Notariales que indique los casos que serán sometidos al 
Comité.

Respecto de los casos que vayan a ser revisados por el Comité de Información de 
Subsidios Notariales, el Grupo de Recaudos y Subsidios Notariales deberá remitir, 
con un término no inferior a dos (2) días hábiles antes de sesionar el Comité, los 
soportes objeto de análisis, los cuales deberán contener toda la información que 
permita conocer las particularidades de cada caso.

Parágrafo segundo: El Grupo de Recaudos y Subsidios Notariales certificará los pre-
suntos incumplimientos en los pagos de aportes y recaudos para el Fondo Cuenta 
Especial de Notariado y los Recaudos para la Tesorería de la Superintendencia de 
Notariado y Registro, así como los casos en los que se advierta la extemporaneidad en 
el envío del Informe Estadístico Notarial – IEN con los soportes.

ARTÍCULO SEXTO - Quorum deliberatorio y decisorio: Habrá quorum deliberatorio 
y decisorio con la asistencia y participación de dos (2) de sus integrantes con voz y 
voto.

En caso de empate en la votación, se procederá a una segunda votación en sesión 
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posterior. En este último caso, se indicará expresamente en el orden del día que se 
trata de una segunda votación y será obligatoria la asistencia de todos los miembros 
que conforman el Comité para deliberar y decidir.

ARTÍCULO SÉPTIMO – Decisión sobre la procedencia del reconocimiento del 
subsidio. El Secretario General de la Superintendencia de Notariado y Registro 
decidirá sobre la procedencia o improcedencia del reconocimiento del subsidio, de 
conformidad con la decisión que adopte el Comité de Estudio de Información de Sub-
sidios Notariales.

En caso de proceder el reconocimiento, el mismo día de la sesión, la Secretaría 
General solicitará al Grupo de Recaudos y Subsidios Notariales, mediante correo 
electrónico, que se continúe con el proceso de pago del respectivo subsidio. En 
caso de negarse el reconocimiento del subsidio, el Secretario General expedirá una 
resolución en la que se indicarán las razones del rechazo.

La resolución que niega el reconocimiento del subsidio será notificada al interesado por 
medios electrónicos a través de la Secretaría Técnica del Comité.

ARTÍCULO OCTAVO - Recursos: Contra la decisión que niega el reconocimiento 
del subsidio sólo procederá el recurso de reposición, en consonancia con lo dis-
puesto el artículo 5 del Decreto Ley 1672 de 1997 y el artículo 12 de la Ley 489 de 
1998. El Secretario General estudiará y resolverá los recursos que se presenten, 
y podrá presentarlos ante el Comité de Subsidios cuando lo considere pertinente 
para que éste brinde su concepto antes de resolverlos.

Si con el recurso de reposición se allegan o solicitan pruebas, el Secretario General 
decidirá sobre la procedencia de las mismas y decretará de oficio las que considere 
pertinentes. Contra esta decisión no proceden recursos.

En caso de que se decreten pruebas, y si el Secretario General considera pertinente 
someter el análisis de los recursos al Comité, las pruebas deberán practicarse con 
anterioridad al análisis por parte del Comité.

La decisión que resuelve recurso de reposición será notificada por medios electrónicos 
a través del Secretario Técnico.
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ARTÍCULO NOVENO- VIGENCIA: La presente resolución rige a partir de la fecha de 
su expedición.
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27 de abril de 2021

RESOLUCIÓN No 03679

LA SUPERINTENDENTE DE NOTARIADO Y REGISTRO

CONSIDERANDO:

Por la cual se establecen directrices para el cumplimiento de las obligaciones 
previstas en los artículos 122, 123 y 124 del Decreto 2148 de 1983 compilados 
en los artículos 2.2.6.1.6.1.7., 2.2.6.1.6.1.8. y 2.2.6.1.6.1.9 del Decreto 1069 de 
2015, y se dictan otras disposiciones.

En ejercicio de las facultades legales y reglamentarias, y en especial las conferidas en 
el numeral 3 del artículo 11 y el numeral 19 del artículo 13 del Decreto 2723 de 2014, y

Que el artículo 122 del Decreto 2148 de 1983, compilado en el artículo 2.2.6.1.6.1.7. 
del Decreto 1069 de 2015, precisó que “[d]entro de los primeros quince días de cada 
mes el notario deberá pagar a la Superintendencia de Notariado y Registro, al Fondo 
Cuenta Especial del Notariado y a las entidades de seguridad o previsión social, los 
recaudos, aportes y cuotas según el caso, correspondientes al mes inmediatamente 
anterior”.

Que, por su parte, el artículo 123 del Decreto 2148 de 1983, compilado en el artículo 
del 2.2.6.1.6.1.8 del Decreto 1069 de 2015, estableció la obligación del notario de en-
viar mensualmente a la Superintendencia de Notariado y Registro, un “informe sobre el 
número de escrituras autorizadas por él en el mes inmediatamente anterior. Además, 
a la superintendencia las cuentas de ingresos y egresos dentro del mismo término”.

Que, el artículo 124 ídem compilado en el artículo 2.2.6.1.6.1.9. del Decreto 1069 de 
2015, establece como consecuencia del no cumplimiento oportuno de las obligaciones 
del notario, para con la Superintendencia de Notariado y Registro y el Fondo Cuenta 
Especial de Notariado, en lo relacionado con aportes, recaudos e informes de escritu-
ración, el no pago del subsidio notarial.

Que el artículo 5 del Decreto 1672 de 1997, creó el Consejo Asesor del Fondo Cuenta 
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Especial de Notariado, en apoyo a la función de administración del fondo, integrado por 
el Ministro de Justicia y del Derecho o su delegado y un Notario de Tercera Categoría 
o su suplente, y dispuso que el Superintendente de Notariado y Registro será el repre-
sentante legal del fondo y el ordenador del gasto.

Que, en consecuencia, el artículo 17 del Decreto 1987 de 1997, otorgó a la 
Superintendencia de Notariado y Registro la facultad para continuar recau-
dando los recursos destinados (i) mejorar las condiciones económicas de los 
notarios de insuficientes ingresos, (ii) la capacitación de los mismos y (ii) la 
divulgación del derecho notarial.

Que el Decreto 697 de 1999 estableció que el Consejo Asesor del Fondo Cuenta Es-
pecial de Notariado, creado por el Decreto 1672 de 1997, es el competente para definir 
los criterios objetivos para determinar cuándo un notario es de insuficientes ingresos y 
para reconocer, en cada caso, los notarios que pueden ser beneficiarios de los progra-
mas del Fondo Cuenta Especial de Notariado de la Superintendencia de Notariado y 
Registro para mejorar sus condiciones económicas.

Qué, asimismo, el numeral 1 del artículo 61 de la Ley 734 de 2002 y el numeral 1 del 
artículo 77 de la Ley 1952, señalan que es una falta disciplinaria imputable al notario, 
“[i]incumplir las obligaciones para con la Superintendencia de Notariado y Registro, 
Fondo Cuenta Especial de Notariado, la Administración de Impuestos Nacionales, las 
demás de carácter oficial y las entidades de seguridad o previsión social”.

Que la Superintendencia de Notariado y Registro, en virtud de sus funciones de 
orientación, inspección, vigilancia y control de los servicios públicos que prestan los 
notarios, tiene la competencia de fijar lineamientos con miras a ejercer de manera 
adecuada sus fines misionales frente al servicio público notarial.

Que la Superintendencia de Notariado y Registro, a través de diferentes actos admi-
nistrativos como son Instrucciones Administrativas y Circulares, ha instruido sobre la 
presentación del Informe Estadístico Notarial, así como respecto de los términos para 
llevar a cabo la presentación del mismo y frente al pago de los diferentes aportes 
para con la Superintendencia de Notariado y Registro y el Fondo Cuenta Especial de 
Notariado.

Que la Superintendencia de Notariado y Registro, en ejercicio de la función asignada 
en el numeral 3 del artículo 11 y el numeral 19 del artículo 13 del Decreto 2723 de 2014, 
y a efectos de evitar la dispersión normativa y brindar claridad sobre el cumplimiento 
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de las obligaciones previstas en las disposiciones referidas previamente, encuentra 
necesario impartir directrices en las que se determine el alcance de las mismas, los 
términos para su cumplimiento, así como esclarecer los eventos de incumplimiento que 
sobre el particular se presenten.

En mérito de lo expuesto,

RESUELVE:

ARTÍCULO PRIMERO – Definición del Informe Estadístico Notarial (IEN): Es el 
documento en el que se registra la actividad notarial de cada mes y que contiene, entre 
otros aspectos, la información de escrituración, ingresos y egresos del Notario.

El informe deberá ser presentado únicamente en el formato y por los medios 
electrónicos que establezca la Superintendencia de Notariado y Registro.

Hacen parte integral del Informe Estadístico Notarial (IEN) los documentos anexos y 
soportes que la Superintendencia de Notariado y Registro solicite que se alleguen con 
el mismo.

ARTÍCULO SEGUNDO – Término y sujetos obligados para el envío del Informe 
Estadístico Notarial (IEN): Dentro de los primeros quince (15) días calendario de 
cada mes, todos los Notarios del país (subsidiados y no subsidiados) deberán 
efectuar los pagos señalados en el artículo 122 del Decreto 2148 de 1983 com-
pilado en el artículo 2.2.6.1.6.1.7 del Decreto 1069 de 2015, correspondientes 
al mes inmediatamente anterior y enviarán a la Superintendencia de Notariado 
y Registro, dentro del mismo término, el Informe Estadístico Notarial (IEN) en el 
formato y por los medios electrónicos que establezca la entidad.

Parágrafo. Para gozar del beneficio del subsidio destinado a los notarios de in-
suficientes ingresos establecido en el artículo 17 del Decreto 1987 de 1997, los 
Notarios que reúnan los requisitos fijados en la política de subsidios que de forma 
anual expide el Consejo Asesor del Fondo Cuenta Especial del Notariado, deberán 
cumplir con los pagos y la presentación del Informe Estadístico Notarial (IEN) y sus 
anexos en las condiciones y términos establecidos en la presente resolución.

ARTÍCULO TERCERO – Contenido del Informe Estadístico Notarial (IEN) y sus 
anexos: El Informe Estadístico Notarial (IEN) deberá contener: El número de escritu-
ras autorizadas por el Notario durante el mes inmediatamente anterior aplicando las 
tarifas notariales vigentes, liquidación de aportes y recaudos, detalle de ingresos por 
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escrituración y de otros ingresos, detalle de los gastos de personal, funcionamiento, 
transferencias e inversión y deberá remitirse desde el e-mail institucional del notario, 
totalmente diligenciado, en versión PDF y firmado por el notario, con destino al Grupo 
de Recaudos y Subsidios Notariales, en el formato aprobado para ello de conformidad 
con el artículo undécimo de la presente resolución.

Los Notarios del país deberán acompañar como anexos al Informe Estadístico Notarial 
(IEN), los siguientes documentos:

1. Comprobante de pago correspondiente a los aportes y recaudos con 
destino al Fondo Cuenta Especial del Notariado, realizada a través del 
medio señalado por la Superintendencia de Notariado y Registro.

2. Comprobante de pago correspondiente a los recaudos con destino 
a la Superintendencia de Notariado y Registro, realizada a través del 
medio señalado por la Superintendencia de Notariado y Registro.

3. El formato denominado “REPORTE DE RECAUDOS” establecido por 
la Superintendencia de Notariado y Registro debidamente diligenciado en 
cada uno de sus campos y firmado por el notario, el cual debe guardar 
coherencia con la información reportada en el Informe Estadístico Notarial 
(IEN) y los comprobantes de pagos realizados por concepto de recaudos. 
El formato de reporte de recaudos deberá ser enviado en versión digital 
que permita el procesamiento de la información en él consignada (Archivo 
PDF) o el que determine la Superintendencia de Notariado y Registro.

a) Notarías subsidiadas y que cuentan con el aplicativo SIN: 
Las Notarías que cuenten con el aplicativo SIN de propiedad de la 
Superintendencia de Notariado y Registro deberán remitir los ar-
chivos DMP de la base de datos o el medio idóneo que establezca 
la entidad, así como el Informe Estadístico Notarial descargado del 
SIN, debidamente firmado por el Notario y en formato PDF y con los 
demás requisitos y anexos aquí regulados.

ARTÍCULO CUARTA – Formatos de presentación del Informe Estadístico Notarial 
(IEN). La Superintendencia de Notariado y Registro recibirá los Informes Estadísticos 
Notariales (IEN) y sus anexos en los siguientes formatos:
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b) Notarías no subsidiadas sin aplicativo SIN: Las Notarías que no cuentan 
con el aplicativo SIN, deberán remitir en el Formato Manual establecido por la 
Superintendencia de Notariado y Registro, el Informe Estadístico Notarial, de-
bidamente diligenciado y firmado por el Notario y en un solo archivo PDF de 
conformidad con el artículo undécimo de la presente Resolución y con los demás 
requisitos y anexos aquí regulados.

Parágrafo. Lo dispuesto en el presente artículo deberá aplicarse hasta tanto la 
Superintendencia de Notariado y Registro ponga en funcionamiento el aplicativo 
requerido para reportar y capacite a los notarios en su uso.

ARTÍCULO QUINRO – Remisión y requisitos técnicos del Informe Estadístico 
Notarial (IEN): El Informe Estadístico Notarial (IEN) deberá enviarse a través 
de los medios electrónicos establecidos por la Superintendencia de Notariado y 
Registro con el cumplimiento de los siguientes requisitos:

No se aceptarán aquellos informes que en su contexto presenten alteraciones, mo-
dificaciones o que no correspondan al formato codificado por la Superintendencia 
de Notariado y Registro.

ARTÍCULO SEXTO – Obligatoriedad del aplicativo SIN para las notarías subsi-
diadas: Los Notarios que aspiran al subsidio originario en la Ley 29 de 1973 
y consagrado posteriormente en el Decreto 1987 de 1997, deben cumplir los 
requisitos señalados en la presente resolución y aquellos actos que fijen las 
políticas para su otorgamiento. Las Notarías subsidiadas deben utilizar obliga-
toriamente el Sistema de Información Notarial SIN y deberán realizar el proceso 
de facturación por dicho medio, so pena que les sea negado el subsidio en los 
términos del artículo octavo de la presente resolución.

Parágrafo primero: Cuando una Notaría ingrese al beneficio del subsidio conforme a 
la política de subsidios, en la vigencia respectiva, le será exigible la obligatoriedad de 
la utilización del aplicativo RESOLUCION

1. Digitalizarse en contexto y forma en un solo archivo en blanco y negro, 
tamaño carta, sin reducciones, ni ampliaciones, totalmente legible y claro 
para la correspondiente lectura, verificación y registro de la información en 
el sistema misional SIN.

2. Almacenarse en un solo archivo formato PDF.
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SIN, a partir del mes siguiente a la fecha de expedición de la resolución que fije la 
política de subsidio aprobada por el Consejo Asesor del Fondo Cuenta Especial de 
Notariado.

El aplicativo SIN será obligatorio mientras el notario se encuentre subsidiado y durante 
todo el año siguiente al retiro de su calidad de subsidiado.

Parágrafo segundo: Cuando se presenten problemas de orden técnico en el apli-
cativo SIN, que no permitan consolidar los archivos DMP, el Grupo de Servicios 
Tecnológicos expedirá certificación de las inconsistencias reportadas, por los 
Notarios o el Grupo de Recaudos y Subsidios Notariales, entre el 1 y el 15 de 
cada mes, para efectos de aceptar la presentación del informe estadístico en el 
formato manual establecido por la Superintendencia de Notariado y Registro.

Dentro de los errores técnicos se pueden considerar, entre otros, los siguientes:

Parágrafo tercero: En el evento de presentarse un caso excepcional que no se 
encuentre contemplado en los parágrafos anteriores de este artículo, el Coordinador 
del Grupo de Recaudos y Subsidios Notariales evaluará la justificación del Notario y 
presentará al Comité de Subsidios Notariales, el caso, acompañado de su concepto.

ARTÍCULO SÉPTIMO – Subsanación de errores del Informe Estadístico Notarial 
(IEN): Una vez radicado el Informe Estadístico Notarial (IEN), dentro de los primeros 
quince (15) días calendario de cada mes, el Grupo de Recaudos y Subsidios Notariales 
lo revisará y, en caso de que el IEN no cumpla con los requisitos establecidos en la 

1. Errores de tarifas para la liquidación y pago de los aportes y recaudos 
con destino al Fondo Cuenta Especial de Notariado y la Superintendencia.

2. Daños generados en el hardware de la Notaría por caída de energía y 
por la falta de Backups, lo cual no permita el envío oportuno del informe 
en el formato del SIN.

3. Falta de soporte técnico en el proceso de actualización de las tarifas 
notariales en el SIN liquidador de la Notaría.

4. Cortes de energía en las regiones en donde opera la Notaría, que 
ocasionen daño grave o perdida de información en los equipos de 
cómputo que utilicen el aplicativo SIN.
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presente resolución, se otorgará al Notario un término perentorio de tres días hábiles, 
contados a partir de la fecha en la que reciba el requerimiento del Grupo de Recaudos 
y Subsidios Notariales, para que subsane las inconsistencias.políticas para su otorga-
miento. Las Notarías subsidiadas deben utilizar obligatoriamente el Sistema de Infor-
mación Notarial SIN y deberán realizar el proceso de facturación por dicho medio, so 
pena que les sea negado el subsidio en los términos del artículo octavo de la presente 
resolución.

Frente a la existencia de inconsistencias en el informe estadístico Notarial, se 
consideran como causales objeto de subsanación, entre otras que considere 
pertinentes el Comité de Subsidios Notariales, las siguientes:

a. Errores en el diligenciamiento del informe estadístico notarial y formato 
de recaudos. (Nombre y círculo de la Notaría, falta de firma del notario, 
periodo al que corresponde el IEN o formato RESOLUCION No.03679 
27-04-2021RESOLUCIÓN No. DE de recaudo, fecha de impresión y mes 
reportado en el formato SIN, rango de escrituración, total de escrituras 
autorizadas, clasificación de escrituras (repetidas, exentas, VIS, VIP, VIPA 
y no autorizadas), comprobantes de pagos de aportes y recaudos en for-
matos diferentes al autorizado.

b. Actualización en el informe Estadístico Notarial, de la asignación del 
rango de escrituración para el cálculo en el pago de los aportes de tarifa 
plena y especial, que deben realizar los notarios ante el Fondo Cuenta Es-
pecial de Notariado, conforme a lo establecido en la resolución de tarifas 
notariales de la respectiva vigencia.

c. Omisión de remitir el formato de recaudos.

d. El envío del informe inobservando los medios electrónicos establecidos.

Parágrafo primero: La presentación del informe estadístico IEN y el pago de los apor-
tes y recaudos en forma extemporánea, constituyen un incumplimiento del notario en 
sus obligaciones y en consecuencia no tendrá derecho al pago del subsidio durante el 
mes del incumplimiento.

El pago incompleto de aportes y recaudos liquidados podrá subsanarse dentro de los 
primeros quince días calendario del mes. Vencido este plazo no habrá oportunidad de 
subsanar por dicho concepto y, en consecuencia, será causal de negación del otorga-
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miento del subsidio del mes correspondiente.

Si el Notario no subsana las inconsistencias requeridas sobre el informe dentro del 
término dispuesto para tal fin, se negará el subsidio en los términos del artículo octavo 
del presente acto.

Una vez verificada la corrección realizada por parte del Notario dentro del término de 
los tres días hábiles concedidos, el Grupo de Recaudos y Subsidios pagará el subsi-
dio al Notario, en el mes siguiente al del cumplimiento de dicho requerimiento si por 
trámites presupuestales no alcanza a ser incluido en la nómina del respectivo mes. Así 
mismo, el Grupo de Recaudos y Subsidios, informará al Notario Subsidiado del cumpli-
miento de los requisitos subsanados.

ARTÍCULO OCTAVO – Incumplimiento de las obligaciones ante la Superin-
tendencia de Notariado y Registro y el Fondo Cuenta Especial de Notaria-
do: Constituye una falta disciplinaria atribuible a los Notarios el incumplimiento de 
las obligaciones para con la Superintendencia de Notariado y Registro y el Fondo 
Cuenta Especial de Notariado, por lo que todos los Notarios del país (subsidiados 
y no subsidiados) están obligados al debido y oportuno cumplimiento en lo que 
respecta al envío del Informe Estadístico Notarial (IEN) en los términos, la forma 
y a través de los canales establecidos por la Superintendencia de Notariado y Re-
gistro, así como al pago de los recaudos y aportes que correspondan, ello según 
lo dispuesto en las Leyes 734 de 2002, 1952 de 2019, y el Decreto 1069 de 2015.

Adicionalmente, tratándose de Notarios subsidiados, de conformidad con lo es-
tablecido en el artículo 124 del Decreto 2148 de 1983 compilado en el artículo 
2.2.6.1.6.1.9. del Decreto 1069 de 2015, no se pagará el subsidio al Notario que 
no cumpla oportunamente con sus obligaciones ante la Superintendencia de 
Notariado y Registro y el Fondo Cuenta Especial de Notariado, según el caso, 
en lo relacionado con los aportes, recaudos e informes de escrituración.

ARTÍCULO NOVENO – Negación del subsidio. Son causales de incumplimiento 
de las obligaciones previstas en los artículos 122 y 123 del Decreto 2148 de 1983 
compilados en el artículo 2.2.6.1.6.1.7. y 2.2.6.1.6.1.8. del Decreto 1069 de 2015 y 
de negación del subsidio notarial, las siguientes:

1. No enviar el informe estadístico notarial dentro de los primeros quince 
(15) días calendario de cada mes, excepto en los casos en que se de-
muestre caso fortuito o fuerza mayor, situación que deberá informar en el 
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menor tiempo posible.

2. No pago de los aportes y/o recaudos.

3. Pago extemporáneo de la totalidad de los aportes y recaudos.

ARTÍCULO DÉCIMO – Pago de Aportes y Recaudos al Fondo Cuenta Especial de 
Notariado y la Superintendencia de Notariado y Registro. Los pagos de los aportes 
y recaudos a favor del Fondo Cuenta Especial de Notariado; así como los recaudos 
para la Superintendencia de Notariado y Registro, se realizan únicamente por la moda-
lidad de “pagos en línea - PSE” o por el medio autorizado por la Superintendencia de 
Notariado y Registro, salvo casos excepcionales.

Parágrafo: Los soportes de pago por los conceptos de aportes y recaudos válidos, son 
aquellos generados por el aplicativo de pagos en línea PSE. Sin embargo, el Grupo de 
Recaudos y Subsidios Notariales, podrá verificar directamente la validez de los pagos 
realizados por las Notarías en el aplicativo cuando corresponda.

El plazo máximo para realizar el pago por concepto de aportes y recaudos para el 
Fondo Cuenta Especial del Notariado y los Recaudos para la Superintendencia es 
dentro de los primeros quince (15) días calendario del mes siguiente al del recaudo.

ARTÍCULO UNDÉCIMO – Formatos válidos. Únicamente se tendrán como válidos 
los formatos adoptados por la Superintendencia de Notariado y Registro que se 
encuentren publicados en la página web institucional.

ARTÍCULO DUONDÉCIMO – Derogatorias. La presente Resolución deroga la 
Instrucción Administrativa No. 014 de 2009, Instrucción Administrativa No. 
1703 de 2014, la Instrucción Administrativa No. 08 de 2018, la Instrucción 
Administrativa No. 09 de 2018, la Instrucción Administrativa No. 04 de 2019, 
la Instrucción Administrativa No. 05 de 2019, la Circular No. 2616 de 2018, la 
Circular No. 199 de 2020, la Circular No. 331 de 2021 y las demás que le sean 
contrarias al presente acto administrativo.

ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO – Comunicaciones. Comunicar la presente reso-
lución a los Notarios del país, al Grupo de Recaudos y Subsidios Notariales de la 
Entidad, a los integrantes del Comité de Subsidios Notariales y al Secretario General 
para lo pertinente.
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ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO – Vigencia. La presente resolución rige a partir de su 
expedición.
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28 de julio de 2021

INSTRUCCIÓN ADMINISTRATIVA No 04

NOTARIOS Y REGISTRADORES DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS.
PARA:         

SUPERINTENDENTE DE NOTARIADO Y REGISTRO

Lineamientos para la cancelación de actos.

DE:         

ASUNTO: FECHA:

	 I. CONSIDERACIONES

1. Competencia SNR

En ejercicio de la función orientadora establecida en el numeral 19, del artículo 
13 del Decreto 2723 de 2014 se imparten las siguientes instrucciones, relaciona-
das con la forma en que debe atender y emplear lo dispuesto en los artículos 53 
y 54 del Decreto Ley 960 de 1970 y la técnica registral aplicable a la inscripción 
de cancelación de actos.

En este sentido, se emiten los lineamientos para la ejecución del procedimiento 
establecido en los artículos mencionados, advirtiendo que los mismos deberán ser 
acatados en concordancia con las demás normas pertinentes del Decreto Ley 960 
de 1970, la Ley 1579 de 2012, y las demás que sean aplicables a dicho trámite.

2. De la cancelación de actos

La cancelación de una escritura pública puede realizarse por la voluntad de las 
partes que intervinieron en el acto constituyente o por decisión judicial; para ello, 
el Notario deberá dejar constancia de esta situación en la escritura (matriz) que 
reposa en el protocolo notarial, bajo la imposición de una nota de cancelación en 
el cuerpo mismo del texto escriturario que se cancela.

Ahora bien, como una acción derivada de este procedimiento, y bajo el principio 
de matricidad1, le corresponde al operador notarial atender lo dispuesto en los 
artículos 52, 53 y 54 del Decreto Ley 960 de 1970, que en su orden disponen:

1 Este principio tiene como sustento principal la memoria original, auténtica y única de las diligencias autorizadas mediante escritura pú-
blica por el Notario y que reposa y se custodia en el protocolo, pero del cual se expiden copias o certificados con igual tenor probatorio.
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En todo caso de cancelación el Notario pondrá en el original de la escritura 
cancelada una nota que exprese el hecho, con indicación del número y fecha 
del instrumento por medio del cual se ha consignado la cancelación o del que 
contiene la protocolización de la orden judicial o del certificado de otro Notario, 
caso de que la cancelación no se haga ante el mismo que custodia el original. 
Dicha nota se escribirá en sentido diagonal, en tinta de color diferente al de la 
escritura del original, y se pondrá igualmente en todas las copias de la escri-
tura cancelada previamente extendidas que le sean presentadas al Notario.

El Notario ante quien se cancele una escritura por declaración de los interesa-
dos o por mandato judicial comunicado a él, expedirá certificación al respecto 
con destino al Registrador de Instrumentos Públicos a fin de que este proceda 
a cancelar la inscripción. Si la cancelación fuere hecha ante un Notario distinto 
del que conserva el original, el primero expedirá, además, certificado con des-
tino al segundo para que ante este se protocolice y con base en él se produzca 
la nota de cancelación. (El aparte tachado corresponde a la modificación rea-
lizada por el artículo 91 de la Ley 19 de 2012.)

En las certificaciones de cancelación se determinará precisamente el 
instrumento que contiene la cancelación o la protocolización, en su 
caso, la autoridad que la haya decretado, con indicación de la fecha de 
la providencia y la denominación del proceso en donde fue decretada, 
y además, se precisará por su número, fecha y Notaría la escritura que 
contiene el acto, la cuantía de las obligaciones y los datos pertinentes 
del registro.” (Subrayado fuera del texto original).

En este punto, ha de precisarse que las cancelaciones a las que se refieren los 
artículos transcritos son las que se producen con efectos de fé pública, en otras 
palabras, las que autoriza el Notario, quien se encuentra llamado al acatamien-
to riguroso de la formalidad que establece la Ley. En aquella cancelación que 

ARTÍCULO 52

ARTÍCULO 53

ARTÍCULO 54
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ordena el juez, se debe precisar que, mediante ella no se entrega fé publica, 
por cuanto el operador judicial simplemente ordena la cancelación en virtud de 
la autoridad que representa y el destinatario de la medida (Notario-registrador) 
deberá cumplirla previo el lleno de los requisitos establecidos en la Ley.

Por otra parte, aunque en principio el ejercicio fedatario en el contexto notarial 
se encuentra normado, algunos aspectos no regulados requieren la aplicación de 
un tratamiento ortodoxo, en aras de garantizar una mejor prestación del servicio. 
Ejemplo de ello lo constituye la conservación y custodia de la información pro-
ducida; en efecto, en relación con este ítem la norma detalla la conformación del 
protocolo, la forma en que debe almacenarse la información correspondiente, el 
lugar en que debe reposar y el procedimiento o método de expedición de copias 
y consulta de su información, todo ello, de conformidad con lo establecido en el 
numerales 6° y 7° del artículo 3, y los artículos 79 al 91 y 106 al 115 del Decreto 
Ley 960 de 1970; estos parámetros servirían de guía para su implementación 
voluntaria en la memoria de otras diligencias del servicio.

3. Del certificado de cancelación

Conforme lo dispuesto en el citado artículo 53, el Notario ante quien se cancele 
una escritura por declaración de los interesados o por mandato judicial comuni-
cado a él, deberá expedir certificación al respecto con destino al Registrador de 
Instrumentos Públicos con el fin de que este último proceda a cancelar la corres-
pondiente inscripción.

Por su parte, el artículo 91 del Decreto Ley 960 de 1970 señala lo siguiente:

Los certificados de cancelación de hipotecas o condiciones resolutorias 
se expedirán con destino al Registrador correspondiente y al Notario que 
custodia el original a que se refiere la cancelación, cuando no sea el 
mismo ante quien se otorgó el instrumento que contenga el acto de cuya 
cancelación se trate.”

A su vez, el Decreto 2148 de 1983, compilado en el Decreto 1069 de 2015, 
en su artículo 43 dispone:

ARTÍCULO 91
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Todo certificado que expida el Notario tendrá numeración continua que se
iniciará en el respectivo año.”

ARTÍCULO 43

Ahora bien, sin perjuicio de que la actuación notarial goza de los efectos jurídicos 
de presunción de legalidad y de autenticidad, en beneficio de la seguridad jurídica 
y la confianza legítima que inspira el ejercicio fedatario; la forma en que se deberá 
expedir el certificado es la señalada por el artículo 91 del Decreto Ley 019 de 2012, 
en concordancia con el artículo 37, literal K del Decreto 188 de 2013, en el sentido 
de hacerlo en papel común, habida cuenta que ésta no tiene costo alguno para el 
usuario, como quiera que son actos exentos de cobros notariales.

En cuanto a la función de custodia y conservación de dicha información, por estar 
revestidas de igual tenor de verdad fedataria, deberán conservarse asignándole 
numeración consecutiva con vigencia anual, con el ánimo de prestar un mejor 
servicio y brindar seguridad jurídica adicional a las mismas.

En este orden, los certificados de cancelación deberán: (i) tener numeración 
consecutiva única con corte anual; (ii) contener los datos del acto escriturario 
en el cual consta la manifestación expresa de la cancelación, indicándolo por su 
número y fecha; (iii) expresar los datos del acto escriturario que se cancela y se 
expedirán las copias del ejemplar que le soliciten; (iv) por cada escritura pública 
que se emita, se produce un certificado con un número único y (v) la expedición 
de este certificado es un acto exento de derechos notariales.

4. Del registro de la cancelación

Dispone el artículo 61 de la Ley 1579 de 2012 que la cancelación de una anotación es 
el acto por el cual se deja sin efecto un registro o una inscripción y el artículo 62 Ibidem 
señala que el registrador procederá a cancelar un registro o inscripción cuando se le 
presente la prueba de la cancelación del respectivo título o acto, o la orden judicial o 
administrativa en tal sentido2.

2 Artículo 61. Definición. La cancelación de un asiento registral es el acto por el cual se deja sin efecto un registro o una inscripción.
Artículo 62. Procedencia de la cancelación. El Registrador procederá a cancelar un registro o inscripción cuando se le presente la prue-
ba de la cancelación del respectivo título o acto, o la orden judicial o administrativa en tal sentido.
La cancelación de una inscripción se hará en el folio de matrícula haciendo referencia al acto, contrato o providencia que la ordena o 
respalda, indicando la anotación objeto de cancelación.
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Dicho lo anterior, y conforme lo contemplado en la parte final del citado artículo 62, la 
cancelación se hará en el respectivo folio de matrícula inmobiliaria haciendo referencia 
al acto, contrato o providencia que la ordena o respalda, indicando la anotación objeto 
de cancelación.

Tratándose de cancelación por voluntad de los interesados o por mandato judicial co-
municado al Notario que conserva el documento matriz, el Notario expedirá certifica-
ción al respecto con destino al Registrador de Instrumentos Públicos a fin de que éste 
proceda a cancelar la inscripción3, pero sí la orden judicial va dirigida directamente al 
Registro, se deberá acatar dicha decisión, sin que requiera de la certificación notarial 
en tal sentido, en atención a los artículos mencionados.

Lo expuesto permite afirmar, que sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 4° de la 
Ley 1579 de 2012, el documento idóneo y suficiente para comunicar la cancelación 
de una escritura pública por voluntad de las partes, es el certificado que el artículo 53 
del Decreto Ley 960 de 1970 le ordena extender y autorizar al Notario y con el cual se 
adelantará el trámite de registro.

Adicional a lo anterior, en el evento en que el usuario radique para la respectiva cance-
lación del acto la escritura pública con la nota que exprese el hecho, es también deber 
de los Registradores recibir el documento y surtir con él todo el trámite de registro y su 
eventual cancelación.

Finalmente, en aras de brindar una mayor seguridad al trámite de registro, el usuario 
podrá presentar como anexo al certificado de cancelación, copia de la escritura pública 
correspondiente, siendo ello optativo para el ciudadano.

En este orden y teniendo en cuenta que el registro público inmobiliario también 
corresponde a una actividad reglada, en virtud de lo previsto por el literal a) del 
artículo 3° de la Ley 1579 de 20124, la técnica registral correspondiente para la 
cancelación de actos obedece a la siguiente matriz de inscripción:

3 Artículo 53 Decreto Ley 960 de 1970.

Documento de 
trámite

Certificado de Cancelación o Escritura Pública u 
orden judicial
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Acto

Comentario

Cuando es 
radicada Escritura 
Pública

Cuando es radicado 
Certificado

Cancelación por voluntad de las partes o 
cancelación por orden judicial

En este campo se deben indicar los datos que 
informa el certificado de cancelación radicado, 
referente a la escritura pública cancelada.
A manera de ejemplo se deja una guía de 
comentario.

1. Hipoteca constituida por Escritura Pública 
1885 del 17 de febrero de 2001 de la Notaria 2 
de Yopal.

2. Patrimonio de familia constituido por Escritura 
Publica 1528 de la Notaria 1 de Cali y cancelada 
por Escritura Pública 1802 de la Notaria 3 de 
Cali.

Teniendo en cuenta lo anterior, se imparten las siguientes,

II. INSTRUCCIONES

1. Para el acto de cancelación de cualquier tipo de acto, el Notario deberá:

(i) Autorizar una escritura pública de cancelación que se incorpora al proto-
colo;
(ii) Imponer nota que contenga la novedad de la cancelación en el cuerpo de 
la matriz que se cancela y,
(iii) Expedir certificado de cancelación para el archivo público en donde se 
encuentre publicitado el acto o al despacho notarial en donde repose la matriz 
afectada, sin valor o costo para el usuario.

4 (…) a) Rogación. Los asientos en el registro se practican a solicitud de parte interesada, del Notario, por orden de autoridad judicial o 
administrativa. El Registrador de Instrumentos Públicos sólo podrá hacer inscripciones de oficio cuando la ley lo autorice;”
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(i) Numeración consecutiva con corte anual;
(ii) Contener los datos del acto escriturario en el cual consta la manifestación 
expresa de la cancelación, indicándolo por su número y fecha;
(iii) Expresar los datos del acto escriturario que se cancela.
(iv) Por cada escritura pública que se emita, se produce un certificado con un 
número único.

2. De igual forma, el Notario deberá llevar un archivo de certificados de cancelación 
que debe tener:

3. El Registrador de Instrumentos Públicos deberá acatar la orden judicial de 
cancelación sin que requiera de certificación notarial en tal sentido.

4. La regla general para el registro de cancelación de actos por voluntad de las 
partes se surte con el certificado de cancelación expedido por el Notario para tal fin; 
sin embargo, también resulta procedente la rogación del servicio con la escritura 
pública de cancelación. Por lo cual, al momento de ingresar a la ventanilla con el 
documento que decida el usuario, en aras de lograr una técnica registral optima 
debe hacerse el ingreso de la siguiente manera, si es certificado el encabezado 
debe informar “certificado” y si es por escritura pública, en el encabezado el docu-
mento sometido a registro “escritura”

5. Para los certificados de cancelación expedidos por los Notarios, el Registrador podrá 
hacer control legal a los documentos que sirvieron de soporte para dicha cancelación, 
por lo tanto, únicamente para los actos de cancelación de usufructo o de patrimonio 
de familia, es optativo del Registrador solicitar al momento de hacer la radicación del 
documento que el interesado ingrese la copia de la escritura pública con destino al 
usuario con sus respectivos anexos y así convalidar los documentos que se protocoli-
zaron para acceder a la cancelación.

6. Para los Registradores de Instrumentos Públicos, la técnica registral para la 
cancelación de actos obedece a la siguiente matriz de inscripción:

Documento de 
trámite

Certificado de Cancelación o Escritura Pública u 
orden judicial
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Acto

Comentario

Cuando es 
radicada Escritura 
Pública

Cuando es radicado 
Certificado

Cancelación por voluntad de las partes o 
cancelación por orden judicial

En este campo se deben indicar los datos 
que informa el certificado de cancelación 
radicado, referente a la escritura pública 
cancelada.
A manera de ejemplo se deja una guía de 
comentario.

3. Hipoteca constituida por Escritura Publica 
1885 del 17 de febrero de 2001 de la Notaria 2 
de Yopal

4. Patrimonio de familia constituido por Escritura 
Publica 1528 de la Notaria 1 de Cali y cancelada 
por Escritura Pública 1802 de la Notaria 3 de 
Cali.

Está Instrucción Administrativa rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga la 
Instrucción Administrativa 17 de 2012 y las demás de igual tenor que le sean contrarias.
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05 de agosto de 2021

INSTRUCCIÓN ADMINISTRATIVA No 05

NOTARIOS DEL PAÍS
PARA:         

SUPERINTENDENTE DE NOTARIADO Y REGISTRO

Uso del logo institucional SNR – Avisos de estar  sujetos 
a vigilancia SNR

DE:         

ASUNTO: FECHA:

Respetados Notarios,

El uso del logo institucional de la Superintendencia de Notariado y Registro debe 
ceñirse a las políticas determinadas en el Manual de Identidad Visual Corporativa, 
el cual contempla la imagen de esta Superintendencia como Entidad que guarda 
la fe pública en Colombia. De esta manera, la adecuada utilización de todos los 
elementos descritos en dicho manual permite la conservación y el respeto por la 
identidad gráfica de la Entidad, así como la fácil identificación para los ciudadanos 
y la confianza respecto del servicio que prestan los notarios, al indicar que se trata 
de un servicio sujeto a inspección, vigilancia y control.

Ahora bien, en desarrollo de las funciones establecidas en el artículo 24 del De-
creto 2723 de 2014, la Superintendencia Delegada para el Notariado advirtió una 
serie de situaciones que pueden afectar la identidad visual y grafica de la Entidad, 
tales como:

1. Ausencia total del uso de logos de la Superintendencia de Notariado 
y Registro en las Notarías, tanto en fachadas como en interiores, lo que 
imposibilita la identificación visual inmediata por parte del ciudadano de 
encontrarse en un establecimiento de prestación de servicios notariales y 
de la condición de inspección, vigilancia y control a la cual las Notarías se 
encuentran sujetas.

2. El uso indebido de logos de la Superintendencia de Notariado y Registro 
tanto en la fachada como al interior de las Notarías, pues no cumplen con los 
requisitos del Manual de Identidad Visual Corporativa de la Entidad.
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Así las cosas, y con el fin de estandarizar el uso de la imagen institucional, el 
Grupo de Comunicaciones de la SNR emitió el Manual de Diseño de Avisos en 
Notarías con código MP - CNEA - PO - 01 - PR - 03 - MN - 01, el cual, a partir de 
la fecha, será
 
implementado en todas las notarías, así como las directrices que se fijen en el 
documento que lo actualice, modifique o reemplace.

A efectos del cumplimiento de dicho Manual, se instruye:

La aplicación de la disposición señalada en el numeral 2 descrita en precedencia, 
será validada a partir del mes de septiembre de 2021, en la práctica de visitas 
realizadas a las Notarías del país como un elemento adicional de verificación por 
parte de la Dirección de Vigilancia y Control Notarial de la Superintendencia de 
Notariado y Registro.

1. Acatar las propuestas de diseño de avisos para fachadas e interiores de los 
establecimientos notariales, con los lineamientos para el uso del logo institu-
cional de la SNR en las sedes Notariales y la leyenda de ser “Vigilados por la 
Superintendencia de Notariado y Registro”, uso que definirá el Notario a su 
elección en atención a su autonomía, de conformidad a lo contemplado en el 
mencionado manual

Se hace énfasis en que estas propuestas obedecen a los avisos de carácter 
facultativo, por lo tanto, las Notarías que ya tienen sus avisos de fachada 
e interiores establecidos y no desean actualizarlos, no se están obligadas a 
hacerlo.

El manual identifica, a su vez, el aviso que, en todo caso, todas las Notarías 
sí deberán incluir dentro de la sede notarial y en un lugar visible de la zona 
principal de atención, que comunique al usuario del servicio público el ejercicio 
de inspección, vigilancia y control que ejerce esta Entidad sobre el despacho 
notarial.

2. Dar cumplimiento a lo señalado a partir de la fecha de expedición de la 
presente instrucción y como plazo máximo hasta el 30 de agosto de 2021.
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18 de agosto de 2021

INSTRUCCIÓN ADMINISTRATIVA No 06

NOTARIOS DEL PAÍS
PARA:         

SUPERINTENDENTE DE NOTARIADO Y REGISTRO

Sistema de Certificación Electrónica de Tiempos
Laborados - CETIL

DE:         

ASUNTO: FECHA:

	 I. CONSIDERACIONES PREVIAS

1. De la naturaleza del notario y el ejercicio de la función notarial

El ejercicio de la función notarial en el régimen jurídico colombiano tiene su 
fundamento primigenio en el artículo 131 de la Constitución Política el cual 
establece, entre otros, que es competencia de la Ley la reglamentación del 
servicio público que prestan los notarios.

En desarrollo de tal artículo constitucional, las normas con rango legal que han 
definido la prestación del servicio notarial han establecido que, el notariado es 
un servicio público que se presta por los notarios e implica el ejercicio de la fe 
notarial (art. 1, Ley 29 de 1973), y que los notarios son autónomos en el ejercicio 
de sus funciones y responsables conforme a la Ley (art. 8, Decreto Ley 960 de 
1970).

En el mismo sentido, los artículos 2.2.6.1.6.1.1 y 2.2.6.1.6.1.2 del Decreto 1069 
de 2015, reglamentaron la función notarial así:

La autonomía del notario en el ejercicio de su función implica que dentro 
del marco de sus atribuciones interpreta la Ley de acuerdo con las reglas 
establecidas en el Código Civil y no depende de un superior jerárquico que 
le revise sus actuaciones para reformarlas, confirmarlas o revocarlas, sino 
que actúa bajo su personal responsabilidad.

“ARTÍCULO 2.2.6.1.6.1.1
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Independientemente de la responsabil idad civi l  o penal que le 
pueda corresponder, el notario responde discipl inariamente de 
cualquier irregularidad en la prestación del servicio, aunque no 
produzca perjuicio.”

“ARTÍCULO 2.2.6.1.6.1.2

Por su parte, la jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha referido a la 
naturaleza jurídica de la función notarial y del notario, indicando que:

Ahora bien, sobre el alcance, características e implicaciones de la prestación del 
servicio notarial el artículo 6 del Decreto Ley 960 de 1970, Estatuto Notarial, dis-
puso que “[c]orresponde al Notario la redacción de los instrumentos en que se 
consignen las declaraciones emitidas ante él, sin perjuicio de que los interesados 
las presenten redactadas por ellos o sus asesores. En todo caso, el Notario velará 
por la legalidad de tales declaraciones y pondrá de presente las irregularidades 
que advierta, sin negar la autorización del instrumento en caso de insistencia de 
los interesados, salvo lo prevenido para la nulidad absoluta, dejando siempre en él 
constancia de lo ocurrido.”

Sobre el control de legalidad que supone el citado artículo 6 del Estatuto Notarial, 
la Corte Constitucional, mediante sentencia C-093 de 1998 aclaró que el notario 
debe “acatar las disposiciones que regulan la forma de los instrumentos y negocios 
que se sometan a su conocimiento para cumplir adecuadamente el acto querido 

“(...) Los notarios no son, en sentido subjetivo, servidores públicos, 
así objetivamente ejerzan la función de dar fe pública de los actos que 
requieren de su intervención. Son, en cambio, particulares que prestan 
en forma permanente la función pública notarial, bajo la figura de la 
descentralización por colaboración.”

En torno a estos planteamientos jurisprudenciales, la Corte Constitucional ha desa-
rrollado algunas notas distintivas que caracterizan la actividad notarial, como:

“(i) un servicio público, (ii) de carácter testimonial, (iii) que apareja el ejercicio 
de una función pública, (iv) a cargo normalmente de los particulares, en de-
sarrollo del principio de descentralización por colaboración y (v) a los cuales 
les otorga, la condición de autoridades” (Sent. C-1508/2000 y C-1212/2001).



R
EVISTA IN

FO
LIO

S 2022

66

por los solicitantes, evitando que el desconocimiento de tales formalidades pueda 
conducir a la declaración judicial de ineficacia o nulidad del instrumento, y al con-
secuente juicio de responsabilidad civil, penal o disciplinario del notario en caso 
de probarse el dolo o la culpa en su actuación (art. 195 Decreto 960/70). Dicho 
control, que es eminentemente sustancial, se adelanta no en cumplimiento de una 
potestad juzgadora que, como ha quedado explicado, no cumple el notario, sino en 
virtud de la función asesora de que ha sido investido por la Ley.”

Aunado a lo anterior, debe observarse lo señalado por el Tribunal Constitucional, 
quien en la Sentencia T-925 de 2010 señaló que la función notarial es “un servicio 
público que consiste en declarar la autenticidad de las manifestaciones que son 
emitidas ante el Notario y dar fe de los hechos que ha podido percibir en ejercicio 
de su cargo. Esta ha sido considerada una función pública por la trascendencia 
que tiene para el buen funcionamiento del Estado, y porque se desarrolla con fun-
damento en prerrogativas estatales.”

Así las cosas, de las normas y jurisprudencia hasta aquí expuestas se concluye lo 
siguiente:

La función notarial se encuentra reglada por la Ley.
El notario es un particular que presta en forma permanente la función 
pública notarial, bajo la figura de la descentralización por colaboración.
La función notarial es un servicio público, de carácter testimonial, que 
apareja el ejercicio de una función pública, a cargo de los particulares, 
en desarrollo del principio de descentralización por colaboración y a los 
cuales les otorga la condición de autoridades.
El notario no tiene superior jerárquico que le ordene resolver en uno u 
otro sentido, que modifique o reforme sus decisiones.
La función notarial no se limita meramente a servir de testigo inmóvil y sin 
criterio, sino que acarrea un control de legalidad sobre los actos que son 
puestos bajo su conocimiento, consistente en declarar la autenticidad de 
las manifestaciones que son emitidas ante él y dar fe de los hechos que 
ha podido percibir en ejercicio de su cargo.
El notario está obligado a acatar las disposiciones que regulan la forma 
de los instrumentos y negocios que se sometan a su conocimiento para 
cumplir adecuadamente el acto querido por los solicitantes, evitando que 
el desconocimiento de tales formalidades pueda conducir a la declaración 
judicial de ineficacia o nulidad del instrumento, y al consecuente juicio de 
responsabilidad civil, penal o disciplinaria del notario, en caso de probarse 
el dolo o la culpa en su actuación.
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2. De la calidad de notario y el ejercicio de funciones

De conformidad con lo establecido en el artículo 145 del Estatuto Notarial y el 
artículo 66 del Decreto 2148 de 1983, compilado en el artículo 2.2.6.1.5.3.6 del 
Decreto 1069 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del De-
recho, los notarios podrán desempeñar el cargo bien sea en propiedad, interinidad 
o por encargo.

Bajo este parámetro, el nombramiento de notarios en propiedad se hará de confor-
midad con lo dispuesto en el artículo 131 de la Constitución Política, para lo cual se 
agotará el concurso público y abierto de méritos. En ese sentido, aquel aspirante 
que supere todas las etapas del concurso y que se encuentre incluido en una lista 
de elegibles vigente, se entenderá que adquiere la calidad de notario en propiedad 
y en consecuencia ingresará a la carrera notarial con el correspondiente acto de 
nombramiento y posesión formalizado ante la autoridad competente.

Respecto del nombramiento de notarios en calidad de interinos, se advierte que, 
podrá ocurrir en aquellos eventos en que no se haya convocado a concurso o 
cuando se haya convocado y éste se declare desierto, o cuando la causa que mo-
tive el encargo se prolongue más de tres meses, mientras ella subsista o se haga 
la designación en propiedad; lo anterior, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 148 del Decreto Ley 960 de 1970 y el numeral 2 del artículo 66 del Decreto 
2148 de 1983.

Por otra parte, el nombramiento en calidad de encargo podrá tener origen en el 
nominador o en el notario, en tal sentido frente al primer origen, se establece la 
posibilidad de nombrar en dicha calidad a fin de suplir las faltas del titular de con-
formidad con lo establecido en el numeral 3 del artículo 2.2.6.1.5.3.6 del Decreto 
1069 de 2015, en ese caso resulta pertinente manifestar que la naturaleza misma 
del encargo limita su ejecución al término de noventa (90) días. Dicha figura por 
diversas situaciones podrá extenderse en el tiempo, sin que ello implique que una 
vez superados los noventa (90) días del encargo, la figura jurídica mute per se, a 
la calidad de interinidad, toda vez que, para ello se requiere de la expedición de un 
acto administrativo por el nominador competente y, en consecuencia, la debida po-
sesión en el cargo. La anterior postura, fue la acogida por el Consejo Superior de 
la Carrera Notarial, en su calidad de órgano rector de la carrera notarial, en sesión 
llevada a cabo el 2 de mayo de 2019.

Respecto del segundo origen, el nombramiento en encargo se dará cuando 
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el notario titular con ocasión de una licencia o permiso en observancia de las 
disposiciones previstas en los artículos 107 a 113 del Decreto 2148 de 1983 y 
el artículo 157 del Estatuto Notarial e indique en consecuencia, bajo su entera 
responsabilidad, quien lo remplazará, de conformidad con el artículo 114 del 
Decreto 2148 de 1983.

Así las cosas, de lo hasta aquí señalado se concluye que, el ingreso a la carrera 
notarial estará precedido del acto administrativo de nombramiento expedido por 
la autoridad competente, la aceptación de la designación, la confirmación (en los 
eventos en que corresponda) y la posesión en el cargo, momento a partir del cual, 
el notario adquirirá los derechos inherentes a la carrera notarial.

Ahora bien, atendiendo a lo dispuesto en el artículo 104 del Decreto 2148 de 
1983, compilado en el artículo 2.2.6.1.5.6.1 del Decreto 1069 de 2015, el notario 
se encontrará en servicio activo, cuando debidamente posesionado ejerza sus 
funciones, es decir, cuando se haga entrega material del protocolo notarial de 
conformidad con lo establecido en el artículo 116 del Estatuto Notarial, que para 
el efecto se realizará, a través de las visitas especiales de entrega ordenadas por 
la Superintendencia Delegada para el Notariado, las cuales constarán en acta 
suscrita por el notario saliente y entrante. En consecuencia, desde la fecha de 
cierre de la diligencia cesarán las obligaciones del notario saliente e iniciarán las 
del notario entrante.

Teniendo en cuenta las anteriores consideraciones y en ejercicio de la función 
orientadora establecida en el numeral 19 del artículo 13 del Decreto 2723 de 2014, 
se imparten las siguientes instrucciones respecto de la funcionalidad del aplicativo 
CETIL:

II.INSTRUCCIONES

1. Aspectos generales:

Mediante el Decreto 1833 de 2016, modificado a través del Decreto 726 de 2018, 
se creó el Sistema de Certificación Electrónica de Tiempos Laborados (CETIL), a 
través del cual las entidades públicas o privadas que ejercen funciones públicas, 
expedirán todas las certificaciones de tiempos laborados, cotizados y salarios de-
vengados por los trabajadores vinculados o ex trabajadores, con el fin de ser acre-
ditadas ante las entidades que reconozcan prestaciones pensionales.
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En ese sentido y con el propósito de dar instruir a los Notarios sobre el uso del 
sistema CETIL y la normatividad aplicable al asunto, así como los procesos que se 
deben llevar a cabo para ello, la Superintendencia de Notariado y Registro precisa 
los siguientes aspectos:

1.1 ¿Qué es el CETIL?

Es una herramienta tecnológica implementada por el Ministerio del Trabajo y por 
el Ministerio de Hacienda y Crédito Público que agiliza la expedición de certifi-
caciones de historia laboral para el reconocimiento de derechos pensionales de 
los afiliados al Sistema General de Pensiones, a través de un formato único de 
certificación electrónica. Estas certificaciones son de carácter gratuito, y quienes 
las deban expedir no podrán cobrar valor alguno para dicho trámite.

Adicionalmente, pueden ser solicitadas en cualquier momento, de acuerdo con el 
carácter imprescriptible de los derechos pensionales.

1.2 ¿El CETIL reemplaza los formatos CLEBP?

Con la implementación del sistema CETIL se remplazaron los formatos 1, 2, 3 (A) 
y 3 (B) establecidos en la Circular Conjunta Número 13 de 18 de abril de 2007 
del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y del Ministerio del Trabajo, que 
eran anteriormente requeridos para trámites de reconocimiento de prestaciones 
pensionales a que se refiere el artículo 3° del Decreto 013 de 2001.

Las certificaciones expedidas en los formatos 1, 2, 3 (A) y 3 (B), antes de la fecha 
de inicio de operación del sistema CETIL serán válidas para trámites de pensión 
o prestaciones pensionales y para el financiamiento de las mismas, siempre y 
cuando no requieran modificación alguna y se hayan entregado a la entidad re-
conocedora con anterioridad a la fecha de ingreso de la entidad certificadora en 
el aplicativo CETIL.

1.3 ¿A partir de qué fecha se implementó el CETIL?

Sobre el inicio de la operación del sistema CETIL, se tiene que el plazo establecido 
para su implementación se fijó hasta el 30 de junio de 2019 y de conformidad con 
el artículo 2.2.9.2.2.14 del Decreto 726 de 2018, en todo caso, las entidades certi-
ficadoras deberán expedir la totalidad de las certificaciones de tiempos laborados 
y salarios a través del Sistema CETIL dentro del año siguiente a la fecha de inicio 
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de operación de dicho Sistema. En ese orden de ideas a la fecha, es obligatoria la 
expedición de la totalidad de las certificaciones de tiempos laborados a través del 
sistema CETIL.

1.4 ¿Son los Notarios una “entidad certificadora”?

En atención a las precisiones efectuadas en el acápite de consideraciones de la 
presente Instrucción y la calidad de empleador que reviste al Notario, éste actúa 
en calidad de entidad certificadora en el sistema CETIL.

De conformidad con el artículo 2.2.9.2.2.3 del Decreto 726 de 2018, las certi-
ficaciones son expedidas por las entidades certificadoras, esto es aquellas de 
carácter público o privado que cuenten con información sobre historias laborales, 
es decir aquellas que se encuentren obligadas a expedir las certificaciones de 
tiempos laborados o cotizados y salarios con destino al reconocimiento de pres-
taciones pensionales y para el financiamiento de las mismas.

En igual sentido, la Circular Conjunta No. 65 de 17 de noviembre de 2016 del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público y Ministerio del Trabajo: señaló que “las 
entidades públicas y los particulares que ejerzan funciones públicas o cuenten 
con información sobre historias laborales suministrarán la información que los 
Ministerios de Hacienda y Crédito Público y Trabajo estimen necesaria para la 
construcción de las historias laborales unificadas, la cual deberá ser gratuita”. 
Adicionalmente, de conformidad con lo establecido en el artículo 159 de la Ley 
1753 de 2015, el suministro de la información será gratuito y no estará sujeto al 
pago de tributo, tarifa, o costo alguno para la entidad solicitante o el afiliado o 
interesado que la requiera.

Así las cosas, quien tenga la custodia de la documentación soporte para ser 
verificable y auditable, será el competente para certificar. Si el Notario aún está 
ejerciendo tal custodia, deberá expedir las respectivas certificaciones laborales 
para los trámites pensionales tanto para sí mismo, como para sus empleados. 
Ahora bien, si el Notario ya no está ejerciendo la función notarial, quien debe 
expedir las respectivas certificaciones laborales, tanto del notario anterior como 
de los empleados que estaban a su cargo, debe ser el notario que lo sustituya, 
siempre y cuando el notario anterior haya realizado la entrega de los expedientes 
y documentos soporte, situación que debe ser debidamente acreditada a través 
del acta de la visita especial de entrega realizada por la SNR.
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En el evento que el notario anterior no haya realizado la entrega de los expedientes 
en su debido momento, el notario titular deberá requerirlo para realizar la entrega 
de la documentación necesaria para la expedición de certificaciones (planillas de 
pago de aportes, salarios, actos administrativos y demás) al notario actual.

1.5 ¿Qué pasa con los aportes realizados a FONPRENOR?

Mediante la Ley 86 de 1988 se creó el Fondo de Previsión Social de Notariado 
y Registro - FONPRENOR, como un establecimiento público del orden nacional 
adscrito al Ministerio de Justicia. En dicho Fondo, los Notarios y sus empleados 
debían realizar los aportes para pensión, durante los años 1994, 1995, 1996 y 
1997.

Posteriormente, a través del Decreto 1668 de 1997, el Presidente de la República, 
en ejercicio de las facultades extraordinarias otorgadas por el artículo 30 de la Ley 
344 de 1996, ordenó la supresión y liquidación de dicho Fondo. El referido Decre-
to, en su artículo 5, a su vez, estableció que la Superintendencia de Notariado y 
Registro asumiría los derechos y obligaciones de FONPRENOR.

En la actualidad, la Dirección Administrativa y Financiera de la Superintendencia 
de Notariado y Registro, es la dependencia competente y receptora de los dere-
chos y obligaciones de FONPRENOR, dentro de las que se identifica la expedición 
de certificaciones de los aportes pensionales efectuados por los Notarios y sus 
empleados durante los períodos en los que efectivamente se realizaron las cotiza-
ciones (conforme a la documentación obrante en los expedientes entregados por 
el extinto FONPRENOR). Dichas certificaciones se expedirán únicamente cuando 
estén soportados debidamente por las planillas de autoliquidación pensional co-
rrespondientes a los períodos comprendidos entre 1 de febrero de 1994 al 31 de 
diciembre 1997, como fecha máxima.

Las certificaciones expedidas con relación a los periodos comprendidos por 
FONPRENOR no se realizarán mediante el aplicativo CETIL, debido a que estas 
solo pueden ser expedidas por las entidades certificadoras. Consecuentemente, 
una vez se validen los periodos cotizados a FONPRENOR la Dirección Adminis-
trativa y Financiera los certificará con destino al solicitante para que la entidad 
competente de certificar mediante CETIL incluya los tiempos.



R
EVISTA IN

FO
LIO

S 2022

72

1.6 ¿Qué obligación tiene el Notario saliente respecto del entrante, frente a 
las Historias Laborales?

La Historia Laboral constituye una relación de tiempos de servicio prestados a un 
empleador o de cotizaciones efectuadas a los Regímenes del Sistema General 
de Pensiones, y que resulta necesaria para establecer si la persona o sus benefi-
ciarios pueden adquirir el derecho a una prestación económica del Sistema y, en 
consecuencia, deberá contener como mínimo los siguientes documentos:

No obstante, a partir de la fecha se hace necesario que los Notarios garanticen 
que las Historias Laborales contengan las planillas de autoliquidación de aportes 
a seguridad social canceladas, las constancias de terminación y liquidación de los 
contratos laborales, y demás información que, a efectos de trámites de reconoci-
miento de derechos laborales y pensionales, sea relevante. Lo anterior con el fin 
de mitigar las problemáticas que han surgido por la indebida conservación de esta 
información, reflejada en el aumento de acciones constitucionales relacionadas 
con esta temática.

Así las cosas, dentro del trámite de entrega de las Notarías, el Notario que deja 
el despacho tiene la obligación de entregar al nuevo, la totalidad de las historias 
laborales de los empleados que haya vinculado a la Notaría durante su ejercicio 
del cargo, así como aquellas que reposen en el archivo del despacho notarial, 
pese a que correspondan a personas naturales que hayan estado vinculadas en 
la Notaría con anterioridad al periodo de su nombramiento, especialmente, las 
que en su momento le fueron puestas en custodia con la entrega del despacho.

Copia del contrato de trabajo.
Copia del documento de identificación.
Antecedentes.
Examen médico de ingreso.
Afiliaciones a: Régimen de salud, pensiones, cesantías, caja de 
compensación, etc.
Todas las novedades, como vacaciones, l icencias, permisos, 
incapacidades.
Planilla de autoliquidación de los pagos efectuados al Sistema General de 
Salud y Pensiones.



R
EVISTA IN

FO
LIO

S 2022

73

1.7 ¿Es obligatorio registrarse en el sistema CETIL?

Como se mencionó en el numeral 1.3. de la presente Instrucción Administrativa, a 
la fecha todas las certificaciones de tiempos laborados deben ser expedidas a tra-
vés del sistema CETIL, por tanto, constituye una obligación del notario en ejercicio 
de su cargo, realizar las acciones pertinentes para la creación, activación y demás 
gestiones relacionadas con el usuario de la notaría a su cargo en el sistema CETIL.

Todo el apoyo técnico que se requiera del sistema CETIL lo presta la Oficina de 
Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.
 
Adicionalmente, el manual del trámite se encuentra publicado en el Sistema Único 
de Información de Trámites SUIT, del Departamento Administrativo de la Función 
Pública, el cual puede ser consultado en el siguiente link: http://visor.suit.gov.co/
VisorSUIT/index.jsf?FI=66052 .

1.8 ¿En qué calidad se reporta la información al sistema CETIL?

El sistema CETIL permite el registro en calidad de empleador como persona 
natural, es decir, se ajusta a la naturaleza del Notario. Ahora bien, el sistema 
también permite discriminar la persona que se encuentra realizando la cer-
tificación de quien haya ostentado la calidad de empleador, de configurarse 
esta condición en personas diferentes, como el caso que se presenta cuando 
se está reportando información de un empleado de un Notario anterior, se 
encuentra retirada, pero cuya información laboral reposa en el archivo de la 
Notaria y es el Notario actual quien la está reportando al sistema, tal como se 
evidencia en el siguiente ejemplo:
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De esta manera, respecto de la custodia de la información laboral que reposa en el 
despacho notarial, se garantiza que la competencia o facultad del Notario se limita 
a reportar la información que reposa en sus archivos, evitando que se le vincule 
como empleador y, en consecuencia, se le haga responsable de las obligaciones 
laborales de dicha persona retirada; pues esa responsabilidad recae exclusiva-
mente sobre quien haya ostentado realmente dicha calidad, de conformidad con la 
normatividad laboral aplicable.

1.9 ¿Cuál es el procedimiento de expedición de certificaciones en CETIL?

La certificación debe ser solicitada por el ciudadano interesado o la entidad com-
petente para reconocer la pensión, a la entidad certificadora, esto es a la Notaría 
correspondiente; en el caso de tratarse de un ciudadano, se allegará mediante 
los medios de correspondencia con que cuente la Notaría, mientras que, para 
las administradoras de pensiones el trámite se efectuará a través del aplicativo 
CETIL. Una vez recibida la solicitud de certificación, el Notario deberá atenderla 
dentro del término establecido en el artículo 2.2.9.2.2.8 del Decreto 726 de 2018, 
es decir, quince (15) días hábiles para el diligenciamiento del Formulario Único 
Electrónico de Certificación de Tiempos Laborados y la expedición de la certifica-
ción de estos tiempos y salarios a través del aplicativo CETIL.

El trámite iniciará con la verificación de la información laboral del ciudadano que 
reposa en el archivo de la Notaría. En caso de no encontrar información, o de 
estar incompleta, el Notario Titular procederá a realizar las solicitudes correspon-
dientes a las personas naturales o jurídicas que puedan complementarla. De tal 
forma que, de acuerdo con el caso especial de FONPRENOR y de las obligacio-
nes del Notario saliente con el entrante, explicadas con anterioridad, el Notario 
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actual deberá solicitar, según corresponda, complementación de la información a 
las personas que hubiesen fungido como notarios empleadores del solicitante, o 
colaboración a la Superintendencia de Notariado y Registro, para la remisión de 
información relacionada con los periodos comprendidos por FONPRENOR o para 
verificación de las actas de entrega, en donde pueda existir información sobre la 
historia laboral del solicitante.

Adicionalmente, el Notario Titular podrá solicitar a la Dirección de Administración No-
tarial de la Superintendencia de Notariado y Registro, certificación que informe las 
personas que ostentaron la calidad de notario durante los periodos que el peticionario 
menciona haber sido empleado de la Notaría.

Ahora bien, teniendo en cuenta que, el trámite de solicitud se enmarca dentro 
de la modalidad de derecho de petición, el Notario Titular como responsable del 
procedimiento de certificación, deberá informar al ciudadano sobre las prórrogas 
que requiera para complementar la solicitud, según lo establecido en el artículo 
2.2.9.2.2.8 ibid.

Por último, una vez el Notario Titular cuente con la información requerida para expedir 
la correspondiente certificación, procederá a hacerlo a través del sistema CETIL que, 
en caso de tratarse de una entidad reconocedora, con el simple cargue en el aplicativo 
se efectuará la remisión de la misma; sin embargo, si la certificación fue solicitada por 
un ciudadano, el Notario Titular deberá remitir copia del mismo a las direcciones sumi-
nistradas por el peticionario.

1.10 ¿Qué puede hacer el Notario en caso de no contar con la información para 
expedir la certificación?

En atención a que la solicitud de certificación de tiempos laborales se enmarca 
en el trámite de presentación de peticiones, debe observarse lo establecido en 
el artículo 23 de la Constitución Política de 1991, el numeral 1 del artículo 5 y 
el numeral 6 del artículo 7 de la Ley 1437 de 2011, para concluir que, todas las 
solicitudes de certificaciones de tiempos laborados presentadas ante el Notario 
Titular, en su calidad de entidad certificadora, deberán ser contestadas, so pena 
de incurrir en vulneración del derecho fundamental de petición.

Consecuentemente, en los casos en que no se cuente con la información suficiente 
para expedir la certificación correspondiente, el Notario Titular deberá emitir respuesta 
en la cual:
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1. Aclarare que la Notaría carece de personería jurídica y que no tiene la con-
dición de empleador del solicitante.
2. Relacione el nombre de la(s) persona(s) natural(es) que desempeñaron 
la calidad de notario durante los tiempos en que el solicitante laboró en la 
respectiva Notaría, de conformidad con la certificación que para los efectos 
solicite a la Dirección de Administración Notarial.
3. Certifique que en los archivos de la Notaría no reposa información alguna, 
de conformidad con la constancia de información relacionada como recibida, 
en la correspondiente acta de entrega de la Notaría.
4. Indicar que, pese a haber realizado los requerimientos que corresponden a 
las personas que hubiesen fungido como notarios en el mencionado despa-
cho, a los fondos pensionales que aplique y de haber solicitado información a 
la Superintendencia de Notariado y Registro (esto último respecto a informa-
ción de FONPRENOR y de copias de Actas de Visita de entrega), no se logró 
recopilar todos los insumos necesarios para la expedición de la certificación.
5. Señalar que el actual Notario, no tiene contrato laboral con el solicitante e 
identificarlo plenamente.

1.11 ¿Se debe custodiar la información de Historias Laborales?

El Notario es responsable de la guarda y conservación de los archivos que se 
conforman con ocasión de los trámites notariales puestos a su conocimiento, así 
como de aquellos que surgen por el funcionamiento ordinario del ejercicio de la 
función pública notarial, dentro de los que se encuentran los expedientes de hoja 
de vida de los trabajadores activos e inactivos que hayan prestado su servicio en 
favor de quienes hubiesen ostentado la calidad de notario del correspondiente 
despacho notarial, tal como lo señala el artículo 113 del Decreto 960 de 1970: 
“Custodia y conservación de los archivos. El notario será responsable de la cus-
todia y adecuada conservación de los libros que conforman el protocolo y demás 
archivos de la notaría; (…)” (Negrillas fuera del texto original).

A su vez, el artículo 114 ibidem, dispone que: “Cualquiera persona podrá consultar 
los archivos notariales, con el permiso y bajo la vigilancia del Notario o de personas 
autorizadas por éste”.

Así las cosas, se reitera que, de conformidad con lo señalado en el numeral 7 del 
artículo 3 del Decreto Ley 960 de 1970, quien tiene la custodia de la documentación 
soporte para ser verificable y auditable, será el competente para certificar.
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De conformidad con lo dispuesto en el parágrafo 3 del artículo 2.2.9.2.2.8 del Decreto 
726 de 2018, los empleadores o quien haya certificado vinculación laboral y salarios, 
responderán por la veracidad de la información contenida en la certificación, tanto civil, 
fiscal y administrativamente, sin perjuicio de las acciones penales a que haya lugar, 
de ahí la necesidad de guardar la mayor cautela posible en el proceso de recolección 
de información, consulta de archivos y reporte por parte de cada Notario en el sistema 
CETIL.

1.13  ¿Cuáles son las  consecuencias por  incumpl imiento de las 
responsabi l idades?

Además de las señaladas en la norma expuesta en el numeral anterior, el 
incumplimiento de los términos de respuesta para la expedición de la certifi-
cación puede constituirse en vulneración del derecho fundamental de petición 
y en apreciación de algunas autoridades judiciales, llega hasta la puesta en 
peligro del derecho fundamental a la seguridad social.

Respecto de las acciones de tutela invocadas por los peticionarios, en las cuales se 
vincula a la Superintendencia, se ha identificado en el ejercicio de la defensa judicial 
que en la mayoría de los casos se presentan diferentes inconvenientes en la gestión 
de las solicitudes relacionadas con el asunto, los cuales se pretende mitigar con las 
indicaciones dadas en la presente instrucción.

Por otra parte, la Procuraduría General de la Nación, mediante Circular No. 008 de 
17 de junio de 2019, instó al cumplimiento de los términos previsto para la atención 
de estas solicitudes y recordó que constituye como falta de tipo gravísima el incumpli-
miento de las disposiciones del Decreto 726 de 2008, que se encuentra contenida en 
el artículo 48 de la Ley 734 de 2002, Código Disciplinario Único.

Así mismo, de conformidad con el numeral 14 del artículo 198 del Decreto Ley 960 de 
1970, constituye una falta disciplinaria por parte del Notario el incumplimiento de sus 
obligaciones para con sus empleados subalternos y las entidades administradoras de 
la seguridad social; disposición reiterada en el artículo 118 del Decreto 2148 de 1983, 
el cual indica que deberá cumplir con las obligaciones derivadas de las relaciones labo-
rales existentes entre el titular de la Notaria y sus empleados. Corolario a lo expuesto, 
el artículo 2.2.6.1.6.1.6. del Decreto 1069 del 2015, el cual compila el artículo 121 del 
Decreto 2148 de 1983, consagra que el titular del despacho notarial responderá, entre 
otras, por el pago de los aportes a la seguridad social que deba realizar ante las institu-
ciones competentes, con ocasión a los trabajadores que emplee en su notaría.
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En consecuencia, se concluye que los Notarios deben cumplir con las obligaciones que 
dispone la ley para con sus empleados, incluyendo aquellas derivadas de la relación 
laboral que existe entre ellos, en especial, lo relativo al pago correspondiente de los 
aportes a seguridad social de los trabajadores a su cargo, so pena, en ambos casos, 
de incurrir en falta disciplinaria, sin perjuicio de la responsabilidad laboral, civil o penal 
que pueda desprenderse de su incumplimiento. Y en consecuencia, dado que esta 
Superintendencia tiene a su cargo investigar y sancionar las faltas disciplinarias come-
tidas por los Notarios, sin perjuicio del poder preferente en cabeza de la Procuraduría 
General de la Nación, deriva en que el incumplimiento de cualquiera
 
de las normas precitadas acarreará la respectiva investigación disciplinaria, en los tér-
minos de la Ley 734 de 2002.

1.14 Posibilidad de cargue de información preliminar

De conformidad con lo establecido en el artículo 2.2.9.2.2.13 del Decreto 726 de 2018, 
las entidades certificadoras, las entidades públicas y privadas que ejerzan funciones 
públicas o administren o cuenten con información sobre historias laborales (Notarías), 
podrán realizar cargues masivos de información no certificada, de conformidad con los 
parámetros establecidos por la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacien-
da y Crédito Público (OBP). Esta información únicamente podrá ser tenida en cuenta 
como preliminar y deberá ser certificada a través del Sistema CETIL.

Sin embargo, al contar la mayoría de Notarías del país con números pequeños de 
empleados a certificar, se sugiere no realizar cargues masivos de información, sino 
verificar cada caso particular a medida que van llegando las solicitudes de trámites 
pensionales.

1.15 Corrección de la información.

De conformidad con el Decreto 726 de 2008, la entidad certificadora podrá corregir 
las certificaciones expedidas con base en la certificación anterior almacenada en el 
Sistema CETIL registrando previamente los motivos que dieron origen a la corrección.

La única excepción a la posibilidad de corrección de la información que plantea la nor-
ma, es cuando se produzca el reconocimiento de la prestación pensional a que haya 
lugar en el Sistema General de Pensiones. Ocurrido esto, la información contenida 
en dicha historia laboral no podrá ser modificada, salvo en aquellos casos en que sea 
ordenada mediante fallo judicial emitido por la jurisdicción competente.
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1.16 Casos en que no se debe expedir certificación CETIL

De forma cuidadosa, la entidad certificadora debe observar la aplicabilidad de las 
siguientes excepciones a la obligación general, contenidas en el artículo 2.2.9.2.2.2 
del Decreto 726 de 2018 que dispone:

“Cuando se trate de la expedición de certificaciones de semanas cotizadas al ISS y/o 
Colpensiones, esta última, en calidad de Administradora del Régimen de Prima Media 
con Prestación Definida, debido a que utilizará la información contenida en el archivo 
laboral masivo certificado por dicha entidad, sin perjuicio de que expida certificaciones 
individuales para los ciudadanos.

Tampoco requerirán expedir certificaciones a través del Sistema CETIL las entida-
des que cotizaron al ISS hoy Colpensiones, siempre y cuando dichos tiempos estén 
incluidos en el archivo laboral masivo de Colpensiones o de las Administradoras del 
Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad (RAIS), salvo que se requiera informa-
ción adicional no contenida en dichos archivos”.

1.17 Tratamiento de PQRS asociadas con las certificaciones del sistema CETIL

Canales de recepción

Se establece como único canal de recepción para las PQRS asociadas con el trámi-
te de las certificaciones del sistema CETIL, el correo electrónico correspondencia@
supernotariado.gov.co, en donde se recibirán todas las PQRS del tema y se redirec-
cionarán al área competente dependiendo del fondo de la solicitud, sin que este reem-
place los canales preestablecidos para las solicitudes de certificación como tal, por lo 
cual se precisa el tipo de PQRS que serán recibidas en dicho buzón y su distribución 
interna así:

i. Quejas en las que se señale que el Notario se niega a expedir el certificado 
de tiempos laborados CETIL: Al ser esto una obligación de los notarios (De-
creto 1833 de 2016 modificado por el Decreto 726 de 2018 y Circular 8 de 
2019 de la Procuraduría General de la Nación) y al ser la Superintendencia de 
Notariado y Registro, a través de la Dirección de Vigilancia y Control Notarial 
la llamada a ejercer la función de Vigilancia respecto del despacho notarial 
implicado, este tipo de PQRS se remitirán a dicha dependencia.

ii. Petición por parte de un Notario, un ex - empleado de la Notaría o la AFP, 
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donde se solicite información relativa a aportes de Fonprenor, o copia de las actas 
de visitas practicadas para la recolección de información que pueda ser útil para 
una certificación de tiempos laborados o información relativa a los aportes a pen-
sión. En estos casos, se deberá:

Así las cosas, la Superintendente de Notariado y Registro se permite aclarar que en 
lo no contemplado por la presente Instrucción Administrativa los notarios salientes y 
entrantes deberán remitirse a lo establecido en las leyes y decretos que reglamentan 
la función notarial; de la misma manera, cuando surjan discrepancias entre lo expuesto 
en la presente Instrucción y dichas normas, prevalecerá lo dispuesto en la norma.

a. Remitir la solicitud a la Dirección Administrativa y Financiera (siempre 
y cuando la información solicitada corresponda al tiempo transcurrido 
entre el año 1994 y 1997) (art. 5 Decreto 1668/97), para revisar si en 
sus archivos reposa algún documento que sirva para certificar el tiempo 
laborado por el peticionario.

b. Remitir solicitud al Grupo de Gestión documental cuando la informa-
ción solicitada no corresponda al tiempo transcurrido entre los años 1994 
y 1997, como quiera que a este, le asiste el deber de conservación total 
las actas de visitas practicadas a las Notarías, de acuerdo con las tablas 
de retención documental adoptadas mediante Resolución 1891 del 13 
de maro de 2009.

Elaboró: Oficina Asesora Jurídica - Dirección de Administración Notarial - Dirección Administrativa y Financiera – Superintendencia 
Delegada para el Notariado.
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30 de agosto de 2021

INSTRUCCIÓN ADMINISTRATIVA No 07

NOTARIOS DEL PAÍS
PARA:         

SUPERINTENDENTE DE NOTARIADO Y REGISTRO

Prestación del servicio público notarial por medios 
electrónicos

DE:         

ASUNTO: FECHA:

Estimados Notarios,

Conforme  a  lo dispuesto  en  las Resoluciones 11 y 12  del 04  de  enero de  2021, 
mediante las cuales  se  establecieron  directrices  para  la prestación del  servicio  
público notarial  por medios electrónicosy se fijaron los lineamientos para la  re-
misión de los documentos y archivos notariales al repositorio dispuesto por parte 
de la Superintendencia, y en  atencióna  la información brindada  por parte de la 
Oficina  de Tecnologías de la Información con ocasión de las validaciones que se 
han efectuado a la  fecha, es pertinente  hacer énfasis respecto de algunos  puntos  
esenciales  para  el proceso  de  validación, para la prestación  del  servicio  público 
a travésde medios electrónicosy el cargue de actos  notariales y documentos  al 
repositoriode   la Superintendencia de Notariado y Registro.

1.La Sentencia C-159 de 2021 de la Corte Constitucional

Inicialmente,es  importante  contextualizar  a  los  notarios  que,si  bien  es  cierto  
que  a través  de  la  sentenciaC-159  de  2021la  Corte  Constitucional  declaró  
inexequibles  los artículos 59 a 63 del Decreto Ley 2106 de 2019–por considerar 
que el Presidente de la República  se  habría  extralimitado  en  el  ejercicio  de  las  
facultades  otorgadas  por  parte del  Congreso  de  la  República  enla  Ley  1955  
de  2019,en  tanto  que  los  trámites notariales  no  podrían  entenderse  como  
trámites  innecesarios  de  la  administración motivo  por  el  que  no  sería  posible  
su  modificación  en  el  ejercicio  de  las  facultades excepcionales  concedidas  por  
el  artículo  333  de  la  citada  Ley–,también  es  cierto  que dicha  Corte  resaltó  
la  importancia  de  virtualizar  la  prestación  del  servicio  público notarial,  razón  
por  la  cual consideropertinenteno  frenar la  evolución  industrial  y tecnológica al-
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canzada por los notarios, motivo por el que declaró que las disposiciones referidas 
tendríanefectos y son aplicableshasta el 20 de junio de 2023.En  consecuencia,  es  
importante  recordar  a  los  notarios  del  país  que  las  disposiciones establecidas 
en el Decreto Ley 2106 de 2019 continuarán vigenteshasta el 20 de junio de 2023.

Por tal motivo, la Superintendencia de Notariado y Registro conmina a los nota-
rios a seguir participando en la gran revolución notarial que ha puesto a Colombia 
como uno de los países pioneros y referentes en la prestación del servicio público 
notarial por medios electrónicos, garantizando el acceso al servicio a sujetos de 
especial protección constitucional, personas en condición de discapacidad, entre 
otros; con el objeto de lograr una inclusión efectiva en el servicio público notarial. 
A su vez, desde esta institución venimos trabajado en varias propuestas que per-
mitan ampliar la cobertura nacional, incluyendo, a las notarías subsidiadas que no 
cuentan con suficientes recursos para incursionar en la era digital, para lo cual, 
durante la vigencia de la presente ley se desplegarán todas las acciones que per-
mitan lograr que los usuarios, a nivel nacional, accedan a la prestación del servicio 
público notarial por medios electrónicos.

Finalmente es importante precisar que el Gobierno Nacional cuenta con un término 
aproximado de 2 años para adelantar las acciones pertinentes que lleven a la regula-
ción definitiva de la prestación del servicio por medios electrónicos, la cual se logrará 
con la experiencia que se ha venido forjando cada vez que acceden los usuarios que 
solicitan la prestación del servicio a través de estos medios.

Por todo lo anterior, queda claro que las notarías que continúan acompañando este 
proceso harán de la actividad fedataria un servicio más expedito que impactará las 
futuras generaciones y garantizará la permanencia de los notarios en su ejercicio y la 
guarda de la fe pública.

2. De los procesos de validación para la prestación del servicio público notarial 
por medios electrónicos.

2.1. Solicitud y trámite

Los notarios que deseen prestar el servicio público notarial por medios electrónicos 
deberán contar con una solución tecnológica que cumpla con lo previsto en las Reso-
luciones 11 y 12 del 4 de enero de 2021 y los anexos técnicos.

Para postularse ante la Superintendencia con la correspondiente solución tecnológica, 
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el notario deberá suscribir un oficio dirigido a la Superintendencia a través del correo 
electrónico proyectodigitalnotarial@supernotariado.gov.co, en el que solicite la fijación 
de fecha y hora para la validación de su solución tecnológica, la cual podrá llevarse 
a cabo de manera presencial en las instalaciones de la Notaría y/o de forma remota.

Por su parte, le corresponde a la Oficina de Tecnologías de la Información de la SNR 
comunicar al notario la fecha, la hora y el acceso o lugar a la reunión en la que se 
efectuará la validación, y le indicará al notario la información y los datos que resulten 
necesarios para el cargue de dichos documentos al repositorio de la Superintendencia 
de Notariado y Registro.

Durante las sesiones de validación, dado que pueden ser una o varias, el equipo de 
la Superintendencia de Notariado y Registro verificará el cumplimiento de los requisi-
tos establecidos en las Resoluciones 11 y 12 del 04 de enero de 2021 y sus anexos 
técnicos. Con posterioridad a las sesiones de validación, la Superintendencia podrá 
solicitarle al notario la remisión de aquellos documentos que resulten necesarios para 
culminar dicho proceso.

Finalizado el procedimiento de verificación de requisitos de las Resoluciones 11 
y 12 del 04 de enero de 2021 y los anexos técnicos, la Oficina de Tecnologías de 
la Información emitirá concepto favorable dirigido a la Superintendencia Delegada 
para el Notariado, quien, en virtud de sus competencias, expedirá la resolución de 
validación de la notaría. Notificado dicho acto administrativo, la Notaría comenza-
rá a prestar los servicios notariales por medios electrónicos y continuará también 
prestándolos de manera física.

2.2. Asistencia de los notarios a las sesiones de validación.

Es importante resaltar que los notarios, en calidad de particulares que ejercen la fun-
ción notarial, deberán asistir a las sesiones de validación, como quiera que la solución 
tecnológica solo es un vehículo para la prestación del servicio y es el notario quien 
deberá conocer la funcionalidad de la herramienta para imprimir a través de este medio 
la fe pública.

En ese sentido, para la validación es indispensable la asistencia del notario, por lo cual 
se solicita la comparecencia puntual a la hora fijada por el equipo de la Superintenden-
cia de Notariado y Registro. En el evento que no sea posible la asistencia del notario, 
dicha situación deberá ser informada con un (1) día de antelación a la fecha progra-
mada, a efectos de reprogramar la misma y que el equipo de la Superintendencia de 
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Notariado y Registro tenga disponibilidad para atender otros asuntos.

En consonancia con lo anterior, la inasistencia del notario a las sesiones de 
validación sin que se haya informado previamente la imposibilidad de asistencia 
a la misma generara la necesidad de solicitar nuevamente dicha cita al correo: 
proyectodigitalnotarial@supernotariado.gov.co, la cual se programara con pos-
terioridad a aquellas que ya se encuentren fijadas y sujeta a la disponibilidad del 
trabajo del equipo de la Superintendencia.

2.3. Validación de notarías que presentan una solución tecnológica idéntica a la de una 
notaría que ya ha sido previamente validada por la Superintendencia de Notariado y 
Registro, y con el mismo operador digital.

La Oficina de Tecnologías de la Información ha manifestado que, con ocasión de 
las sesiones de validación1 que ha adelantado con algunas notarías, las soluciones 
tecnológicas presentadas son contratadas por otras notarías que solicitan, a su vez 
la validación para prestar el servicio público notarial por medios electrónicos.

Así las cosas, esta entidad en aplicación del principio de economía previsto en la Ley 
1437 de 2011, y en aras de hacer más eficiente el proceso de validación y optimizar el 
desarrollo de dichas sesiones ha dispuesto los siguientes formatos a efectos de que 
sean diligenciados previo a las sesiones de validación2:

https://supernotariadoyregistro.sharepoint.com/:w:/s/Prestacindelserviciopblico-
notarialpormedioselectrnicos/EZaeXzQUSAdPpEh4I1J4EcYBM1w_WL4NL_c9iL-
mHif-LmQ?e=dwsBHu

Es importante precisar que los formatos se deberán diligenciar por los notarios y los 
operadores digitales, en los que se precisan los documentos que deben remitirse, así 
como los que deben cargarse al ambiente de pruebas del repositorio dispuesto por la 
Superintendencia de Notariado y Registro.

2.4. Cambio de operador digital y posibilidad de estar habilitados con uno o más 
operadores

Es posible que la solución tecnológica presentada por el notario para su validación 
sea desarrollada con el apoyo de dos o más operadores digitales. Asimismo, puede 
ocurrir que una Notaría ya validada, solicite la validación nuevamente por requerir 
el apoyo de otro operador digital para tal fin, por lo cual se manifiesta que no existe 

1 Sesiones de validación de los requisitos previstos en las Resoluciones 11 y 12 del 04 de enero de 2021 y los anexos técnicos.
2 Se anexa formato. En todo caso, para acceder al link, podrá hacerse desde el correo oficial de la notaría asignado por parte de la 
Superintendencia y con dominio @supernotariado.gov.co.
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ningún inconveniente por parte de esta Entidad para realizar dichas modificaciones 
teniendo en cuenta que lo pretendido es garantizar la correcta prestación del servicio 
a través de los medios electrónicos.

Así las cosas, la solución tecnológica podrá ser desarrollada por la Notaría para su 
validación con el apoyo de uno o más operadores digitales. En ese orden de ideas, 
puede ocurrir lo siguiente:

2.4.1. Que se presente una solución tecnológica con el apoyo de uno o más 
operadores digitales.

2.4.2. Que una Notaría ya validada decida adicionar uno o más operadores 
digitales para el desarrollo de su solución tecnológica. En este caso, deberá 
someterse a un nuevo proceso de validación respecto de las funcionalidades 
que pretenden desarrollarse a través del nuevo operador. De no existir ninguna 
adición o cambio a la solución tecnológica, no habrá lugar a adicionar un nuevo 
operador.

Igualmente, puede suceder que una Notaría ya validada, con una solución tecno-
lógica desarrollada con el apoyo de un operador digital, decida hacer cambio de 
dicho operador. En este evento, dado que ello impacta la solución tecnológica de la 
Notaría y la prestación del servicio, se requerirá la nueva verificación por parte de 
la Superintendencia de Notariado y Registro y la expedición del acto administrativo 
por parte de la Delegada para el Notariado.

2.5. Indicación de la URL a través de la cual se prestará el servicio público notarial por 
medios electrónicos.

Culminadas las sesiones de validación entre la Notaría y la Superintendencia de No-
tariado y Registro, la notaría, mediante correo electrónico dirigido a proyectodigitalno-
tarial@supernotariado.gov.co indicará la dirección URL destinada para el acceso de 
los usuarios del servicio que requieran la prestación del servicio público notarial por 
medios electrónicos, y señalarán la fecha desde la cual se encontrará activa, para que 
dicho termino se tenga en cuenta al momento de expedir la resolución de validación.

La dirección URL de la Notaría y la fecha a partir del cual los usuarios del servicio pue-
den acceder a la misma, se señalarán en el concepto favorable que emita la Oficina de 
Tecnologías de la Información de la con destino a la Superintendencia Delegada para 
el Notariado. En este sentido, sin el cumplimiento de dicho requisito, la Delegada no 
podrá expedir el acto administrativo de validación.
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Por otra parte, aquellas notarías que a la fecha de expedición de esta instrucción ya 
cuenten con acto administrativo de validación y no hayan informado su URL, deberán 
remitir la URL de la notaría destinada a la prestación del servicio notarial, dentro de los 
cinco (5) días siguientes a la expedición de la presente instrucción, a efectos de publicar 
la misma en la página de la entidad. Para el efecto, se deberá informar la URL mediante 
correo electrónico dirigido a comunicacionesinternas@supernotariado.gov.co, con 
copia a proyectodigitalnotarial@supernotariado.gov.co.

3. Autorización de actos por parte del notario encargado.

Quien sea designado como notario encargado deberá contar, de forma obligatoria, 
con firma digital. Los documentos que requieran firma digital del notario, mientras el 
encargado ejerce dichas funciones, deberán contar con la firma digital del notario 
encargado para la autorización del acto.

4. Necesidad del enrolamiento y geolocalización para la prestación del servicio y 
la expedición de copias por medios electrónicos de los documentos que reposan 
en el archivo notarial.

La Resolución 11 de 2021 estableció el enrolamiento del usuario como requi-
sito para la prestación de servicios notariales por medios electrónicos, con el 
fin de obtener el registro de electrónico de su firma así como su identificación 
biométrica, sin lo cual, el usuario no podrá llevar a cabo la celebración de actos 
por medios electrónicos. Adicionalmente, para ciertos actos, el usuario estará 
obligado a informar sobre su geolocalización para cumplir con las disposiciones 
que regulan el servicio público notarial.

No obstante lo anterior, cuando se solicite a los notarios la expedición de copias 
digitales o electrónicas de los documentos que forman parte del archivo de la 
Notaría, no será necesario que el usuario haya llevado a cabo el enrolamiento 
ante la Notaría, ni se requerirá la geolocalización para la prestación de ese 
servicio.

5. Tarifa aplicable a la prestación del servicio público notarial por medios 
electrónicos

Es preciso señalar que, de conformidad con el artículo 15 de la Resolución 11 del 4 de 
enero de 2021, respecto de todos los actos notariales que se realicen por medios elec-
trónicos por parte de los notarios validados, deberá efectuarse el cobro por concepto 
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de tránsito cibernético o transferencia cibernética establecido en la resolución de tarifas 
notariales vigente.

6. Necesidad de garantizar el pago de servicios a través de canales electrónicos

Se recuerda a los notarios que la solución tecnológica que se adopte para la 
prestación del servicio público notarial por medios electrónicos debe garantizar el 
pago de servicios a través de canales electrónicos de forma tal que garantice al 
notario el cobro de los derechos notariales.

7. Remisión de documentos al repositorio dispuesto por la Superintendencia de 
Notariado y Registro.

La Resolución 12 del 04 de enero de 2021 y el anexo técnico, establecen 
los documentos que deben remitirse al repositorio de la Superintendencia de 
Notariado y Registro.

En tal sentido, el artículo 5 de la Resolución dispone que “[a] partir de la entrada 
en vigencia de la presente resolución y en la medida que se vaya consolidando 
el archivo notarial digital y demás documentos a que se refiere el parágrafo del 
artículo segundo de la presente resolución, la notaría remitirá copia del mismo al 
repositorio que la Superintendencia de Notariado y Registro disponga”. De ahí que 
las notarías que ya estén validadas, les asiste el deber de cargar los documentos 
correspondientes, al repositorio de la Superintendencia.

Así pues, las notarías validadas deberán cargar al Repositorio de la Superintendencia 
de Notariado y Registro las escrituras públicas que se autoricen por medios electróni-
cos, las cuales deberán cargarse tan pronto se autoricen por el notario.

De igual manera, las escrituras públicas físicas autorizadas, deberán digitalizarse por 
parte de la Notaría de forma inmediata atendiendo los criterios técnicos dispuestos en 
la Resolución 12 de 2021, tras lo cual, el documento digitalizado deberá integrarse con 
el archivo electrónico de la Notaría. Asimismo, la copia del documento digitalizado co-
rrespondiente a la escritura pública física autorizada, deberá cargarse inmediatamente 
al repositorio dispuesto por la Superintendencia de Notariado y Registro.

En los mismos términos deberá procederse con todos los documentos que conforman 
el archivo notarial y que, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 2 de la Resolución 
12 de 2021, deban digitalizarse. Por tal motivo, si cualquiera de ellos se genera de 
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forma electrónica, deberá cargarse al repositorio de la Superintendencia y, si por el 
contrario, se genera de forma física, deberá digitalizarse inmediatamente e incorporar-
se al archivo electrónico de la Notaría y remitirse el repositorio de la Superintendencia.

Aquellas notarías validadas para la prestación del servicio público notarial por medios 
electrónicos que, entre la fecha de validación y la expedición de la presente instrucción 
administrativa, no hayan cargado al repositorio de la Superintendencia de Notariado y 
Registro las Escrituras Públicas Electrónicas que hayan autorizado, contarán con un 
término de un (1) mes para llevarlo a cabo.

Así las cosas, desde la Superintendencia de Notariado y Registro se insta a los 
notarios la observancia de lo previsto en la presente Instrucción, con miras a la 
adecuada prestación del servicio público notarial por medios electrónicos.
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01 de septiembre de 
2021

INSTRUCCIÓN ADMINISTRATIVA No 08

NOTARIOS DEL PAÍS
PARA:         

SUPERINTENDENTE DE NOTARIADO Y REGISTRO

Por la cual se modifica la Instrucción Administrativa 
16 de 2020.

DE:         

ASUNTO: FECHA:

Respetados notarios,

Mediante las Instrucciones Administrativas 07 y 16 de 2020, la Superintendencia 
de Notariado y Registro estableció diferentes medidas para la prestación del ser-
vicio público notarial durante la pandemia, ocasionada por el COVID-19. Entre 
dichas medidas, se determinó el otorgamiento de una licencia especial para los 
notarios mayores de 60 años o a aquellos menores de ésta edad que presentaran 
alguna comorbilidad. Sobre el particular se indicó:

“Licencias y permisos del notario: De conformidad con la Instrucción No. 
07 de 2020, podrán prestar el servicio a través de notario encargado 
que designen para tal fin, sin que dicho término les sea descontado de 
la licencia de los 90 días a que tienen derecho, los notarios que hacen 
parte del grupo de personas de la tercera edad, esto es, mayores de 
60 años, y aquellos que siendo menores de 60 presenten patologías de 
base como factor de riesgo, tales como diabetes, enfermedades cardio-
vasculares, hipertensión arterial, HTA- Accidente cerebro vascular, VIH, 
Cáncer, uso de corticoides o inmunosupresores, enfermedad pulmonar 
obstructiva crónica – EPOC, mujeres en estado de embarazo, en lac-
tancia, sujetos de especial protección constitucional, tales como madres 
cabeza de familia, o con enfermedades catastróficas, raras o huérfanas 
y con afecciones en la salud; de conformidad con la Circular 017 de 2020 
del Ministerio del Trabajo y Resolución No.666 de 2020 del Ministerio 
de Salud y Protección Social, debidamente certificadas por su médico 
tratante”.
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No obstante, se observa, por una parte, que el artículo 5 de la Resolución 777 
del 02 de junio de 2021, expedida por el Ministerio de Salud y Protección Social, 
precisó que “[l]os empleadores o contratantes públicos y privados establecerán 
estrategias para el regreso a las actividades laborales o contractuales de manera 
presencial de las personas que hayan recibido el esquema completo de vacuna-
ción”, a lo cual el parágrafo de dicho artículo precisó que “[e]n la organización y 
estrategias de retorno a las actividades de manera presencial se incluirán a las 
personas que en ejercicio de su autonomía decidieron no vacunarse, indepen-
dientemente de su edad o condición de comorbilidad”.

Adicionalmente, se observa que la Resolución 1315 del 27 de agosto de 2021, por la 
cual se prorroga la emergencia por el coronavirus COVID-19, precisó que “[l]os res-
ponsables de las actividades sociales, económicas y del Estado deben garantizar las 
condiciones de bioseguridad para el retorno gradual y progresivo al entorno laboral, de 
acuerdo con las diferentes estrategias de organización que cada uno adopte”.

A su vez, la Resolución en cita manifestó que “[e]s necesario prorrogar hasta el 30 de 
noviembre de 2021 la emergencia sanitaria y adoptar medidas que permitan seguir 
avanzando en el proceso de reactivación de los sectores económico, social y del Esta-
do de manera segura, manteniendo y reforzando las relacionadas con el autocuidado, 
bioseguridad, comunicación en materia de salud pública, salud mental, y aumentar el 
ritmo y cobertura de la vacunación, así como la vigilancia a través del programa de 
Pruebas Rastreo y Aislamiento Selectivo Sostenible – PRASS.”

Conforme a los lineamientos establecidos por el Gobierno Nacional se debe liderar y 
apoyar de forma responsable, diligente, comprometida, y consecuente las medidas 
que se adopten para superar, de la mejor forma posible, las consecuencias generadas 
por la pandemia del Coronavirus COVID-19.

Ahora bien, en atención a las consideraciones efectuadas en la reglamentación des-
crita previamente, y ante el llamado del Gobierno Nacional de implementar acciones 
para el bienestar de quienes prestan funciones públicas, que permitan garantizar la 
prestación del servicio presencial y preservar la vida y la salud, resulta necesario 
modificar parcialmente la Instrucción Administrativa 16 de 2020 expedida por esta 
Superintendencia frente a la posibilidad de que el Notario solicite licencia especial sin 
que por ello les sea descontado de los noventa (90) días a que tienen derecho por 
concepto de la licencia ordinaria, y en consecuencia, nombre un Notario encargado 
para la atención del servicio público.
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Teniendo en cuenta que la figura del encargo como situación administrativa para la 
prestación del servicio púbico notarial, conforme a lo dispuesto en el Decreto Ley 
960 de 1970 y sus decretos reglamentarios, es una medida de carácter temporal 
y excepcional, que tiene por finalidad garantizar el servicio público notarial en las 
diferentes situaciones administrativas previstas en la Ley.

En línea con lo anterior, la prestación del servicio público notarial debe llevarse a 
cabo por parte de las personas idóneas que cumplen con los requisitos necesarios 
para el ejercicio de la función pública notarial, lo que implica que el desprendi-
miento del ejercicio de la función pública por parte del titular, más tratándose de 
medidas temporales y excepcionales como es el encargo, no puede perpetuarse 
en el tiempo. Conforme a lo expuesto y ante las directrices impartidas por parte del 
Gobierno Nacional, no es posible dotar de permanencia a una situación que tiene 
la naturaleza de ser temporal.

En ese orden de ideas, a partir de la expedición de la presente instrucción, no 
habrá lugar a la licencia especial con ocasión del Coronavirus COVID-19, a la 
que tenían derecho los notarios mayores de 60 años o a aquellos menores de 
ésta edad que presentaran alguna comorbilidad, a que hacían referencia las Ins-
trucciones Administrativas 07 y 16 de 2020. En consecuencia, los Notarios que 
deseen solicitar licencia por tal motivo podrán hacerlo a través de la licencia ordi-
naria de hasta 90 días por año calendario a que tienen derecho, consagrada en 
el artículo 188 del Decreto Ley 960 de 1970 y artículo 2.2.6.1.5.6.4. del Decreto 
1069 de 2015.

Ahora bien, en aquellos eventos en que el Notario no se encuentre en condiciones 
de prestar el servicio público notarial, y como consecuencia de ello, se otorgue 
una incapacidad para el ejercicio del cargo, podrá solicitar licencia por enfermedad 
conforme a lo preceptuado en el artículo 2.2.6.1.5.6.8. del Decreto 1069 de 2015, 
caso en el cual se surtirá el trámite dispuesto por la Dirección de Administración 
Notarial para el efecto.

Por tal motivo, los notarios que deseen solicitar licencia por enfermedad, debe-
rán informar a la Dirección de Administración Notarial de la Superintendencia de 
Notariado y Registro a través del formulario que se encuentra en el siguiente link: 
https://forms.office.com/r/C0BWzGXqUC
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Bogotá D.C., 07 de enero de 2021

NOTARIOS DEL PAÍS

CIRCULAR 10

PARA:         

SUPERINTENDENTE DELEGADA PARA EL REGISTRO (E) SUBDIRECTOR DE 
APOYO JURÍDICO REGISTRAL.

Lineamientos relacionados con la prestación del servicio público notarial, con 
ocasión de las medidas restrictivas de orden público que adopten las autoridades 
territoriales para mitigar o controlar la extensión del Coronavirus COVID-19.

Cordial saludo señores notarios.

En atención a los Decretos Legislativos emitidos por el gobierno nacional, tendientes 
a mitigar o controlar la extensión del Coronavirus COVID-19, algunas autoridades te-
rritoriales en uso de sus facultades legales y como medida preventiva, han decretado 
medidas que restringen el derecho de circulación de los ciudadanos dentro de sus 
jurisdicciones.

Bajo este contexto, la Superintendencia Delegada para el Notariado de conformidad 
con las funciones contenidas en el numeral 7 del artículo 24 del Decreto 2723 de 2014, 
manifiesta que para aquellas regiones del país en donde los alcaldes o gobernadores 
decreten toques de queda y/o restricciones a la movilidad, será potestativo del notario 
(a) prestar el servicio público notarial. No obstante, los notarios (as) que decidan NO 
prestarlo, deberán informar esta circunstancia al mail: gestión.notarial@supernotaria-
do.gov.co, aportando copia del acto administrativo por medio del cual se decreta.

DE:         

ASUNTO:
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Bogotá D.C., 30 de marzo de 2021

NOTARIOS DEL PAÍS

CIRCULAR 167

PARA:         

SUPERINTENDENTE DELEGADA PARA EL REGISTRO (E)

Orientación aspectos generales notariado.

En cumplimiento de las funciones de orientación asignadas a la Superintendencia 
Delegada para el Notariado, resulta necesario recordar los lineamientos y el trata-
miento normativo aplicable a determinados asuntos, con miras a fortalecer la ade-
cuada prestación del servicio público notarial y reducir el alto volumen de quejas 
presentadas por los usuarios del servicio, por inconformidades relacionadas con los 
aspectos que se tratarán a continuación:

1. NEGACIÓN DEL SERVICIO

El artículo 3 del Decreto Ley 960 de 1970 señala las funciones que debe cumplir el 
notario, según la solicitud que eleve el usuario del servicio público notarial.

Sobre el particular, es preciso recordar que el notario, en ejercicio del control de 
legalidad y de la responsabilidad en la forma que le corresponde, debe acatar 
las disposiciones que regulan la forma de los negocios que se sometan a su 
conocimiento, evitando que la omisión de tales formalidades pueda conducir a 
la declaración judicial de ineficacia o nulidad del instrumento y al consecuente 
juicio de responsabilidad civil, penal o disciplinario, en caso de probarse el dolo 
o la culpa en su actuación (artículo 195 ibidem).

En consonancia con ello, es necesario resaltar que, según lo previsto en el artículo 5 
del Estatuto Notarial, el notario solo podrá negarse a prestar el servicio en los casos 

DE:         

ASUNTO:
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expresamente señalados en la Ley. Así, a modo de ejemplo, el artículo 3 del Decreto 
2148 de 1983 compilado en el artículo 2.2.6.1.1.3 del Decreto 1069 de 2015 y el artícu-
lo 231 del Decreto Ley 960 de 1970, precisan que el notario puede negarse a prestar el 
servicio cuando advierta que el acto puede estar viciado de nulidad absoluta, o cuando 
no reciban la totalidad de los derechos que les corresponden por la prestación de sus 
servicios; ello sin perjuicio de las normas especiales que consagren otras causales 
expresas para la negación de la prestación del servicio público notarial.

2. DEL TRATO Y COMUNICACIÓN CON LOS USUARIOS DEL SERVICIO PÚBLICO 
NOTARIAL

Los notarios, son particulares que ejercen el servicio público notarial en virtud de la 
descentralización por colaboración, lo que implica que el ejercicio de su ministerio debe 
realizarse a la luz de los principios que rigen la actuación administrativa, particularmen-
te los de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad y publicidad.

Por ello se precisa, según lo previsto en el artículo 7 del Decreto Ley 960 de 1970, así 
como en el artículo 125 del Decreto 2148 de 1983, compilado en el artículo 2.2.6.1.6.2.1. 
del Decreto 1069 de 2015, los notarios están al servicio del derecho y deberán ejercer 
su función con la dignidad y respeto propios de quien ejerce una función pública, de 
manera imparcial, brindando su asesoría y consejo a las partes.

Así pues, los artículos en mención señalan:

De lo expuesto, se desprende que los notarios, y el personal vinculado a la Notaría, 
han de prestar el servicio de conformidad con la dignidad propia de los servidores del 
Estado, siguiendo los parámetros establecidos por el artículo 7 de la Ley 1437 de 2011 
y demás normas concordantes, en cuanto a los deberes de las autoridades en la aten-
ción al público. Razón por la que deben tratar con respeto, imparcialidad y rectitud a las 

El Notario está al servicio del derecho y no de ninguna de las partes, prestará 
su asesoría y consejo a todos los otorgantes en actitud conciliatoria”.

El notario ejercerá su función con la cumplida dignidad de quien sirve un 
encargo público. En consecuencia, responderá de todas las conductas que 
atentan contra el cumplimiento de la función y la calidad del servicio.”

“ARTÍCULO 7

“ARTÍCULO 2.2.6.1.6.2.1.
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personas con que tengan relación por razón del servicio, en los horarios autorizados 
por esta Superintendencia para tal efecto.

Así mismo, conviene resaltar que los despachos notariales, en el ejercicio de la 
autonomía prevista en el artículo 8 del Decreto Ley 960 de 1970, pueden establecer 
los canales de comunicación que estimen pertinentes y que sean apropiados para 
velar por un servicio público notarial de calidad. En consecuencia, estos canales 
deben ser puestos en conocimiento de los usuarios del servicio y atendidos con la 
diligencia y prontitud que correspondan, en aras de poder llevar a cabo el deber de 
asesoría que está en cabeza de los notarios, de conformidad con lo señalado en el 
Estatuto del Notariado.

3. REGISTRO CIVIL

3.1. Deber de prestar el servicio de registro civil

De conformidad con el artículo 118 del Decreto Ley 1260 de 1970, modificado por el 
artículo 77 de la Ley 962 de 2005, los notarios son los encargados de llevar el registro 
civil de las personas de forma excepcional cuando han sido autorizados por la Regis-
traduría Nacional del Estado Civil (RNEC), en los términos del precitado Decreto y las 
demás normas concordantes que sean expedidas por el legislador o la RNEC sobre el 
particular.

En consecuencia, aquellos notarios del país que tengan a su cargo la función de 
registro civil de las personas deberán prestar el servicio garantizando los derechos 
asociados a dicha función; de ahí que, sea necesario que se adopten todas las 
medidas para su adecuada y continua prestación.

3.2. Deber de verificar los documentos antecedentes para la inscripción del re-
gistro civil de las personas

Se recuerda que antes de realizar una inscripción en el registro civil de las personas 
(ya sea de nacimiento, matrimonio o defunción), debe efectuarse la debida verificación 
de los documentos antecedentes que aporte el declarante, de forma que se reúnan los 
requisitos señalados para tal efecto en el Decreto Ley 1260 de 19701 y la Circular Úni-
ca de Registro Civil e Identificación vigente2, con miras a evitar que se configure una 
circunstancia de anulación3 del registro civil por parte de la Registraduría Nacional del 
Estado Civil y la eventual responsabilidad disciplinaria que pueda derivarse de dicha 
gestión.

1 Artículos 44- 87
2 Numeral 3, 4 y 5 de la versión 5 de la Circular Única de Registro Civil e Identificación
3 Decreto 1260 de 1970. Artículo 104
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3.3. Registro civil de nacimiento de niños nacidos en Colombia, de padres venezola-
nos, en riesgo de apatridia

La Registraduría Nacional del Estado Civil expidió la Resolución No. 8470 de 2019, 
“por la cual se adopta una medida administrativa de carácter temporal y excepcional, 
para incluir la nota de “Válido para demostrar nacionalidad” en el Registro Civil de 
nacimiento de niños y niñas nacidos en Colombia, que se encuentran en riesgo de 
apatridia, hijos de padres venezolanos que no cumplen con el requisito de domicilio”.

Para la inscripción del registro civil, el artículo 9 señala que se deberá verificar la 
nacionalidad venezolana de los padres con alguno de los siguientes documentos 
que, a su vez, les servirán para identificar al declarante al momento de la inscripción 
correspondiente:

Así las cosas, junto a los “documentos antecedentes” que señala el Decreto 1260 de 
1970 y la Circular Única de Registro Civil e Identificación vigente, el notario deberá 
verificar la nacionalidad venezolana del padre o madre declarante, y para hacerlo 
bastará que se presente alguno de los documentos señalados previamente, sin que 
sea dable requerir documentación no contemplada en la Ley.

3.4. Anotación o inscripción de la declaratoria de adoptabilidad en el libro de varios y 
en el Registro Civil de los niños, las niñas y/o adolescentes

El artículo 44 de la Constitución Política establece la obligación que tienen el Estado, 
la sociedad y la familia de asistir y proteger a los niños, las niñas y los adolescentes, 
para garantizar la prevalencia de sus derechos econocidos en el ordenamiento jurídico 
colombiano. Así las cosas, se recuerda que el artículo 108 de la Ley 1098 de 2006, mo-
dificado por el artículo 8 de la Ley 1878 de 2018, fija el procedimiento armónico que se
debe seguir para que se haga en debida forma la declaratoria de adoptabilidad de 
los sujetos de especial protección constitucional antes referidos.

Por ello, cuando a un despacho se remita la resolución por la cual se declare la adop-

“a) Cédula de extranjería vigente.
b) Permiso Especial de Permanencia — PEP vigente.
c) Pasaporte expedido por la República Bolivariana de Venezuela vigente o 
vencido.
d) Cédula de identidad expedida por la República Bolivariana de Venezuela 
vigente o vencida.”
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tabilidad de un niño, niña o adolescente, deberá efectuarse la inscripción en el libro de 
varios y en el registro civil del menor de edad de manera inmediata tras la ejecutoria de 
la resolución. Para ello, se debe garantizar que esta anotación se realice en un término 
no superior a diez (10) días contados a partir de la solicitud de la autoridad.

3.5. Expedición de copias

De conformidad con lo establecido en el artículo 110 del Decreto Ley 1260 de 1970, los 
notarios podrán expedir copias de los registros civiles y de los certificados que reposen 
en sus archivos. Así mismo, la Circular Única de Registro Civil e Identificación vigente, 
ha reiterado la naturaleza pública de la información contenida en el Registro Civil de 
las personas, por lo cual, y en consonancia con lo señalado en el literal (e) del artículo
10 de la Ley 1581 de 2012, el tratamiento de los datos relacionados con el Registro 
Civil no requiere de autorización del titular, de modo que cualquier ciudadano distinto a 
éste, puede solicitar copia de un registro civil, sin que exista disposición normativa que 
permita negarse a realizar dicho servicio.

No obstante, en el ordenamiento jurídico se contemplan dos excepciones a lo ex-
puesto: I) cuando el Registro Civil contiene algún dato que pueda ser considera-
do como sensible (ej. información relativa a proceso de adopción, corrección del 
componente sexo, causa de defunción, entre otros); II) cuando se trate de niños, 
niñas y adolescentes. En estos eventos, solo se podrá expedir copias del registro, 
y suministrar la información contenida en éstas, a los titulares, sus causahabientes 
o sus representantes legales, a las entidades públicas o administrativas en ejercicio 
de sus funciones legales o por orden judicial, y a los terceros autorizados por el 
titular o por la ley.

3.6. Tarifas del registro civil

El valor de las copias de los registros civiles y de los certificados que reposen en los 
archivos de la Notaría, de acuerdo con el artículo 42 del Decreto 188 de 2013, serán 
fijados por la Registraduría Nacional del Estado Civil y consecuentemente, no se 
podrán cobrar valores distintos a los establecidos por la RNEC.

3.7. Certificado de nacido vivo expedido desde el aplicativo web RUAF - ND

Entre los documentos antecedentes que se han de presentar para realizar una 
inscripción de nacimiento, de acuerdo con el numeral 3.4. de la Circular Única de 
Registro Civil e Identificación de la Registraduría Nacional del Estado Civil se halla 
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el certificado de nacido vivo:

“3.4. Documento antecedente para la inscripción del nacimiento

La Inscripción del nacimiento en el registro civil deberá acreditarse ante el 
funcionario registral mediante alguno de los siguientes documentos:

3.4.1. Certificado de nacido vivo. 

Todo nacimiento ocurrido con posterioridad al 1 de enero de 1998, que haya 
sido atendido o contactado por el sector salud debe ser acreditado mediante 
el correspondiente certificado de nacido vivo, debidamente diligenciado por el 
médico, enfermero, auxiliar de enfermería o en promotores de salud que se 
encuentren debidamente capacitados e inscritos en las Direcciones de Salud 
y que atienda el hecho vital, de acuerdo con lo establecido por el artículo 7 
del Decreto 1171 de 1997, compilado en el artículo 2.7.2.2.1.3.7 del Decreto 
Único Reglamentario 780 de 2016.

Los formatos de certificados de individuos nacidos vivos y de defunción podrá 
ser diligenciados y firmados por el siguiente personal de salud:

a) Los Profesionales de la Medicina, debidamente titulados, con registro 
médico vigente o con tarjeta profesional del Ministerio de Salud, o que se 
encuentren prestando el Servicio Social Obligatorio;

b) Cuando no exista en el lugar, ningún profesional médico, ni en Servicio 
Social Obligatorio, los formatos podrán ser diligenciados por enfermeros, 
debidamente titulados, registrados o con tarjeta profesional del Ministerio 
de Salud;

c) En aquellas áreas de difícil acceso, donde no exista profesional de la 
medicina ni en Servicio Social Obligatorio, ni profesional de la enfermería 
como recurso de salud permanente, los formatos podrán ser diligencia-
dos por los Auxiliares de Enfermería que se encuentren inscritos en las 
Direcciones Territoriales de Salud, o en su defecto, por los promotores de 
salud, que se encuentren debidamente capacitados e inscritos en tales 
Direcciones de Salud y obtengan las certificaciones pertinentes”.

“ARTÍCULO 70
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El certificado de nacido vivo se diligencia en original y copia, el original del 
certificado de nacido vivo se le entrega a la madre, para que inscriba el 
nacimiento en el registro civil.”

“(…) 2. Los formatos de certificado antecedentes válidos para el registro 
civil tienen dos presentaciones:

1. Certificado antecedente de nacimientos y defunciones impreso del apli-
cativo web RUAF-ND: estos certificados cuentan con un serial de nueve 
dígitos. Las características de impresión de este certificado pueden ser a 
blanco y negro o a color (verde nacimientos y café defunciones), y deberán
estar firmados por el profesional que certifica el hecho vital. La veracidad 
de este certificado deberá ser validada con la consulta por parte del funcio-
nario registral en el aplicativo RUAF-ND, con el usuario y contraseña que 
le ha sido asignado. (…)”

En concordancia con lo anterior, la Comisión Intersectorial de Gestión de las Esta-
dísticas Vitales emitió la Circular Conjunta No. 001 del 8 de julio de 2020, la cual 
dispuso, respecto del certificado de nacido vivo para el trámite de inscripción de 
nacimiento, lo siguiente:

De lo expuesto se concluye que, respecto del trámite de registro de nacimiento, uno 
de los documentos antecedentes que se puede presentar para tal fin es el certifi-
cado de nacido vivo, el cual, de conformidad con la mencionada circular conjunta, 
debe ser impreso del aplicativo web RUAF-ND y contar con la firma del profesional 
de la salud que certifica el hecho vital, siendo válidas tanto las impresiones en 
blanco y negro, como a color.

4. PODERES

4.1. Cargue del poder al VUR

En la Instrucción Administrativa No. 10 del 26 de diciembre de 2013, esta Superin-
tendencia implementó una herramienta tecnológica a través de la Ventanilla Única de 
Registro – VUR, que permite a los notarios y cónsules cargar la información de los 
poderes para consultarlos, generar alertas y observaciones que impiden el uso de 
aquellos que han sido revocados. Así, los poderes especiales concedidos para realizar
actos de disposición, gravamen o limitación al dominio de inmuebles y los poderes 
generales, deben ser cargados inmediatamente o en el transcurso del día en que fue 
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autorizada la escritura pública, y/o se realizó la presentación personal con reconoci-
miento de contenido y firma respecto de los poderes especiales.

4.2. No cobro de tarifa notarial por cargue del poder al VUR

Los tramites notariales causarán unos costos que deberán ser asumidos por los usua-
rios, so pena de que no se dé autorización al acto notarial correspondiente. No obstan-
te, es menester traer a colación que, de conformidad con la Instrucción Administrativa 
No. 22 de 2018, los notarios no pueden cobrar por el cumplimiento de la obligación de 
cargar poderes al VUR, so pena de incurrir en una falta disciplinaria.

5. ESCRITURA PÚBLICAS

De conformidad con el artículo 6 del Decreto Ley 960 de 1970, al notario le correspon-
de redactar los instrumentos en los que se plasmen las declaraciones que ante él se 
emitan, sin perjuicio de que los interesados las presenten redactadas por ellos o sus 
asesores. En cualquier caso, al notario le corresponde ejercer el control de legalidad 
de los actos, negocios o actuaciones que sean presentados ante su despacho, con el 
propósito de evitar la declaración judicial de ineficacia o nulidad del instrumento.

Así, teniendo presente que en el ejercicio de las funciones de inspección, vigilancia y 
control notarial en cabeza de esta Superintendencia se han recibido reiteradas quejas 
relativas al proceso de perfeccionamiento de escrituras públicas, resulta indispensable 
reiterar lo dispuesto en las normas que regulan la materia, con el fin de que se adopten 
las medidas a las que haya lugar para garantizar la adecuada y eficiente prestación del 
servicio notarial.

5.1. Autorización de la escritura pública transcurridos dos meses desde la firma 
del primer otorgante.

El artículo 10 del Decreto 2148 de 1983, compilado en el artículo 2.2.6.1.2.1.3 del 
Decreto 1069 de 2015 dispone que “[c]uando transcurridos dos meses desde la fecha 
de la firma del primer otorgante no se hayan presentado alguno o algunos de los de-
más declarantes, el notario anotará en el instrumento lo acaecido, dejará constancia 
de que por ese motivo no lo autoriza y lo incorporará al protocolo”.

Por tal motivo, se recuerda que el notario no debe autorizar el instrumento y en tal sen-
tido, dejará la correspondiente anotación cuando hayan transcurrido dos meses desde 
la firma del primer otorgante, sin que los demás otorgantes lo hubieran firmado.
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Sin embargo, en procura de garantizar que se culmine el trámite de manera oportuna, 
se recomienda que los notarios del país adopten un canal de comunicación con los 
usuarios con el fin de advertirlos sobre esta situación con anterioridad a su acaeci-
miento, a fin de evitar la consecuencia jurídica del supuesto planteado en las normas 
referidas.

5.2. Firma fuera del despacho notarial y sus implicaciones.

El artículo 12 del Decreto 2148 de 1938, compilado en el artículo 2.2.6.1.2.1.5 del 
Decreto 1069 de 2015 consagra la posibilidad de que el notario pueda autorizar a los 
representantes legales de personas jurídicas, ya sea de naturaleza pública o priva-
da, a suscribir los instrumentos públicos fuera del despacho notarial, siempre que su 
firma se halle registrada en éste. Sin embargo, la Instrucción Administrativa No. 15 
de 2011, aclaró que el registro de la firma en la Notaría solo habilita a los otorgantes 
a suscribir el documento, fuera del despacho, pero dentro del respectivo círculo no-
tarial, so pena de viciar de nulidad el instrumento de conformidad con el artículo 99 
del Estatuto Notarial.

Por lo anterior, cuando un otorgante (representante legal de una persona jurídica), se 
encuentre fuera del círculo notarial y se halle en la imposibilidad física de desplazarse 
al despacho notarial para suscribir la escritura pública, lo pertinente es que se otorgue 
un poder para que se firme el instrumento en el respectivo círculo y así no se vicie de 
nulidad al sustraerlo de éste.

5.2.1. Medidas para la conservación y custodia de los documentos que son 
remitidos a los interesados para firma fuera del despacho.

Aunado a lo anterior, dado que en este evento es necesario que algunos 
documentos, que están llamados a formar parte del protocolo notarial, 
salgan del despacho y de la vigilancia del notario, deben adoptarse las 
medidas necesarias para garantizar que éstos no sean extraviados y/o 
perdidos, ya que esta situación podría causar traumatismos e inconve-
nientes para la adecuada consecución de los trámites a su cargo.

Al respecto se precisa que, la autorización prevista en el artículo 12 del 
Decreto 2148 de 1938, compilado en el artículo 2.2.6.1.2.1.5 del Decreto 
1069 de 2015, solo se refiere a que el notario puede autorizar que los 
representantes legales de personas jurídicas, con firma registrada en el 
despacho notarial, suscriban instrumentos públicos por fuera del despa-
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cho, pero ello no implica en ningún momento el notario pueda despren-
derse de su deber de custodia y adecuada conservación.

Sobre el particular, se insiste que, según lo dispuesto en el artículo 113 del Decreto Ley 
960 de 1970, modificado por el artículo 63 del Decreto Ley 2106 de 2019, el notario es 
responsable de la custodia y adecuada conservación de los libros que conforman el 
protocolo y demás archivos de la notaría.

Así las cosas, los notarios no pueden desprenderse de la custodia de los documentos 
que son necesarios para el ejercicio de su ministerio y, por ende, la autorización de que 
trata el artículo 12 del Decreto 2148 de 1938, compilado en el artículo 2.2.6.1.2.1.5 del 
Decreto 1069 de 2015, no los habilita a entregar el instrumento a particulares para que 
suscriban la misma, desprendiéndose de su responsabilidad frente a la custodia del 
instrumento.

Por consiguiente, en aquellos casos en los cuales se otorgue la autorización a la 
que se ha hecho referencia, entre las medidas a adoptar, se recomienda que sea 
un funcionario de la notaría quien se dirija a obtener la respectiva firma fuera del 
despacho.

5.3. Identificación biométrica y soporte de la diligencia de cotejo

Se resalta que el artículo 17 del Decreto Ley 019 de 2012 suprimió el requisito de 
imponer la huella dactilar en todo documento, trámite, procedimiento o actuación, 
salvo las excepciones allí consagradas. A su turno, el artículo 18 ibid. consagró la 
obligación de los notarios de contar con un sistema de identificación biométrica 
enlazado con las bases de datos de la Registraduría Nacional del Estado Civil con 
el fin de reducir el riesgo de suplantación.

Así las cosas, el numeral 6 del artículo 17 del referido compendio normativo dis-
puso que la imposición de la huella dactilar y su correspondiente identificación a 
través del sistema biométrico es obligatoria, entre otras, para la autorización de 
escrituras públicas. De ahí que, la Superintendencia de Notariado y Registro, a 
través de la Instrucción Administrativa No. 07 de 2016, estableció algunas medi-
das de seguridad en el sistema de identificación y autenticación biométrica en los 
siguientes términos:

“a. En el soporte de la diligencia del cotejo, que hará parte del documento 
autorizado por el notario, se deberá identificar con claridad la fecha y hora en 
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que se efectuó el cotejo, acompañado de la identificación de quien adelanta 
la diligencia.

b. El soporte deberá contar con un código único (QR) a partir del cual pueda 
identificarse la trazabilidad del trámite y la indicación del lugar, página o link en 
la cual el usuario pueda verificar la veracidad de la información. 

c. Adoptar medidas de orden interno que aseguren que el acceso al aplicativo 
de autorización y firma de documentos sea de uso exclusivo del notario, para 
tal efecto se deberá disponer en cada despacho notarial, de un procedimiento 
a seguir que garantice el cumplimiento de tal medida.

d. Contar con sistemas de trazabilidad central que faciliten la consulta. 

e. Disponer de un usuario de consulta para la Delegada para el Notariado, a 
efectos de adelantar el seguimiento y control de la prestación del servicio.” 
(Subrayado fuera del texto original)

Aunado a lo anterior, debe tenerse presente que en aquellos eventos en los que 
no sea posible realizar la identificación biométrica, cuando se presente una de las 
excepciones previstas en el parágrafo del artículo 3 de la Resolución No. 14681 
de 2015, el notario debe adoptar las medidas allí previstas a efectos de realizar la 
identificación correspondiente del usuario, dejando las constancias señaladas en la 
norma referida.

Por tal motivo, se insta a que se adopten a cabalidad las instrucciones antes referidas 
y las demás que sobre el particular hayan sido expedidas por la Superintendencia de 
Notariado y Registro, para mitigar el riesgo de suplantación en el trámite.

5.4. Paz y salvo administración Ley 675 de 2001

El artículo 29 que la Ley 675 de 2001, por la cual se expidió el régimen de propiedad 
horizontal, determinó que en los eventos en los que se perfeccione una escritura públi-
ca para la transferencia del dominio de un inmueble sometido a propiedad horizontal, 
el notario debe exigir paz y salvo de las expensas comunes para con la propiedad hori-
zontal. En caso de no contarse con éste, se dejará constancia en el instrumento de tal 
circunstancia, de la respectiva solicitud presentada al administrador de la copropiedad 
y de la solidaridad del nuevo propietario por las deudas que existan con la copropiedad.
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Por tal motivo, es obligatorio que en el proceso de perfeccionamiento de la escritura 
pública de transferencia del dominio de un inmueble sometido al régimen de la Ley 675 
de 2001, se acaten las disposiciones antes referidas, para evitar situaciones que en-
torpezcan la prestación del servicio y la posibilidad de incurrir en una falta disciplinaria.

6. DEBER DE CONSULTAR LOS SISTEMAS DE INFORMACIÓN Y/O LAS BA-
SES DE DATOS DISPUESTAS POR EL MINISTERIO RELACIONES EXTERIORES 
CUANDO SE REQUIERAN DOCUMENTOS RECONOCIDOS ANTE CÓNSUL O EX-
PEDIDOS POR UN CÓNSUL DE COLOMBIA.

En procura de simplificar, suprimir y reformar trámites, procesos y procedimientos 
innecesarios existentes en la administración pública, el Gobierno Nacional expidió 
el Decreto Ley 2106 de 2019 en el que se dispuso que, “[c]uando se requieran 
documentos reconocidos ante cónsul o expedidos por un cónsul de Colombia, las 
autoridades deberán consultar los sistemas de información o bases de datos dis-
puestos por el Ministerio de Relaciones Exteriores para tal fin. En consecuencia, 
no se podrán exigir los referidos documentos originales para efectos de adelantar 
trámites o procedimientos”4.

Por tal razón, la Superintendencia Delegada para el Notariado expidió la Circular No. 
364 de 2020, mediante la cual recordó a los notarios del país este imperativo legal y 
delineó la ruta que se ha de seguir para lograr ese cometido, indicándoles a los seño-
res notarios que, en caso de no presentarse el documento original, le compete realizar 
“la comprobación en línea con el correspondiente código de verificación y la fecha de
expedición del documento, a través del enlace:
https://tramitesmre.cancilleria.gov.co/tramites/enlinea/consultarDocumentosTramite.
xhtml”, ello previo a rechazar los documentos allegados ante su despacho.

No obstante, teniendo presente que desde la publicación de dicha Circular a la fecha 
se ha recibido un número importante de quejas sobre el particular por parte de los 
usuarios del servicio, se insta a dar cumplimiento a la normatividad antes reseñada.

7. GUARDA Y CUSTODIA DE LOS DOCUMENTOS QUE CON OCASIÓN DEL 
SERVICIO PÚBLICO NOTARIAL ESTÉN BAJO EL CUIDADO DEL NOTARIO.

Respecto del deber de custodia radicado en cabeza de los notarios del país, se recuer-
da que el mismo implica que estos deberán conservar y velar por el correcto cuidado 
de los documentos que estén a su cargo y deban ser incorporados en los libros que por 

4 Parágrafo primero del artículo 10
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ley deben llevar los despachos a su cargo. En este sentido, el artículo 113 del Decreto 
Ley 960 de 1970 señala:

De allí se deriva que el notario tiene como obligación la custodia de los libros y archivos 
que debe llevar en la Notaría. Por ende, conviene señalar que uno de los libros que 
está a su cargo es el de protocolo, el cual según el artículo 107 del Estatuto Notarial, 
es el archivo fundamental de la Notaría y se forma por todas las escrituras que allí sean 
autorizadas, junto con las actuaciones y los documentos que se insertan en el libro.

Complementariamente, el artículo 108 ibid dispone que al final de cada uno de 
los tomos que integran el protocolo de cada Notaría, el notario deberá poner la 
correspondiente nota de clausura con su firma entera y fecha.

Finalmente, se recuerda que se debe tratar con el mismo cuidado y diligencia los 
documentos que le sean entregados por los usuarios para la gestión de los tramites 
a su cargo.

8. DEBER DE EXPEDIR COPIAS SIMPLES Y COBRO PROPORCIONAL DE ÉSTAS

Se debe precisar que el artículo 25 del Decreto Ley 019 de 2012 estableció la pre-
sunción de autenticidad de todos los actos de funcionario público y, por ende, la 
eliminación de las autenticaciones y reconocimientos de los documentos producidos 
por parte de las autoridades públicas o los particulares que cumplan funciones ad-
ministrativas en sus distintas actuaciones, siempre que reposen en sus archivos; y 
dispuso que los notarios expedirán copias simples de los documentos que reposan 
en los respectivos protocolos, las cuales no se autenticarán salvo que el interesado 
así lo solicite. Así las cosas, se fijó en cabeza de los notarios la obligación de expedir 
copia simple de los documentos que reposan en el protocolo de la Notaría, salvo que 
el peticionario requiera copia auténtica del instrumento.

Los Protocolos y libros de Relación e Índice serán custodiados con la mayor 
vigilancia por los Notarios de cuyas oficinas no podrán sacarse. Si hubiere de 
practicarse inspección judicial sobre alguno de estos libros, el funcionario se 
trasladará con su Secretario a la Oficina del Notario respectivo para la práctica 
de la diligencia.”

“ARTÍCULO 113
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Dicha función es ratificada por el artículo 80 del Decreto Ley 960 de 1970, modificado 
por el artículo 62 del Decreto Ley 2106 de 2019, que consagró el derecho que tiene 
toda persona a obtener copias simples o auténticas de las escrituras públicas y demás 
documentos del archivo notarial.

Así las cosas, atendiendo el deber de los notarios de expedir copias simples y el 
derecho de los ciudadanos a obtenerlas cuando así lo soliciten, se fijaron algunos 
lineamientos mediante la Instrucción Administrativa No. 23 de 2018, donde se 
estableció:

Así las cosas, se recuerda que los notarios del país están en la obligación de entregar 
copia simple de los documentos que reposen en sus archivos, cuando así lo requiera 
el peticionario, siendo oportuno precisar que el valor que cobren por cada fotocopia 
deberá ser justificado y cumplir con los criterios de razonabilidad y proporcionalidad, 
hasta tanto se determine expresamente dicho valor.

9. OBLIGACIONES DE LOS NOTARIOS ESTABLECIDAS EN EL DECRETO ÚNICO 
REGLAMENTARIO DEL SECTOR VIVIENDA, CIUDAD Y TERRITORIO

En lo atinente al Subsidio Familiar de Vivienda en Especie - SFVE, el Decreto 1077 
de 2015 Único Reglamentario del Sector Vivienda, Ciudad y Territorio, impuso algunas 

1. “Las notarías deben expedir copias simples en virtud de lo señalado en 
el Decreto Ley 019 de 2012, el Decreto 188 de 2013 y la Resolución 858 de 
2018, por la cual se actualizan las tarifas por concepto del ejercicio de la 
función notarial;

2. “Hasta tanto no se pronuncie el gobierno nacional, el valor de la fotocopia 
por concepto de copia simple, estará determinado por el valor de la fotocopia 
que debe estar debidamente justificado y cumplir con los criterios de razona-
bilidad y proporcionalidad.

3. “La Superintendencia de Notariado y registro cumplirá las funciones de 
inspección, vigilancia y control en cuanto a las tarifas cobradas por los nota-
rios por las copias simples.

4. “El desconocimiento del deber de expedición de copias simples dará lugar 
a investigación disciplinaria en los términos del Decreto- Ley 960 de 1970 y 
la Ley 734 de 2002.” (Subrayado fuera del texto original)
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obligaciones en cabeza de los notarios. Sobre el particular, el artículo 2.1.1.2.5.1. de 
dicha norma dispuso:

Obligaciones de los notarios. Las escrituras públicas mediante las cuales se 
transfiera el derecho de dominio a quienes resulten beneficiarios del Subsidio 
Familiar de Vivienda n Especie (SFVE) de acuerdo con la sección 2.1.1.2.1 
del presente decreto o las normas que lo modifiquen, adicionen o sustituyan, 
deberán indicar que la vivienda se ejecutó en el marco del Programa de Vi-
vienda Gratuita.

Los Notarios de todos los círculos notariales del país, deberán velar porque 
en las referidas escrituras públicas siempre se establezca la prohibición de 
transferir cualquier derecho real sobre el inmueble por el término establecido 
en esta sección, se señale el derecho de preferencia de que trata el artículo 
8º de la Ley 3ª de 1991, modificado por el artículo 21 de la Ley 1537 de 2012, 
y se constituya el patrimonio familiar inembargable, por parte del hogar bene-
ficiario o de su apoderado.

Los Notarios deberán verificar que en las escrituras públicas a las que hace 
referencia el presente artículo se incluya la obligación clara, expresa y exigible 
por parte del beneficiario del SFVE de restituir la titularidad de la vivienda en 
el caso en que se revoque el subsidio Familiar de Vivienda. Se podrá incluir, 
según sea el caso, la condición resolutoria de la transferencia del derecho de
dominio de la vivienda transferida a título de SFVE, por la misma causa.

Los Notarios deberán abstenerse de autorizar cualquier acto de disposición 
total o parcial de cualquier derecho real que el propietario de las viviendas 
a las que hace referencia la presente sección, pretenda realizar después de 
transcurridos los diez (10) años siguientes a la fecha de transferencia de la 
vivienda, desconociendo el derecho de preferencia de que trata el artículo 
21 de la Ley 1537 de 20125”.

“ARTÍCULO 2.1.1.2.5.1.

5 5 Artículos 44- 87
5 Numeral 3, 4 y 5 de la versión 5 de la Circular Única de Registro Civil e Identificación
5 Decreto 1260 de 1970. Artículo 104
5 Parágrafo primero del artículo 10
5 Artículo 8 de la Ley 3 de 1991, modificado por el artículo 21 de la Ley 1537 de 2012: “ (…) Una vez vencido el plazo establecido en el presente
artículo, las entidades otorgantes del Subsidio Familiar de Vivienda tendrán un derecho de preferencia para la compra de los inmuebles en el 
evento en que el propietario decida vender su vivienda. En consecuencia, los propietarios deberán ofrecerlos en primer término a las entidades
mencionadas, por una sola vez, cuyos representantes dispondrán de un plazo de tres (3) meses desde la fecha de recepción de la oferta para 
manifestar si deciden hacer efectivo este derecho, y un plazo adicional de seis (6) meses para perfeccionar la transacción. Las condiciones para 
la adquisición de la vivienda, la metodología para definir su valor de compra, y la definición de la entidad qu¡e podrá adquirir la vivienda en el caso 
en que concurran varios otorgantes del subsidio, serán definidas mediante reglamento por el Gobierno Nacional. (…)”
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Así, los notarios deben acatar las obligaciones que, de manera clara, les impone la 
norma transcrita, en consonancia con lo previsto en el artículo 8 de la Ley 3 de 1991, 
modificada por el artículo 21 de la Ley 1537 de 2012.

De esta manera, con el propósito de propender por una correcta prestación del servicio 
público notarial, se insta a los notarios del país a atender las orientaciones contenidas 
en este documento.
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Bogotá D.C., 08 de julio de 2021

NOTARIOS DEL PAÍS

CIRCULAR 433

PARA:         

SUPERINTENDENTE DELEGADA PARA EL REGISTRO

Protocolo de atención y manejo frente a trabajadores que presenten síntomas 
asociados al coronavirus o que hubieran sido confirmados como positivos para 
COVID-19.

En atención a las condiciones actuales de la crisis generada por la pandemia del 
COVID-19 en el país, se han expedido nuevas directrices en torno a los lineamientos 
y adopción de medidas para la prevención atención y mitigación de esta enfermedad.

Es así como el Ministerio de Salud y Protección Social expidió la Resolución No. 738 
de 2021, mediante la cual se prorrogó la emergencia sanitaria en el país hasta el 31 
de agosto de 2021, mediante la cual a su vez modificó las Resoluciones Nos. 385, 
844 y 1462 de 2020 y la Resolución No. 222 de 2021, en el sentido de adoptar las 
nuevas medidas para prevenir y controlar la propagación del COVID-19 y mantener 
las recomendaciones de autocuidado y aislamiento voluntario preventivo.

Así mismo, el mismo ente expidió la Resolución No. 777 de 02 de junio de 2021, “Por 
medio de la cual se definen los criterios y condiciones para el desarrollo de las acti-
vidades económicas, sociales y del Estado y se adopta el protocolo de bioseguridad 
para la ejecución de estas”, la cual, trae consigo nuevos lineamientos, haciéndose 
necesaria la actualización de las directrices impartidas respecto a la prestación del 
servicio público notarial emitidas mediante la Circular No. 362 de 29 de mayo de 
2020.

En especial, el artículo 5 de la Resolución No. 777, señaló el retorno a las actividades 
presenciales de las personas con esquema de vacunación completo e indicó en su 

DE:         

ASUNTO:
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artículo 7 las condiciones para la adopción, adaptación y cumplimiento de las medidas 
de bioseguridad.

En consecuencia, y de conformidad con la normativa citada, la Superintendencia 
Delegada para el Notariado insta a los notarios del país a implementar los protocolos 
de bioseguridad y adoptar, entre otras, las siguientes medidas:

Adopción de medidas de prevención y atención frente a posibles contagios de 
COVID-19 al interior de las Notarías:

1. Asegurar que se cumplan las disposiciones y recomendaciones expedidas por las 
autoridades competentes para efectos de prevenir y mitigar el contagio por COVID-19.

2. Difundir información periódica a los trabajadores de la Notaría, respecto de la 
implementación de medidas de contención de propagación del virus1, tales como, 
medidas de autocuidado, cuidado de la salud mental, lavado e higiene de manos, dis-
tanciamiento físico, uso de tapabocas, ventilación adecuada, limpieza y desinfección 
y un correcto manejo de residuos, de forma articulada con las EPS y la ARL.

3. Establecer un plan de comunicación a los usuarios del servicio público notarial, de 
forma visible, legible, claros y concisos sobre las medidas de atención y prevención 
implementadas en la Notaría, incluyendo mensajes accesibles a personas con disca-
pacidad sensorial, auditiva y/o visual.

4. Cumplir los requisitos específicos dispuestos para el sector laboral por el Ministerio 
de Salud y Protección Social, contenidos en el protocolo de bioseguridad adoptado por 
la Resolución 777 de 2021, entre los cuales se indican:

- Actualizar el Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo, 
identificando e
- Implementando las acciones correspondientes para la prevención del ries-
go biológico por COVID-19 en el ambiente de trabajo.
- Asegurar que se cumplan las disposiciones y recomendaciones de 
las autoridades de salud en relación a la prevención del contagio por 
COVID-19, previstas en el presente protocolo
- Asegurar que se cumplan las disposiciones y recomendaciones de las 
autoridades de salud



R
EVISTA IN

FO
LIO

S 2022

112

- En relación a la prevención del contagio por COVID-19, previstas en el 
presente protocolo.
- Establecer un sistema de verificación para el control en el momento de la 
notificación positiva.
- Fomentar el autocuidado, especialmente el monitoreo de temperatura 
corporal y de síntomas respiratorios u otros signos relacionados por parte 
de los trabajadores.
- Establecer el canal de información entre el empleador, la EPS, la ARL y el 
trabajador para
- Que informe cualquier sospecha de síntoma o contacto estrecho con 
personas confirmadas con COVID-19 y manejarlo de manera confidencial.
- Disponer de piezas comunicativas a los trabajadores, proveedores y 
clientes en la aplicación de la etiqueta respiratoria, que incluye cubrirse 
la nariz al toser o estornudar con el antebrazo o con un pañuelo de papel 
desechable y deshacerse de él inmediatamente tras usarlo. Abstenerse de 
tocarse la boca, la nariz y los ojos.
- Difundir a los trabajadores la información relacionada con los síntomas de 
alarma.
- Adoptar esquemas operativos que permitan disminuir el riesgo de contagio 
para los trabajadores y demás personas que presten sus servicios en los 
sectores económicos, sociales y del Estado.
- Implementar jornadas flexibles o turnos de entrada y salida a lo largo del 
día y otras estrategias para evitar aglomeraciones de los trabajadores en el 
ingreso y salida, en los centros de trabajo.
- Fomentar el uso de medios alternativos de transporte.
- Coordinar con las Administradoras de Riesgos Laborales — ARL, la 
implementación de las medidas de bioseguridad y autocuidado.
- El aislamiento de los empleados que sean sospechosos se hará desde 
el comienzo de síntomas, o desde que sean identificados como contactos 
estrechos hasta tener una prueba negativa, a menos que por criterio médico 
o de la autoridad sanitaria se considere necesario prolongar el aislamiento.
- Los contactos estrechos de casos identificados dentro o fuera de la 
empresa, deberán poder aislarse tempranamente.
- El empleador debe notificar a la ARL sobre los casos sospechosos 
y confirmados identificados en su empresa, así como exhortar a los 
empleados a hacerlo con su respectiva EAPB.
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Medidas de prevención en la prestación del servicio a domicilio

En el evento que la Notaría preste el SERVICIO A DOMICILIO, se deberá hacer 
uso obligatorio de los siguientes implementos y han de adoptarse las siguientes 
recomendaciones para mitigar los factores de exposición al que se pueda ver 
sometido:

- Se debe hacer uso de tapabocas, guantes de látex, neopreno, nitrilo o de 
caucho limpios.
- Si es posible, el trabajador lavará las manos con agua y jabón antes de in-
gresar al lugar en que se preste el servicio; en su defecto, se deberá solicitar 
permiso a los responsables del lugar para realizar tal labor, procurando que, 
en este evento, se evite el contacto con alguna superficie que no sea necesa-
ria para el lavado de manos.
- Si el servicio se presta en una casa, se deberá preguntar si hay alguna per-
sona enferma o si se han de tener precauciones especiales para proceder. En 
el evento en que esta situación se presente, el trabajador ha de informar de 
forma inmediata a su jefe inmediato para determinar su proceder.
- Si el trabajador presenta algún síntoma asociado al COVID-19, deberá abs-
tenerse de efectuar el servicio a domicilio. En tal evento, deberá informar a 
su jefe inmediato para que adopte de forma inmediata las medidas a las que 
haya lugar.
- El trabajador no deberá saludar o despedirse de mano a las personas a las 
que se le preste el servicio.
- El trabajador debe mantener una distancia mayor o igual a un metro entre su 
persona y el usuario para mitigar los factores de exposición.
- Se debe evitar al máximo la interacción cercana con las personas a las que 
se les preste el servicio.
- Finalizado el servicio el trabajador deberá lavar y desinfectar sus manos y los 
demás elementos utilizados.

- Cuando algún trabajador experimente síntomas respiratorios en casa, 
debe informar al empleador para que realice el aislamiento preventivo en 
casa. El trabajador debe informar a la EAPB en las líneas de atención que 
esta disponga para que inicie el protocolo estipulado por el Ministerio de 
Salud y Protección Social, incluyendo la activación de PRASS.
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Medidas frente a trabajadores que presenten síntomas asociados al COVID-19

1. El trabajador que presente síntomas asociados al COVID-19 deberá comu-
nicarlo a su jefe inmediato a través del canal de comunicaciones establecido 
para tal fin por la Notaría.

2. El jefe inmediato, deberá comunicarlo a la persona o el equipo de Seguridad 
y Salud en el Trabajo, para que ellos verifiquen que quien presenta los sínto-
mas esté usando tapabocas y se pueda ubicar a esta persona en una zona 
aislada, previamente identificada.

3. Conforme a los protocolos establecidos por el Gobierno Nacional, el traba-
jador que presente síntomas deberá informar si ha viajado a zonas conside-
radas como focos de infección o ha estado en contacto estrecho con un caso 
confirmado de COVID-19.

4. El empleador deberá informar inmediatamente a la autoridad de salud com-
petente (Secretaría de Salud Municipal, Distrital o Departamental) y a la EPS 
a la que esté afiliada la persona, la existencia de síntomas relacionados a la 
enfermedad y serán estas entidades las que determinarán si el trabajador ha 
de ser trasladado a su casa para ser aislado de forma preventiva, o si ha de 
ser trasladado de forma inmediata a un centro médico. Se debe presentar 
certificado de aislamiento preventivo expedido por la EPS correspondiente al 
empleador.

5. Si el trabajador se encuentra en su casa y presenta síntomas de fiebre, 
tos, dificultad para respirar o un cuadro gripal, deberá informarle a su jefe 
inmediato tal situación a través de los canales establecidos por la notaría. 
En este caso, tanto trabajador como empleador, deberán informar a la EPS 
y Secretaría de Salud correspondiente lo acaecido para que se evalué el 
estado de salud del trabajador y se establezcan las medidas a las que haya 
lugar.

6. De forma conjunta con el trabajador, se deberá elaborar una lista en la 
que, de forma clara y precisa se identifiquen las personas con las que el caso 
positivo para COVID-19 ha tenido contacto estrecho en los últimos 14 días. 
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Dicha lista deberá ser remitida a la Secretaría de Salud correspondiente para 
que respecto a ellas se haga el seguimiento respectivo; estas personas serán 
puestas en aislamiento preventivo por 14 días y a su turno, deberán reportar 
en la aplicación “CoronApp” el cambio en su condición.

7. Actuar de forma conjunta con las EPS a las que estén afiliados los demás 
trabajadores para que se realice el seguimiento del estado de salud de estos, 
incluyendo estrategias de testeo aleatorio de COVID-19, de ser el caso para 
mitigar la eventual propagación del virus.

8. Limpiar y desinfectar de forma frecuente, con alcohol al 70% todas las 
superficies con las que las personas tienen contacto directo, en particular 
aquellas con las que ha tenido contacto directo la persona que presenta 
síntomas o ha sido confirmado para COVID-19, las cuales han de ser desin-
fectadas de inmediato.

9. Las áreas como pisos, baños, cocinas se deben lavar con detergente 
común, para luego ser desinfectadas.

10. El personal de limpieza deberá utilizar el equipo de protección individual 
adecuado para tal labor, dependiendo el riesgo que se desprenda de esa ges-
tión.

11. Se debe garantizar que el personal de la Notaría pueda realizar el lavado 
de manos al menos 6 veces al día, para lo cual ha de contar con insumos tales 
como agua limpia, jabón y toallas de un único uso.

12. Informar a la Administradora de Riesgos Laborales (ARL) los casos sospe-
chosos de contagio, en especial respecto aquellas personas que hayan sido 
confirmadas como portadoras del COVID-19.

13. Aquellos trabajadores que sean confirmados como portadores del 
COVID-19, deberán informar a la Secretaría de Salud correspondiente 
que iniciará su fase de aislamiento preventivo por 14 días, en su lugar 
el de permanencia (casa, hotel, hostal u hospedaje). De acuerdo con el 
Ministerio de Salud y de Protección Social, el funcionario debe tener en 



R
EVISTA IN

FO
LIO

S 2022

116

cuenta para el aislamiento los siguientes ítems (INS Instructivo para la 
vigilancia en Salud Pública intensificada de infección respiratoria. Docu-
mento conjunto con el Ministerio de Salud y Protección Social. 2020).

1. Se ha implementado un formulario virtual a través de la herramienta 
Google Forms, el cual, a partir del 12 de julio de 2021, se convierte en el 
único canal habilitado para el reporte de novedades por parte de notarías 
con esta situación.
 
2. El referido formulario, se encuentra alojado en el link https://forms.
office.com/r/dPMdHefeyD

3. Para el diligenciamiento del formulario, asegúrese de encontrarse lo-
gueado con la cuenta de Microsoft oficial de la notaría (correo institucio-
nal) y de seguir los pasos del instructivo adjunto a la presente circular. 
La observancia de ello garantizará que su información sea reportada con 
éxito.

4. La información que se recopile en este formulario, será de uso y co-
nocimiento tanto de la Superintendencia Delegada para el Notariado, 
como de la Dirección de Vigilancia y Control Notarial y la Dirección 
de Administración Notarial, para los fines que obedecen a cada una y 
para determinar la procedencia o no de las solicitudes de suspensión 
de prestación del servicio público notarial o solicitudes de horarios de 
atención especiales, según aplique.

Remisión inmediata de información de casos positivos de COVID-19 a 
la Superintendencia

De reportarse un caso positivo de contagio en los trabajadores de la Notaría o en el 
notario, se deberá remitir información de manera inmediata a la Superintendencia de 
Delegada para el Notariado, en los siguientes términos:

En este sentido, se exhorta a los señores Notarios del país a que adopten a cabalidad 
las medidas implementadas por el Gobierno Nacional, en especial las establecidas a 
través de las Resolución No. 777 de 2021 y aquella(s) que la modifiquen, deroguen o 
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sustituyan y las expedidas por las demás autoridades de orden nacional y local, para la 
prevención, mitigación y atención del COVID-19.

La presente Circular, deja en consecuencia, sin efectos la Circular No. 326 de 
2020 a partir del 12 de julio de 2021.

Anexos: Instructivo diligenciamiento formulario de forms en tres (03) folios. Proyectó: Melissa Zapata/Asesora SDN
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Bogotá D.C., 09 de julio de 2021

NOTARIOS DEL PAÍS

CIRCULAR 443

PARA:         

SUPERINTENDENTE DELEGADA PARA EL NOTARIADO

Actualización del Sistema de Información Notarial (sin) - e implementación del 
módulo de facturación electrónica / varios

En cumplimiento de las funciones asignadas a la Superintendencia Delegada para el 
Notariado y en atención a los lineamientos impartidos por la DIAN y técnicamente por 
Oficina de Tecnologías de la Información (OTI) de la SNR, respecto a la implementación 
del módulo de facturación electrónica en el Sistema de Información Notarial SIN, se 
informa a los Notarios que desde el día 1 de julio de 2021 la Oficina de Tecnologías de 
la Información desplegó una actualización de SIN con dicha funcionalidad, permitiendo 
la facturación por concepto de POS – VARIOS y envío a la DIAN de dicha información.

Para la actualización del Sistema de Información Notarial, en el módulo local host, y 
el reporte correspondiente de dichas facturas a la DIAN, se deberá seguir el paso a 
paso descrito en el manual adjunto a la presente circular.

DE:         

ASUNTO:
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MANUAL DE FACTURA ELECTRÓNICA TIPO POS V1

SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO

República de Colombia

Ministerio de Justicia y del Derecho
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INTRODUCCIÓN

ASIGNACION DE PREFIJOS

Para la asignación de prefijos se debe ingresar al portal de la DIAN. Figura 1.

1. Ingresar al portal de la DIAN:

https://catalogo-vpfe.dian.gov.co/User/PersonLogin

2. Seleccionar la opción Persona

3. Ingresar la cédula de la persona registrada en el portal de la DIAN

4. Hacer clic en entrar

Figura 1. Página de acceso al portal de la DIAN.
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Si los datos son correctos se mostrará una pantalla de confirmación. La respuesta au-
tomática por parte de la DIAN debe enviar un toquen al correo electrónico registrado, 
al hacer clic en el enlace enviado al correo electrónico por parte de la DIAN se abrirá 
la página del portal Figura 2.

Figura 2 Página principal de portal de la DIAN. 

Una vez en el portal de la DIAN Figura 3.

1. Hacer clic en Participantes y en la parte inferior se mostrara la opción asociar 
prefijos.

2. Seleccionar Proveedor – Software.

3. Seleccionar Prefijo que inicia con RFEV.

4. Hacer clic en agregar.

5. Una vez asociado el prefijo debe mostrarse en el espacio habilitado para los 
prefijos Figura 4.

6. Repetir el procedimiento desde el punto 1 para agregar el Prefijo RFCV.
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Figura 3. Página Gestionar Asociación de Prefijos del portal de la DIAN.

Figura 4. Asociación de Prefijos del portal de la DIAN.

ACTUALIZAR EL SOFTWARE LOCALHOST

Para actualizar el aplicativo WEB e iniciar con él envió de facturas electrónicas 
tipo POS a la DIAN, se debe:

1. Dar doble clic en el botón inicio ubicado en el escritorio del computador para 
ejecutar el aplicativo Web.

 

 

Inicio 
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2. Ingresar a localhost desde cualquier navegador Web e ingresar usuario y 
contraseña. A continuación se observara el menú estándar Figura 5, en la parte 
izquierda de la pantalla.

Figura 5 .  Menú estándar  de l 
ap l icat ivo Web v is to  desde 
loca lhost .
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3. Dar doble clic en el botón actualizar ubicado en el escritorio del computador.

4. Ingresar a localhost desde cualquier navegador Web y actualizar la página.

5. Se observará un menú en la parte izquierda de la pantalla con la opción de envió 
POS Figura 6.

 

 
Actualizar 

 

Figura 6. Menú menú con la opción 
de envió POS desde localhost.
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6. Dar clic en opción POS.

El proceso de envío y recepción de las facturas electrónicas tipo POS es similar 
a el envío de mandatos desde el aplicativo WEB.

Se debe enviar una factura para verificar él envió correcto al portal de la DIAN y 
posteriormente recepción de esta factura por parte de la DIAN. Una vez efectuado, 
se debe observar la factura enviada Figura 7.

Es recomendable ingresar al portal de la DIAN y verificar la recepción satisfactoria de 
las facturas.

Figura 7. Página de portal de aplicativo WEB opción POS desde localhost.
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Bogotá D.C., 10 de agosto de 2021

NOTARIOS DEL PAÍS

CIRCULAR 531

PARA:         

SUPERINTENDENTE DELEGADA PARA EL NOTARIADO

Registro o actualización de firma de los funcionarios autorizados para suscribir 
documentos que requieran ser apostillados o legalizados y publicación en sitio 
web de la entidad, de la información sobre el trámite y otros.

Estimados Notarios

Atendiendo las funciones de orientación, inspección, vigilancia y control notarial 
otorgadas a esta Entidad mediante el artículo 4 del Decreto 2723 del 2014, y las 
facultades establecidas en los numerales 7 y 17 del artículo 24 del mismo Decre-
to, la Superintendencia Delegada para el Notariado informa que mediante correo 
electrónico radicado en esta Superintendencia con número SNR2021ER053507, el 
Embajador Eufracio Morales, Coordinador del Grupo Interno de Trabajo Apostilla y 
Legalizaciones de Cancillería de Colombia, puso en conocimiento de esta Entidad 
los siguientes documentos que se extienden a sus despachos para ser tenidos en 
cuenta durante el ejercicio de la función pública notarial, así:

1. Oficio S-GAOL-21-011749 sobre el “Registro o actualización de firma de los 
funcionarios autorizados para suscribir documentos que requieran ser aposti-
llados o legalizados y publicación en sitio web de la entidad de la información 
sobre el trámite”

En dicha comunicación, se manifestó que “con el propósito de atender de manera 
oportuna el trámite de apostilla o de legalización de documentos, el Ministerio de 
Relaciones Exteriores – Coordinación del GIT de Apostillas y Legalizaciones-, de 
manera muy comedida solicita el registro o actualización del registro de firmas de los 

DE:         
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funcionarios públicos de esa Entidad autorizados para suscribir documentos objeto 
del referido tramite, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3 de la Resolución 
1959 del 3 de agosto de 2020, por la cual se dictan disposiciones en materia de apos-
tillas y de legalizaciones de documentos (…)” (Subrayado incluido en el texto original)

Ahora, si bien es cierto que los notarios no ostentan la calidad de funcionarios públicos, 
el notariado es un servicio público que prestan los notarios como particulares que ejer-
cen una función pública bajo la figura de la descentralización por colaboración, y por 
lo tanto se encuentran autorizados para suscribir documentos que deben surtir efectos 
en el exterior, por lo que deberán dar cabal cumplimiento al artículo 3 de la Resolución 
No. 1959 del 2020 el cual establece:

Registro de firma. Todo servidor público o particular en ejercicio de funciones 
públicas que suscriba o certifique documentos que deban surtir efectos lega-
les en el exterior, tendrán que registrar y/o actualizar, según el caso, su firma 
manuscrita ante el Ministerio de Relaciones Exteriores e informar cuando se 
retire del servicio, se presenten modificaciones en el cargo por él desempeña-
do o por cambio de Entidad. (negrilla fuera del texto original)

El servidor público o particular en ejercicio de funciones públicas que firme 
de forma digital documentos que han de surtir efectos legales en el exterior, 
deberán, igualmente, registrar su firma manuscrita y digital habiendo uso de 
los medios tecnológicos que el Ministerio de Relaciones Exteriores disponga 
para ello y suministrar la lleve pública del certificado digital en el formato es-
tablecido-

Parágrafo Primero. El ministerio de Relaciones Exteriores emitirá la apostilla 
y/o la legalización de documentos firmados de forma digital, previa verificación 
del cumplimiento de los dispuesto en los artículos 7 y 28 de la Ley 527 de 1999 
“por medio de la cual se define y reglamenta el acceso y eso de los mensajes 
de datos, del comercio electrónico y de las firmas digitales (…)”

Parágrafo Segundo. Los requisitos para el registro de firma objeto de ser 
apostillada o legalizada son:

“ARTÍCULO 3
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Para funcionarios públicos: Fotocopias del acto administrativo de 
nombramiento y del documento de identidad.
Para agentes diplomáticos y/o consulares: Nota Verbal junto con la copia 
del documento de acreditación expedido por el Ministerio de Relaciones 
Exteriores.

El procedimiento para el registro de firma ante el Ministerio de Relaciones Exteriores 
podrá ser consultado en la página electrónica de la Cancillería www.cancilleria.gov.co 
sección apostilla y legalización en línea, opción: Guías para el ciudadano – Registro de 
firma o en el Portal Único del Estado colombiano www.gov.co o en el sitio web que se 
destine como punto de contracto o de acceso digital para que el ciudadano consulte los 
trámites y servicios del Estado.”

Así mismo, en la referida comunicación se recuerda que los documentos requeridos 
de conformidad con la norma citada, deben ir en un solo archivo PDF, así como la 
necesidad de mantener actualizada la Base de Datos de Firmas ante el Ministerio de 
Relaciones Exteriores, en aras de evitar “la materialización del riesgo de apostillar o de 
legalizar documentos no fidedignos o de rechazar solicitudes al no disponer del registro 
de firma”.

2. Guía Apostilla Registro de Firma funcionario público

Teniendo en cuenta que el trámite de registro o actualización de firma de los fun-
cionares o particulares autorizados para suscribir documentos que requieren ser 
apostillados o legalizados, puede ser desconocido para algunas personas gene-
rando algún grado de dificultad, mediante oficio S-GAOL-21-011749 el Coordinador 
del Grupo Interno de Trabajo Apostilla y Legalizaciones, puso a nuestro alcance, la 
Guía Apostilla Registro de Firma funcionario público, cuyo procedimiento opera de 
igual forma para los notarios del país, e indica el proceso de registro o actualización 
de la firma ante la Cancillería de Colombia.

3. Información y registros generales para la expedición de documentos del 
trámite de apostilla o de legalización

Mediante este documento, El Ministerio de Relaciones Exteriores, solicitó a todos los 
funcionarios públicos que han registrado sus firmas para ser apostilladas o legalizadas, 
expedir los documentos públicos que deban ser objeto del trámite de apostilla o de 
legalización, con su nombre completo y cargo registrado, acompañados de la firma a 
mano alzada registrada en la base de datos de dicho Ministerio.
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Así mismo señala que “En caso de que hayan cambiado sustancialmente los rasgos de 
la firma o que ya no se encuentre en el cargo registrado, se debe informar la respecti-
va novedad y solicitar una actualización vía correo electrónico a la dirección: registro.
firmas@cancilleria.gov.co o siguiendo los pasos del procedimiento en la página web 
de la Cancillería: https://www.cancilleria.gov.co/tramites_servicios/apostilla_legaliza-
ción_en_linea”
 
Así mismo, en la referida comunicación se recuerda que los documentos requeridos 
de conformidad con la norma citada, deben ir en un solo archivo PDF, así como la 
necesidad de mantener actualizada la Base de Datos de Firmas ante el Ministerio de 
Relaciones Exteriores, en aras de evitar “la materialización del riesgo de apostillar o de 
legalizar documentos no fidedignos o de rechazar solicitudes al no disponer del registro 
de firma”.

2. Guía Apostilla Registro de Firma funcionario público

Teniendo en cuenta que el trámite de registro o actualización de firma de los funcio-
nares o particulares autorizados para suscribir documentos que requieren ser aposti-
llados o legalizados, puede ser desconocido para algunas personas generando algún 
grado de dificultad, mediante oficio S-GAOL-21-011749 el Coordinador del Grupo In-
terno de Trabajo Apostilla y Legalizaciones, puso a nuestro alcance, la Guía Apostilla 
Registro de Firma funcionario público, cuyo procedimiento opera de igual forma para 
los notarios del país, e indica el proceso de registro o actualización de la firma ante la 
Cancillería de Colombia.

3. Información y registros generales para la expedición de documentos del 
trámite de apostilla o de legalización

Mediante este documento, El Ministerio de Relaciones Exteriores, solicitó a todos los 
funcionarios públicos que han registrado sus firmas para ser apostilladas o legalizadas, 
expedir los documentos públicos que deban ser objeto del trámite de apostilla o de 
legalización, con su nombre completo y cargo registrado, acompañados de la firma a 
mano alzada registrada en la base de datos de dicho Ministerio.

Así mismo señala que “En caso de que hayan cambiado sustancialmente los rasgos de 
la firma o que ya no se encuentre en el cargo registrado, se debe informar la respecti-
va novedad y solicitar una actualización vía correo electrónico a la dirección: registro.
firmas@cancilleria.gov.co o siguiendo los pasos del procedimiento en la página web 
de la Cancillería: https://www.cancilleria.gov.co/tramites_servicios/apostilla_legaliza-
ción_en_linea”
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En cuanto a la legalización de documentos firmados de manera digital, se deberá dar 
cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 71 y 282 de la Ley 527 de 1999, “por medio 
de la cual se define y reglamenta el acceso y uso de los mensajes de datos, del comer-
cio electrónico y de las firmas digitales y se establecen las entidades de certificación y 
se dictan otras disposiciones”, así como las especificaciones técnicas establecidas en 
el artículo 4 de la Resolución 1959 del 2020, que a la letra dice:

Especificaciones técnicas del documento electrónico para apostilla o legaliza-
ción. El Ministerio de Relaciones Exteriores, conforme a los requerimientos y 
estándares internacionales, exige que todo documento base o fuente firmado 
de forma digital, para apostillar o legalizar, deberá cumplir con las siguientes 
especificaciones:

1. Formato del documento: PDF (Portable Data Format) - (ISO 32000-1) y 
PDF/A Versión 2B o 3B (ISO- 19005-2 o ISO-19005-3) para la preservación a 
largo plazo.
2. Firma Digital: El documento para apostillar o legalizar deberá estar 
firmado, en todos los casos, con un certificado de servidor público o re-
presentante legal expedido por una entidad de certificación acreditada 
por el Organismo Nacional de Acreditación de Colombia (ONAC), según 
lo dispuesto en el artículo 160 del Decreto – Ley 19 de 2012 o las normas 
que lo modifiquen, adicionen o sustituyan.
3. Metadatos: El archivo PDF que contiene el documento para apostillar 
o legalizar, deberá incluir, dentro de los metadatos, toda la información 
requerida para realizar el procedimiento de apostilla o de legalización en 
línea, de acuerdo con las especificaciones técnicas que se definan con la 
entidad que emite el documento.

“ARTÍCULO 4

1 Artículo 7º. Firma. Cuando cualquier norma exija la presencia de una firma o establezca ciertas consecuencias en ausencia de la misma, en 
relación con un mensaje de datos, se entenderá satisfecho dicho requerimiento si:
a) Se ha utilizado un método que permita identificar al iniciador de un mensaje de datos y para indicar que el contenido cuenta con su aprobación,
b) Que el método sea tanto confiable como apropiado para el propósito por el cual el mensaje fue generado o comunicado.
Lo dispuesto en este artículo se aplicará tanto si el requisito establecido en Cualquier norma constituye una obligación como si las normas sim-
plemente prevén consecuencias en el caso de que no exista una firma.
2 Artículo 28. Atributos jurídicos de una firma ciertas. Cuando una firma digital haya sido fijada en un mensaje de datos se presume que el sus-
criptor de aquella tenía la intención de acreditar ese mensaje de datos y de ser vinculado Con el contenido del mismo.
Parágrafo. El uso de una firma digital tendrá la misma fuerza y efectos que el uso de una firma manuscrita, si aquélla incorpora los siguientes 
atributos:
1. Es única a la persona que la usa.
2. Es susceptible de ser verificada.
3. Está bajo el control exclusivo de la persona que la usa.
4. Esta ligada a la información o mensaje, de tal manera que si éstos son cambiados, la firma digital es invalidada.
5. Está conforme a las reglamentaciones adoptadas por el Gobierno Nacional.
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4. Firma manuscrita: Para los efectos de apostilla o de legalización, se 
requiere que el documento base contenga la firma visible con el fin de que 
sea aceptada y pueda surtir efectos en el exterior.
5. Las demás especificaciones técnicas del documento base o fuente para 
apostilla o legalización que el Ministerio de Relaciones Exteriores determine.

Parágrafo. Los tipos de documentos públicos base o fuente expedidos bajo la moda-
lidad de documentos electrónicos, para efectos de ser apostillados o legalizados, se 
podrán consultar en la página electrónica del Ministerio de Relaciones Exteriores www.
cancileria.gov.co o en el Portal Único del Estado colombiano www.gov.co o en el sitio 
web que se destine como punto de contacto o de acceso digital para que el ciudadano 
consulte los trámites y servicios del Estado” (negrilla y subrayado incluida en el texto 
original)

No obstante, respecto de la firma mecánica, el presente documento establece 
que “todo documento expedido con firma mecánica debe contener también la 
firma manuscrita del funcionario público que lo expide, para poder ser apostillado 
y/o legalizado. La firma del funcionario debe estar registrada en la base de datos 
del Ministerio de Relaciones Exteriores. Sobre las firmas mecánicas, observar lo 
establecido en el artículo 53 de la misma Resolución 1959 de 2020”,

Finalmente, se insta a tener en cuenta que, de acuerdo con el oficio aportado, si la 
firma del notario que suscribe el documento presenta diferencias significativas en rela-
ción con la firma que se encuentra registrada en la base de datos de la Cancillería, será 
rechazado el trámite con la causal “Inconsistencia en firma de funcionario público”.

Por último, se señala que “El documento digitalizado deberá contener de manera clara, 
visible y legible el nombre, cargo, Entidad, fecha y firma manuscrita del servidor público 
o del particular en ejercicio de funciones públicas, todo lo cual debe estar acorde con 
lo registrado en la base de datos del Ministerio de Relaciones Exteriores, de acuerdo 
con el procedimiento del registro de firma efectuado previamente ante dicho Ministerio.

3 Artículo 5. Firmas mecánicas. La firma mecánica no permite identificar a una persona como su autor, no garantiza el cumplimiento de los atri-
butos jurídicos expuestos en el artículo 28 y en especial el literal b) del artículo 7 de la Ley 527 de 1999 y, por lo tanto, no podrá ser objeto del 
procedimiento de apostilla o de legalización. Parágrafo. Los documentos firmados de forma mecánica, podrán ser apostillados o legalizados sólo 
en los casos que también contengan la correspondiente firma manuscrita o en la circunstancia que se pueda constatar que dicha modalidad de 
rúbrica mecánica, está acompañada de la respectiva firma digital, siempre y cuando cumplan con lo establecido en el artículo 4 de la presente 
Resolución.
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Así las cosas, esta Superintendencia Delegada, hace extensivos los tres documentos 
mencionados a través de la presente Circular, para mayor claridad sobre la materia y 
sobre los cuales se conmina a ser tenidos en cuenta, durante la prestación del servicio 
público notarial.

Proyectó: Julieth Villamizar Osorio – Dirección de Administración Notarial Revisó: Melissa Zapata Sierra – Asesor Despacho SDN.

Anexos:
1. Oficio S-GAOL-21-011749 suscrito por el Doctor Eufracio Morales sobre el “Registro o actualización de firma de los funcionarios autorizados 
para suscribir documentos que requieran ser apostillados o legalizados y publicación en sitio web de la entidad de la información sobre el trámite” 
(02 folios)

2. “Guía Apostilla Registro de Firma funcionario público.” (08 folios)

3. “Información y registros generales para la expedición de documentos del trámite de apostilla o de legalización” (04 folios)
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Bogotá D.C., 16 de septiembre de 2021

NOTARIOS DEL PAÍS

CIRCULAR 639

PARA:         

SUPERINTENDENTE DELEGADA PARA EL NOTARIADO

Impuesto beneficiencia vs. impuesto de registro y anotación

A través de oficio 20212000009861 allegado a esta Superintendencia por parte de la 
Beneficencia de Cundinamarca, se puso de presente la necesidad de dar claridad al 
Notariado Colombiano respecto del correcto uso del término impuesto de beneficencia 
y de impuesto de registro y anotación. Al respecto, solicitó: 

“De manera respetuosa y de acuerdo al asunto me permito solicitarle su aten-
ta colaboración en expedir un comunicado (…) en el cual se aclare la historia y 
denominación del IMPUESTO DE REGISTRO, conocido históricamente como 
“impuesto de Beneficencia” y lo percibe el Departamento de Cundinamarca a 
través de su Secretaría de Hacienda, de conformidad con la Ley 223 de 1995.

(…) la misión de la Beneficencia de Cundinamarca, es la protección social y 
restablecimiento de derechos de las personas adultas mayores de 60 años y 
personas con discapacidad mental y cognitiva mayores de 18 años, proceden-
tes del Distrito Capital, Departamento y la Nación y que a su vez, y en cum-
plimiento de la Ley 223 de 1995, la Entidad, dejó de recaudar dicho impuesto 
y a partir de la fecha todos sus ingresos, se derivan de fuentes propias, tales 
como la venta de sus activos, al ser un establecimiento público descentraliza-
do, con autonomía administrativa y financiera(…)”

(…) al llamarlo “impuesto de Beneficencia” hace creer equivocadamente a la 
ciudadanía, que la esta Entidad, se favorece de ese impuesto y que se tienen 
suficientes recursos para inversión y funcionamiento, lo que ha generado a 

DE:         

ASUNTO:



R
EVISTA IN

FO
LIO

S 2022

134

través de todos estos años un perjuicio económico al impedir gestionar recur-
sos que procedan de donaciones, cooperación o acceder a otros beneficios, 
afectando seriamente los ingresos de la entidad y la sostenibilidad económica 
de los proyectos a través de los cuales se cumple la misión de proteger a los 
más vulnerados del Distrito Capital, Departamento y la Nación”.

El término “impuesto de beneficencia” ha sido principalmente adoptado en la Capital y 
en los municipios del departamento de Cundinamarca; sin embargo, se conoce un uso 
común en otras regiones del país. Así las cosas, resulta necesario adoptar un lenguaje 
general y adecuado respecto del recaudo originado con la promulgación de la Ley 223 
de 1995, y que es uno de los requisitos indispensables para efectuar la inscripción de 
los diferentes actos ante las Oficinas de Registro Instrumentos Públicos. En conse-
cuencia, se insta al Notariado en general a usar en el lenguaje diario de la prestación 
del servicio público notarial, su denominación correcta que resulta ser “Impuesto de 
Registro y Anotación”.

Sobre el particular, se ha hecho extensiva la referida comunicación a la Superinten-
dencia Delegada para el Registro para la adopción del término correcto al interior de 
los procesos, procedimientos y herramientas tecnológicas y demás dependencias de 
la SNR así como, se ha sugerido comunicación con las diferentes Gobernaciones para 
que a su vez verifiquen el uso del término indicado en sus sistemas de liquidación y 
recaudo del referido impuesto.

Proyectó: Melissa Zapata - Asesora Delegada para el Notariado
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Bogotá D.C., 14 de octubre de 2021

NOTARIOS DEL PAÍS

CIRCULAR 670

PARA:         

SUPERINTENDENTE DELEGADA PARA EL NOTARIADO

Aspectos notariales en el nuevo régimen de capacidad legal

Estimados Notarios

Desde la ratificación de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Disca-
pacidad en nuestro país, se han proferido normas tendientes a romper con el modelo 
proteccionista y de marginación que anulaba los derechos de las personas con disca-
pacidad para dar paso a un nuevo régimen en el que se les reconoce plena capacidad 
jurídica.

En atención a lo anterior, y conforme a lo dispuesto en el segundo inciso del numeral 
8 del artículo 2.2.4.5.2.1 del Decreto 1069 de 2015 que señala: “la Superintendencia 
de Notariado y Registro, en el ejercicio de la función de orientación impartirá las ins-
trucciones básicas sobre los aspectos relacionadas con la Ley 1996 de 2019, a fin de 
garantizar que los Notarios presten el servicio público con el enfoque de derechos de 
la discapacidad y el trato incluyente, dirigidos a toda la cadena de atención al usuario”; 
resultan necesarios los lineamientos que a continuación se imparten para que sean 
tenidos en cuenta por todos los Notarios del país:

I. ANTECEDENTES

El artículo 1 de la Ley 1306 de 2009, hoy derogado por la Ley 1996 de 2019, establecía 
que el objeto de dicha Ley era “la protección e inclusión social de toda persona natural 
con discapacidad mental o que adopte conductas que la inhabiliten para su normal 

DE:         

ASUNTO:
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desempeño en la sociedad”. Allí se evidencia que el legislador continuaba refiriéndose 
a la protección de la persona con discapacidad mental y, por ello, estableció guardas, 
consejerías y los sistemas de administración patrimonial que buscaban la rehabilita-
ción y el bienestar de las personas con discapacidad.

Con la Ley 1996 de 2019 “[p]or medio de la cual se establece el régimen para el ejer-
cicio de la capacidad legal de las personas con discapacidad mayores de edad”, se 
introdujo un importante cambio en el paradigma anteriormente regulado por la Ley 
1306 de 2009, lo que implicó una derogatoria de gran parte del cuerpo normativo de 
esta última. En efecto, el objeto de la Ley 1996 de 2019 es establecer las medidas 
específicas para garantizar el derecho a la capacidad legal plena de las personas con 
discapacidad, mayores de edad, y el acceso a los apoyos que puedan requerir para 
su ejercicio. De esa manera, la nueva Ley busca hacer efectiva la Convención con la 
finalidad de reivindicar el derecho a la autonomía y libre determinación de los intereses 
de las personas con discapacidad, de tal forma que puedan ejercer sus derechos en 
igualdad de condiciones en todos los ámbitos de la sociedad.

En consecuencia, el nuevo régimen de capacidad legal rompió la relación que el 
Código Civil hacía entre el concepto de validez de la norma y los actos jurídicos con 
el concepto de capacidad, pues, desde la vigencia de la Ley 1996 de 2019, no es 
posible asociar la discapacidad mental con el concepto de incapacidad legal.

De conformidad con el artículo 1503 del Código Civil, “toda persona es legalmente 
capaz, excepto aquellas que la ley declara incapaces”, no obstante, la Ley 1996 de 
2019 dejó sin vigencia todas las disposiciones anteriores que fundamentaban la in-
capacidad en la discapacidad, quedando habilitadas para ejercer con autonomía su 
capacidad legal.

El artículo 4 de la Ley 1996 de 2019 precisó los principios rectores de la misma, entre 
los cuales se incorporó el de no discriminación, con el cual se pretende garantizar que 
en todas las actuaciones se observe un trato igualitario para las personas, sin que se 
pueda discriminar por ningún motivo, incluyendo raza, etnia, religión, credo, orientación 
sexual, género e identidad de género o discapacidad.

Además, se resalta que en el artículo 6 de dicha Ley se incluyó la presunción de 
capacidad en el ordenamiento jurídico colombiano, en virtud de la cual:

“Todas las personas con discapacidad son sujetos de derecho y obligaciones, 
y tienen capacidad legal en igualdad de condiciones, sin distinción alguna 
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e independientemente de si usan o no apoyos para la realización de actos 
jurídicos.

En ningún caso la existencia de una discapacidad podrá ser motivo para la 
restricción de la capacidad de ejercicio de una persona. (…)”.

En ese sentido, se reitera que la Ley introdujo un cambio radical en el concepto de 
capacidad legal como atributo de la personalidad jurídica de las personas, modificando 
el Código Civil, específicamente en lo relativo a la capacidad absoluta y relativa, pues 
admite que todas las personas gozan de capacidad legal en igualdad de condiciones y 
que existen mecanismos para garantizar su ejercicio, tales como los apoyos, las direc-
tivas anticipadas o los ajustes razonables.

El nuevo régimen de capacidad legal instaurado desde la Convención sobre las 
Personas con Discapacidad impactó nuestro ordenamiento jurídico, pues en el 
numeral 5 del artículo 12 estableció la obligación de garantizar “(…) el derecho 
de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, a 
ser propietarias y heredar bienes, controlar sus propios asuntos económicos y te-
ner acceso en igualdad de condiciones a préstamos bancarios, hipotecas y otras 
modalidades de crédito financiero (…)”.

II. Trámites notariales que realizan los Notarios con ocasión de la 
Ley 1996 de 2019

A los Notarios les compete la suscripción de acuerdos de apoyo1 y directivas 
anticipadas2 , así como sus modificaciones, sustituciones, terminaciones y revo-
caciones3. Estos actos se llevan a cabo a través de Escritura Pública, otorgada 
en observancia de lo dispuesto en el Decreto Ley 960 de 1970, y demás normas 
concordantes.

El trámite para la formalización de los acuerdos de apoyo y directivas anticipadas fue 
reglamentado mediante el capítulo 5 del Título 4 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 
número 1069 de 2015, Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho, adi-
cionado por el Decreto 1429 de 2020.

¿Qué son los acuerdos de apoyo?

Son herramientas que permiten que una persona mayor de edad formalice la de-
signación de la o las personas, naturales o jurídicas, que le asistirán en la toma 
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de decisiones respecto a uno o más actos jurídicos determinados.

En el artículo 2.2.4.5.2.4 del Decreto 1069 de 2015 se encuentra el trámite que 
se debe seguir para su formalización y en el numeral 1 del artículo 2.2.4.5.2.5 el 
que se debe seguir para su terminación. Asimismo, en el artículo 2.2.4.5.2.6 del 
Decreto 1069 de 2015 se indicó el trámite para la modificación del acuerdo de 
apoyos.

¿Qué son las directivas anticipadas?

Son herramientas que permiten que una persona mayor de edad suscriba un 
documento con la expresión fidedigna de la voluntad y preferencia en decisio-
nes relativas a uno o varios actos jurídicos con antelación a los mismos. Estas 
decisiones pueden versar sobre asuntos de salud, financieros o personales, 
entre otros actos encaminados a tener efectos jurídicos.

En el artículo 2.2.4.5.2.4 del Decreto 1069 de 2015 se encuentra el trámite que se debe 
seguir para su formalización, el cual corresponde al mismo que se estableció para los 
acuerdos de apoyo.

Para la modificación, sustitución y revocación de las Directivas Anticipadas se 
estableció el trámite en el artículo 2.2.4.5.2.7 del Decreto 1069 de 2015.

1. Tarifas de los actos de formalización de acuerdos de apoyo y directivas 
anticipadas.

Según lo dispuesto por el legislador en el parágrafo 1 del artículo 16 de la Ley 1996 de 
2019, estos trámites se tienen como actos sin cuantía.

Adicionalmente, en el inciso final del artículo 2.2.4.5.2.8 del Decreto 1069 de 2015 se 
dispuso que, “[C]uando el trámite se adelante ante el Notario causará por concepto de 
derechos notariales la tarifa fijada para los actos sin cuantía.”.

Actualmente, el literal a) del Artículo 2 de la Resolución 536 de 2021 establece que “[l]
os actos que por su naturaleza carezcan de cuantía o cuando esta no se pudiere deter-
minar, causará la suma de sesenta y dos mil setecientos pesos ($ 62.700)”.

1 Artículo 16, Ley 1996 de 2019
2 Artículo 22, Ley 1996 de 2019
3 Artículos 20, 28 y 31 Ley 1996 de 2019
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2. Ajustes razonables

De acuerdo con el artículo 8 de la Ley 1996 de 2019 “(…) todas las personas 
con discapacidad, mayores de edad, tienen derecho a realizar actos jurídicos 
de manera independiente y a contar con las modificaciones y adaptaciones 
necesarias para realizar los mismos. La capacidad de realizar actos jurídicos 
de manera independiente se presume.

La necesidad de ajustes razonables para la comunicación y comprensión de 
la información, no desestima la presunción de la capacidad para realizar actos 
jurídicos de manera independiente.” (Se resalta).

De manera que, los ajustes razonables que deben hacer tanto particulares como el 
Estado consisten en modificaciones o adaptaciones necesarias y acordes en cada 
caso particular que se requieran para garantizar a las personas con discapacidad el 
goce o ejercicio de su capacidad legal en igualdad de condiciones con las demás.

A manera de ejemplo, se tiene la adaptación de los espacios para la adecuada 
circulación de personas en silla de ruedas; la adopción de disposiciones visuales 
para las personas sordas; la lectura de documentos que reposan en el archivo a 
aquellas personas ciegas que asisten a la consulta del protocolo, etc.

En resumen, la adopción de ajustes razonables implica que los Notarios y los 
funcionarios de la notaría lleven a cabo todas aquellas acciones que resulten 
indispensables y necesarias para entender las necesidades de los usuarios en 
condición de discapacidad que requieren acceder al servicio público notarial.

Así las cosas, los ajustes razonables requieren de la empatía del Notario y de los 
empleados de la notaría, de forma tal que se permita hacer valer los derechos de 
las personas con discapacidad, a efectos de conocer y entender su voluntad, así 
como atender lo que ellas requieran.

3. Obligaciones de los notarios.

En los artículos 2.2.4.5.2.1 y 2.2.4.5.2.2 del Decreto 1069 de 2015 se establecieron las 
obligaciones que los Notarios deben atender para la implementación de la Ley 1996 de 
2019, entre las que se encuentran:
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• Disponer de herramientas en formatos accesibles para dar a conocer la 
información del servicio.
• Difundir las tarifas vigentes para la formalización de acuerdos de apoyo 
y directivas anticipadas.
• Disponer y usar tecnologías de la información para recibir solicitudes y 
realizar entrevistas.
• Eliminar las barreras del entorno, como puede ser las rampas de acceso, 
ventanillas de atención especial, etc.
• Implementar el Protocolo de Servicios de Justicia Inclusivo para Personas 
con Discapacidad del Ministerio de Justicia y del Derecho.
• Identificar y realizar los ajustes razonables que se requieran para asegurar 
la participación plena de la persona con discapacidad en el trámite.
• Disponer de servicios de mediación lingüística y comunicacional, cuando se 
requiera. Para ello podrá hacer uso de las herramientas que se señalan en el 
numeral 7 de la presente Circular.
• Asegurar un trato digno, respetuoso e incluyente a las personas con 
discapacidad.
• Garantizar los procesos de formación y toma de conciencia sobre el 
enfoque de derechos de la discapacidad y el trato incluyente, dirigidos 
a toda la cadena de atención al usuario, esto es, a los empleados de la 
notaría que prestan la atención al ciudadano.
• Garantizar que tanto el Notario y los empleados de la notaría presten el 
servicio público notarial con el enfoque de derechos de la discapacidad y 
el trato incluyente.
• Velar porque los trámites se lleven a cabo en observancia de los términos 
generales contenidos en el Titulo 11 de la Parte Primera de la Ley 1437 de 
2011, sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015.
• Registrar la información en el Sistema de Información de la Conciliación, el 
Arbitraje y la Amigable Composición – SICAAC del Ministerio de Justicia y del 
Derecho.
• Garantizar la custodia, conservación y disponibilidad de la documentación 
relacionada con la prestación de sus servicios.
• Expedir copias de la escritura de formalización del acuerdo de apoyo o 
directiva anticipada, a quienes las suscribieron.
• Dirigir la diligencia de formalización de acuerdos de apoyo o de directivas 
anticipadas, respetando en todo momento la voluntad y las preferencias de las 
personas con discapacidad.
• Propiciar las condiciones para lograr una clara, asertiva, respetuosa y 
cordial comunicación durante la diligencia.
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• Explicar la naturaleza del trámite a quienes en él intervienen.
• Manifestar las consecuencias de las declaraciones efectuadas por la 
persona titular del acto, al igual que la repercusión de su inobservancia.
• Exponer al titular del acto jurídico y a la persona de apoyo, el trámite 
para la modificación, finalización, revocación o sustitución del acuerdo de 
apoyo o directiva anticipada, y cerciorarse de su comprensión.

• Los Notarios no pueden exigir a la persona con discapacidad un acuer-
do de apoyo para prestar los servicios notariales.

• Los aspectos relacionados con la inmediación que exige el trámite de 
formalización de acuerdos de apoyos, directivas anticipadas y los demás 
actos derivados o con ocasión de dicha asignación, deben surtirse di-
rectamente con el Notario(a). (Numeral 1 del artículo 3 y el artículo 7 del 
Decreto Ley 960 de 1970).

• En la instancia notarial, el trámite de suscripción de acuerdos de apoyo 
y directivas anticipadas se trata de un trámite escritural y no de concilia-
ción, razón por la cual no prestan el servicio a través de conciliadores de 
sus listas de conciliación.

• La Ley 1996 de 2019 y su decreto reglamentario no establecieron la 
obligación para los Notarios de contar con un equipo interdisciplinario 
para la prestación del servicio a las personas con discapacidad. Sin em-
bargo, sí es obligatorio cumplir con protocolos y ajustes razonables cono-
cidos por todos los funcionarios de la notaría.

Lo anterior sin detrimento de que el Notario decida mejorar la presta-
ción del servicio y, en tal sentido, posibilitar el contacto efectivo con en-
tidades e instituciones especializadas. (Decreto 1069 de 2015, artículo 
2.2.4.5.2.2.)

• Si el Notario no accede a atender a una persona con discapacidad, debe 
entenderse como la negación del servicio.

A su vez, resulta pertinente indicar que:
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• En la formalización de acuerdos de apoyos o directivas anticipadas que 
involucren bienes sujetos a registro no se deben incluir anotaciones espe-
ciales. La exigencia del artículo 51 de la Ley 1996 de 2019 es un aspecto 
circunscrito a la técnica registral y no al Notario como responsable de la 
escritura pública.

• El Notario debe señalar a la persona designada como apoyo las obligaciones 
que adquiere con dicha calidad.

4. Establecer salvaguardias.

Las salvaguardias son todas aquellas medidas adecuadas y efectivas relativas al 
ejercicio de la capacidad legal, usadas para impedir abusos y garantizar la primacía 
de la voluntad y preferencias de la persona titular del acto jurídico, de conformidad 
con el derecho internacional en materia de derechos humanos y que deben regirse 
bajo criterios de necesidad, correspondencia, duración e imparcialidad.

Las salvaguardias se aplicarán a criterio del notario en cada caso particular y los 
criterios para establecerlas fueron fijados en el artículo 5 de la Ley 1996 de 2019.

5. Prestación del servicio público notarial con enfoque de derechos de la 
discapacidad, trato incluyente y sin negación del servicio.

Los Notarios deben desarrollar la entrevista atendiendo a los principios de la 
Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad y el principio de dignidad establecido en el numeral 1 del artículo 4 
de la Ley 1996 de 2019.

Para evidenciar el cumplimiento a lo dispuesto en Ley 1996 de 2019, resulta 
procedente, si el Notario lo considera, documentar la diligencia con la finalidad 
de contar con elementos probatorios para demostrar cómo se llevó a cabo.

Es necesario recordar que el Notario es un instrumentador del proceso que tiene a 
su cargo el ejercicio del control de legalidad que la diligencia exige; en tal medida, su 
responsabilidad estriba en dejar las advertencias respectivas en el texto escriturario 
y en el momento previo al otorgamiento sobre el marco legal al que queda sometido 
el apoyo.
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Además, se señala que, en los eventos en que no sea posible llevar a cabo la sus-
cripción de un acuerdo de apoyos o directiva anticipada porque resultó imposible 
que la persona con discapacidad expresara su voluntad a pesar del notario haber 
agotado todos los ajustes razonables, el Notario deberá expedir una constancia en 
donde se documenten las actuaciones adelantadas, los ajustes razonables utilizados 
y se señale que, a pesar de haber agotado las medidas necesarias, no fue posible 
celebrar el acuerdo de apoyo o la directiva anticipada. Copia de la misma deberá 
reposar en el archivo de la notaría.

En estos eventos, la Ley prevé que se recurra a la adjudicación de apoyos 
que realizará el juez de familia, quien tomará su decisión, con sustento en los 
resultados de la valoración de apoyos, y demás pruebas que estime pertinente 
decretar. (Ley 1996 de 2019, Capítulo V).

Sin embargo, se recalca que al Notario le compete agotar al máximo el mayor esfuerzo 
posible para proveer los ajustes razonables que permitan llevar a cabo la diligencia sin 
contratiempo alguno. En ese propósito, conviene que el notario deje documentada la 
evidencia respectiva. (Artículos 3 y 8 de la Ley 1996 de 2019)

Conforme a la anterior normativa, los ajustes razonables no deben imponer una carga 
desproporcionada o indebida al momento de prestar el servicio por parte de las Nota-
rías. Para esto es importante realizar un análisis del ajuste que se deba hacer o se esté 
solicitando, teniendo en cuenta su idoneidad, pertinencia y eficacia para eliminar la ba-
rrera que permita garantizar el derecho. Es importante recordar que este análisis debe 
hacerse en cada caso en concreto, pues a la luz de la Convención sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad, la denegación de ajustes razonables constituye 
discriminación por motivos de discapacidad.

Se recomienda que desde la Notaría se identifiquen distintas entidades públicas u or-
ganizaciones que pudieran sumarse al logro de los ajustes razonables que se pueden 
requerir, además de las que se indican en el siguiente numeral de la presente circular.

6. Herramientas para los Notarios.

El Ministerio de Salud y Protección Social, en el anexo técnico de la Resolución No. 
113 de 2020 ha señalado que existen siete categorías de discapacidad:

1.	 Discapacidad Física
2.	 Discapacidad auditiva
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3.	 Discapacidad visual
4.	 Sordoceguera
5.	 Discapacidad intelectual
6.	 Discapacidad psicosocial (mental)
7.	 Discapacidad múltiple

A. Federación Colombiana de Organizaciones de Personas con Discapacidad 
Física (FECODIF): Tel: 2361016 Bogotá, D. C. email: fecodif@yahoo.es

A. INSOR: Instituto Nacional para Sordos: https://www.insor.gov.co/home/
B. Federación Nacional de Sordos de Colombia (FENASCOL): https://www.fenas-
col.org.co/
C. Centro de relevo: https://centroderelevo.gov.co/632/w3-propertyvalue-15257.
html

A. Instituto Nacional Para Ciegos (INCI): http://www.inci.gov.co/
B. FECODIV – Federación Colombiana de Organizaciones de Personas con Dis-
capacidad Visual: http://www.fecodiv.com
C. Coordinadora Nacional de Organizaciones de	Limitados Visuales – CONALIVI: 
http://conalivi.org/ 

Los Notarios y sus empleados deberán, desde el primer contacto con el usuario del 
servicio, identificar en atención a la categoría de discapacidad las herramientas y 
ajustes razonables que requiere para la prestación del servicio público notarial, sin 
que ello signifique que puedan exigir certificados de ningún tipo a las personas con 
discapacidad.

Se trata de vislumbrar la discapacidad particular de cada persona para prestar los 
apoyos informales que se requieran, efectuar los ajustes razonables y brindar los 
mecanismos de comunicación acordes a cada caso.

Las siguientes instituciones pueden brindar herramientas a los Notarios para que 
efectúen los ajustes razonables necesarios:

1. Discapacidad Física

2. Discapacidad auditiva

3. Discapacidad visual
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A. Asociación Colombiana de Sordociegos. (SURCOE): https://www.surcoe.org/

A. Fundación de desarrollo y emprendimiento integral – FUNDEI: https://fundeico-
lombia.com/

A. ASDOWN Colombia https://asdown.org/
B. Fundación Fe : https://www.fundacionfe.org/

A. Fundación Cepytin https://fundacioncepytin.org/
B. Programa de Acción por la Igualdad y la Inclusión Social – PAIIS: https://paiis.
uniandes.edu.co/}
C. Fundación Saldarriaga Concha: https://www.saldarriagaconcha.org/nues-
tro-proposito/

Los requisitos expuestos en precedencia deben ser observados de conformidad con 
las consideraciones normativas expuestas en el desarrollo de la presente circular.

4. Sordoceguera

6. Discapacidad psicosocial (mental)

5. Discapacidad intelectual

7. Discapacidad múltiple
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Bogotá D.C., 19 de octubre de 2021

NOTARIOS DEL PAIS CON USO DEL APLICATIVO SIN 

CIRCULAR 680

PARA:         

SUPERINTENDENTE DELEGADA PARA EL NOTARIADO

Formato de recaudos – Aplicativo SIN.

Respetados señores Notarios:

De conformidad con lo dispuesto en el numeral 3 del artículo tercero de la Resolución 
No. 3679 de 27 de abril de 2021, “por la cual se establecen directrices para el cumpli-
miento de las obligaciones previstas en los artículos 122, 123 y 124 del Decreto 2148 
de 1983 compilados en los artículos 2.2.6.1.6.1.7., 2.2.6.1.6.1.8. y 2.2.6.1.6.1.9 del 
Decreto 1069 de 2015, y se dictan otras disposiciones” que señala que:

En concordancia con lo dispuesto por el artículo undécimo del referido acto 
administrativo, se señaló

Artículo Tercero. Contenido del Informe Estadístico Notarial (IEN) y sus 
anexos: (…)

3. El formato denominado “REPORTE DE RECAUDOS” establecido por la 
Superintendencia de Notariado y Registro debidamente diligenciado en cada 
uno de sus campos y firmado por el notario, el cual debe guardar coheren-
cia con la información reportada en el Informe Estadístico Notarial (IEN) y 
los comprobantes de pagos realizados por concepto de recaudos. El formato 
de reporte de recaudos deberá ser enviado en versión digital que permita el 
procesamiento de la información en él consignada (Archivo PDF) o el que 
determine la Superintendencia de Notariado y Registro (énfasis fuera de texto)

DE:         

ASUNTO:
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Artículo Undécimo. Formatos válidos. Únicamente se tendrán como válidos 
los formatos adoptados por la Superintendencia de Notariado y Registro 
que se encuentren publicados en la página web institucional.

La Superintendencia de Notariado y Registro ha dispuesto a través del módulo liqui-
dador del aplicativo SIN de la Notaría, la impresión automática y sistematizada del 
formato de recaudos, que hace parte integral del IEN en aras de facilitar y agilizar los 
procesos de registro, control y verificación de la información que en forma mensual 
deben reportar las Notarías del país en el informe estadístico notarial y sus anexos al 
Grupo de Recaudos y Subsidios Notariales.

Así las cosas, a partir del próximo 1 de noviembre de 2021, (es decir, para la pre-
sentación del informe correspondiente al mes de octubre de 2021), los Notarios/as 
del País que tienen en uso el módulo liquidador del aplicativo SIN, deberán remitir 
el “Informe Estadístico Notarial” y sus anexos junto con el “Formato de Recaudo”, 
generado directamente por el SIN, debidamente firmado y constatado por el Notario 
en todos sus datos para garantizar la veracidad de la información en observancia de 
todas las disposiciones contenidas en la Resolución 3679 de 2021.

A partir de la fecha referida, por ningún motivo se deberá enviar el Formato de Recaudo 
en forma diferente al que emite el modulo SIN liquidador, ni se permitirá la modificación 
de la información impresa por el sistema. De llegar a encontrarse diferencias o errores, 
estos deberán comunicarse al grupo de Soporte SIN de la Oficina de Tecnologías de la 
Información de la Superintendencia de Notariado y Registro.

Conforme a lo expuesto, se elimina a partir de noviembre el diligenciamiento del 
formato de recaudo de forma manual, por parte de las Notarías que tienen en uso el 
módulo liquidador del aplicativo SIN y las demás notarías que no usan dicho aplicati-
vo, deberán seguir reportando dicha información de la manera acostumbrada, por los 
canales previstos y de conformidad con la Resolución 3679 de 2021.

Con el fin de facilitar el uso de esta nueva funcionalidad, se adjunta a la presente 
circular, el Manual Técnico para Generar el Formato de Recaudo del Sistema de 
Información Notarial – SIN en el módulo Liquidador de las Notarías.

La presente circular y el manual referido, serán publicados en la página web 
institucional de la Superintendencia de Notariado y Registro.

Anexos: Manual para generar formato de recaudo (5) folios.
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Bogotá D.C., 25 de octubre de 2021

NOTARÍAS QUE UTILIZAN LOS APLICATIVOS PROVISTOS POR LA SNR

CIRCULAR 702

PARA:         

SUPERINTENDENTE DELEGADA PARA EL NOTARIADO. JEFE OFICINA 
TECNOLOGIAS DE LA INFORMACION.

Soporte Técnico Aplicativos con funcionalidades Notariales provistos por la 
SNR.

Respetados Notarios,

En virtud de la celebración del “Acuerdo Marco de Precios para la prestación de Mesa 
de Servicio N° CCE-183-AMP-2020”, la Superintendencia de Notariado y Registro in-
forma que, en adelante, el soporte de índole técnico que se brinda a las Notarías del 
país que utilizan aplicativos provistos la Superintendencia de Notariado y Registro, 
serán atendidos por una mesa de ayuda exclusiva creada para este fin.

El alcance inicial de dicho soporte comprende los siguientes aplicativos:

Así las cosas, a partir del 25 de octubre de 2021, los canales de comunicación autori-
zados para reportar los casos de soporte técnico por parte de las Notarías son:

SIN (Sistema de Información Notarial)
SIN / Módulo Facturación electrónica
SISG / Módulos de uso por parte del Notariado, tales como Liquidación de 
herencia, Salida de menores, Apostilla, Información de Personal de la Notaria.

1. Línea nacional 018000910034, opción 3: “Aplicaciones de Notarias”. Allí 
se comunican con un agente de primer nivel el cual creará el caso, asignando 
un número de ticket.

DE:         

ASUNTO:
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De acuerdo con lo requerido, este agente solucionará el caso, o en su defecto 
lo escalará a los ingenieros de la Oficina de Tecnologías de la Información 
OTI; quienes realizarán internamente la solución y/o escalamiento hasta solu-
cionar lo requerido.

Posteriormente el agente de nivel 1 realiza el cierre del caso ya corregido y 
notifica al solicitante, quedando la traza de la solución realizada.

Este servicio se prestará de forma exclusiva a los señores Notarios y sus funcio-
narios/empleados, por lo tanto, no incluye soporte a empresas subcontratadas que 
eventualmente atienden requerimientos de notarías. En dicho sentido, se recuerda 
que el aplicativo SIN desde su componente técnico únicamente debe ser actualizado, 
mejorado o intervenido por personal de la SNR.

2. Correo electrónico: el solicitante envía detalle del inconveniente 
o requerimiento técnico al correo soporte.sin@supernotariado.gov.co, 
caso en el cual los agentes de nivel 1 con base en lo reportado- crean 
el caso y realizan el procedimiento antes indicado, estas solicitudes y 
requerimientos deben ser enviados desde el correo institucional de la 
Notaria, no desde correos personales.

3. No se atenderán requerimientos realizados por medio de llamada al 
celular de los ingenieros de la OTI
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Bogotá D.C., 03 de noviembre de 2021

NOTARIOS DEL PAÍS

CIRCULAR 727

PARA:         

SUPERINTENDENTE DELEGADA PARA EL NOTARIADO.

Socialización de la Resolución no. 10447 de 2021.

Estimados Notarios,

Con ocasión de la Ley 1996 de 2019 se estableció el régimen de capacidad legal 
para las personas en situación de discapacidad mayores de edad, estableciendo 
medidas específicas para el ejercicio de sus derechos en aras de garantizar el pleno 
ejercicio del derecho de capacidad legal que les asiste, asignando nuevas funciones 
a los señores Notarios.

Con ocasión de ello, y en vista de las diferentes solicitudes relacionadas con la 
creación de códigos notariales específicos para los actos a cargo de los notarios 
que se desprenden de la Ley 1996 de 2019, la Superintendencia de Notariado y 
Registro expidió la Resolución No. 10447 del 29 de octubre de 2021, disponiendo 
en el artículo primero:

DE:         

ASUNTO:

Crear y adoptar los códigos notariales que a continuación se relacionan.
“ARTÍCULO PRIMERO

CÓDIGO TIPO DE LIQUIDACIÓN
00000421

00000422

Sin Cuantía

Sin Cuantía

NATURALEZA JURÍDICA 
Designación acuerdo de apoyos

Terminación y/o modificación del 
acuerdo de apoyo
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00000423

00000424

Sin Cuantía

Sin Cuantía

Directivas anticipadas

Terminación y/o modificación de 
las directivas anticipadas

Por tal motivo, se socializa a todos los notarios la Resolución No. 10447 del 29 de 
octubre de 2021, con el fin de que tengan en cuenta los nuevos códigos notariales 
creados en virtud de la Ley 1996 de 2019.

Asimismo, se adjunta el “MANUAL PARA CREACIÓN DE NUEVOS ACTOS 
NOTARIALES SISTEMA DE INFORMACIÓN NOTARIAL” emitido por la Oficina 
de Tecnologías de la Información para su conocimiento

Que de acuerdo con el artículo 4 del Decreto 2723 del 29 de diciembre de 2014, 
“[l]a Superintendencia de Notariado y Registro tiene como objetivo la Orientación, 
Inspección, Vigilancia y Control de los servicios públicos que prestan los Notarios y 
los Registradores de Instrumentos Públicos, la organización, administración, sosteni-
miento, vigilancia y control de las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos, con 
el fin de garantizar la guarda de la fe pública, la seguridad jurídica y administración 
del servicio público registral inmobiliario, para que estos servicios se desarrollen con-
forme a la ley y bajo los principios de eficiencia, eficacia y efectividad".

Que en virtud de lo anterior, esta Superintendencia está facultada para solicitar, con-
firmar y analizar la información sobre la situación jurídica, contable, económica y 
administrativa de las Notarías del País.

29 de octubre de 2021

RESOLUCIÓN No 10447

LA SUPERINTENDENTE DE NOTARIADO Y REGISTRO

Por la cual se ordena crear unos códigos para algunos actos notariales.

En ejercicio de las funciones establecidas en el numeral 19 del artículo 13 del Decreto 
2723 de 2014.

CONSIDERANDO:
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Que el artículo 160 de la Ley 1753 de 2015 creó el Sistema Estadístico Nacional, 
- SEN con el objetivo de suministrar a la sociedad y al Estado, lenguajes y proce-
dimientos comunes respetuosos de los estándares estadísticos internacionales, 
para que contribuyan a la transparencia, pertinencia, interoperabilidad, acceso, 
oportunidad y coherencia de las estadísticas producidas en el país, de manera 
coordinada con las entidades productoras y estadísticas oficiales nacionales y 
territoriales de calidad.

Que de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4 del artículo 11 y en el numeral 
19 del artículo 13 del Decreto 2723 de 2014, corresponde a la Superintendencia de 
Notariado y Registro implementar sistemas administrativos y operativos para lograr la 
eficiente prestación del servicio público notarial, procurando su racionalización y mo-
dernización, además de fijar los estándares de calidad requeridos para la prestación 
de los servicios públicos notarial y registral.

Que el numeral 20 del artículo 15 del Decreto 2723 de 2014, asignó como competencia 
a cargo de la Oficina Asesora de Planeación el establecimiento de “los parámetros y 
directrices para la implementación, actualización y mejoramiento continuo de los siste-
mas de información estadística de acuerdo con las necesidades institucionales”.

Que la Ley 1996 de 2019 adoptó el régimen para el ejercicio de la capacidad legal 
de las personas con discapacidad mayores de edad, estableciendo medidas espe-
cíficas para el ejercicio de sus derechos, en aras de garantizar el pleno ejercicio 
del derecho de capacidad legal que les asiste, asignando nuevas funciones a los 
señores Notarios1.

Que mediante oficios con radicados SNR2021ER038155, SNR2021ER038549, SN-
R2021ER042546, SNR2021ER049431, SNR2021ER082710, NR2021ER083418, y 
SNR2021ER092949, remitidos por las Notarías Única del Círculo de Hacarí, Única 
del Círculo de Obando, Única del Cerro de San Antonio, Única de Cumbal, Única de 
Pensilvania y Única de San Miguel, se solicitó la creación de los códigos notariales en 
el SIN para los actos de designación de apoyo, en observancia a las actuaciones que 
deben adelantar los notarios en virtud de la Ley 1996 de 2019.

Que una vez analizadas las peticiones, determinada la necesidad de crear un código 
notarial para el acto de celebración de acuerdos de designación de apoyo, se solicitó 
concepto a la Oficina Asesora Jurídica de esta Superintendencia para la creación del 
mismo, solicitando que se analizara la necesidad de crear códigos notariales para los 

1 Artículos 16, 20, 22 y 31 de la Ley 1996 de 2019.
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actos de terminación de acuerdo de apoyo, directivas anticipadas y terminación y/o 
modificación de directivas anticipadas.

Que mediante oficio SNR2021IE005677 de agosto de 2021, la Jefe de la Oficina 
Asesora Jurídica, otorgó concepto favorable para la creación de los referidos 
códigos, en los siguientes términos:

“Teniendo en cuenta que la Ley 1996 de 2019, es posterior a la Resolución 
No. 0826 de 2018, se hace necesaria la creación de los códigos notariales 
que a continuación se anuncian, por lo que se emite el concepto jurídico de 
viabilidad para la creación del código notarial solicitado, así como la creación 
de otros códigos relacionados con el tema.

En este sentido, se debe proceder a la creación de los siguientes códigos 
notariales:
• Designación Acuerdo de Apoyos.
• Terminación y/o modificación de acuerdo de apoyo.
• Directivas Anticipadas.
• Terminación y/o modificación de las Directivas Anticipadas”.

Que en el mismo oficio, la Oficina Asesora Jurídica precisó que “éstos actos para efecto 
del cobro por concepto de derechos Notariales, se consideran como actos sin cuantía, 
o sea causarán la suma de sesenta y dos mil setecientos pesos ($62.700) de acuerdo 
a lo dispuesto en el literal a) del artículo 2 de la Resolución 00536 de 22 de enero de 
2021 de la SNR”.

Que el concepto de la Oficina Asesora Jurídica guarda consonancia con el parágrafo 
1 del artículo 16 de la Ley 1996 de 2019 que estableció que “[l]a autorización de la 
escritura pública que contenga los acuerdos de apoyo causará, por concepto de de-
rechos notariales, la tarifa fijada para los actos sin cuantía”; así como con el artículo 
2.2.4.5.2.8. del Decreto 1069 de 2015, compilatorio del Decreto 1429 de 2020, que 
dispuso que “[c]uando el trámite se adelante ante el Notario causará por concepto de 
derechos notariales la tarifa fijada para los actos sin cuantía”.

Que según lo informado por la Jefe de la Oficina Asesora de Planeación, mediante ofi-
cio SNR2021IE010295 del 23 de agosto de 2021, los Códigos de Naturaleza Jurídica 
que se crearon tendrán el siguiente orden:
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CÓDIGO TIPO DE LIQUIDACIÓN
00000421

00000423

00000422

00000424

Sin Cuantía

Sin Cuantía

Sin Cuantía

Sin Cuantía

NOMBRE DEL ACTO
Designación acuerdo de apoyos

Directivas Anticipadas

Terminación y/o modificación del 
acuerdo de apoyo

Terminación y/o modificación de
Las directivas anticipadas

Que así las cosas, resulta necesaria la adopción de los códigos para los actos nota-
riales establecidos en virtud de la Ley 1996 de 2019, de forma tal que se permita el 
adecuado ejercicio de las funciones de orientación, inspección, vigilancia y control de 
la función notarial y, de igual forma, la obtención de las estadísticas que se requieran 
por cada acto o negocio jurídico.

Que, por lo expuesto, es pertinente crear nuevos códigos a aquellos establecidos 
mediante la Resolución No. 0826 de 2018, de forma tal que se consagren los actos 
notariales establecidos en virtud de la Ley 1996 de 2019.

Que en mérito expuesto,

RESUELVE:

ARTÍCULO PRIMERO CREACIÓN DE CÓDIGOS: Crear y adoptar los códigos 
notariales que a continuación se relacionan:

CÓDIGO TIPO DE LIQUIDACIÓN
00000421

00000423

00000422

00000424

Sin Cuantía

Sin Cuantía

Sin Cuantía

Sin Cuantía

NOMBRE ACTO
Designación acuerdo de apoyos.

Directivas anticipadas.

Terminación y/o modificación del 
acuerdo de apoyo.

Terminación y/o modificación de 
las directivas anticipadas.
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ARTÍCULO SEGUNDO – COMUNICACIÓN: Remítase copia de la presente resolución 
a la Oficina de Tecnologías de la Información a efectos de que efectúe la parametriza-
ción de los respectivos códigos.

De igual forma, remítase copia de la misma a la Superintendencia Delegada para el 
Notariado con el fin de que socialice la presente resolución con todos los notarios del 
país por el medio idóneo, en observancia a lo previsto en el artículo segundo de la 
Resolución 826 del 30 de enero de 2018.

ARTÍCULO TERCERO – DIVULGACIÓN: La divulgación del presente acto administra-
tivo se hará en la página Web de la Superintendencia de Notariado y Registro.

ARTÍCULO CUARTO – VIGENCIA: La presente resolución rige a partir de la fecha de 
su expedición.

Dada en Bogotá, a los 29 de octubre de 2021.
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MANUAL PARA CREACION DE NUEVOS ACTOS NOTARIALES SISTEMA DE 
INFORMACION NOTARIAL (SIN)

El siguiente instructivo se encuentra dirigido a las notarías que utilizan el Sistema 
de Información Notarial SIN - de la Superintendencia de Notariado Registro –SNR. 
A continuación, se detalla el procedimiento para realizar Creación de Nuevos Actos 
Notariales para el Módulo de Escrituración.

1. ACTIVIDADES PREVIAS A LA ACTUALIZACIÓN.

Antes de realizar las actualizaciones deben estar totalmente al día y realizar una copia 
de seguridad de la base de datos.

1.1 Con el Botón Izquierdo del mouse en el menú “Administración” como 
se indica en la figura No.2.

1.2 Desplácese a la opción “Copia de Seguridad” y haga doble click Con el 
Botón Izquierdo del mouse como se indica en la figura No.2.

Ingrese al SIN. Haga click como se indica en la figura No.1.

Figura 1.
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Figura 2.

Figura 3.

1.3 El sistema presenta el siguiente mensaje: “Este proceso demora unos 
segundos. Espere hasta que retorne a esta pantalla”, como se indica en la 
figura No.3, se debe dar click en el botón “Aceptar”.
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1.4 El sistema inicia el proceso de generación de la copia de seguridad 
hasta culminar indicándole la dirección y el nombre de la copia de seguri-
dad; como se muestra en la figura No.4, posteriormente ubicarse en la ruta 
en la que el sistema señala que se realizó la copia de seguridad ejemplo:

“C:\NOTARIA\Copias\0807800012712912016112523” y copiar el archivo ge-
nerado en otro medio de almacenamiento diferente al computador donde se 
generó la copia. 

Finalmente seleccione “Aceptar” como se indica en la figura No 4 y cierre 
el sistema.

1.5 Descargar Archivo de Actualización

Ingresar al correo electrónico institucional de la Notaria donde podrá encuen-
tra el archivo comprimido (“NuevosActos.Zip”) para su respectiva descarga, el 
cual se debe dejar en el escritorio del equipo de cómputo servidor donde se 
encuentra instalado el sistema de información notarial SIN.

Figura 4.

Nota: Recuerde que la copia de seguridad se debe hacer todos los días o 
cada vez que utilice el sistema de información notarial SIN.

Nota: Después de realizar la copia de seguridad debemos salir del Sistema.
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2. DESCOMPRIMIR Y COPIAR ARCHIVOS DE ACTUALIZACIÓN

Una vez descargado el archivo mencionado en el numeral anterior, favor proceder a 
descomprimirlo (archivo “NuevosActos”) en el escritorio, dando click derecho el archivo 
y seleccionar la opción “extraer aquí”. (Figura No. 5)

Al descomprimir queda el archivo NuevosActos en el escritorio tal y como se observa 
en la Figura No. 6.

 Figura 5.

Figura 6.
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En la carpeta de NuevosActos ya descomprimido encontrara dos carpetas una con 
nombre Antes y la otra Después. Tal y como se observa en la Figura No. 7.

Abrimos carpeta denominada Antes donde encontraran un archivo (1) archivos el cual 
deben seleccionarlo y luego le dan click derecho seleccionando la opción “copiar” tal y 
como se muestra en la figura No. 8.

Figura 7.

Figura 8. 
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Después de copiar el archivo se debe pegar en la siguiente ruta:

2.1 Ir a “EQUIPO” en la ruta C:\Notaria\Aplicacion tal y como se muestra en 
la Figura No. 9

2.2 Dar click en el Disco local (C:) Como se muestra en la Figura No. 10 

Figura 9.

Figura 10.
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2.3 Dar click en la carpeta “Notaria” Como se muestra en la Figura No.11

2.4 Seleccionamos la carpeta “Aplicación” y le damos pegar tal como se 
muestra en la Figura No. 12

 

Figura 11.

Figura 12.
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2.5 Si el archivo ya existe, favor seleccionar la opción de reemplazar los 
archivos destino. Tal como se muestra en la Figura No. 13

2.5 Luego ingresar al SIN y esperar que corra la actualización de acuerdo 
como muestra la figura No. 14

Figura 13.

Figura 14.
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Nota: Después de que termine la actualización salimos del Sistema.

2.6 Luego ingresar al SIN y esperar que corra la actualización de acuerdo 
como muestra la figura No. 14

2.6 Abrimos carpeta denominada Después donde encontraran un (1) archivo 
el cual debe seleccionar y luego le dan click derecho seleccionando la opción 
“copiar” tal y como se muestra en la figura No. 16.

 
Figura 15.

Figura 16.

 



R
EVISTA IN

FO
LIO

S 2022

165

2.7 Vamos a la carpeta Notaria y buscamos la carpeta Aplicación y pegamos 
el archivo tal como se muestra en la Figura 17.

Si el archivo ya existe, favor seleccionar la opción de reemplazar los archivos destino. 
Ingrese al Sistema de Información Notarial – SIN e inicie su facturación.

Cualquier duda e inquietudes remitir requerimiento al Correo: soporte.sin@supernotariado.gov.co

 

Figura 17.
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Bogotá D.C., 16 de noviembre de 2021

NOTARIOS DEL PAÍS EN PROCESO DE IMPLEMENTACIÓN DEL APLICATIVO 
DE RADICACIÓN ELECTRÓNICA - REL.

CIRCULAR 750

PARA:         

SUPERINTENDENTE DELEGADA PARA EL NOTARIADO.

diversificación de canales para la prestación del servicio público notarial y registral – 
implementación de REL.

Estimados Notarios,

Con la finalidad de dar cumplimiento a la política pública de Gobierno Digital en concor-
dancia con los lineamientos para la modernización y simplificación del servicio público 
registral dispuestos en la Ley 1579 de 2012, capítulo 7, artículos 35 y siguientes; y bajo 
los parametros estabecidos por el Decreto 620 de 2020 y demás normas concordan-
tes, se han desplegado varias acciones por parte de la Superintendencia de Notariado 
y Registro en aras de garantizar el acceso de los usuarios al servicio notarial y registral, 
motivo por el cual se hace imperioso promover de cara al usuario la cultura del uso de 
las plataformas digitales dispuestas por la Entidad para el uso en las Notarías.

Para tal fin, se deberá adoptar por parte de la Notaría el aplicativo de Radicación 
Electrónica - REL, una vez visto el tutorial y efectuada la capacitación a cargo de 
la Superintendencia de Notariado y Registro conforme al cronograma adjunto. Dicho 
aplicativo tiene como finalidad pemitir el cargue de la escritura pública, la liquidación 
de los derechos de registro, el pago de los mismos de forma virtual, y la generación 
de un turno de radicación para la continuación del proceso de registro a cargo de las 
Superintendencia de Notariado y Registro.

A la fecha contamos con 238 Notarías del país, que desde el año 2018 utilizan el 

DE:         

ASUNTO:
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aplicativo de Radicación Electrónica - REL, adelantando en promedio más de 40.000 
trámites mensuales.

Para la implementación del aplicativo REL los Notarios deberán adelantar las 
siguientes actuaciones:

1. Las Notarías recibirán en el correo electrónico institucional el usuario y la 
contraseña con la que accederán al aplicativo.

2. Podrán acceder al aplicativo de Radicación Electrónica - REL a través de 
la siguiente URL

3. Culminado el proceso de escrituración, la Notaría deberá digitalizar el 
título o matriz (escanear en formato pdf y firmado digitalmente), junto con 
sus anexos, cumpliendo con las especificaciones técnicas contenidas en 
el numeral 2.1 de la Guia para el registro de documentos en radicación 
electrónica.

NOTA: Tenga en cuenta que el documento que ha escaneado, deberá ser 
cargado posteriormente en el aplicativo REL, tal y como se indica en el 
numeral 7 de la presente circular.

También podrán acceder a través de la página web de la Superintendencia de 
Notariado

https://radicación.supernotariado.gov.co

www.supernotariado.gov.co
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Organización y orden del documento digitalizado:

Se debe cargar un solo archivo en el aplicativo REL, el cual debe cumplir 
con el siguiente orden y características:

a. Escritura completa
b. Anexos requeridos para registro
c. Hoja de cierre con destino a registro y
d. Hoja que presta mérito ejecutivo (en caso de Hipotecas), conforme a lo 
dispuesto por el artículo 87 del Decreto Ley 960 de 1970, modificado por el 
Decreto 2163 de 1970, compilado en el artículo 2.2.6.1.2.6.1 del Decreto 
1069 de 2015.
e. Se omitirán hojas o páginas en blanco, salvo que estas sean marcadas 
por la Notaría con la leyenda o sello que indique “Hoja en blanco”.
f. El documento debe ir firmado digitalmente por el Notario.

Aspectos para tener en cuenta en la Digitalización del Documento:

Los documentos digitalizados en la Notarías deben cumplir con las es-
pecificaciones técnicas suministradas por la Oficina de Tecnologías de la 
Información de la Superintendencia de Notariado y Registro, que se deta-
llan a continuación; lo anterior, con la finalidad que el almacenamiento del 
documento digital en el sistema de gestión documental de las Oficinas de 
Registro de Instrumentos Públicos se realice de manera óptima:

OPCIÓN RECOMENDACIÓN

BRILLO MEDIO

RESOLUCIÓN 200 X 200

CONTRASTE BAJO

TIPO BLANCO Y NEGRO

ORIENTACIÓN VERTICAL

UMBRAL 83

FORMATO PDF SIMPLE
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No se debe digitalizar los documentos a COLOR - ESCALA DE GRISES, por 
cuanto el tamaño final de éstos excede las especificaciones recomendadas 
para la consulta del mismo, dando lugar a la finalización del trámite con nota 
devolutiva por parte de la SNR.

4. Luego de tener escaneado el documento y almacenado en el equipo de 
la Notaría, ésta deberá ingresar al aplicativo REL, diligenciando el usuario 
y la contraseña asignada (el usuario y contraseña, será remitido al correo 
electrónico institucional de la Notaría).

5. Dentro del aplicativo REL, dispuesto por la SNR, el primer paso es que 
la Notaría seleccione la opción Ingreso y Preliquidación (resaltada en el 
recuadro rojo) para el trámite objeto de registro.
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6. Se deberá diligenciar la información basica del instrumento suceptible de 
registro y se deberá dar click en la opción “Escritura”, donde se cargará el 
documento digitalizado (escaneado en pdf).

7. Se debe dar click en el botón agregar para acceder al formulario de 
edición de intervinientes. En este formulario se ingresará la información 
de los intervinientes del acto sujeto a registro.

Cabe aclarar que en el campo correo se debe digitar solamente el correo 
electrónico suministrado por el o los interviniente(s).

NOTA: Si al momento de diligenciar la información, la fecha del documento 
supera los dos meses de expedición, el sistema muestra la siguiente adver-
tencia:

Nota: En el cuerpo de la Escritura Pública siempre se debe incluir un párrafo 
referente a las notificaciones electrónicas (aceptación o no aceptación). De 
acuerdo con la decisión del interviniente, debera marcarse con Si o NO en 
el campo “Autoriza notificaciones Electrónicas”, tal y como se observa en la 
siguiente imagen:
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8. Se deben ingresar uno a uno los actos incluidos en el documento objeto de 
liquidación, dando click en “agregar” y diligenciando los campos habilitados 
según sus características.

9. Para ingresar las matrículas se debe escoger el acto y dar clic en el botón 
agregar. Se debe incluir la información relacionada con el folio de matrícula; el 
aplicativo permite ingresarla de forma masiva (descargar – subir) o por rango 
(Rango Matrículas).

Es crucial seleccionar de forma correcta el círculo registral, teniendo en 
cuenta que la radicación se efectuará en el círculo señalado. Tal y como se 
señala en el recuadro rojo.

Al dar clic en el botón “Verificar Matricula”, el aplicativo despliega 
la información del folio de matrícula para su verificación y aceptación 
dando clic en el botón agregar.

 
Nota: La solicitud de certificados de tradición asociados, se incluirá pulsando 
la opción de “Actos Disponibles”.
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Ingresada la información en su totalidad, se deberá dar click en el botón 
“Guardar Proceso”.

Aparecerá una ventana de confirmación donde se debe validar que este(n) 
el(los) círculo(s) correspondiente(s) al trámite.

Una vez validado se debe dar click en el botón “Enviar proceso”. En caso que 
la información no corresponda al círculo registral correcto, se debe dar click en 
la opción “Cancelar” y el aplicativo los retornará a la pre-liquidación para que 
se revise y se corrija la información almacenada.

Automáticamente el sistema generará el Número de Identificación Registral 
(NIR), e informará que el trámite pasa a fase de “Aprobación” con el cual se 
puede realizar el seguimiento del trámite hasta su finalización.se revise y se 
corrija la información almacenada.

 

El número de NIR deberá ser 
informado al usuario para la 

consulta del estado del trámite
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10. Una vez finalizada la fase de ingreso y pre-liquidación, la Notaría en la op-
ción de Pagos del Menú, deberá cargar en formato pdf, el recibo del impuesto 
de registro departamental (en estado pagado), una vez sea aportado por el 
usuario, indicando la fecha de pago.

Todos los documentos sujetos a registro deben tener cargado el recibo pago 
de impuesto departamental de registro con las estampillas que apliquen.

NOTA: Si la Gobernación no cuenta con proceso automatizado de validación 
de pago por PSE; el aplicativo REL informa que existe un trámite pendiente de 
pago del impuesto departamental de registro, indicando al usuario que debe 
realizar este pago.

El(los) recibo(s) impuesto de gobernación pagado(s) deben cargarse en REL 
totalmente legibles ingresando la fecha del pago; en caso de presentarse 
extemporaneidad, debe pagarse y cargarse el recibo de pago de la extem-
poraneidad.

En el filtro de búsqueda se seleccionará NIR (señalado en la imagen en 
color amarillo), y en el aparte “Valor a buscar” (señalado en color verde) 
se deberá incluir el número de NIR, emitido previamente
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Una vez validado el pago del impuesto de registro en la plataforma 
de la Gobernación, se debe cargar el soporte del pago del impuesto 
departamental de registro en el aplicativo REL, según se especifica en 
esta imagen.

11. La Superintendencia de Notariado y Registro efectuará la validación de la 
información cargada por la Notaría y procederá con la liquidación, corrección, 
aprobación o rechazo, según corresponda.

12. Posteriormente, se deberá seleccionar el Menú Principal - opción de 
“Pagos” (Señalada en la imagen con recuadro rojo), de donde se desple-
garán dos opciones, y deberá seleccionar la identificada como “Derechos 
de registro” (señalada en la imagen con recuadro amarillo), se procederá a 
buscar el trámite con el NIR (creado previamente), y dará click en la opción 
“Visualizar y generar”.
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13. Por última vez, antes de generar el recibo, el aplicativo permitirá visualizar 
la liquidación realizada y el valor a pagar, el cual deberá ser revisado cuida-
dosamente por la notaría. Adicionalmente, se debe escoger el interviniente 
que aparecerá en el recibo y posteriormente dar click en la opción “Generar 
Recibo”.

14. Una vez generado el recibo, el aplicativo habilita las opciones “Pagar 
en línea” donde al dar click en la imagen “PSE” el aplicativo direccionará al 
usuario a la pasarela de pagos para adelantar el respectivo trámite.

En la Opción “Descargar recibo” se puede descargar el recibo en formato pdf 
para su impresión y pago en el banco habilitado por la SNR.
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Nota: Con la generación del recibo de pago de los derechos de registro, 
el aplicativo remitirá correo electrónico a cada uno de los intervinientes en 
el trámite.

Los intervinientes podrán efectuar el pago a través de medios virtuales 
(PSE) o en Ventanilla de la Entidad Bancaria (Bancolombia – Correspon-
sales Bancarios de Bancolombia)

15. Validado el pago por parte del banco, el aplicativo REL de forma automáti-
ca realizará la radicación de los documentos en los sistemas misionales de la 
Superintendencia de Notariado y Registro (SIR -FOLIO).

16. Se generará un turno de radicación en la ORIP, el cual será comunicado 
y enviado en el recibo de caja, CV mediante correo electrónico a los intervi-
nientes.

17. Las fases siguientes del proceso de registro, serán efectuadas por la Ofi-
cina de Registro de Instrumentos Públicos, de conformidad con lo dispuesto 
en la Ley 1579 de 2012.

18. Al finalizar el trámite en registro, el aplicativo de Radicación Electrónica 
-REL enviará el soporte de la finalización del trámite a los correos electrónicos 
de los intervinientes.

19. Aquellos Notarios que tengan dudas sobre la implementación del 
aplicativo podrán remitir sus preguntas a través del correo electrónico 
soporte.rel@supernotariado.gov.co
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II. Capacitación

Las Notarías serán capacitadas en grupos por parte de la Superintendencia de 
Notariado y Registro, conforme al siguiente cronograma de actividades:

Actividad

Creación de usuarios de REL.

Socialización General del aplicativo 
de Radicación Electrónica - REL

16 y 17 de noviembre de 2021

18 de noviembre de 2021
2:30 p.m

19 de noviembre de 2021
9:00 a.m

22 de noviembre de 2021
2:00 p.m

23 de noviembre de 2021
9:00 a.m

Fecha

Grupo Número I

BELLO, SAN PEDRO DE LOS MILAGROS, 
COCORNÁ, EL SANTUARIO, GRANADA, 

MARINILLA, PEÑOL, PUERTO TRIUNFO, SAN 
CARLOS, SAN RAFAEL, BETANIA, JARDÍN, 

HISPANIA, LA CEJA, LA UNIÓN, EL RETIRO, EL 
CARMEN DE VIBORAL, GUARNE, RIONEGRO, 
VICENTE FERRER, TÁMESIS, CARAMANTA, 

VALPARAISO, GIRARDOTA

COPACABANA, DON MATÍAS, ANDES, VENECIA, 
ALEJANDRÍA, CARACOLÍ, CONCEPCIÓN, SAN 

ROQUE, SOPETRÁN, BELMIRA, EBÉJICO, 
LIBORINA, OLAYA, SAN JERÓNIMO, APARTADÓ, 
CAREPA, CHIGORODO, EL BAGRE, REMEDIOS, 

SEGOVIA, ZARAGOZA, VICTORIA, CIUDAD 
BOLÍVAR, CONCORDIA, SALGAR, BRICEÑO

TURBO, ARBOLETES, NECOCLÍ, SAN JUAN DE 
URABÁ, SAN PEDRO DE URABA, SANTUARIO, 
JERICÓ, PUEBLORRICO, TARSO, SANTAFÉ DE 

ANTIOQUIA, ANZA, BURITICÁ, RIONEGRO, 
CALDAS ACANDÍ, BOJAYÁ, LLORÓ, QUIBDÓ, 
RIOSUCIO, UNGUÍA, ISTMINA, NÓVITA, SAN 
JOSÉ DEL PALMAR, SIPÍ, TADÓ, MALAMBO
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19 de noviembre de 2021
9:00 a.m

Grupo Número II

TUNJA, SAMACÁ, SOTAQUIRÁ, TOCA, 
TURMEQUÉ, VENTAQUEMADA, VILLA DE 
LEYVA, AQUITANIA, LABRANZAGRANDE, 

NOBSA, PESCA, SOGAMOSO, PANDI, SILVANIA, 
VENECIA, DUITAMA, PAIPA, MONIQUIRÁ, 

SABOYÁ, MARIPÍ, MUZO, PAUNA, CÁQUEZA, 
CHIPAQUE, FÓMEQUE, UNE, CHISCAS, CHITA, 

CUBARÁ, EL COCUY, SOACHA, UBATÉ, 
SIMIJACA, PUERTO BOYACÁ, TINJACÁ, 

CHIQUINQUIRÁ

22 de noviembre de 2021
9:00 a.m

Grupo Número III

CALARCÁ, GÉNOVA, PIJAO, FILANDIA, SANTA 
ROSA DE CABAL, BALBOA, LA CELIA, RIOSU-

CIO, MARMATO, SUPÍA, FREDONIA, AGUADAS, 
ANSERMA, BELALCÁZAR, RISARALDA, 

VITERBO, NEIRA, FILADELFIA, LA DORADA, 
PÁCORA, GIRALDO, MANZANARES, MARQUE-

TALIA, SABANALARGA, SABANAGRANDE, 
SANTO TOMÁS, SOLEDAD

23 de noviembre de 2021
9:00 a.m

Grupo Número IV

BUCARAMANGA, EL PLAYÓN, FLORIDABLAN-
CA, GIRÓN, LEBRIJA, MATANZA, BARRANCA-
BERMEJA, PUERTO WILCHES, SABANA DE 

TORRES, PAMPLONA, MÁLAGA, SAN MIGUEL, 
GRANADA, CÚCUTA, CUCUTILLA, DURANIA, EL 
ZULIA, GRAMALOTE, LOS PATIOS, LOURDES, 

PUERTO SANTANDER, SAN CAYETANO, 
SANTIAGO, SARDINATA, TIBÚ, VILLA DEL 

ROSARIO, BARBOSA, BOLÍVAR, CIMITARRA, LA 
PAZ, VÉLEZ

19 de noviembre de 2021
9:00 a.m

Grupo Número V

SANTA MARTA, NEIVA, ALGECIRAS, BARAYA, 
CAMPOALEGRE, COLOMBIA, PALERMO, 

YAGUARÁ, SINCELEJO, GUARANDA, MAJA-
GUAL, PALMITO, SAMPUÉS, SAN JOSÉ DE 

TOLUVIEJO, SAN ONOFRE,
SANTIAGO DE TOLÚ, HONDA, SAN SEBASTIÁN 

DE MARIQUITA
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25 de noviembre de 2021
9:00 a.m

Grupo Número VI

DAGUA, JAMUNDÍ, LA CUMBRE, VIJES, YUMBO, 
BUENAVENTURA, FLORIDA, PALMIRA, PRADE-

RA, BOLÍVAR, EL DOVIO, LA UNIÓN, 
ROLDANILLO, TORO, VERSALLES

26 de noviembre de 2021
9:00 a.m

TULUÁ, ANDALUCÍA, BUGALAGRANDE, 
RIOFRÍO, TRUJILLO, ZARZAL, POPAYÁN, EL 

BORDO, BUENOS AIRES, CALDONO, 
SANTANDER DE QUILICHAO, BOLÍVAR, EL 

TAMBO, MORALES, PIENDAMÓ, TUNÍA, ROSAS,
TIMBÍO, INZÁ, SILVIA, CALOTO, CORINTO, 

TORIBÍO

La Superintendencia de Notariado y Registro a través del Equipo REL, realizará el 
acompañamiento técnico y funcional en la capacitación de personal, entrenamiento 
específico y autorizaciones de acceso al aplicativo REL. En ese sentido, el link de 
acceso para la capacitación, será remitido oportunamente a través del correo elec-
trónico institucional de la Notaría.

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 37, 38 y 41 de la Ley 1579 de 2012, 
agradecemos a los señores Notarios publicitar en un lugar visible de la Notaría so-
bre la prestación de los servicios de liquidación de derechos registrales advirtiendo 
que este tipo de servicio no genera ningún costo al usuario, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 6 parágrafo 2, brindando todo el apoyo necesario con 
la finalidad de disminuir la afectación del servicio público registral, procurando así 
garantizar, en la mayor medida de lo posible, la prestación del mismo y reflejar el 
estado real de la propiedad inmueble del país.



NOTI TIERRAS SNR
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CONOCE MÁS SOBRE LA
SUPERINTENDENTE DELEGADA DE TIERRAS DE LA SNR. 

NOTI- TIERRAS SNR 1

KARINA ISABEL CABRERA DONADO

Es Abogada de la Universidad Libre de Barranquilla, especialista en Derecho 
Público y Derecho Contencioso Administrativo de la Universidad Externado de 
Colombia y Magíster en Derecho con énfasis en Administrativo de la Universidad 
Sergio Arboleda. 

Con cerca de 30 años de experiencia en el sector público, ha ocupado cargos como 
concejal del municipio de Sabanagrande-Atlántico y Sincelejo-Sucre, Personera 
Delegada del Distrito de Barranquilla, Asesora jurídica de varios municipios de los 
departamentos de Sucre y Córdoba, de igual forma se desempeñó como consultora 
en formulación, coordinación y elaboración de planes de desarrollo y ordenamiento 
territorial. 

Se desempeñó como asesora a la ejecución de proyectos y planes estratégicos 
del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. En el Departamento Adminis-
trativo para la Prosperidad Social ocupó el cargo de jefe de oficina de Gestión 
Regional. 

Para el año 2019 ocupó el cargo de Secretaria de Educación de Sincelejo y para 
2019 y durante el 2020, Asesora Despacho Alcaldía de Sincelejo. 

Actualmente como Delegada para la Protección, Restitución y Formalización de 
Tierras de la SNR, dirige y formula las políticas de vigilancia, inspección y control 
del servicio registral en predios rurales que prestan las Oficinas de Registro de 
Instrumentos Públicos para garantizar el orden jurídico y la calidad del servicio 
que se presta a los usuarios. Realiza las gestiones necesarias para asegurar la 
titulación masiva y la prestación de los demás servicios registrales a través del 
denominado Registro Móvil. 

Así mismo, lidera desde el marco de las competencias de la Superintendencia de 
Notariado y Registro, la implementación de la política de Catastro Multipropósito 
a nivel nacional. 
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•	 LA PANDEMIA NO DETIENE NUESTRA LABOR. 

La adaptabilidad de nuestra entidad frente a las dificultades que trajo consigo la pan-
demia en el país logró que uno de nuestros programas bandera, la Formalización de 
Tierras, continuara llegando a cada rincón del país para seguir convirtiendo a más 
colombianos en legalmente propietarios de sus predios. 

Es de resaltar que a pesar de los retos que significa realizar entregas de títulos 
en el marco de la pandemia, la SDPRFT incrementó en este primer semestre del 
año en un 140% la entrega de títulos en comparación con el mismo periodo el año 
anterior, 2.045 familias son ahora legitimas dueñas de sus viviendas. 

Este primer semestre formalizamos 2.045 títulos en 11 departamentos, de los 
cuales el 46% cerca de 950 títulos, fueron entregados en los últimos dos meses. 

Y es que estos resultados no hubiesen sido posibles, sin el apoyo de los entes 
territoriales, los estrictos protocolos de bioseguridad establecidos por la SNR y 
por supuesto el talento humano de la Delegada de Tierras. 

Desde la SDPRFT agradecemos las labores de todos y cada uno de los funcio-
narios y colabores que a diario hacen posible que Colombia sea un país de pro-
pietarios.

•	 EL TRABAJO EN REGIÓN AVANZA 

Las visitas generales programadas por la Superintendencia Delegada para la 
Protección, Restitución y Formalización de Tierras están encaminadas a efectuar 
seguimiento a los procedimientos que utilizan las Oficinas de Registro de Instru-
mentos Públicos, en la prestación del servicio, en los temas que son competencia 
de la SDPRFT. 

Para el primer semestre de 2021, realizamos tres (3) visitas generales a las Ofici-
nas de Registro de Instrumentos Públicos de Acacias, Arauca y Puerto López. El 
equipo visitador impulsó el estudio jurídico registral de 4.163 Folios de matrícula 
inmobiliaria siendo verificados previamente 2.631 y durante la estancia en las 
Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos 1.802.   

Es importante resaltar que además de las revisiones anteriormente mencionadas, 
apoyamos a través de mesas de trabajo a los funcionarios y contratistas de las 
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ORIP, aclarando conceptos y procedimientos inherentes a la jurisdicción agraria y 
jurisdicciones especiales como restitución de tierras y despojo a las víctimas del 
conflicto, expedición de certificaciones para procesos de pertenencia, protocolo 
para la inscripción de sentencias de pertenencia y carencias registrales.  

Las visitas generales han impulsado la continuidad del registro de los documentos en 
los casos que la demanda ha superado la capacidad institucional de la oficina, dando 
apoyo con recurso humano, fortaleciendo de esta manera el servicio público registral 
ofrecido a los ciudadanos. 
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ESPACIOS DE FORMACIÓN Y 
ACTUALIZACIÓN DE CONOCIMIENTOS. 

NOTI- TIERRAS SNR 2

En una jornada intensa de capacitación los Registradores, Notarios, Curadores, 
funcionarios y contratistas de la Superintendencia de Notariado y Registro pu-
dieron fortalecer sus conocimientos sobre temas agrarios, gracias al convenio 
570-16 establecido entre la Delegada de Tierras de la SNR y la Agencia Nacional 
de Tierras. 

La jornada de capacitación liderada por tres expertos de la ANT buscó que los 
participantes pudieran ampliar sus conocimientos sobre el Régimen de la Propie-
dad Parcelaria (UAF) y aplicarlos de forma asertiva a sus labores diarias.  

Sobre esta jornada la Superintendente Delegada para la Protección, Restitución 
y Formalización de Tierras de la SNR, doctora Karina Isabel Cabrera Donado 
aseguro: “Es muy satisfactorio ver que la unión de los trabajos interinstitucionales 
arroja resultados tan positivos como este espacio, capacitaciones que nos permi-
ten prestar un mejor servicio a los ciudadanos, tener todos los procesos dentro de 
la normatividad vigente y de fácil acceso para todos”. 

El objetivo es que a través de los diferentes convenios que actualmente tiene la SNR 
con otras entidades estatales, se pueda incrementar el número de capacitaciones y 
cursos para nuestros colaboradores, logrando así acciones conjuntas que mejoren el 
funcionamiento y nivel profesional de las entidades a nivel nacional.

•	 CONTINÚAN LAS LABORES DE INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y CONTROL A 
LOS CURADORES Y EX CURADORES URBANOS DEL PAÍS.

Dando cumplimiento al rol que la Superintendencia Delegada para la Protección, Resti-
tución y Formalización de Tierras tiene, respecto a las labores de Inspección, Vigilancia 
y Control a los curadores urbanos del país, la entidad adelanta un poco más de 400 
procesos disciplinarios contra estos particulares ya sea que se encuentren en ejercicio 
de sus funciones o hayan culminado las mismas. 

Es de resaltar la labor que viene cumpliendo el Grupo para el Control y Vigilancia para 
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Curadores Urbanos en el país, pues se ha logrado identificar no solo las quejas más 
recurrentes de los usuarios de este servicio, sino también las ciudades en donde más 
se registran presuntas inconsistencias en el desarrollo de las funciones a cargo de los 
curadores. 

Así las cosas, las ciudades donde se registran mayor número de presuntas inconsis-
tencias son: Bogotá, Medellín, Armenia, Tunja y Pasto; entre estas se encuentran: Omi-
tir el cumplimiento de los requisitos de la prestación de sus servicios, hacer cobros que 
no corresponden a las tarifas autorizadas o hacerlo por aquellos actos que no causan 
erogación, entre otros. 

Este primer semestre del año, el Grupo para el Control y Vigilancia para Curadores 
Urbanos ha realizado 5 visitas a curadurías en el país, continuando con las labores que 
permiten mejorar el servicio al que acceden los colombianos ante estos particulares.

•	 LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL APOYA EL FORTALECIMIENTO DE LOS 
SERVICIOS REGISTRALES DE LA SNR

Con el objetivo de contribuir con la ejecución de las políticas públicas nacionales sobre 
reparación a las víctimas del conflicto armado, la  protección y restitución de predios 
despojados, el catastro multipropósito  y  la  formalización de tierras, la Delegada de 
Tierras de la SNR ha implementado iniciativas  y presentado propuestas a los organis-
mos de cooperación internacional, orientadas al apoyo financiero, técnico y operativo, 
así como aportes en especie requeridos por la entidad,  para complementar los objeti-
vos misionales,  los procesos y actuaciones que adelanta. 

Actualmente la Delegada de Tierras cuenta con 10 proyectos establecidos con 5 enti-
dades cooperantes internacionales, entre las que se encuentran: USAID, Reino Unido, 
UNODC, ONG WARREN BUFFET y Confederación Suiza. 

En el desarrollo y ejecución de los proyectos que se vienen realizando, participan 
funcionarios adscritos a diferentes áreas o grupos de la entidad, entre los cuales se 
encuentran los grupos de trabajo adscritos a la Delegada, el Grupo de Gestión Docu-
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mental, la Oficina de Registro y la Oficina de las Tecnologías de Información-OTI, en 
lo correspondiente.

•	 ¡LA DELEGADA DE TIERRAS CUMPLE CON EL CATASTRO MULTIPROPÓSITO! 

Como parte de las entidades nacionales coejecutoras de la implementación de la polí-
tica de Catastro Multipropósito, impulsada por el Gobierno del presidente Iván Duque, 
con la que se busca descentralizar y modernizar el sistema catastral, dándole las llaves 
a los territorios para que administren y actualicen su propio catastro. La SNR a través 
de la Delegada de Tierras ha alcanzado avances significativos este primer semestre 
de 2021. 

Resaltamos las labores que el grupo de Interoperabilidad Registro Catastro Multipro-
pósito ha desarrollado como: la apertura de 1129 Folios de Matricula inmobiliaria, la 
actualización de 1.050.915 matrículas inmobiliarias, depuración de los secuenciales de 
897.026 matrículas inmobiliarias lo que representa un avance de 65 % respecto a la 
meta general, de igual forma se ha avanzado en un 43% en la revisión de registros con 
base en la información contenida en los libros del antiguo sistema, se han escaneado 
y cargado 35.617 documentos con dato de área y linderos, como insumo para la ope-
ración del catastro en territorio, avanzando así en un 71% de esta meta en específico. 

De esta manera, desde la Delegada de Tierras aportamos a la consolidación del 
Catastro Multipropósito, como línea base para la implementación de estrategias de 
formalización, regulación o legalización de la propiedad, así mismo como apoyo al 
ordenamiento territorial y la planeación social y económica del país.
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CONOCE LAS CLÍNICAS DE CASOS IMPLEMENTADAS 
POR EL GRUPO DE CATASTRO MULTIPROPÓSITO. 

NOTI- TIERRAS SNR 3

Buscando superar los cuellos de botella que se han presentado en la aplicación de las 
normas de área y linderos y agilizar los trámites en favor de la ciudadanía, el grupo de 
trabajo de Interoperabilidad Registro Catastro Multipropósito, adscrito a la delegada de 
tierras, estableció como estrategia pedagógica, las clínicas de casos. 

Estas clínicas son aplicadas en las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos 
y gestores catastrales, con el fin de abordar casos complejos relacionados con la 
aplicación de los procedimientos catastrales con efectos registrales, contenidos en 
la Resolución Conjunta SNR 11344/ IGAC 1101 de 2020, y en las demás normas 
impartidas sobre la materia.  

Esta actividad inició en el mes de agosto con la ORIP de San Vicente de Chucurí y el 
IGAC territorial, con una muy buena acogida e implementación. Se espera que men-
sualmente se pueda desarrollar con una ORIP diferente.

•	 USAID & LA SNR REALIZAN FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL Y AL 
SERVICIO REGISTRAL.

El programa “Nuestra Tierra Próspera” liderado por USAID, busca apoyar los esfuerzos 
de Colombia para mejorar las condiciones de los hogares de escasos recursos y pro-
mover el desarrollo de economías lícitas a través del fortalecimiento de la tenencia de 
la tierra en las regiones. Gracias a la gestión adelantada por el grupo de Cooperación 
Internacional de la SNR, a través de su Delegada de Tierras, la entidad fue incluida en 
el programa a través del desarrollo de 7 proyectos. 

A la fecha, la SNR y USAID, trabajan en la ejecución de estos proyectos que, en-
tre otras cosas, permitirán que más colombianos ingresen a la lista de ciudadanos 
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legalmente propietarios de sus predios, mejorarán las condiciones del servicio 
público registral que se presta en varias Oficinas de Registro de Instrumentos 
Públicos (ORIP) y garantizarán la preservación de la información que allí reposa, 
lo cual conlleva a múltiples beneficios para los usuarios.  

Bajo estas actividades, este mes se llevó a cabo la firma de carta de intención entre 
SNR y USAID, donde se plasma la entrega por parte de esta entidad internacional de 
equipos y herramientas que mejoren el servicio en las ORIP de: Chaparral, Corozal, 
Tumaco. Caucasia, El Carmen de Bolívar, Santander de  Quilichao , Cúcuta y San 
Martín.

•	 NUESTRA DELEGADA COMPROMETIDA CON LOS PROCESOS DE RESTITU-
CIÓN EN EL PAÍS ¡AVANZA EN LOS ESTUDIOS REGISTRALES!

Como parte de la contribución por parte de la SDPRFT en el resarcimiento de la 
afectación a los derechos fundamentales de millones de colombianos que han 
sido desplazados en el territorio nacional, víctimas de la violencia, el Grupo de 
Seguimiento a la Gestión Registral de Predios Rurales ha avanzado en el desa-
rrollo de estudios registrales. 

Durante este 2021 se ha avanzado en 711 estudios registrales, estudios de predios ubi-
cados en su mayoría en los departamentos de: Tolima, Cesar, Magdalena y Caquetá. 

Esta información permite garantizar el derecho de reparación integral que tienen las 
víctimas del conflicto armado, para que, en forma adecuada, transformadora y efectiva, 
se compense el daño que han sufrido a causa de la violencia y se contribuya a fortale-
cer la paz en nuestro país. 

Estos logros no serían posibles sin el apoyo del equipo de contratistas y funcionarios 
profesionales, capacitados en el tema inmobiliario y registral, quienes asumen el reto 
de realizar los análisis jurídicos registrales.
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•	 ¡EL TRABAJO MANCOMUNADO ENTRE LA SNR Y LOS GESTORES CATAS-
TRALES AVANZA! 

Con la finalidad de mantener actualizada la información de los bienes inmuebles que 
conforman la base de datos catastral en su aspecto físico, jurídico y económico y por 
supuesto, donde la SNR pueda realizar cambios sobre los folios de matrícula inmobi-
liaria relacionados con el conjunto de datos denominado “variables catastrales” de los 
predios, se adelantó de forma exitosa las actualizaciones de FMI en la ORIP de Cali, 
con la información reportada por el Gestor Catastral de esta ciudad. 

Así las cosas, gracias a este trabajo conjunto se actualizaron 368.884 matrículas 
inmobiliarias con el dato de nomenclatura, de las cuales 199.389 también fueron 
actualizadas con el Número Predial Nacional. 
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UNA DELEGADA DE TIERRAS ENFOCADA EN 
NUESTRAS COMUNIDADES Y CERCANA A LA RURALIDAD. 

NOTI- TIERRAS SNR 4

Te presentamos a la nueva Delegada de Tierras de la SNR,
Luisa Madrid. 

La doctora Luisa es abogada con experiencia de trabajo en formación en el campo 
Penal, Derechos Humanos, DIH, Derecho Internacional y Criminalística. Cuenta con 
experiencia como defensora en procesos penales de Justicia Ordinaria y Penal Militar. 
Entre las habilidades que caracterizan a nuestra nueva Superintendente Delegada de 
Tierras, se encuentra la claridad conceptual y habilidades para la estructuración y li-
derazgo de proyectos, el trabajo en equipo y el manejo de relaciones interpersonales.

Realizó sus estudios de derecho en la Universidad del Sinú, es especialista en 
Derecho Penal de la Universidad Pontificia Bolivariana, conferencista nacional 
e internacional en temas como Derechos Humanos, Derecho a la Paz, Derecho 
Penal. Tiene una amplia experiencia docente, dictando clases en la Universidad 
Antonio Nariño, en la Escuela de Policía Carlos Eugenio Restrepo, en la Escuela 
de Carabineros Rafael Núñez, en la Universidad CECAR y en la Universidad Luis 
Amigó. 

Se ha desempeñado como Defensora Publica de la Defensoría del Pueblo, Defensora 
de los integrantes del Ejército Nacional en la Defensoría Militar, jefe de control interno 
en la Contraloría Departamental de Córdoba, así como funcionaria del Juzgado de 
Familia de Montelíbano.  

Como nueva Delegada de Tierras de la Superintendencia de Notariado y Registro, 
espera que esta dependencia sea cada vez más cercana a quienes habitan en la 
ruralidad colombiana, que nos sientan y perciban en territorio, a través de la bandera 
de la tenencia legal de tierras. 
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•	 AVANZAN NUESTRAS ACCIONES EN LOS MUNICIPIOS PDET. 

Como parte de las entidades nacionales que aportan a la estabilización y trans-
formación de los territorios más afectados por la violencia, debilidad institucional 
y pobreza, los municipios PDET, la Superintendencia de Notariado y Registro, a 
través de su Delegada de Tierras, ha adelantado un trabajo valioso para mejorar el 
desarrollo rural que necesitan estos 170 municipios de Colombia. 

La Supernotariado durante el gobierno del presidente Iván Duque ha mejorado la cali-
dad de vida de miles de ciudadanos, en temas como la tenencia legal de sus predios e 
intervenciones en las ORIP con el objetivo de tener certeza de la información registral 
publicitada y que los procesos derivados del levantamiento catastral contribuyan con la 
seguridad jurídica de la propiedad. 

Así las cosas, desde la Delegada de Tierras, se avanzó en:

Apoyar la creación de condiciones de bienestar para la población rural, a través de 
acciones tan significativas como lo es convertir a miles de colombianos en legalmente 
propietarios de sus predios, en donde puedan promover su economía rural sin ningún 
temor, pues cuentan con una escritura que los valida como dueños de sus inmuebles; 
es sin duda un motor y motivo que mueve a la Superintendencia de Notariado y Regis-
tro a seguir trabajando por y para los municipios PDET.

Se han entregado 13.885 títulos en 54 municipios PDET. 

Se han realizado 50 intervenciones del grupo de Catastro Multipropósito a 
ORIPS que tienen influencia en estos municipios. Intervenciones que permi-
tirán tener certeza de la información registral publicitada y que los procesos 
derivados del levantamiento catastral contribuyan con la seguridad jurídica 
de la propiedad. 

Se han establecido 50 convenios interadministrativos para la titularidad. 

Nuestras Unidades Móviles han realizado 97 jornadas en 43 municipios y 
atendieron cerca de 3.514 colombianos. 
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•	 SNR Y USAID, CONTINÚAN COMPROMETIDOS CON LA FORMALIZACIÓN 
EN EL PAÍS.

El compromiso por parte de la Superintendencia de Notariado y Registro a través de 
su Delegada para la Protección, Restitución y Formalización de Tierras, de convertir a 
Colombia en un país de Legalmente propietarios, no se detiene.  

La SNR en un trabajo articulado con USAID Colombia, bajo una alianza estratégica 
lograron el lanzamiento y apertura de 8 Oficinas Municipales de Tierras (OMT) ubica-
das en los departamentos de Meta, Norte de Santander, Nariño y Córdoba. Espacios 
en los que se busca brindar mayor celeridad e impulso a los programas de sanea-
miento y formalización de la propiedad inmobiliaria urbana, que se adelantan en 
estos municipios, implementando de manera conjunta los procedimientos jurídicos y 
administrativos establecidos en la normatividad vigente. 

Las Oficinas Municipales de Tierras habilitadas se encuentran en: 

Norte de Santander: El Carmen y Teorama. 
Meta: Puerto Lleras y Puerto Rico. 
Córdoba: Tierralta, Valencia y Puerto Libertador. 
Nariño: Tumaco. 

El papel de la SNR en estas OMT es fundamental, en cuanto da celeridad a todos los 
trámites del orden registral, entre los que se encuentran: expedición de certificados de 
carencia de antecedente registral, radicación, digitalización, inscripción de los actos 
administrativos de declaración de propiedad o cesión a título gratuito, entre otros.
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INGRESA NUEVO 
SUPERINTENDENTE DELEGADO PARA TIERRAS 

NOTI- TIERRAS SNR 5

El jurista es especialista en Derecho Administrativo y en Derecho Constitucional, 
ha trabajado más de 8 años como asesor de entidades públicas a nivel Nacional, 
Departamental y Municipal. Ha construido su vida profesional en entidades como la 
Escuela Superior de Administración Pública, la Gobernación de Córdoba, la Asam-
blea Departamental de Córdoba y en la Superintendencia de Notariado y Registro 
como asesor de Despacho. 

El abogado Roberto Luis Pérez Montalvo, tomó posesión como Superintendente Dele-
gado para la Protección, Restitución y Formalización de Tierras de la Superintendencia 
de Notariado y Registro (SNR).  

El doctor Pérez, es egresado de la Universidad del Sinú con posgrados en Derecho 
Administrativo y en Derecho Constitucional de la misma universidad. A lo largo de 
su vida profesional se ha desempeñado en temas de función y gerencia publica, se 
compromete a liderar la Delegada de Tierras con una visión enfocada en el ciuda-
dano y a cumplir con los objetivos que se tienen propuestos para llevar en alto el 
nombre de la Superintendencia de Notariado y Registro.  

En adelante, Roberto Luis Pérez Montalvo será el encargado de dirigir el área 
responsable. 

•	 LA SNR AVANZA EN LA IMPLEMENTACIÓN DEL CATASTRO MULTIPROPÓ-
SITO EN EL PAÍS.

Como parte de las entidades que a nivel nacional hacen posible la implementación 
del Catastro Multipropósito, la Superintendencia de Notariado y Registro ha obtenido 
grandes logros, que hoy permiten que esta política catastral avance y así el país 
pueda formular e implementar diversas políticas públicas, en los procesos de toma 
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de decisiones en todos los niveles de gobierno y en beneficio de los ciudadanos. 

Así las cosas, la visión Multipropósito de la SNR se ha encaminado en promover la 
coherencia de la información registral con la física o catastral, asegurando que la 
información en ambos sistemas sea congruente con la realidad de los predios. 

Avances a la fecha:

De esta manera la SNR avanza y aporta en la implementación del Catastro Multipropó-
sito, un servicio público, que busca la adecuada formación, actualización, conservación 
y difusión de la información de los bienes inmuebles públicos y privados en el país. 

La apertura de 6007 folios de matrícula inmobiliaria y la revisión de 
136.582 registros con base en información contenida en los libros del 
Antiguo Sistema de Registro. 

Culminación de la revisión de los registros de antiguo sistema en la Oficina 
de Registro de Instrumentos Públicos de Sincé, en el departamento de 
Sucre y la oficina de registro de Socha en el departamento de Boyacá.  

Actualización de 1.455.824 matrículas inmobiliarias, con la información 
catastral en el marco de la interrelación registro catastro. 

Depuración de secuenciales de 1.376.423 matrículas inmobiliarias y se logró 
el escaneo y cargue de 52614 documentos con el dato de área y linderos. 

Se aportó información registral a los gestores catastrales, logrando la 
actualización catastral de 927.115 predios. 

Intervención archivística de los libros de antiguo sistema de las ORIP 
de Puerto López, San Juan del César, Contratación, Ciénaga, Pasto y 
Chimichagua. 
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EN MARCHA MÓDULO DE RADICACIÓN DE LICENCIAS URBANÍSTICAS  
PARA CURADORES DEL PAÍS. 

La SNR puso en marcha el Módulo de Radicación de Licencias Urbanísticas para cu-
radores. Una herramienta tecnológica que será de gran utilidad, para garantizar que 
los servicios prestados por estos particulares sean más ágiles y desarrollados con 
transparencia en efectivo cumplimiento de los términos establecidos en las normas 
colombianas.  

Esta nueva herramienta tecnológica, fue desarrollada bajo la Resolución 12784 de 
2021 de la SNR, en cumplimiento de la ley 1796 de 2016, donde se asigna a la entidad, 
la función de “ordenar medidas necesarias para subsanar o prevenir irregularidades o 
situaciones anormales.”  

El Módulo ya se encuentra habilitado, en el Sistema Integrado de Servicios y Gestión 
(SISG) de la SNR, en él, los Curadores del país deben registrar las solicitudes de 
licencias urbanísticas y otras solicitudes, tales como; reconocimiento de existencia 
de edificaciones, modificaciones a licencias vigentes, revalidaciones y otras actua-
ciones, siempre y cuando estas últimas estén asociadas a las licencias urbanísticas 
solicitadas, con el fin de obtener el número único que identifica el proyecto, según lo 
establecido por el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio. 

El módulo desarrollado por la SNR, busca que en el proceso de radicación ante el cu-
rador urbano no se dupliquen, omitan o reserven los números de radicación.  

La aplicación de este Módulo de Radicación para licencias urbanísticas es una mues-
tra más del proceso de modernización en el que avanza la Superintendencia de Nota-
riado y Registro, una apuesta por la implementación de herramientas tecnológicas que 
sin duda faciliten, optimicen y mejoren los trámites relacionados con el servicio que 
prestan los Curadores Urbanos en el país. 



ÁMBITO REGISTRAL



R
EVISTA IN

FO
LIO

S 2022

197

ÁMBITO REGISTRAL

Boletín 01 - 2020

Ante la pandemia declarada el 11 de marzo de 2020 por la Organización Mundial de 
la Salud (OMS)  con  relación  al  brote  del  coronavirus  -COVID-19-  y,  actuando  en  
armonía  con  las  distintas  directrices  emitidas  por  el  Gobierno  Nacional para con-
trarrestar, mitigar y evitar los efectos  del  mencionado  virus,  la  Superinten-dencia  de  
Notariado  y  Registro  ha  emitido  diferentes actos administrativos dentro de los que  
se  destacan  las  Resoluciones  SNR  No.  3130 de 24 de marzo y SNR No. 3325 del 
11 de abril, a través de las cuales se determinó:

Suspensión de Términos: 

En trámites, proce-dimientos, actuaciones administrativas, actua-ciones  disciplinarias  
y  procesos  registrales  que se encuentren en curso ante las diferen-tes  dependencias  
de  la  SNR,  incluyendo  las  Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos - ORIP del 
país, así:La  Res.  3130  del  24  de  marzo  definió  inicial-mente el periodo desde el 
martes 24 de marzo de 2020, hasta el día 13 de abril de 2020 a las cero  horas  (00:00  
am)  y  a  través  de  la  Res.  No.  3325  del  11  de  abril,  se  prorrogó  ésta  medida 
hasta las cero horas (00:00) del 27 de abril de 2020.

No Atención al Público:

Dada la suspensión de términos anteriormente mencionada, no habrá atención  al  
público  en  las  ORIP,  ni  en  las sedes administrativas de la SNR.

Servicios    Virtuales:

Los    siguientes    servicios seguirán operando de manera virtual,   a   través   de   la   
página   web   www.supernotariado.gov.co

1.COVID-19, MEDIDAS TOMADAS POR LA SNR Y DIRECTRICES
A LAS OFICINAS DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS.
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a. Expedición  de  certificados  de  libertad  y  tradición.
b. Expedición de certificados de no propiedad.
c. Ventanilla Única de Registro.
d. Consulta de índice de propietarios.
e. Consulta de licencias urbanísticas.
f. Consulta de liquidación de herencias.
g. Consulta  de  autorizaciones  de  salida  de  menores del país.

De  igual  forma,  se  habilitaron  los  roles  de  pre-liquidación y aprobación en las herra-
mien-tas como Ventanilla Única de Registro (VUR) y la  Radicación  Electrónica  (REL),  
que  podrá  ser   utilizada   por   las   notarías   que   tienen   dispuestas las mismas.
Frente  a  la  implementación  del  aplicativo  de  Radicación  Electrónica  (REL),  ha  
iniciado  su  operación   inicialmente   en   las   Oficinas   de   Registro de Instrumentos 
Públicos de Bogotá Zona Sur, Bogotá Zona Centro y Bogotá Zona Norte,  al  igual  que  
para  las  ochenta  y  ocho  (88) notarías que se encuentran en los munici-pios de éste 
Círculo Registral.

El  pasado  4  de  diciembre  de  2019  la  Corte  Constitucional  en  ejercicio  de  sus  
funciones,  profirió  la  Sentencia  T-585,  mediante  la  cual  adelantó  la  Revisión  de  
una  acción  de  tutela  interpuesta ante supuestas fallas presentadas en  la  inscripción  
de  una  Sentencia  en  la  que  se declaró la prescripción adquisitiva extraor-dinaria, 
dando lugar a un llamado de atención a  los  funcionarios  encargados  de  realizar  el  
proceso de registro de instrumentos públicos, el  cual  “debe  estar  enmarcado,  entre  
otros,  por  los  conceptos  de  eficacia,  economía  y  celeridad,   consagrados   en   
el   artículo   209   inciso 1º de la Constitución Política de Colom-bia”.En ese marco, 
la Corte Constitucional recalcó a la Superintendencia de Notariado y Registro sobre 
la necesidad de que se brinde “...capa-citación  a  las  oficinas  de  registro  de  ins-
tru-mentos públicos sobre el deber de realizar un examen y una comprobación integral 

2.PROCESO  DE  CALIFICACIÓN  REGISTRAL 
DE  LOS  DERECHOS  CONSTITUCIONALES,  REGISTRALES  Y  DE 
DERECHO ADMINISTRATIVO: Sentencia de la Corte Constitucional 
T-585-2019. 
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de todos los  requisitos  establecidos  por  la  ley  para  el  registro  de  documentos,  a  
fin  de  evitar  en  el  futuro la dilación injustificada en la solución de las peticiones de 
los ciudadanos y el descono-cimiento del derecho..."

La  sentencia  estuvo  encaminada  a  amparar  los derechos fundamentales al debido 
proceso y  el  derecho  a  la  propiedad  privada,  vulnera-dos ante la dilación injustifi-
cada en la solución de  las  peticiones  de  los  ciudadanos  y  el  desconocimiento   del   
proceso   de   registro   dentro  de  estos  principios,  además  de  los  especiales  del  
Estatuto  de  Registro  de  efica-cia, economía y celeridad.Con base en esta decisión 
judicial, además de diseñar  y  adelantar  las  capacitaciones  perti-nentes,  la  entidad  
reitera  los  lineamientos  impartidos en cuanto a que, la función califica-dora  entendida  
como  un  análisis  jurídico  de  los  documentos  sometidos  a  registro,  debe  derivar 
en proferir una decisión garante de los principios  constitucionales,  registrales  y  del  
derecho      administrativo.      Concretamente,      respecto de la decisión de no regis-
trar o emitir una  “nota  devolutiva”,  la  cual  comporta  un  acto administrativo, es en 
el operador registral en  quien  recae  la  carga  de  fundamentar  de  manera  integral,  
suficiente  y  adecuada  su  decisión, esgrimiendo todas y cada una de las razones por 
las cuales se inadmite la inscrip-ción de un instrumento público.

Desde finales de 2019, la Superintendencia Delegada para el Registro ha venido rea-
li-zando   el   proceso   de   actualización   del   documento “Guía de Causales de De-
volu-ción de Registro”, a través de un trabajo donde se ha logrado la participación de 
los principales  actores  del  proceso  registral  y  de  las  distintas  dependencias  de  
la  Entidad.

Sea esta la oportunidad para recordar que la   guía   de   causales   de   devolución   del   
proceso  de  registro,  tiene  la  característica  de  ser  un  documento  soporte  o  de  
ayuda  que  no  tiene  el  objetivo  de  suplir  el  deber  de motivar de manera integral, 
suficiente y adecuada   la   decisión   de   no   registrar,   convirtiéndose   en   una   he-
rramienta   de   apoyo mas no en un listado taxativo.

Con esta precisión, se reitera el  deber de quien  desarrolla  el  proceso  de  calificación  
hacer una revisión completa del documento que le sea puesto a consideración a fin de 

3. ACTUALIZACIÓN DE LA GUÍA DE
CAUSALES DE DEVOLUCIÓN
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establecer  la  procedencia  del  registro  de  conformidad  con  los  preceptos  norma-
tivos  que  aplican  al  caso,  convirtiéndose  éste  funcionario  calificador  en  garante  
de  los  principios   constitucionales,   registrales   y   del  derecho  administrativo,  como  
lo  enun-cia la sentencia T-585 de 2019 de la Corte Constitucional.

Una vez finiquitado este ejercicio por parte de la Superintendencia Delegada, se 
reque-rirá la actualización  de  las  mismas  en  los  sistemas misionales de informa-
ción registral y se socializará con todos los funcionarios esta guía,  con  el  ánimo  
de  que  sus  comentarios  sean   fuente   de   consulta   permanente,   por   parte 
de quienes realizan tan relevante tarea, como es la calificación de documentos 
someti-dos a registro.

En el año de 2019 se expidió la Ley 1955 de 2019, por medio de la cual se aprobó el 
Plan Nacional de Desa-rrollo  -  PND  del  actual  gobierno,  en  cabeza  del  presi-dente 
Iván Duque y en cuyos artículos 79 a 82, trans-formó la Gestión Catastral en un servi-
cio público, deter-minó  la  estructura  para  su  organización  y  prestación,  definiendo  
parámetros  para  su  actualización,  imple-mentación  y  funcionamiento,  dentro  de  lo  
conocido  como "Catastro Multipropósito".

Como  consecuencia  de  lo  anterior,  el  pasado  4  de  febrero de 2020, el Gobierno 
Nacional expidió el Decre-to  148  de  2020,  mediante  el  cual  se  reglamentó  los  
artículos 79 a 82 del PND con el fin de especificar las condiciones del servicio público 
de gestión catastral, a partir  de  la  definición  de  aspectos  esenciales,  tales  como: 

Articulación  interinstitucional:

Es  decir,  la  actuación  coordinada de las entidades administrativas involucra-das  
para  la  efectiva  prestación  del  servicio  público  catastral.• 

Estructura para la prestación del servicio: 

Identifican-do la manera como los gestores y operadores catastra-les  desarrollarán  
sus  actividades  en  la  prestación  del  servicio.

4. AVANCES EN CATASTRO
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Funciones de regulación y de IVC: 

Las funciones que tendrán   las   entidades   de   regulación,   inspección,   vigilancia y 
control del servicio público.

Asimismo,  el  mencionado  Decreto  modificó  parcial-mente el Título 2 de la Parte 2 del 
Libro 2 del Decreto 1170 de 2015, "Por medio del cual se expide el Decreto Reglamen-
tario Único del Sector Administrativo de Infor-mación  Estadística",  con  el  objeto  de    
adecuarlo  a  las  disposiciones  del  Catastro  Multipropósito  del  PND,  en  especial,  
respecto  de  su  condición  de  servicio público cuyo objeto es la adecuada forma-ción,  
actualización,  conservación  y  difusión  de  la  información catastral.

La Superintendencia de Notariado y Registro, conti-núa trabajando en lo que corres-
ponde a su partici-pación  en  el  desarrollo  de  esta  política,  por  una  parte como 
co-ejecutor generando sinergia con las Entidades  que  tienen  esa  misma  condición,  
como    el IGAC, quien funge como la Autoridad Nacional de Regulación Catastral, prin-
cipalmente  con el objeto de analizar  los efectos que sus decisiones,  tendrán respecto  
a  la  identificación  física  de  los  inmuebles  en  los  sistemas  de  información  regis-
tral,  con  el  fin  de lograr consistencia y coherencia entre la informa-ción  del  catastro  
y  el  registro  público  de  la  propiedad.

Por otra parte, en aplicación de este mismo marco normativo y en ejercicio de las nue-
vas funciones de inspección, vigilancia y control de la gestión catas-tral asignadas a la 
Superintendencia de Notariado y Registro en el PND, se han venido fortaleciendo los 
canales de comunicación con las entidades encar-gadas de la implementación de la 
Política Pública, así  como  de  algunos  gestores  catastrales,  con  el  propósito  de  
garantizar  la  adecuada  prestación  de  éste  servicio  público,  atendiendo  además,  
algunas  inquietudes de la ciudadanía relacionadas con ésta temática.
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ÁMBITO REGISTRAL
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1.UN SALTO ESPERADO - ACCESO A LA JUSTICIA DIGITAL Y
USO DE TECNOLOGÍAS EN ACTUACIONES 1 ADMINISTRATIVAS 
Decreto Legislativo 806 de 4 de junio de 2020.

El pasado 4 de junio de 2020, el Gobierno Nacional expidió el Decreto Legislativo 806 
de 2020, por medio del cual se implementó el uso de las tecnologías de la información 
y las comunicaciones en las actuaciones administrativas, permitiendo que todas las 
comunicaciones, oficios y despachos con cualquier destinatario, se surtan por el medio 
técnico disponible, como lo autoriza el artículo 111 del Código General del Proceso.

Como aspectos relevantes y claves de esta norma, podemos encontrar entre otros:

Con el objeto de acatar el citado Decreto, además de la implementación en unas Ofici-
nas de Registro de Instrumentos Públicos del aplicativo de Radicación Electrónica, que 
se encuentra en fase de expansión gradual y de la radicación de escrituras públicas a 
través de correo electrónico en unas oficinas de Registro de Instrumentos Públicos (ver 
Instrucción Administrativa 5 del 11 de abril de 2020), la SNR expidió la Instrucción Ad-
ministrativa 8 de 12 de junio de 2020, emitiendo lineamientos a las Oficinas de Registro 
de Instrumentos Públicos, en cuanto al uso de medios electrónicos para la radicación 
de documentos sujetos a registro provenientes de autoridades judiciales y administra-
tivas y el procedimiento para tal fin.

Posteriormente, en aras de puntualizar algunos aspectos, se expidió la Instrucción 
Administrativa 12 de junio 30 de 2020, mediante la cual se precisó la tipología de la 

Uso de las tecnologías y las comunicaciones en los procesos judiciales.
Los Municipios y personeros y demás entidades públicas deberán facilitar 
a los sujetos procesales el
acceso en sus sedes a las actuaciones virtuales.
Señala requisitos puntuales para dar aplicación y validez a la notificación 
de las partes por medio de canales digitales.
Se eliminó el requisito de la presentación personal de los poderes.
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documentación pública enviada a través de correo electrónico y que es susceptible 
de ser sometida al trámite de registro, con el propósito de diferenciar los actos, títulos
y documentos sujetos a registro que envían las autoridades administrativas y, por las 
autoridades judiciales.

Con el propósito de orientar e instruir a los prestadores del Servicio Público Registral, 
el pasado 29 de junio de 2020, la Superintendencia Delegada para el Registro, en 
cumplimiento de las actividades establecidas en su Plan Anual de Gestión para el 2020 
- PAG 2020, llevó a cabo la capacitación denominada "Valorización y su incidencia en 
el registro", adelantada a través de las herramientas virtuales dispuestas por la entidad 
como lo es la plataforma “LifeSize”.

En esta, se desarrollaron aspectos atinentes a la Valorización tales como su naturaleza, 
elementos del tributo, marco normativo y la incidencia como gravamen fiscal que afecta 
el registro de inmuebles; esto a partir del Decreto 1604 de 1966 "Estatuto Nacional 
de Valorización", norma en la cual en su artículo 12, establece la obligación de las 
Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos, de inscribir en el registro inmobiliario de
los inmuebles a que haya lugar, el gravamen de valorización.

Así mismo, el artículo 13 del mencionado Decreto, estipula las siguientes prohibiciones 
para aquellos inmuebles afectados con el gravamen fiscal de valorización hasta que la 
entidad pública no solicite la cancelación del registro:

2. LA VALORIZACIÓN Y SU INCIDENCIA EN EL REGISTRO
Capacitación adelantada por la Superintendencia Delegada para el 
Registro.

No se podrá registrar escritura pública alguna;
No se adelantarán participaciones y adjudicaciones en juicios de sucesión 
o divisorios; y
No será viable realizar diligencias de remate.

Ante este punto, surgió como interrogante en el desarrollo de la capacitación, si era 
viable la inscripción de las sentencias de extinción de dominio y de las ordenadas 
en los procesos de Restituciones de Tierras, existiendo gravamen de valoración ins-
crito en el folio citado en la respectiva orden. Esta inquietud fue resuelta a partir del 
análisis puntual del citado artículo 13, del cual se concluyó que de esta disposición 
no se infiere la existencia de una prohibición tratándose de sentencias o decisiones 
judiciales que se emitanen torno a estos tres tipos de procesos, a saber: (i) Procesos 
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de restitución de tierras; (ii) Procesos de extinción de dominio; o (iii) Procesos de 
declaración de pertenencia.

El objeto de esta Ley, se centra en “(…) sanear de manera definitiva la propiedad 
de los asentamientos humanos ilegales consolidados y precarios en bienes baldíos 
urbanos, bienes fiscales titulables, y los que existan en predios de propiedad legítima 
a favor de particulares, cuya ocupación o posesión, sea mayor de diez (10 años) y 
cumplan con los requisitos establecidos en la citada ley (…)”.

Es así como las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos, como requisitos 
previos para este saneamiento, coadyuvarán dentro del marco de sus funciones 
de registro de la propiedad, a las entidades territoriales en coordinación con las 
entidades catastrales competentes, para la identificación plena de los predios y la 
certificación de carencia de identidad registral, que permita la transformación de 
los bienes baldíos urbanos tal como lo define el Artículo 3º de la citada norma.

En este sentido, una vez declarado el bien baldío mediante acto administrativo 
expedido por la entidad territorial, se procederá ante la Oficina de Registro de 
Instrumentos Públicos a inscribir el citado acto, de acuerdo con las normas 
legales vigentes.

A su vez, las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos deberán inscribir los 
siguientes actos administrativos de conformidad con lo señalado en la norma aquí 
enunciada y las demás normas concordantes o complementarias:

3. LEY DE SANEAMIENTO DE PREDIOS
Ley 2044 de 2020 del 30 de julio de 2020Ley 2044 de 2020 del 30 de 
julio de 2020

Acto Administrativo mediante el cual las entidades territoriales hacen la 
declaratoria del espacio público a favor de la entidad territorial donde se 
localiza el inmueble o inmuebles el cual hará las veces de título de pro-
piedad a favor de la entidad territorial, debiendo ésta última, tramitar ante 
la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, la apertura del folio de 
matrícula correspondiente y su inscripción en el registro.

Acto Administrativo de cesión a título gratuito del bien fiscal titulable, el cual 
deberá ser registrado, en el folio de matrícula inmobiliaria correspondiente, 
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el cual, una vez inscrito, será plena prueba de propiedad en favor del ocu-
pante beneficiario del programa de titulación.

Ahora bien, entre otros aspectos de la citada Ley 2044 de 2020, los artículos 20 y 
21, traen consigo la obligación para que los Registradores de Instrumentos Públicos 
de inicien procesos de titulación de predios de uso público a favor de las entidades 
territoriales en zonas que hayan sido legalizadas urbanísticamente o sin proceso de 
legalización, mediante resolución administrativa, la cual servirá de título a favor de las 
entidades oficiales o entes territoriales, tales como vías, parques, plazoletas, etc;.

Para ello, la Superintendencia de Notariado y Registro contará con un término no 
superior a tres (3) meses de emitida ésta Ley para reglamentar dichos artículos (20 y 
21) por medio de un acto administrativo que señalará por lo menos, el procedimiento, 
términos y tiempos de cada una de las actividades señaladas, áreas o funcionarios 
responsables, requisitos definidos en el artículo citado y demás aspectos que conside-
re pertinentes la Superintendencia para dicha titulación.

Esta norma es un compromiso social del Gobierno Nacional con más de 3 millones de 
familias colombianas que habitan predios desde hace más de 10 años sobre el cual 
han construido su identidad familiar y hoy, no han podido formalizar sus viviendas 
manteniendo su seguridad familiar en el limbo. Esta legalización, permitirá a las enti-
dades territoriales iniciar la dotación de los espacios públicos de servicios de primera 
necesidad como lo son acueductos, alcantarillado, parques, centros de salud, etc.
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Boletín 03 - 2020

1.MÁS BENEFICIOS DE LA DIGITALIZACIÓN DE TRÁMITES
REGISTRALES - Eliminación copia física con destino a Catastro

El pasado 5 de agosto del año en curso, la Superintendencia de Notariado y Registro 
expidió la Resolución 6366 mediante la cual se elimina la copia de la escritura pública 
que tenía como destino, las autoridades catastrales, para las oficinas de Registro de 
Instrumentos Públicos de Bogotá, Barranquilla, Cali y Medellín.

La finalidad de esta decisión, converge con los  lineamientos que ha impartido el 
Gobierno Nacional en procura de hacer más rápido la interrelación entre las en-
tidades, garantizando la accesibilidad de los servicios virtuales electrónicos bajo 
criterios de máxima simplificación, permitiendo plena confiabilidad en el servicio.

La transferencia se realizará en las oficinas de Registro de Instrumentos Públicos de 
Bogotá, Barranquilla, Cali y Medellín, a través de la Superintendencia Delegada para 
la Protección, Restitución y Formalización de Tierras, en articulación con la Oficina de 
Tecnologías de la Información, de acuerdo con los criterios fijados en los protocolos de 
interoperabilidad de la información.

La eliminación de la copia de escritura pública, dispuesta en el artículo 65 de la Ley 
1579 de 2012, se da en los siguientes casos:

Actos de transferencia que impliquen solo cambio de propietario o poseedor, para 
las oficinas de Registro de Instrumentos Públicos de Bogotá, Barranquilla, Cali y 
Medellín.

Actos sujetos a registro que conlleven a la modificación en los linderos de los 
predios por englobe o segregación, con o sin cambio de propietario o poseedor, que 
estén dentro de la jurisdicción de las oficinas de Registro de Instrumentos Públicos de 
Bogotá, Barranquilla, Cali y Medellín.
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2. POLÍTICA DE PREVENCIÓN DEL DAÑO ANTIJURÍDICO
para la Superintendencia de Notariado y Registro

Año tras año, las diferentes entidades del Estado, son demandadas por diferentes 
aspectos, en donde se les endilga la responsabilidad de resarcir los daños y perjuicios 
causados a personas naturales y jurídicas, por acción u omisión de los servidores pú-
blicos en el ejercicio de la Función Pública, causando un detrimento patrimonial enor-
me y un desgaste institucional en la atención de acciones judiciales.

La SNR no escapa de esta problemática y es así como desde hace unos años, se han 
venido adelantando acciones concretas que permitan prevenir el daño antijurídico de 
la Entidad. En el marco de estas acciones, durante el segundo semestre de 2020, se 
dio inició a un ciclo de capacitaciones y conversatorios con los servidores públicos de 
la entidad, encaminadas a la prevención del daño antijurídico, garantizando una eficaz 
y eficiente prestación del servicio público registral que redunde en la seguridad jurídica 
inmobiliaria, evitando a su vez, incurrir en prácticas por parte del operador registral y de 
la SNR, que puedan afectar los intereses y derechos del usuario del servicio.

En ese sentido, se llevaron a cabo cuatro jornadas donde también se hizo hincapié en 
la instrucción impartida mediante sentencia T-585 de 2019, en el sentido de reiterar a 
las Oficinas de Registro de Instrumentos públicos, sobre el deber que les asiste de rea-
lizar un examen y una comprobación integral de todos los requisitos establecidos por 
la ley para el registro de documentos, a fin de evitar en el futuro la dilación injustificada 
en la solución de las peticiones de los ciudadanos y el desconocimiento del derecho al 
debido proceso administrativo.

Estas jornadas fueron desarrolladas por un grupo de expertos y tratadistas del Derecho 
Registral y Administrativo, en donde se manejaron entre otros, los siguientes temas:

La actividad y función registral como mecanismo de control de legalidad.

Procedimiento administrativo general y especial de registro.

Derecho de petición.

Devolución de documentos presentados para registro. El marco 
Inspección, Vigilancia y Control registral.
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Notas devolutivas (Carga de motivación, hechos y fundamentos
de derecho referidos al caso en concreto).

Proceso de registro visto desde la aplicación de las sentencias
T-488 de 2014 y T-585 de 2019.

Radicación, Calificación del documento, Alcance del proceso de 
calificación (análisis integral) (apreciación conjunta del título en 
sentencias judiciales).

Facultades derivadas del calificador (proceso de valoración) (poderes del 
registrador).

Inscripción.

Constancia de la inscripción.

Litigiosidad de la SNR, respecto a la prestación inadecuada del servicio 
público registral.

Análisis de la política de prevención del daño antijurídico y análisis 
casuístico de condenas – Respecto a la prestación inadecuada del 
servicio público registral.

2. RENDICIÓN DE CUENTAS
Superintendencia Delegada para el Registro 2020
La rendición de cuentas es una herramienta de la Administración Pública que tiene 
como objetivo mostrar la transparencia de la gestión de las diferentes entidades del 
Estado, y la adopción de los principios de Buen Gobierno, Eficiencia, Eficacia y Trans-
parencia en todas las actuaciones del servidor público.

En ella, las entidades y servidores públicos informan y explican los avances y 
los resultados de su gestión, así como el avance en la garantía de derechos a 
los ciudadanos y sus organizaciones sociales, a través de espacios de diálogo 
público. (Ver CONPES 3654 de 2010 y Ley 1757 de 2015).

A la vez, la rendición de cuentas implica la capacidad y el derecho de la ciudadanía a 
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pedir información, explicaciones y retroalimentar al gobierno, con evaluaciones y pro-
puestas de mejora, o con incentivos para corregir la gestión, premiar o sancionar los 
resultados.

Es así como la semana comprendida entre el 19 y el 23 de octubre del presente año, la 
Superintendencia de Notariado y Registro programó LA SEMANA DE  LA RENDICIÓN  
DE  CUENTAS, en la cual la Delegada para el Registro y la Dirección Técnica de Re-
gistro adelantaron en participaron en las siguientes actividades:

Apertura

Acto Administrativo de cesión a título gratuito del bien fiscal titulable, el cual deberá ser 
registrado, en el folio de matrícula inmobiliaria correspondiente, el cual, una vez ins-
crito, será plena prueba de propiedad en favor del ocupante beneficiario del programa 
de titulación.

Focus Group

Un ciclo de Focus Group, en donde los participantes tuvieron la oportunidad de ab-
solver las inquietudes con respecto al Servicio Público Registral y las tendencias del 
mismo ante la virtualización de los servicios, actividad en la cual participaron usuarios 
del servicio, entidades públicas, veedurías, entre otros

Audiencia Pública

Finalmente se desarrolló la Audiencia Pública concentrada, en la cual, las dependen-
cias de los procesos misionales y el Señor Superintendente Dr. Rubén Silva Gómez, 
presentaron el resultado general de la entidad y sus dependencias misionales, para el 
periodo comprendido entre el 1 de diciembre y el 31 de agosto del año en curso.

El ejercicio de las acciones de Inspección, Vigilancia y Control es intrínseco al ejercicio 
del Derecho a la Propiedad, el cual se materializa en el mismo momento en el cual se 
pone en operación el Servicio Público Registral, al permitir que la Propiedad Inmobilia-
ria en Colombia goce de una protección especial mediante el Registro de los diferentes 
Instrumentos Públicos.

3. RETOS DE LA IVC
En la nueva normalidad
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Es allí donde  la  labor  de  IVC  desarrollada  por  la  Superintendencia  Delegada  
para el Registro, como máximo órgano gubernamental de control del Servicio Público 
Registral, cobra especial relevancia, cuando al realizar la supervisión, garantiza que 
las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos estén prestando un servicio público 
continuo, regular, de calidad y eficiente, así como de los principios consagrados en el 
artículo 3º de la Ley 1579 de 2012 Estatuto de Registro de Instrumentos Públicos.

En consecuencia, con la anterior afirmación, la IVC del Servicio Públi-
co Registral, debe permitir garantizar unos estándares mínimos en la 
prestación del servicio por parte de las ORIP, a través de los diferentes 
mecanismos dispuestos para ello, como son la orientación registral, las 
visitas generales, especiales e intervenciones.

Para ello, la Delegada para el Registro tiene como Retos propuestos en 
este periodo, los siguientes:

Posicionar una cultura de IVC al servicio público registral, con un 
modelo de supervisión con enfoque en riesgos.

Fortalecer el servicio público registral a través de la evaluación del 
proceso de registro
de instrumentos públicos.

Promover una cultura de calidad en la prestación del servicio público 
registral. Proteger la prestación del Servicio Público Registral.
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Boletín 01 - 2021

El pasado 25 de enero de 2021, se profirió la ley 2080 de 2021, "Por medio de la 
cual se reforma el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo (CPACA) Ley 1437 de 2011 y se dictan otras disposiciones en ma-
teria de descongestión en los procesos que se tramitan ante la jurisdicción"

Dentro de dicha reforma, se observa que se efectuaron reformas en materia de 
procedimiento administrativo, puntualmente en temas tales como: Derecho de 
petición, notificaciones, recursos y conformación de expedientes.

La gran particularidad que se observa es la implementación de medios electrónicos y/o 
digitales y la tendencia a su utilización dentro del procedimiento administrativo, y con 
ello poderse adaptar a la nueva realidad que se vive en la sociedad actual, además de 
propenderse por una mayor efectividad en el actuar de la administración en las funcio-
nes y servicios a su cargo, de tal suerte que, la labor sea mas eficiente y oportuna, y 
se puedan brindar soluciones a los administrados (ciudadanía).

Así las cosas, se integran aspectos como los siguientes:

En cuanto a las peticiones, el derecho explicito a obtener información oportuna 
en favor de los ciudadanos; se establece la posibilidad de relacionarse con las 
autoridades    por   medios   tecnológicos o electrónicos: identificarse ante las 
autoridades por medios de autenticación digital (Art. 5 CPACA)

1. LEY 2080 DEL 2021 "POR MEDIO DE LA CUAL SE REFORMA
EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (CPACA)
Ley 1437 de 2011 y se dictan otras disposiciones en materia de 
descongestión en los procesos que se tramitan ante la jurisdicción
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El uso de medios electrónicos para comunicarse    entre    autoridades;    y 
el uso, por parte de las personas, de canales digitales para los trámites y 
procedimientos. (Art. 53A CPACA )

El derecho de  las  personas  a  actuar ante las autoridades utilizando 
medios electrónicos y garantizándoseles la protección de  sus  datos  
personales. (Art. 54 CPACA)

La notificación electrónica potestativa; y obligatoria cuando el gobierno 
nacional así lo disponga (Art. 56 CPACA)

La creación del expediente electrónico para el procedimiento admi-
nistrativo, garantizándose condiciones de seguridad  digital, archivo y 
conservación. (Art. 59 CPACA)

La creación de la sede electrónica para la entidad o autoridad competente. 
(Art. 60 CPACA)

La creación de la sede electrónica compartida, que será el Portal Único del 
Estado colombiano, a través de la cual la ciudadanía accederá a los conte-
nidos, procedimientos, servicios y trámites disponibles por las autoridades. 
(Art. 60A CPACA)

La recepción de documentos electrónicos dentro de actuaciones adminis-
trativas por  parte  de  las  autoridades,  con  sus  condiciones y procedi-
mientos. (Art. 61 CPACA)

El deber de publicación de los actos administrativos de carácter general y 
los actos de nombramiento y de elección distintos a los de voto popular, en 
diario oficial o excepcionalmente en medio masivo de comunicación eficaz, 
para que sean obligatorios. (Art. 65 CPACA)

La creación de grupos especializados para la elaboración de los proyectos 



R
EVISTA IN

FO
LIO

S 2022

213

de decisión de los recursos de reposición y apelación, dentro de los 
que se incluye crear mesas de trabajo con funcionarios de distintas 
entidades públicas del orden nacional. (Art. 82 CPACA)

En el marco del estado de emergencia económica, social y ecológica por COVID19, en 
aras de evitar el contacto físico, garantizar  el  distanciamiento   social   y de esta ma-
nera contener y prevenir posibles contagios, se han adoptado las siguientes medidas 
especiales para la prestación adecuada del servicio público registral.

Conforme a lo establecido en el articulo 1° de la Resolución 7586 de 16/09/2020, el 
cual modifica el artículo 10 de la resolución 7529 de 2020, a partir  del  28  de  septiem-
bre de 2020 y hasta nueva orden, las  oficinas de registro de instrumentos públicos, 
prestaran el servicio de atención al ciudadano de acuerdo a las siguientes directrices:

De lunes a vieres en jornada fraccionada de 8:00 a.m. a 12:00 m. y de 1 :00 p.m. a 
4:00 p.m., acatando el Protocolo de Bioseguridad adoptado por el Gobierno Nacional 
y esta SNR.

Consulta jurídica.

La atención de consultas relacionadas con temas registrales se realizará a través de 
la plataforma Sistema Integrado de Servicios y Gestión "SISG" y/o a través del correo 
electrónico de la oficina de registro de instrumentos públicos en la cual se encuentre 
registrado el inmueble.

Los Registradores de Instrumentos Públicos informarán a los usuarios mediante la 
fijación de un comunicado en un sitio visible al público, la no habilitación de la consulta 
presencial, las alternativas dispuestas para dichos efectos y el correo electrónico de la 
oficina de registro de instrumentos públicos.

2. REGLA PARA ÑA ATENCIÓN AL PÚBLICO EN

2. HORARIO ESPECIAL DE ATENCIÓN AL PÚBLICO

Las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos.

Para radicación de documentos:



R
EVISTA IN

FO
LIO

S 2022

214

De lunes a vieres en jornada fraccionada de 8:00 a.m. a 12:00 m. y de 1 :00 p.m. a 
4:00 p.m., acatando el Protocolo de Bioseguridad adoptado por el Gobierno Nacional 
y esta SNR.

Consulta jurídica.

La atención de consultas relacionadas con temas registrales se realizará a través de 
la plataforma Sistema Integrado de Servicios y Gestión "SISG" y/o a través del correo 
electrónico de la oficina de registro de instrumentos públicos en la cual se encuentre 
registrado el inmueble.

Los Registradores de Instrumentos Públicos informarán a los usuarios mediante la 
fijación de un comunicado en un sitio visible al público, la no habilitación de la consulta 
presencial, las alternativas dispuestas para dichos efectos y el correo electrónico de la 
oficina de registro de instrumentos públicos.

CANALES DE ENTRADA PARA LA ATENCIÓN DE CONSULTAS:

Las  peticiones  y  consultas  relacionadas   con  turnos   de   radicación   que se 
encuentran en trámite ante la oficina de registro, se elevaran al correo electrónico 
de la oficina de instrumentos públicos.

Las peticiones, consultas, reclamaciones y quejas relacionadas con la prestación 
del servicio, se realizarán a través de la plataforma Sistema Integrado de Servicios y 
Gestión "SISG".

Expedición de Certificados.

Los certificados de tradición y libertad serán adquiridos a través de la página web de 
la Entidad (www.supernotariado.gov.co), también podrán ser adquiridos en las Oficinas 
de Registro que cuenten con puntos REVAL.

La expedición de certificados especiales, de complementación, y demás previstos en 
la Ley 1579 de   2012   y   demás   normas   complementarias, se adquirirán de manera 
presencial ante la Oficina de Instrumentos Públicos competente.
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ÁMBITO REGISTRAL

Boletín 02 - 2021

1. PRESENTACIÓN DEL NUEVO
SUPERINTENDENTE DELEGADO PARA EL REGISTRO

En esta edición de nuestro Boletín queremos dar la Bienvenida al nuevo Superinten-
dente Delegado para el Registro, el Doctor Álvaro Mozo Gallardo, quien viene llevando 
las riendas de la Superintendencia Delegada para Registro, deseándole los mayores 
éxitos en su gestión al frente de esta dependencia.

El Doctor Mozo Gallardo es Abogado, Especialista en Derecho Administrativo, estudios 
pedagógicos y Gestión Pública, Magister en Derecho Administrativo con énfasis en 
investigación. Dentro de su experiencia profesional ha sido Abogado consultor, ase-
sor de entidades territoriales, establecimientos públicos, cuerpos colegiados, Concejos 
Municipales y Distritales, Congreso de la Republica en calidad de asesor.

De  igual  manera  el  Dr.  Mozo   Gallardo   se ha desempeñado como catedrático uni-
versitario en pregrado y postgrado entre otras las siguientes  universidades:  Escuela 
Superior de la Administración  Pública ESAP, Universidad de la Costa y Universidad 
Americana; columnista del diario la Libertad con  sede  en la ciudad de Barranquilla.

Poseedor de una sólida formación ética, sentida responsabilidad profesional social y 
una alta formación humanística.

2. ALCANCES DE LA LEY 2079 DE 2021,
POR MEDIO DE LA CUAL SE DICTAN DISPOSICIONES EN MATERIA 
DE VIVIENDA Y HÁBITAT

La Ley 2079 de 2021 “Por medio de la cual se dictan disposiciones en materia de 
vivienda y hábitat” contiene importantes instrumentos para garantizar y facilitar el 
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acceso a la vivienda y hábitat en condiciones dignas de equidad, transparencia y con 
enfoque diferencial, promover la gestión efectiva de suelo urbanizable, impulsar el 
ordenamiento territorial de calidad y priorizar el desarrollo urbano y la vivienda como 
Política de Estado.

A continuación, se presentan elementos relevantes en materia de vivienda:

POLÍTICA DE VIVIENDA Y HÁBITAT DIGNOS COMO POLÍTICA DE ESTADO:

Al convertirse en política de Estado, la vivienda deja de ser un asunto de oportu-
nidad política para establecerse como una obligación en todo el desarrollo legis-
lativo y administrativo del estado.

GARANTÍA DE ACCESIBILIDAD A SERVICIOS PÚBLICOS Y EQUIPAMIENTOS DE 
CALIDAD COMO PILARES DEL MEJORAMIENTO:

Las intervenciones orientadas al mejoramiento de vivienda y el entorno dirigidas 
a garantizar el derecho a vivienda y hábitat dignos y adecuados, conducen al 
fomento de acceso a servicios públicos y equipamientos para la población benefi-
ciaria. 

INSTRUMENTOS PARA LA HABILITACIÓN OPORTUNA Y EFICIENTE DE SUELO:

Establece que la Acción Urbanística se refiere a las decisiones de la adminis-
tración municipal o distrital adoptadas o autorizadas en actos administrativos de 
carácter general como los Planes de Ordenamiento Territorial o los instrumentos 
que los desarrollen o complementen; que no consolidan situaciones jurídicas de 
contenido particular y concreto. De tal forma, la acción debe sustentarse en estu-
dios jurídicos, ambientales, de servicios públicos, o los demás que se requieran 
para garantizar, de un lado, el conocimiento pleno del territorio, y de otro, que las 
actuaciones, planes y programas que se implementarán son viables financiera-
mente, lo cual, generará el desarrollo de ciudades ordenadas y planificadas.
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TRANSPARENCIA Y EFICIENCIA EN LOS POT:

Aporta normas para la ordenación del territorio con criterio técnico y seguridad jurídica, 
permitiendo que los ciudadanos se involucren mucho más en la formulación y adopción 
de los Planes de Ordenamiento Territorial “POT”.

DESTINACIÓN DE LOS RECURSOS PROVENIENTES DE LA PARTICIPACIÓN EN 
PLUSVALÍA (ADICIÓN AL ARTÍCULO 85 DE LA LEY 388 DE 1997):

Expresamente se prevé la posibilidad de invertir los recursos del tributo en infraestruc-
tura vial principal y redes matrices de servicios públicos, entre otros (que por ley les 
corresponde a los municipios y distritos) para un área específica, con el objetivo de 
asegurar que el suelo sobre el cual se ejecutará  la  acción  urbanística  cuente  con  
los  recursos  necesarios  para  su cabal desarrollo.

Para garantizar la realización de las obras, se faculta a las entidades territoriales para 
celebrar acuerdos de pago en especie con los propietarios, en cuyo marco éstos po-
drán suscribir contratos de fiducia en los que las entidades territoriales serán las be-
neficiarias, y cuyo objeto consista en la ejecución de obras de infraestructura vial, de 
servicios públicos, domiciliarios, áreas de recreación y equipamientos sociales, entre 
otras obras de carga general.
INCORPORACIÓN DE ÁREAS PÚBLICAS (MODIFICACIÓN AL PARÁGRAFO DEL 
ARTÍCULO 5 DE LA LEY 9 DE 1999, ADICIONADO POR EL ARTÍCULO 117 DE LA 
LEY 388 DE 1997).

Bajo la premisa que las actuaciones de urbanización y parcelación generan espa-
cio público; y que la construcción concreta de manera específica los usos, edifi-
cabilidad, volumetría, accesibilidad y demás aspectos técnicos aprobados para 
la respectiva edificación, las áreas resultantes de las mismas destinadas al uso 
público, se incorporarań al espacio público con el solo procedimiento de registro 
de la escritura de constitución en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, 
en la cual se determinen las áreas públicas objeto de cesión y las áreas privadas, 
por su localización y linderos, con base en lo aprobado en la licencia urbanística, 
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resolviendo problemas históricos del desarrollo urbanístico del país.

CAMBIOS IMPORTANTES EN LA REGULACION DE VIVIENDAS DE INTERÉS 
SOCIAL:

A. Se modifica el numeral 3 del artículo 17 de la Ley 546 de 1999, con el cual flexibiliza 
los plazos de los créditos de vivienda y promueve mecanismos de financiación, como 
créditos hipotecarios y leasing para vivienda individual (plazo no podrá ser inferior 30 
años). (Artículo 9, Ley 2079 de 2021).

B. No hay restricción de tiempo para vender un inmueble que se haya adquirido con 
subsidio de Mi Casa Ya, dicha facultad se reserva para los subsidios 100% en especie 
(artículo 13, Ley 2079 de 2021). De tal forma, se elimina la restricción temporal de 
transferencia que tenían las viviendas de interés social financiadas con subsidio fami-
liar de vivienda (Mi Casa YA).

C. En el caso de las casas gratis (subsidio otorgado a título 100% en especie), las 
familias podrán disponer de este activo luego de cinco años de utilización y no de diez 
años, como estaba estab- lecido en la anterior norma. (Artículo 13, Ley 2079 de 2021) 
(En el parágrafo 2° se establece la necesidad de inscripción en el Folio de Matrícula 
Inmobiliaria)

D. En el artículo 55 de la Ley 2079, el Gobierno desarrollará estrategias o acciones 
para facilitar el acceso por primera vez a vivienda para población joven, incluso hasta 
los 35 años en los pro- gramas de acceso a vivienda de interés social (VIS y no VIS).

E. Los hogares que hayan recibido subsidio de mejoramiento también podrán acceder 
a un subsi- dio para comprar vivienda nueva. (Artículo 8, Ley 2079 de 2021)

F. El artículo 18 de la Ley 2079 de 2021 establece que el subsidio familiar de vivienda 
en modalidad de arriendo se puede aplicar sobre viviendas diferentes a la de interés 
social, siempre y cuando el canon pactado no supere el 1% del precio máximo de la 
vivienda de interés social.
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A partir de la expedición de la Ley 1955 de 2019 “Por la cual se expide el Plan Nacio-
nal de Desarrollo 2018-2022. “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad” la Gestión 
Catastral entendida como las operaciones técnicas y administrativas orientadas a la 
adecuada formación, actualización, conservación y difusión de la información catastral, 
se transformó en un servicio público a cargo de los gestores catastrales habilitados 
por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi -IGAC-, los Catastros Descentralizados y 
Delegados, y excepcionalmente por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi -IGAC- en 
aquellos municipios donde esta labor no estuviese a cargo de otro Gestor.

Así mismo, esta norma facultó a la Agencia Nacional de Tierras -ANT- para que actua-
ra como Gestor Catastral, en lo que a los componentes físico y jurídico se refiere, en 
aquellas zonas donde se estén desarrollando los procesos de ordenamiento social de 
la propiedad o los asociados al desarrollo de proyectos estratégicos del orden nacional 
priorizados por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural.

Así las cosas, son los Gestores Catastrales los responsables de adelantar los procesos 
de formación, actualización y conservación catastral, labores que hasta ese momento 
estuvieron a cargo exclusivamente del Instituto Geográfico Agustín Codazzi -IGAC- , 
los Catastros Descentralizados y Delegados, y por ende no solo están facultados para 

3. ARTICULACIÓN ENTRE LAS OFICINAS
REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS Y LOS GESTEROS
CATASTRALES

G. La norma habilita al Gobierno para que destine recursos, en dinero o en especie, 
para promov- er la vivienda de interés cultural, siempre que se cumplan los requisitos 
dispuestos en el artículo 91 de la ley 388 de 1997, para ser considerada una vivienda 
de interés social.

H. Cuando se compruebe que dentro de los hogares beneficiarios del programa de 
vivienda gra- tuita, cuando una mujer haya sido víctima de violencia intrafamiliar por 
su cónyuge o compañero permanente, el victimario será excluido del beneficio. (Art. 
56, Ley 2079 de 2021, aún pendiente por reglamentar, no se hace referencia si dicha 
exclusión debe inscribirse en el folio de matrícula).
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expedir los actos administrativos necesarios para el cumplimiento de las actividades 
propias de la gestión catastral, sino además son los destinatarios de la información que 
de acuerdo con lo señalado en el artículo 65 del Estatuto Registral (Ley 1579 de 2012) 
debe remitirse a las autoridades catastrales.

Al respecto es importante reiterar que a partir de la expedición la Ley 1955 de 2019, por 
medio de la cual se aprobó el Plan Nacional de Desarrollo - PND del actual gobierno, 
en cabeza del presidente Iván Duque y en cuyos artículos 79 a 82, convirtió la Gestión 
Catastral en un servicio público, determino la estructura para su prestación, definiendo 
parámetros para su actualización, implementación y funcionamiento, dentro de lo co-
nocido como "Catastro Multipropósito", asignando a la Superintendencia de Notariado 
y Registro las funciones inspección, vigilancia y control a la Gestión Catastral.

RESOLUCIÓN  09089  DEL  29  DE  OCTUBRE   DE   2020 “POR LA CUAL SE 
ESTABLECE EL PROCEDIMIENTO DE INCORPORACIÓN Y/O ACTUALIZACIÓN 
DE IDENTIFICADORES CATASTRALES (CHIPS, REFERENCIA CATASTRAL, CÓ-
DIGO DEL SECTOR Y/O NOMENCLATURA) EN LOS FOLIOS DE MATRÍCULA 
INMOBILIARIA”

A través de  la  Resolución  09089  del  29  de  octubre  de  2020,  la  cual se encuentra 
disponible para su lectura en la Página Web de la entidad https://www.supernotariado.
gov.co, la superintendencia de Notariado y Registro, hace más ágil la actualización del 
código o cédula catastral, así como la actualización de la nomenclatura de los inmue-
bles, por medio del procedimiento masivo e individual o a solicitud de parte, de manera 
excepcional.
Por medio de este acto administrativo, los usuarios del servicio público registral, ya 
no tendrán que acudir a las Notarías para la actualización de la nomenclatura de sus      
inmuebles. En la mencionada resolución, se indica el procedimiento para solicitar ante 
la autoridad o gestor  catastral  correspondiente  la certificación   de   la  actualización   
del  código o cédula catastral y de la nomenclatura, una vez surtido este procedimiento 
la información es enviada directamente a las oficinas de registro de instrumentos públi-
cos para surtir el trámite de inscripción, acto exento de pago de derechos de registro.

CIRCULAR 694 DE 2020 “Procedimiento de ingresos contables y financieros de 
los oficios ingresados en cumplimiento de la Instrucciones Administrativas 08 y 
12 de 2020”

El propósito de esta circular fue dar alcance al cumplimiento de lo dispuesto en 
la Ley 55 de 1985, para que los procedimientos internos aprobados en la Super-
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intendencia de Notariado y Registro para la elaboración del desarrollo contable 
fueran trasparentes al momento de realizar una auditoría, razón por la cual, era 
pertinente organizar y proporcionar un medio para que los ingresos generados 
con ocasión del cumplimento de las Instrucciones Administrativas 08 y 12 de 
2020 se ajustara a los mayores valores recaudados.

Esta circular, reitera la responsabilidad de las Oficinas de Registro de Instru-
mentos Públicos y de las Direcciones Regionales, para que validen y confronten 
el recaudo, teniendo sobre la base de la información contenida en el extracto 
bancario, la cual debe ser coherente con el tiempo real de la radicación del 
documento, con el fin de revelar la acusación del hecho económico de la Super-
intendencia de Notariado y Registro.

Con lo anterior, es necesario que en la ORIP al momento de hacer la desa-
notación del documento, se validen los pagos del acto que fue radicado como 
exento, es decir, se corrobore que lo pagado como derechos de registro coin-
cida con el acto sujeto a registro.

La Circular 694 DE 2020, se encuentra disponible para su lectura en la Página 
Web de la entidad https://www.supernotariado.gov.co.
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ÁMBITO REGISTRAL

Boletín 03 - 2021

1. ALCANCE DEL DECRETO 1102  DE  2021  
FRENTE A RECURSOS DE REPOSICIÓN Y SOLICITUDES DE REVOCATORIA 
DIRECTA INTERPUESTOS EN CONTRA DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 
RELATIVOS A LOS REGISTRADORES PRINCIPALES DE INSTRUMENTOS 
PÚBLICOS

El Gobierno Nacional mediante el Decreto 1102 de 2021 delegó unas funciones en el 
Ministro de Justicia y del Derecho, en lo que corresponde a tramitar y decidir los re-
cursos de reposición y las solicitudes de revocatoria directa interpuestos contra 
los actos administrativos relativos con los nombramientos de los Registradores 
Principales de Instrumentos Públicos, en virtud de la disposición del parágrafo 1° 
del artículo 75 de la Ley 1579 de 2012.

Ahora bien, con el fin de dar claridad frente a la expedición del Decreto antes ci-
tado, la Superintendencia de Notariado y Registro a través de la Oficina Asesora 
Jurídica, solicitó concepto con oficio No. SNR2021EE077293 OAJ-1230 del 16 
de septiembre de 2021, radicado en el Ministerio de Justicia y del Derecho con el 
número MJD-EXT21-0043236.

En ese orden, el Ministerio con oficio MJD-OFI21-0034969-DJU-1500 de fecha 17 de 
septiembre de 2021, precisa el alcance del Decreto, del oficio se extrae lo siguiente 
“(…) En este orden, nos permitimos indicar que, la literalidad del Decreto 1102 de 2021 
es clara en precisar, tanto en su parte motiva como en el artículo 1º, que la delegación 
en el Ministro de Justicia y del Derecho correspondet a las funciones de  tramitar y 
decidir los recursos de   reposición ysolicitudes de revocatoria directa interpuestos en 
contra de los actos administrativos relativos a los Registradores Principales de Ins-
trumentos Públicos, es así que, ningún apartado del acto administrativo en cuestión 
señala que dicha delegación se extiende a los actos expedidos, tramitados u   otor-
gados   por   los Registradores Principales de Instrumentos Públicos, en tanto hacerlo 
desconocería las disposiciones legales y del Consejo de Estado que regulan el trámite 
de los recursos de reposición y las solicitudes de revocatoria directa.
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En conclusión, el Decreto 1102 de 2021 se encuentra en armonía con las disposicio-
nes normativas que regulan la figura de la delegación y de aquellas que desarrollan el 
trámite de los recursos de reposición y las solicitudes de revocatoria directa, así como 
también, respeta y se ciñe a lo establecido por el Consejo de Estado al respecto.”

En ese sentido,  a través  de  dicho  acto  administrativo  NO se atribuye, modifica o 
subroga la competencia que por ley corresponde a los Registradores Principales de 
Instrumentos Públicos de conocer, tramitar y decidir sobre los recursos de reposición y 
las solicitudes de revocatoria directa presentados contra los  actos  por ellos  expedi-
dos,  así  como tampoco se atribuye la condición de superior jerárquico o funcional de 
los Registradores Principales de Instrumentos Públicos con el fin de revocar los actos 
administrativos expedidos por estos.

Por último, resulta oportuno indicar que, la delegación efectuada por el señor Presiden-
te de la República al señor Ministro de Justicia y del Derecho, mediante el Decreto 1102 
de 2021, es la herramienta jurídica que le permite al titular de esta entidad de resolver 
una solicitud de revocatoria directa presentada contra el Decreto No. 283 del 24 de 
marzo de 2021, “Por el cual se efectúa el traslado de unas Registradoras Principales 
de Instrumentos Públicos” y demás recursos de reposición y revocatoria directas que 
se presenten contra los actos del Gobierno Nacional expedidos con fundamento en la 
facultad nominadora establecida en el artículo 75 de la Ley 1579 de 2012 (…)”.

Con lo anterior pretendemos que exista claridad entre los operadores Registrales y 
Registradores respecto a la delegación del Decreto 1102 de 2021, la cual no afecta las 
competencias de los registradores respecto a la expedición de actos administrativos 
que resuelven recursos en materia registral.

2. LINEAMIENTOS PARA LA INSCRIPCIÓN Y REGISTRO “DE CONTRATOS EN 
CUENTAS DE PARTICIPACION”.

Dentro de las peticiones que recibe la Superintendencia, se han recibido algunas sobre 
este tipo de contratos en los cuales los usuarios requieren que se realice dicha anota-
ción y  al respecto se observa que no existe un consenso entre las Oficinas de Registro, 
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al respecto, la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Notariado y Regis-
tro, ha señalado que para publicitar la tenencia de un bien inmueble en el marco de los 
contratos de cuentas en participación, no resulta procedente la creación de un código 
de especificación registral de “CONTRATOS DE CUENTAS EN PARTICIPACIÓN”, en 
atención a que esta clase de negocios jurídicos per se no conllevan a una alteración 
al derecho real de dominio, debido a que los supuestos llamados a registrar son los 
distintos actos adelantados en virtud del acuerdo de voluntades suscrito.

En tal sentido, la creación de los códigos no obedece a criterios de necesidad y efica-
cia, por lo tanto, el código existente de “DESTINACIÓN PROVISIONAL” perteneciente 
a la Columna 05 – Tenencia, incluye este tipo de contratos de tenencia que tienen 
injerencia sobre bienes inmuebles.

Es así,  que  deben  ser  inscritos  en  la  Columna  05  de  TENENCIA,  bajo  el  Código  
de Especificación Registral 0506 Título de Tenencia, del desarrollo urbanístico del país.

3. ARTÍCULO 39 DE LA LEY 2079 DE 2021, INCORPORACIÓN DE ÁREAS 
PÚBLICAS

En el anterior Ámbito Registral se trataron de manera general las nuevas disposiciones 
y cambios normativos que ha traído la Ley 2079 de 2021, en esta oportunidad quere-
mos llamar la atención  de  los funcionarios y usuarios  en lo que respecta al cambio 
que introdujo la mencionada Ley en la incorporación de áreas públicas, lo anterior 
obedeciendo a algunas peticiones allegadas por usuarios.

En ese sentido, el artículo 39 de la Ley 2079, eliminó el requisito que venía en el ar-
tículo 117 de la Ley 388 de 1997, el cual establecía que la escritura con la  que   se   
incorpora  el  espacio   público   resultante   de   los   procesos de  urbanización  y   
construcción   debía   otorgarse  y  registrarse   antes de la iniciación de las ventas del 
proyecto respectivo, requisito que ya no existe en la nueva norma.

Teniendo en cuenta lo anterior,  se  entendería con  que  dicha eliminación de requisi-
tos se busca más flexibilidad y por ende la eliminación de obstáculos al momento de 
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la incorporación de áreas públicas, con lo que se evita que se  tengan  que  devolver  
cesiones  ya  incorporadas  en  los  casos  en que los proyectos no se ejecutan.

Con la eliminación de estos reprocesos se procura la agilización del desarrollo de los 
proyectos constructivos en tanto la incorporación procede solo con el procedimiento 
de registro de la escritura de constitución en la Oficina de Registro de Instrumentos 
Públicos, en la cual se determinen las áreas  públicas  objeto  de  cesión y las  áreas  
privadas,  por su  localización y linderos, con base en lo aprobado en la licencia urba-
nística, situación que los operadores registrales deberán tener en cuenta al momento 
se su revisión y evitar devoluciones innecesarias.
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NOTINOTARIADO
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DERECHO REAL DE SUPERFICIE COMO FUENTE DE FINANCIACIÓN DE 
PROYECTOS INMOBILIARIOS Y SU INCIDENCIA EN EL REGISTRO. 

NOTINOTARIADO

Resumen: 

La Ley 1955 del 2019 que fija el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 “Pacto 
por Colombia. Pacto por la equidad”, contempla el derecho real accesorio de su-
perficie como una alternativa para el financiamiento de infraestructura pública o 
de costos de operación mediante el aprovechamiento urbanístico de los bienes 
públicos destinados a infraestructura de transporte, esta nueva reglamentación 
propone retos en materia registral debido a las particularidades del negocio plan-
teado, en ese sentido, pretendemos abordar el tema dando una visión general, 
pretendiendo acercar al lector a los conceptos básicos de esta figura novedosa 
para nuestra legislación, brindando herramientas para futuros espacios de discu-
sión en la aplicación de la norma desde el punto de vista registral. 

1. Reseña histórica y Derecho Comparado 

Algunos tratadistas coinciden que el Derecho real de Superficie surgió en el De-
recho Romano como concesiones que los pretores romanos otorgaban a los par-
ticulares para la construcción de vivienda en terrenos públicos1 y a su vez como 
una acción real para proteger los derechos de quienes construyen con materiales 
propios en inmuebles ajenos obedeciendo una relación jurídica preexistente. “En 
un primer momento, el objeto de este derecho recaía sobre terrenos del fisco. 
Con posterioridad, se extendió esta modalidad entre particulares” (Alberdi Imas, 
2019)2.

En nuestros tiempos y junto con la visión moderna de la propiedad, la cual ha evolucio-
nando a la busqueda de optimizar el uso social y económico de la tierra, la figura del 
derecho real de superficie, entendiendose como el resultado del acuerdo que permite a 
una de las partes la propiedad sobre edificaciones o plantaciones en terreno ajeno, ha 
encontrado un desarrollo importante en su aplicación al incluirse en el desarrollo legal 
en paises como Alemania, Austria, Bélgica, Bolivia, Canadá, Cuba, España, Francia, 
Holanda, Italia, Japón, Perú, Portugal, Suiza, Australia, Gran Bretaña, Holanda y Nue-
va Zelanda entre otros.3

1 1 Lizarralde, Santiago.  (2013). El derecho al real, desarrollo de la superficie en Colombia, Pontificia Universidad Javeriana. 
2 Alberdi, Luana. (2019) Revista Anales de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. Universidad Nacional de La Plata. UNLP. Año 16/Nº 
49-2019. Anual. Impresa ISSN 0075-7411-Electrónica ISSN 2591-6386
3 Pérez, Rómulo. Enfiteusis Urbana y Dimensión Social de la Propiedad del Suelo. XXI Jornadas de Investigación FADU-UBA 2006. Área de 
Investigaciones Urbanas y Regionales. (Mimeo). Buenos Aires, 2006 pp 3-8
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En España, el derecho real de superficie lo regulan los artículos 53 y siguientes del 
Real Decreto Legislativo 7 de 30 de octubre de 2015 y lo respectivo a su inscripción 
registral se encuentra en el artículo 16 del Reglamento Hipotecario, aprobado por De-
creto de 14 de febrero de 1947, siendo esta anotación un requisito constitutivo sin la 
cual el derecho de superficie será inexistente y sólo puede ser constituido por el pro-
pietario del suelo, sea público o privado. 

Por su parte Argentina en el año 2002 mediante Ley 25509, incorporó en su artículo 
2503 el derecho real de superficie, con las mismas particularidades del derecho espa-
ñol en lo que atañe a que es un Derecho temporal, se materializa contractualmente y 
debe registrarse, sin embargo la particularidad del caso Argentino es que esta figura 
se limita a temas netamente forestales.  

En los casos de Brasil4 y Perú5 lo conciben dentro de su normatividad civil como  dere-
cho real con inscripción registral; se adquiere mediante contrato, se eleva a escritura 
pública, puede ser oneroso o gratuito y por tiempo determinado y no discriminan la 
naturaleza del predio ya sea rural o urbano o si es de carácter público o privado. 

2. El Derecho Real de Superficie en Colombia previo a la Ley 1955 de 2019 

En Colombia no existía legislación referente al Derecho Real de Superficie, sin em-
bargo, en 2011 el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, desarrolló y presentó, 
el Proyecto de Ley de Tierras y Desarrollo Rural cuyo fin era mejorar las actividades 
agrícolas, y aquellas propias del suelo rural,  con la finalidad de “otorgar a un tercero 
o superficiario, a través de un acto administrativo o de un contrato entre particulares 
celebrado mediante escritura pública, gratuitamente o pagando una contrapresta-
ción, el uso, goce y disposición de la superficie de un determinado inmueble rural 
para destinarlo a actividades relacionadas con la agricultura, la ganadería y la pesca, 
entre otras establecidas expresamente en el Proyecto. Este contrato tendría una 
duración máxima de 30 años, que podría extenderse por un término igual, al final del 
cual lo edificado o plantado pasaría a ser del propietario inscrito del terreno.”6 

La anterior iniciativa legislativa no se vio materializada y por lo tanto no hace parte 
de nuestro ordenamiento, sin embargo, abrió la puerta a nuevas oportunidades de 
discusión para el aprovechamiento del suelo que no habían sido consideradas ante-
riormente, tema que ya ha sido desarrollado y reglamentado otros países, es de  

anotar que tal y como se tenía pensado en el mencionado proyecto el DRS7 úni-

4 Ley 10.406 de 10 de enero de 2002 – República Federativa de Brasil 
5 Decreto Legislativo 295 de 1984 - Código Civil Peruano (artículos 1030 a 1034)
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camente recaería sobre bienes rurales con el propósito de destinarlo a actividades 
agrarias, igualmente el proyecto de Ley lo planteaba como un Derecho Temporal y 
el contrato debía ser elevado a escritura pública debidamente registrado para que 
produzca efectos.

3. El derecho Real de Superficie en la Ley 1955 de 2019 

Con el fin de proporcionar nuevas fuentes de financiación en los sistemas de 
transporte, el artículo 33 de la Ley 1955 de 2019 que fija el Plan Nacional de De-
sarrollo 2018-2022 “Pacto por Colombia. Pacto por la equidad”, en el numeral oc-
tavo establece al DRS como una de las formas de financiamiento aprovechando 
el suelo aledaño a la infraestructura de transporte; constituyéndose un Derecho 
Real accesorio, de origen contractual, enajenable y oneroso que se celebra entre 
un Superficiante (Entidad Pública) propietaria de un bien inmueble fiscal o de uso 
público destinado a la infraestructura de transporte y un superficiario, a quien se 
le otorga el derecho, dicho acuerdo debe ser elevado a escritura pública y debi-
damente registrado en el folio de matrícula del inmueble. 

La norma mencionada establece textualmente: 

“Artículo 33.

Otras Fuentes de Financiación para los Sistemas de Transporte. Con el objeto 
de contribuir a la sostenibilidad de los sistemas de transporte, a la calidad del 
servicio y de su infraestructura, incrementar la seguridad ciudadana, la aten-
ción y protección al usuario, al mejoramiento continuo del sistema y contar 
con mecanismos de gestión de la demanda, las entidades territoriales podrán 
establecer recursos complementarios a los ingresos por recaudo de la tarifa 
al usuario, que podrán ser canalizados a través de fondos de estabilización y 
subvención. Las fuentes podrán ser las siguientes:

8. Derecho real accesorio de superficie en infraestructura de transporte. Una 
entidad pública denominada superficiante, titular absoluta de un bien inmue-
ble fiscal o de uso público destinado a la infraestructura de Transporte con-
forme a lo establecido en el artículo 4° de la Ley 1682 de 2013, podrá otorgar 
el derecho real de superficie de origen contractual, enajenable y oneroso, 
a un tercero denominado superficiario, por un plazo máximo de treinta (30) 
años, prorrogables hasta máximo veinte (20) años adicionales. El superficia-
rio tendrá la facultad, conforme a la normatividad de ordenamiento territorial 



R
EVISTA IN

FO
LIO

S 2022

230

del lugar donde se ubique el bien inmueble y las disposiciones urbanísticas 
vigentes, de realizar y explotar por su exclusiva cuenta y riesgo, construccio-
nes o edificaciones en áreas libres aprovechables con todos los atributos de 
uso, goce y disposición de las mismas, a fin de que tales desarrollos puedan 
soportar gravámenes y limitaciones al dominio, sin afectar el uso público, la 
prestación del servicio de transporte, ni restringir la propiedad del inmueble 
base del Superficiante.

El derecho real de superficie se constituye mediante contratos elevados a 
escritura pública suscritos entre el titular del inmueble base y los terceros que 
serán superficiarios, los cuales contendrán la delimitación del área aprovecha-
ble, el plazo de otorgamiento del derecho, las condiciones de reversión de las 
construcciones, las causales de terminación del contrato, las obligaciones de 
las partes y la retribución que corresponde al Superficiante, debiendo además 
inscribirse ante la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos en el folio de 
matrícula inmobiliaria del predio sobre el cual se confiere el derecho real de 
superficie, en el que deberá realizarse una anotación de este como derecho 
accesorio, identificándose el área conferida al superficiario y los linderos de la 
misma y las construcciones, además deberán registrarse los actos jurídicos 
que se efectúen en relación con el derecho real de superficie.   

La cancelación de la constitución de este derecho real accesorio de superficie 
procederá mediante escritura pública suscrita por las partes constituyentes, 
que será objeto de registro en el folio de matrícula inmobiliaria correspondien-
te y ante la Oficina de Registro competente.   

Para otorgar el derecho real de superficie el Superficiante deberá contar con 
un estudio técnico, financiero y jurídico, que valide y determine las condi-
ciones y beneficios financieros y económicos que se generan a partir de su 
implementación y para la selección del superficiario el Superficiante deberá 
sujetarse a las reglas propias de contratación que le apliquen a la entidad 
pública que actúe en tal calidad. (…)”

Particularidades: 

Derecho real accesorio.  
Bien fiscal o de uso público destinando a la infraestructura de transporte.  
30 años, prorrogables por una sola vez.  
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Oneroso  
El superficiario puede gravar y limitar sin que requiera autorización del 
titular del dominio.

Tal como lo establece la doctrina y la normatividad vigente el Derecho real accesorio 
de superficie, busca el mayor aprovechamiento y explotación del suelo destinado a 
la infraestructura del transporte.  

La creación de esta figura conlleva a establecer diversos interrogantes y compro-
misos a fin de que se cumplan las políticas sociales establecidas por el Gobierno 
Nacional en pro del desarrollo económico del país; en primer lugar el DRS cuenta 
con dos partes, en primera medida, el Superficiante, quien será una Entidad pública 
propietaria de un bien inmueble, fiscal o de uso público destinado a la infraestructura 
de transporte; en segundo lugar, el Superficiario es a quien se le otorga el Derecho 
Real Accesorio de superficie.  

Tal como se pudo describir anteriormente, el Superficiante podrá hacer uso de diver-
sas disposiciones, las cuales estaban facultadas exclusivamente al titular del domi-
nio, como caso particular, el Superficiante podrá gravar y limitar la propiedad, sin que 
esto excluya la titularidad que ostenta el Superficiante.  

Conforme a lo establecido en el artículo 4° de la Ley 1682 de 2013 el bien sobre el 
cual se confiere el DRS debe ser un bien público destinado a la infraestructura de 
Transporte y de propiedad de la entidad que a la postre será el Superficiante.  

El DRS es temporal, el cual inicialmente podrá pactarse por 30 años prorrogable por 
otros 20, por lo tanto, el plazo máximo de cesión no podrá sobrepasar los 50 años.  

Atendiendo la naturaleza de esta figura, deberá ser onerosa, destaca que el super-
ficiario tendrá la posibilidad de realizar y explotar construcciones o edificaciones en 
áreas libres aprovechables con todos los atributos de uso, goce y disposición, estos 
inmuebles pueden soportar gravámenes y limitaciones al dominio y no pueden afec-
tar el uso público, la prestación del servicio de transporte, ni restringir la propiedad 
del inmueble base del Superficiante.

Al inscribir esta figura por medio de un instrumento público8 la figura del DRS requiere 
ciertas solemnidades, razón por la cual deberá otorgarse y autorizarse bajo escritura 
pública para su perfeccionamiento, lo cual implica la debida creación de los códigos 

8 GONZALO GONZALEZ GALVIS. Diccionario Notarial – Instrumento Público – El origen de la palabra instrumento lo encontramos en el 
verbo latín intruere, que significa instruir o informar y, por lo tanto, tiene un valor equivalente a documento, siendo este género y aquel la especie. 
Según otros autores, proviene de la acepción instrumentu, que significa escritura, papel, o documento con que se justifica o prueba una cosa. 
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registrales por parte de la Superintendencia de Notariado y Registro, tales como; 
constitución, transmisión y cancelación, necesarios para inscribir gravámenes, limi-
taciones y medidas cautelares para esta figura.

Igualmente al ser un documento sometido a registro, deberá causar los corres-
pondientes pagos de impuesto, según lo determine la normatividad, y el debido 
pago de derechos de registro, conforme la resolución de tarifas vigente para ese 
momento, estableciendo a su vez, si es objeto de actuaciones registrales exentas 
para el posterior registro.  

Por otro lado, y tal como se pudo indicar el DRS debe inscribirse en el folio respec-
tivo donde se encuentre como titular las Entidades públicas, creando un sub folio al 
Superficiante, donde se deberá delimitar el área aprovechable e identificación del 
área conferida al superficiario (diferente de la aprovechada por el propietario del 
inmueble base); también debe establecerse el plazo de otorgamiento.  

Entre otros aspectos deberá tenerse en cuenta el licenciamiento requerido para futuras 
edificaciones o construcciones que deban realizarse por parte de del superficiario, en 
aras de que cumpla con los requisitos técnicos y estructurales que la lay exige para su 
ejecución. 

Si bien es cierto, el desarrollo de esta figura jurídica busca contribuir con la sosteni-
bilidad de los sistemas de transporte, así como el mejoramiento y aprovechamiento 
del uso del suelo, también es cierto que se deben establecer todas las variables que 
jurídicamente se puedan presentar, a fin de que en materia registral se cuenten con los 
debidos conceptos técnicos y jurídicos para su implementación. 

La Superintendencia de Notariado y Registro, así como la Asociación del Colegio 
de Registradores de Instrumentos Públicos, vienen adelantado mesas de trabajo, 
en procura de unificar conceptos y establecer la viabilidad jurídico-registral del DRS 
en procura de contribuir a la implementación de esta figura en el País, generando 
las herramientas necesarias para la optimización en los sistemas misionales de la 
Entidad.  
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DE LOS ACUERDOS DE APOYO Y LAS DIRECTIVAS ANTICIPADAS

NOTINOTARIADO

El  concepto de discapacidad ha evolucionado  a  través  del  tiempo, lo queobliga   alas  
instituciones a generaruna respuesta social antelas circunstancias actuales, de forma 
tal que se garantice en todo momento el pleno ejercicio y goce de la personalidad  jurí-
dica  de  personas a quienes, históricamente, se les ha limitado.

La  ley  1996  de  2019  propende  por  la  no  discriminación  garantizando el recono-
cimiento  a  la  libre  determinación  de  las  personas en  situación  de discapacidad, el  
trato  igualitario  ante la ley,  la  dignidad  humana y la autonomía individual.

La  ley reconoce la facultad de las  personas en situación de discapacidad para  tomar  
sus propias decisiones,  expresar su voluntad y preferencias, obligarse y cumplir con 
sus obligaciones de manera autónomaohaciendo uso de los apoyos que ofrece la ley 
en caso de que así lo prefieran. De igual manera, impone a las diferentes  autoridades  
la  adopción  de  ajustes razonables que permitan entender la voluntad de  quienes  
adoptan  dichas decisiones.

Así las cosas, la Ley presumela capacidad legal de todas las personas sin discrimina-
ciónalguna, y dispone quela existencia de una discapacidad no puede ser motivo  de  
restricción para el ejercicio de los derechos de una persona.

En consecuencia, la Ley 1996 de 2019 establece una serie de herramientas que  tienen  
como objetivo coadyuvara que la persona con discapacidad disfrute de una verdadera  
inclusión social, dentro de las cuales se encuentran los acuerdos de designación de  
apoyos y las directivas anticipadas, las cuales se pueden realizar anteun conciliador 
perteneciente a un centro de conciliación habilitado por el Ministerio de Justicia y del 
Derecho, o ante Notario mediante escritura pública, mostrando una vez más que estas  
herramientas se ponen a disposición de las personas con discapacidad para que sean 
usadas cuando ellas así lo deseen. 

Si bien las medidas adoptadas por la Ley representan un avance importante en el re-
conocimiento de los derechos de las personas con discapacidad, en materia notarial  
plantea  desafíostales  como  la  falta  de  insumos  con  que cuentan los notarios  para  
la realización de acuerdos  de  apoyo o la declaración de directivas anticipadas, e in-
cluso  para la  preparación  de  los acuerdos necesarios para la correcta prestación del 
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servicio público notarial, por  lo  que  para  su  implementación  se  deben  identificar  y 
eliminar  las barreras que históricamente han llevado a la discriminación de las perso-
nas con discapacidad.

1. Acuerdos de apoyo para la celebración de actos jurídicos

2. Directivas Anticipadas.

1.1.¿Qué son?

Son un mecanismo de apoyo formal por el cual una persona (mayor de edad) 
formaliza la designación de quienes le asistirán en la toma de decisiones en 
la realización de actos jurídicos, esto es, toda manifestación de la voluntad y 
preferencias de una persona encaminada a producir efectos jurídicos.

1.2.¿Cómo se realizan?

Se pueden  realizarpor  escritura  pública  ante  notario,  suscrita  tanto  por  
el titular del acto jurídico como por quienes actúan como apoyo. O bien por 
medio de audiencia de conciliación en derecho ante conciliadores adscritosa  
los  centros  de  conciliaciónautorizados  por  el  Ministerio  de Justicia y del 
Derecho.

1.3.Importancia

El  acuerdo  de  apoyos  es  un  requisito  de  validez  de  los  actos  jurídicos 
realizados  por  el  titular,  de  tal  manera  que  una  persona  que  cuente  con 
apoyos  vigentes  debe  utilizarlos  so  pena  de  que  los  actos  realizados 
adolezcan de nulidad relativa.

1.1.¿Qué son?

Son una herramienta por medio de la cual una persona, mayor de edad puede 
definir con antelación su voluntad y preferencias respecto a decisiones que 
pueden versar sobre asuntos de salud, financieros o personales, entre otros 
actos encaminados a tener efectos jurídicos.
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2.2.¿Cómo se realizan?

Se pueden realizar por escritura pública ante notario, suscrita por el titular del 
acto jurídicoy, en caso de contar con apoyos,por quienes ostentan tal calidad.

También puede llevarse a cabo a travésde audiencia de conciliación en de-
recho ante conciliadores adscritos a los centros de conciliación autorizados 
por el Ministerio de Justicia y del Derecho.

2.3.Importancia

Las directivas anticipadas son de obligatorio cumplimiento para las personas 
designadas y para terceros respecto de las obligaciones de no hacer.

La formalización de una directiva no quiere decir que el titular no pueda 
actuar libre y voluntariamente posterior a su constitución. No obstante si 
ha dejado expresiones de voluntad perenne, el acto podría ser declarado 
nulo. Una  expresión de voluntad perenne es la expresión de la voluntad de 
invalidar anticipadamente todos los actos que contradigan lo dispuesto en la 
directiva.

Para la formalización de acuerdos de apoyo así como de directivas anticipa-
das, debe observarse el procedimiento establecido en la Ley 1996 de 2019, 
así como en el capítulo 5 del Título 4 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1069 
de 2015, Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho, adicionado 
por el artículo 1 del Decreto 1429 de 2020, que precisa los siguientes elemen-
tos.actuar libre y voluntariamente posterior a su constitución. No obstante si 
ha dejado expresiones de voluntad perenne, el acto podría ser declarado nulo. 
Una expresión de voluntad perenne es la expresión de la voluntad de invalidar 
anticipadamente todos los actos que contradigan lo dispuesto en la directiva.

3.1.La solicitud:

La solicitud puede ser presentada por el titular del acto ante la notaría o por 
quien fungirá como apoyo. Dicha solicitud puede radicarse a través de los me-
dios tecnológicos existentes o de forma presencial, y debe contener:

3. Procedimiento notarial.
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Información sobre la existencia de acuerdos de apoyo o directivas antici-
padas vigentes

La indicación respecto de las actuaciones y actos para los que se precisa 
la formalización de los apoyos o las directivas anticipadas.

Datos de las personas que serán designadas apoyos.

La forma de comunicación preferida del titular del acto.

Si se requiere atención domiciliaria o algún mecanismo tecnológico 

Asimismo,  si  el  interesado  lo  desea,  puede  adicionar  un  informe  de 
valoración de apoyos, el cual no es obligatorio.

3.2.La citación y la entrevista

Con  la  información  completa,  el  notario  debe  citar  al  titular  del  acto  y  
a quienes se haya indicado, estableciendo la fecha y hora de la diligencia.
El notario, con anterioridad al otorgamiento de la Escritura Pública, deberá 
entrevistarse  por  separado  con  el  titular  del  acto  jurídico,  indagándole  
de forma tal que pueda dilucidar la inequívoca voluntad para formalizar el 
apoyo o fijar las directivas anticipadas.

3.3.Contenido de la escritura pública, lectura, otorgamiento y autorización

El instrumento público a otorgarse y autorizarse por el notario debe indicar 
las circunstancias de lugar y fecha en que se llevó a cabo la entrevista previa 
yel resultado. Asimismo, deberán consignarse allí el acto o actos jurídicos 
para los que se formaliza el apoyo o las directivas anticipadas. De igual for-
ma, se delimitarán las funciones del apoyo y se observarán las obligaciones 
que derivan de la designación.

3.3.1.Aspectoscomunes   de   los   acuerdos   de   apoyo   y   las directivas 
anticipadas.

El instrumento deberá ser puesto en conocimiento de los otorgantes mediante 
la lectura o mediante mecanismos o ajustes razonables que permitan al  titular 
del acto acceder, conocer y consentir al contenido del mismo, tras lo cual, de 
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estar de acuerdo, la escritura pública será otorgada por los comparecientes en 
señal de aceptación, y autorizada por parte del Notario.

Una  vez  autorizada  la  escritura  pública  y  dentro  de  los  ocho  (8)  días 
siguientes,  deberá  ser  incorporada  para  publicidad  en  el  Sistema  de 
Información  de  la  Conciliación,  el  Arbitraje  y  la  Amigable  Composición 
(SICAAC).

3.3.2.Aspectos a considerar en los acuerdos de apoyo

Quienes sean designados como apoyos no podrán estar incursos en alguna 
de las causales de inhabilidad previstas en el artículo 45 de la Ley 1996 de 
2019, circunstancia que deberá constar en la escritura.

También deberá consignarse el término de duración del apoyo, el cual, no 
puede exceder de los 5 años.

3.3.3.Aspectos a considerar en las directivas anticipadas

Se  debe  precisar  si  el  acto  se  realiza  con  personas  de  apoyo,  caso  en  
el cual deberán identificarse y deberá dejarse constancia de haberse discutido 
con el titular del acto jurídico sus consecuencias o implicaciones.

La declaración respecto de las  directivas puede constar en cualquier soporte, 
pero de la existencia de dicho soporte se deberá dejar constancia escrita por 
escritura pública. Así mismo, se debe dejar la constancia  de  haber   discutido 
las consecuencias de esta decisión. 

Este documento debe contenerla manifestación de voluntad de la persona 
titular del acto jurídico en la que señale las decisiones anticipadas que busca 
formalizar y su firma.

3.4.Revocación, modificación o sustitución

Las directivas anticipadas y los acuerdos de apoyo pueden ser revocados, 
modificados  o  sustituidos en  cualquier momento  por  el titular,  utilizando  el 
mismo mecanismo que usó para formalizarlas.
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Cuando se solemnice la modificación, sustitución o revocación de las directivas 
anticipadaso de algún acuerdo de apoyoante Notario, se debe emitir una  nota 
de referencia para estampar en la matriz de la escritura pública primigenia y 
la incorporación del acto en el Sistema de Información de la Conciliación, el 
Arbitraje y la  Amigable Composición (SICAAC), administrado por el Ministerio 
de Justicia y del Derecho, en los mismos términos que para la modificación o 
terminación de los apoyos.

3.4.1.Elementos a tener en cuenta en el caso de los acuerdos de apoyo

Estos acuerdos se pueden dar por terminados de forma unilateral en cualquier  
momento por el titular del acto, así como por la muerte de la persona  titular  
del acto jurídico o de la persona de apoyo, y pueden ser modificados de mutuo 
acuerdo entre las partes en cualquier momento.Asimismo, el titular del acto 
jurídico y la persona de apoyo podrán modificar el acuerdo de apoyos, por 
consenso, mediante escritura pública o acta de conciliación, para cuyo efecto 
se agotará el mismo trámite establecido para su formalización.

En caso de terminación por parte del titular del acto, el Notario debe comunicar 
a la persona de apoyo, a la dirección registrada en el acuerdo la decisión del ti-
tular del acto de darlo por terminado. La persona designada como apoyo debe 
comunicar al titulardel acto jurídico todas aquellas circunstancias que  puedan  
dar lugar a la modificación o terminación del apoyo, o que le impidan cumplir 
con sus funciones. Por lo tanto, si la terminación proviene de la  persona de 
apoyo, le corresponde notificar su decisión altitular del acto jurídico, consig-
nando las circunstancias que fundamentan su determinación. Si la escritura 
pública de terminación se otorga en una Notaría diferente a la que conserva 
el original de la escritura de formalización del acuerdo de apoyos, el Notario 
que la autorizó expedirá un certificado con destino a la Notaría de origen para 
que consigne en el original la nota transversal que exprese su terminación.3.5 

3.5 Derechos Notariales

Genera los derechos notariales aplicables a los actos sin cuantía.
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1. ¿EN QUÉ QUEDÓ LA REFORMA A LA LEY DISCIPLINARIA? 

NOTINOTARIADO

Con base en el informe de conciliación a los proyectos de ley 423/21 (Senado) y 595/21 
(Cámara), publicado en la Gaceta del Congreso N° 677 el pasado 17 de junio, y en 
atención a la urgencia de que entren a regir impidiendo la entrada en vigencia de la 
Ley 1952 de 2019, podemos afirmar que al hacerse público este artículo, el presidente 
de la República ya habrá sancionado la ley reformatoria del régimen disciplinario de 
los servidores públicos y de los particulares habilitados para el ejercicio de funciones 
públicas (incluidos los notarios). 

La pregunta que se hacen los destinatarios de la cacareada reforma, bien sea como 
investigados o como investigadores es, obviamente, qué va a cambiar. La respuesta a 
ese interrogante es sencilla: Por ahora, casi nada. 

Ciertamente, salvo la atribución a la Procuraduría General de la Nación de funcio-
nes jurisdiccionales para la vigilancia superior de la conducta oficial de quienes 
desempeñan funciones públicas, inclusive los de elección popular, que entra a regir 
inmediatamente, lo que hace esta nueva ley es posponer una vez más la vigencia o 
hacer nugatorios los grandes temas que caracterizaron la Ley 1952 de 2019. 

Como ya lo habíamos explicado en un artículo anterior, la Ley 1952 del 28 de enero de 
2019 (cuyo génesis se remonta al año 2014), que debía entrar a regir en sus aspectos 
sustantivos el 28 de julio del mismo año y en los procedimentales el 28 de julio de 2020, 
luego del aplazamiento que de su vigencia hizo el artículo 140 de la Ley 1955 de 2019, 
debería entrar a regir el 1° de julio de 2021. Sin embargo, el artículo 73 de la nueva 
norma, modificatorio del artículo 265 de la Ley 1952, dispuso que “Las disposiciones 
previstas en la presente ley, y las contenidas en la Ley 1952 de 2019, que no son objeto 
de reforma, entrarán a regir nueve (9) meses después de su promulgación”, de modo 
que tendremos que esperar hasta finales de marzo de 2022 para empezar a aplicar lo 
que quedó del Código General Disciplinario. Mientras tanto, “conservará su vigencia 
plena la Ley 734 de 2002, con sus reformas”. 

Sin embargo, una novedad tan esperadas por los investigados (y un buen número de 
investigadores), como la eliminación del concepto de caducidad de la acción discipli-

Manuel Dagoberto Caro Rojas
Asesor del despacho de la Superintendente 
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naria y el retorno del original concepto de prescripción de la acción (artículo 33 de la 
Ley 1952), definitivamente no entrará a regir, pues si bien en el Parágrafo segundo del 
artículo 73 de la nueva norma se dispuso que “El artículo 7 de la presente ley entrará 
a regir treinta meses (30) después de su promulgación” en el mismo parágrafo se 
preceptúa a continuación que “Mientras tanto, mantendrá su vigencia el artículo 30 de 
la ley 734 de 2002, modificado por el artículo 132 de la ley 1474 de 2011”. No puede 
olvidarse que lo que hizo el mencionado artículo 7° fue reiterar la distinción que entre 
caducidad y prescripción introdujo el referido artículo 132 de la Ley 1474. 

En otras palabras, en lugar de diferir la aplicación del artículo 33 de la Ley 1952, lo que 
se hizo fue posponer para diciembre de 2023 la vigencia de la norma que revivió la 
creativa figura que se le introdujo al derecho disciplinario con el artículo 132 de la Ley 
1474 de 2011, cuando estaba a pocos días de desaparecer, si el 1° de julio de éste año 
entraba a regir la Ley 1952. Sin embargo, dicho aplazamiento no va a permitir que tran-
sitoriamente vuelva a aplicarse la regla original del artículo 30 de la Ley 734 de 2002, 
que retomó el legislador en 2019, pues, tal como quedó dicho, al mantener vigentes 
sus reformas, mientras tanto se seguirá aplicando la regla de 2011. 

De otra parte, los términos de la fase instructiva volverán a ser los originales de la Ley 
734, es decir, 6 meses de indagación preliminar y 6 meses (con posibilidad de prórroga 
por la mitad) de la investigación (artículos 34 y 36, reformatorios de los artículos 208 y 
213 de la Ley 1952). 

Respecto de la oralidad que artículo 222 de la Ley 1952 establecía como regla para la 
fase de juzgamiento, esta queda reducida a la mera posibilidad de que el investigador 
decida optar por la aplicación de un procedimiento verbal, siempre que se configure 
alguna de las cuatro causales que lo habilitan. Ciertamente, tras enunciarlas (reprodu-
ciendo el artículo 175 de la Ley 734, salvo la causal referida a la suficiente ilustración 
del investigador -el famoso “en todo caso…”-) el legislador de 2021 introdujo la siguien-
te regla, evidentemente discutible merced al amplio margen de discrecionalidad que 
significa: “Artículo 40. Parágrafo. En cualquiera de los eventos anteriores, el funciona-
rio adelantará el proceso verbal, salvo que, por la complejidad del asunto, el número de 
disciplinables, el número de cargos formulados en el pliego, o la carencia de recursos 
humanos, físicos o dotacionales de la dependencia que debe cumplir la función de juz-
gamiento, dificulte el logro de los principios de celeridad, eficacia y economía procesal 
en el desarrollo de la actuación disciplinaria. En estos casos, el funcionario deberá 
motivar su decisión.” 
 
Obviamente hay muchos temas más que fueron objeto de regulación como lo relativo 
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a la potestad jurisdiccional disciplinaria de las Comisiones Nacional y Seccionales de 
Disciplina Judicial, la introducción de la figura de la doble conformidad en los procesos 
disciplinarios, el desarrollo de las facultades de policía judicial de que goza la Procura-
duría y otros muchos que escapan al propósito y exceden el espacio concedido para 
este artículo. 

Hay en la nueva ley, sin embargo, un tema novedoso en nuestro ordenamiento, que es 
producto del fallo de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, a cuyas exigen-
cias se pretende acomodar el régimen disciplinario: La necesidad de distinguir dentro 
de proceso, los roles de quienes adelantan la fase instructiva (indagación, apertura, 
auto de cierre y formulación de cargos) y quienes llevan a cabo el juzgamiento (deci-
sión sobre pruebas de descargos, práctica de pruebas, traslado para alegar de conclu-
sión y fallo).  

Esta preceptiva, cuya consecuencia práctica es que sea uno quien instruya y otro quien 
juzgue, inmersa dentro de la nueva regulación del principio de debido proceso, en tanto 
que implica la adecuación interna de todas las autoridades investidas de potestad dis-
ciplinaria, amerita el plazo de nueve meses que se le ha dado al grueso de la ley para 
entrar a regir, pero en nuestra opinión, podría llevarse a la práctica desde antes, si la 
estructura de las entidades y el reparto de las competencias de sus dependencias lo 
permiten. 

Igual podría ocurrir con las garantías que en materia probatoria contiene la Ley 1952, 
cuyas disposiciones en este tema particular no fueron alteradas en lo esencial.

2. LA IMPORTANCIA DEL PROTOCOLO Y SU CONFORMACIÓN
SUPERINTENDENCIA DELEGADA PARA EL NOTARIADO
Grupo de Inspección

¿Sabías qué?

¿En el decreto ley 960 del 1960 del estatuto notarial se define la importancia del 
protocolo y la manera en que debe conformarse los tomos?

¡Veamos!

En el Decreto Ley 960 de 1970 en los artículos 107 y 108 Establece que, la con-
formación del libro del protocolo es el archivo fundamental del notario y se forma 
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con todas las escrituras que se otorgan ante él y con las actuaciones y documentos 
que se insertan en el mismo; ahora bien, a partir de dicho acápite establece que las 
escrituras estarán ubicadas en el orden numérico sucesivo que les corresponda y 
se enumerarán las hojas que se compongan y las de los documentos agregados.

Teniendo en cuenta la incumbencia de los notarios la custodia con la mayor vigilancia, 
según en términos de la ley, se determinó que para que el protocolo tenga una mayor 
seguridad y conservación es necesario que los tomos:

Es importante aclarar, que la firma de la nota de clausura es determinante en el 
sentido de que si es el notario titular quien autorizó las escrituras conformadas por 
el tomo se denominará notas de clausura y si es un notario diferente a la firma de 
las escrituras autorizadas será una constancia que dé cuenta del número de escri-
turas y folios que integran el tomo.

BIENVENIDA Y CAPACITACIÓN A NUEVOS NOTARIOS

En virtud de la función de orientación que la Superintendencia de Notariado y Registro 
ejerce sobre el servicio público notarial que prestan los notarios, esta Delegada contó 
con la asistencia aproximada 22 personas a la Inducción de “Trámites Administrativos 
para Notarios Nuevos en el Ejercicio de la Función Pública Notarial” que se llevó a 
cabo el día 23 de junio del 2021 a través del aplicativo Teams.  

En la mencionada inducción la Superintendencia Delegada para el Notariado en 
compañía de sus dos Direcciones, trataron temas relacionados con la funciones de 
orientación, vigilancia y control que esta entidad ejerce sobre los notarios de país, y 
algunos trámites administrativos relacionados con el funcionamiento de los despa-

1. Estén cosidos y encuadernados. 

2. Tendrá vigencia desde el primero de enero hasta el treinta y uno de diciem-
bre de cada año y constará del número de tomos que sea necesario formar 
procurando no exceda de mil el número de hojas en cada tomo. 

3. Foliatura: Numeración de las hojas que las compongan y la de los docu-
mentos agregados 

4. Notas de Clausura: Al final de cada tomo el notario pondrá la correspon-
diente nota de clausura con su firma entera y la fecha. 
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chos notariales, como la autenticación biométrica, actualización del RUT, inscripción 
de firma ante cancillería, sellos, firmas, permiso, licencias, horarios, suspensiones, 
autorización de local, sábados de turno, prestación del servicio en centros peni-
tenciarios y carcelarios, y por supuesto, nuestro nuevo proyecto de innovación, la 
digitalización notarial.  

Continuaremos brindando espacios de inducción a los notarios que ingresen al ejer-
cicio de la función pública notarial, y ofreciendo nuestro acompañamiento en cada 
uno de los trámites administrativos que deben surtir para garantizar una correcta 
prestación del servicio a los usuarios y ciudadanía en general.
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1. LAS NULIDADES PROCESALES Y EL RIESGO DEL “EXCESO RITUAL MANI-
FIESTO”

NOTINOTARIADO

Manuel Dagoberto Caro Rojas
Asesor del despacho de la Superintendente 

La  institución  de  las  nulidades  procesalespone de manifiesto el afán del legislador 
por amparar derechos fundamentales como el debido proceso y, especialmente, el    
principio    rector    del ordenamiento jurídico–político, en virtud del cual se pregona 
la idea de Estado de Derecho1. 

Ciertamente, partiendo de la concepción de que en  un  Estado de Derecho el  ejer-
cicio de  toda autoridad pública se debe someter al imperio de la legalidad, contexto 
dentro del cual se enmarcan las  atribuciones de las autoridades, claramente delimi-
tadas  por los  conceptos de omisión  y extralimitación,  es consecuente con ello  el  
efecto  invalidante  que  el  legislador le asigna al ejercicio de las potestades públi-
cas, en contravía de las normas que las rigen. 

Así las cosas, es menester dejar sentado, desde ya, que la regla general que inspira 
el ejercicio de todas las atribuciones de las autoridades públicas, y en el caso que 
nos ocupa, de quienes están investidos de autoridad disciplinaria, es el sometimiento 
estricto a las normas de competencia y procedimiento, de manera que su actividad 
es reglada. La excepción, son aquellos eventuales casos en que el legislador   permi-
tealgún margen de discrecionalidad para el ejercicio de las atribuciones propias de la 
función, sin que dicha discrecionalidad se pueda confundir con la arbitrariedad, que 
podría significar un entendimiento absoluto del término discrecionalidad.

Conviene recordar que el propio legislador dispuso que “[e]n la medida en que el con-
tenido de una  decisión de carácter  general o particular sea discrecional, debe ser 
adecuada a los fines de lanorma que la autoriza, y proporcional a los hechos que le 
sirven de causa”2.

El  respeto  de  la  dignidad  humana,  en  que  se funda   la   organización   política,   
tal   como se enuncia  en  el  artículo 1° de  la  Carta,  acarrea, entre  otras consecuen-
cias, la presunción de inocenciay, comoquiera que al ejercer la atribución  punitiva  del  

1 Aunque la Constitución Política utiliza en su artículo 1° la fórmula “Estado social de derecho”, el concepto de “lo social” lo dejamos de  lado  
deliberadamente,  pues  interesa  destacar  la  idea  de sujeción  al  orden  jurídico,  que  determina  el  ejercicio  del  poder público, antes que 
el propósito altruista que con este se persigue.
2 Artículo 44 de la Ley 1437 de 2011
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Estado,  en cualquiera de sus modalidades3, eventualmente se podría derruir dicha 
presunción, el legislador ha querido amparar  al  ciudadano  del  riesgo  que  supondría 
un  uso  indebido  de la  atribución  sancionadora, aún   antes   de   que   la   respectiva   
actuación culmine.  Para  ello  ha  diseñado  la  institución  de las nulidades procesales.

Sin  embargo,  lo  anterior  no  significa  que  el investigador  deba  decretar  la  nulidad  
cada  vez que se lo propongan el investigado o su defensor, o cuando oficiosamente 
advierta que incurrió en alguna irregularidad.

Es menester destacar que la nulidad es un remedio procesal extremo y que, en 
consecuencia, en aras de preservar el principio de eficacia  que  rige  en  todas  
las actuaciones administrativas4, se debe evitar su decreto teniendo en cuenta la 
posibilidad de ponderar las circunstancias, atribución que se deriva  hoy de los 
principios consagrados en el Código de Procedimiento Penal, orientadores de la 
declaratoria de la nulidad y su convalidación, expresamente  autorizados en el  
parágrafo  del artículo 143 de la Ley 734 de 2002 y, a partir de marzo de 2022,  de  
la  aplicación directa de los artículos 202 y 203 de  la Ley 1952 de 2019. Dichos 
principios, consagrados enel artículo 310 de la Ley 600 de 2000, llevan  a conside-
rar que no toda irregularidad, pese a estar debidamente demostrada, acarreará la 
nulidad de la actuación.

Ellos son:

1.No  se  declarará  la  invalidez  de  un  acto cuando  cumpla  la  finalidad  
para  la  cual estaba  destinado,  siempre  que  no  se viole el derecho a la 
defensa. 

2.Quien alegue la nulidad debe demostrar que   la   irregularidad   sustan-
cial   afecta garantías  de  los  sujetos  procesales  o desconoce  las  bases  

3 En Sentencia C-982 de 2002, con ponencia del Magistrado Alvaro Tafur Gálviz, la Corte Constitucional, recordando un planteamiento del Pro-
fesor Manuel Gaona Cruz, sostuvo: “De tiempo atrás esta Corporación,  siguiendo  los  criterios  que  ya  había  enunciado  la Corte  Suprema  
de  Justicia,  cuando   ejercía  la  guarda  de  la Constitución, ha señalado que el derecho sancionador del Estado Sin  embargo,  lo  anterior  no  
significa  que  el investigador  deba  decretar  la  nulidad  cada  vez que se lo propongan el investigado o su defensor, o cuando oficiosamente 
advierta que incurrió en alguna irregularidad.Es  menester  destacar  que  la  nulidad  es  un remedio procesal extremo y que, en consecuencia,  
en  aras  de  preservar  el  principio de  eficacia  que  rige  en  todas  las  actuaciones administrativas4,   se   debe   evitar   su   decreto teniendo 
en cuenta la posibilidad de ponderar las circunstancias,  atribución  que  se  deriva  hoy  de los   principios   consagrados   en   el   Código   de 
Procedimiento    Penal,    orientadores    de    la declaratoria  de  la  nulidad  y  su  convalidación, expresamente  autorizados  en  el  parágrafo  
del artículo 143 de la Ley 734 de 2002 y, a partir de marzo  de  2022,  de  la  aplicación  directa  de  los artículos  202  y  203  de  la  Ley  1952  
de  2019. Dichos principios, consagrados enel artículo 310 de  la  Ley  600  de  2000,  llevan  a  considerar  que no toda irregularidad, pese a 
estar debidamente demostrada, acarreará la nulidad de la actuación. es una  disciplina compleja pues recubre, como género,  al menos cinco  
especies,  a  saber:  el  derecho  penal  delictivo,  el  derecho contravencional, el derecho disciplinario, el derecho correccional y el derecho de 
punición por indignidad política o impeachment.
4 Artículo 3 de la Ley 1437 de 2011, norma a cuya remisión autoriza el artículo 21 de la Ley 734 de 2002.
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fundamentales  de la instrucción y el juzgamiento. 

3.No  puede  invocar  la  nulidad  el  sujeto procesal  que  haya  coadyuvado  
con  su conducta a la ejecución del acto irregular, salvo que se trate de la 
falta de defensa técnica. 

4.Los actos irregulares pueden convalidarse  por  el  consentimiento  del 
perjudicado,  siempre  que  se  observen las garantías constitucionales. 
5.Solo puede decretarse cuando no exista oro  medio  procesal  para  sub-
sanar  la irregularidad sustancial.

Precisamente,  a  propósito  de  la  tendencia  que tienen  algunos  investigadores  a  
creer  que  toda irregularidad procesal     es     necesariamente constitutiva    de    nuli-
dad    procesal,    se    debe recordar    que    la    Corte    Constitucional    ha desarrollado 
el concepto del defecto procedimental, una de cuyas modalidades se da por exceso 
ritual manifiesto. Al respecto ha dicho:

El defecto procedimental por exceso ritual manifiesto se presenta cuando el 
funcionario judicial, por un apego extremo y una aplicación mecánica de las-
formas,renuncia conscientemente a averdadjurídicaobjetivapatenteenloshe-
chos,derivándosedesuactuarunainaplicacióndelajusticiamaterialydelprincipio-
delaprevalenciadelderechosustancial5.

Se precisa que,no obstante la referencia expresaa los funcionarios judiciales, lo dicho 
por la Corte aplica por igual a toda aquel que haga ejercicios materiales  de  Administra-
ción  de  justicia,  como acontece   con   quienes   tramitamos   procesos disciplinarios.

2. ¿SABÍAS QUÉ?

El  repositorio  de  poderes  debe  ser  entendido  como  una plataforma  de  consulta  
y  enmarca  la  obligación  legal  en cabeza de los notarios y consulados, la obligación 
debe ser acogida de manera integral en pro de la seguridad jurídica y una debida  pres-
tación del servicio notarial, el Decreto Ley 960 de 1970 contempla que  los  servicios 
notariales serán retribuidos según la tarifa oficial y el notario no  podrá negarse   a 
prestar los servicios si no en los casos expresamente previstos en la ley.

5 Sentencia T-234 del 20 de abril de 2017. M.P. María Victoria Calle Correa
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¡Veamos!

En el inciso 3  artículo  89 Decreto Ley 019 de 2012 estableció que los poderes deben 
ser digitalizados en las notarías y consulados, por ello debe consignarse en  un repo-
sitorio de poderes especial creado para tal efecto en la Ventanilla  única de Registro 
VUR, una vez efectuada la diligencia de reconocimiento de  contenido y firma  (en  el 
caso de poderes especiales) o una vez  autorizada  la escritura  pública,  tratándose  
de poderes generales, con el fin de  facilitar a los  notarios  destinatarios  su  consulta  
y confrontación. De conformidad  con  la  mencionada  norma, se  debe  digitalizar  y 
cargar  al  VUR  aquellos  poderes  que versan sobre actos de disposición, gravamen 
o limitación al dominio de inmuebles En la Instrucción administrativa No.10 del 26 de 
diciembre de 2013 instruyó a notarios y cónsules autorizados para acceder al  apli-
cativo del repositorio de poderes VUR, estarán obligados de cargarlos en el sistema, 
sin excepción alguna, todos los poderes generales otorgados en la notaría y aque-
llos   especiales  que hayan sido presentados personalmente ante su despacho  de  
acuerdo con  las formalidades  legales, concedidos para realizar actos de disposición 
gravamen o limitación al dominio de inmuebles. Teniendo en cuenta  la  importancia  
de  los notarios  para cumplir con la obligación contenida en el decreto ley 019 de 
2012 es necesario tener presente las siguientes instrucciones:

1.Los  notarios  deben  cumplir  con  la  obligación contenida  en  el  Decreto  
Ley  019  de  2012  y consignar  los  poderes  que  contengan  actos  de dis-
posición,  gravameno  limitación  al  dominio  de inmuebles  en  el  repositorio  
especial  de  poderes de la Ventanilla Única de Registro VUR.

2.Con  ocasión  del  cargue  de  la  información,  los notarios no podrán co-
brar por el cumplimiento de la  obligación  mencionada  ya  que  no  existe  
unatarifa  establecida  por  el  gobierno  Nacional  por medio de Decreto.

3.La  inobservancia  de  la  Instrucción  desconoce  el deber consignado en 
el Decreto 019 de 2012.

SUPERINTENDENCIA DELEGADA PARA EL NOTARIADO
Grupo de Inspección
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1. DIVERSIDAD E IDENTIDAD DE GÉNERO Y FUNCIÓN NOTARIAL

NOTINOTARIADO

Fundación Caribe Afirmativo y Fundación GAAT 

1. ABC de la Diversidad sexual y de género 
 
1.1.  ¿Qué es la Identidad de Género?1 

La identidad de género  es  la  experiencia  interna o individual que cada persona  tiene 
del  género, la cual puede o no corresponder con el  sexo asignado al momento del 
nacimiento.

Personas cisgénero:  

es el término que se utiliza para referirse a aquella persona cuya identidad de género 
coincide con el sexo que le fue asignado al nacer. Cisgénero es lo contrario de trans-
género o trans.

Personas Trans (transgénero, transexual y travesti):  

Cuando la identidad  de género de la persona no corresponde con el sexo  asignado 
al nacer. Las personas trans construyen su identidad independientemente de trata-
miento médico o intervenciones quirúrgicas. 
 
Se pueden encontrar los siguientes términos, en los que las personas trans se pueden 
reconocer:

Persona transmasculina / Hombre trans: 

Comprenden  a  las  personas  que  fueron  asignadas género femenino al momento 
del nacimiento, pero su identidad de género se inscribe al ámbito de lo social y cultu-

Mujeres cisgénero. 
Hombres cisgénero.

1 Las fuentes utilizadas para la elaboración de este aparte son: 
- Principios de Yogyakarta. Principios sobre la aplicación de legislación internacional de los derechos humanos en  relación  a  la  orientación  
sexual  y  la  identidad  de género, 2006 - CIDH, Informe sobre Violencia contra Personas Lesbianas, Gay, Bisexuales, Trans e Intersex en Amé-
ricas, 2015, http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/Violencia PersonasLGBTI.pdf
CIDH, Relatoría de Derechos LGTBI. Conceptos Básicos. Disponible al 31 de octubre de 2017 en http://www.oas.org/es/cidh/multimedia/2015/
violen cia-lgbti/terminologialgbti.html  -  CIDH,  Informe  sobre  Personas  Trans  y  de  Género Diverso y sus derechos económicos, sociales, 
culturales y ambientales, 2020, http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/Personas TransDESCA-es.pdf?fbclid=IwAR2vaJ3oUgOVDPXlRkqeB-
j3Uel7S84kIbRJtlCVy2eApiu9CHLKtBOqg9H
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ralmente construido, concebido y leído como masculino.

Persona transfemenina / Mujer trans: 

Comprende a  las  personas  que,  al  momento  de  nacer,  fueron asignadas al género 
masculino, pero su identidad de género se inscribe al ámbito de lo social y culturalmen-
te  construido,  concebido  y  leído  como femenino. 

Persona  trans no binaria.  

Personas  que  no  se identifican con el género que se  les fue asignado al nacer  (...) 
Se identifican específicamente por fuera de  cualquier  categoría  que  refleje  elemen-
tos  del binario hombre/mujer.

Las  personas  en  la  vivencia  propia  de  su  identidad  de género tienen derecho a de-
cidir nombrarse y autodeterminarse con un nombre que no necesariamente correspon-
de con el nombre consagrado en su documento de identificación. Para el efecto existe 
lo que se denomina nombre identitario, que responde al proceso de construcción de 
la identidad del sujeto, que lo lleva a adoptar un nombre que lo identifique y respecto 
del cual puede elegir libremente mantenerlo o no2 

1.2 Expresión de género 

La expresión de género es  la  manifestación externa de los  rasgos  culturales  que  
permiten  identificar a  una persona, conforme a los patrones considerados propios de  
cada  expresión  por  una  determinada  sociedad  y momento histórico. Se considera 
que existen expresiones:

1.3 Orientación sexual 

De acuerdo con los Principios de Yogyakarta, la orientación  sexual es definida como 
“la capacidad de cada persona de sentir una profunda atracción emocional, afectiva y 
sexual por personas de un género diferente al suyo, o de su mismo género, o de más 
de un género, así como a la capacidad de mantener relaciones íntimas y sexuales con 

Femeninas. 
Masculinas. 
Andróginas.
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estas personas”3.  Se  considera que existen orientaciones sexuales

Heterosexual: 

Capacidad de una persona de sentir atracción erótica afectiva por personas de un 
género diferente al suyo, así como la capacidad de mantener relaciones íntimas y se-
xuales con ellas. 

Lesbiana:

Mujer que se siente atraída erótica y afectivamente por mujeres. Es una expresión 
alternativa a “homosexual”, que puede ser utilizada por  las  mujeres  para  enunciar  o  
reivindicar  su orientación sexual 

Gay: 

Hombre que se siente atraído erótico afectivamente hacia otro hombre. Es una expre-
sión  alternativa  a  “homosexual”  (de  origen médico). Algunos hombres y mujeres, 
homosexuales  o  lesbianas,  prefieren  el  término gay, por su contenido político y uso 
popular. 

Bisexual: 

Capacidad de una persona de sentir una atracción erótica afectiva por personas de un 
género diferente al suyo y de su mismo género, así como la capacidad de mantener 
relaciones íntimas y sexuales con ellas.

2. LA SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO COMO ALIADA EN EL 
RECONOCIMIENTO DE LOS DERECHOS DE PERSONAS LGBTI

La Superintendencia de Notariado y Registro tiene dentro  de  sus  funciones  el  ejer-
cicio de la inspección, vigilancia  y  control  del  servicio  público  notarial  y,  en conse-
cuencia, señalar directrices para el adecuado ejercicio de la función notarial. En razón 
de ello, se debe promover el cumplimiento de los derechos y estándares constituciona-
les determinados para brindar una especial protección a la población LGTBI, por parte 
de los notarios. 
 
Esta  labor  implica  el  desarrollo  de  acciones  afirmativas por parte de la entidad que 
procuren por el cumplimiento y la construcción de los estándares de calidad requeridos 
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para  la  efectiva  prestación  de  los  servicios  públicos notariales, de obligatorio cum-
plimiento por parte de las y los funcionarios de todas las notarías del país.  
 
Actualmente, respecto de las cifras de actos celebrados por parte de los notarios, se  
tiene que, en 2019, se celebraron 55.754  matrimonios civiles, 12.425 cambiosde  nom-
bre, 790 correcciones  del  componente sexo de masculino a femenino,100 correccio-
nes del componente sexo de femenino a masculino. Por su parte, en 2020, se llevaron 
a cabo 43.344 matrimonios civiles, 8246 cambios  de  nombre, 305 correcciones  del 
componente sexo de masculino a femenino y 142  de  femenino a masculino. En el 
mismo  orden, en  2021, a la  fecha  se han registrado 7.836, 1.828, 159 y 31.

3. RECONOCIMIENTO DE LA IDENTIDAD DE GÉNERO DE LAS PERSONAS 
TRANS EN COLOMBIA

Diversos instrumentos internacionales como la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos (artículo  21), la Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 
23) y el Pacto Internacional sobre los Derechos Civiles y Políticos (artículo  25), recono-
cen la igualdad de todos los ciudadanos y promueven el pleno goce de sus derechos, 
sin discriminación y restricciones indebidas. El Consejo de Derechos Humanos de la 
ONU en  Ginebra adoptó  Los principios de Yogyakarta, que incluyen recomendaciones  
para garantizar la aplicación de las leyes internacionales de Derechos Humanos en 
relación con la orientación sexual y la  identidad  de género, y establece los estándares 
básicos para que las Naciones Unidas y los Estados avancen en la protección de los 
Derechos Humanos de las personas LGBTI.  
 
Dentro del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, se ha reafirmado el respeto 
por el derecho a la identidad  de género y se ha configurado un estándar internacional 
para su protección4,  ya  que  “su reconocimiento  por  parte  del  Estado  resulta  de  
vital importancia para garantizar el pleno goce de los derechos humanos de las perso-
nas transgénero, incluyendo  la  protección  contra la  violencia, tortura, malos tratos, 
derecho a la salud, a la educación, empleo, vivienda,  acceso  a  la  seguridad  social,  
así  como  el derecho a la libertad de expresión, y de asociación”5. Por su parte, la Cor-
te Constitucional ha señalado que la protección de los derechos a la dignidad humana 
(artículo 1 C. P.), al libre  desarrollo de la personalidad (artículo 16 C. P.) y al reconoci-
miento de la personalidad jurídica (artículo 14 C. P.) de las personas trans en Colombia 
debe reflejarse en la correspondencia  entre  su  identidad  de  género  y  sus documen-

4 CIDH. (2015). Violencia contra personas LGBTI. OAS/Ser.L/V/II.rev.2 Doc. 36, noviembre; CIDH. (2015). Reconocimiento de derechos de 
personas LGBTI OAS/Ser.L/V/II.170  Doc.  184  7,  diciembre;  Corte IDH. (2020). Caso Azul Rojas y Otra Vs Perú, excepciones preliminares, 
fondo, eparaciones y costas, 12 de marzo.Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas
5 Corte IDH. (24 de noviembre de 2017). Opinión Consultiva OC-24/17,  Identidad de Género e Igualdad  y no Discriminación a Parejas  del  
Mismo  Sexo,  Solicitada  por  la  República  de  Costa Rica. Obtenido de https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_24_esp.pdf
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tos personales, tanto públicos como privados, que  les  identifican. Lo anterior  implica  
que  el  Estado tiene la obligación de garantizar que todas las personas con identidades 
de género diversas puedan solicitar la modificación de los componentes de nombre y 
sexo de su  registro  civil  cuando  consideren  que  estos  no  se ajustan a  la  manera  
en  que  se  autoreconocen. Así  lo señaló en la Sentencia T-063 de 2015 precisando 
que “se vulneran los derechos fundamentales de las personas transgénero cuando se 
establecen obstáculos innecesarios  para  lograr  la  corrección  del  sexo  en  el registro  
civil, a fin de que coincida  con  su  identidad vivida”.

4. MATRIMONIOS CIVILES DE PERSONAS DEL MISMO GÉNERO EN COLOMBIA

La Declaración Universal de Derechos Humanos dispone en su artículo 16: “Los hom-
bres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción alguna por  
motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una  familia; y  disfrutarán  
de iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de diso-
lución del matrimonio”.

Este mismo derecho está consagrado expresamente en el  artículo  23  del  Pacto  
Internacional  de  Derechos Civiles  y  Políticos  y  en  los  artículos  17  y  24  de  la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

El  artículo  42  de  la  Constitución  Política  de  Colombia dispone que “la familia es el 
núcleo de la sociedad. Se constituye  por  vínculos  naturales o jurídicos, por la decisión  
libre de un hombre y  una  mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsa-
ble de conformarla”. De acuerdo con lo establecido por la Corte Constitucional  en  la  
Sentencia  SU 214 de 2016 “la definición del concepto de familia ha evolucionado, lo  
cual  ha  permitido que las parejas  del  mismo  sexo puedan  conformarla” y,  por  tanto, 
esta disposición normativa no excluye la posibilidad  de que  el  vínculo matrimonial se 
celebre entre parejas del mismo género.

De manera que celebrar un contrato civil de matrimonio entre parejas del mismo géne-
ro es una manera legítima y válida para asegurar el goce efectivo de los derechos a la 
dignidad humana, la libertad individual, la igualdad y sobre todo,  el  derecho a confor-
mar  una  familia,  sin importar orientación sexual o identidad de género.   
 
Asimismo, mediante esta decisión la Corte Constitucional  advirtió  que las autoridades  
judiciales, las  notarias y notarios, así  como  registradores  del estado civil  del país,  
deben acatar lo contenido en la Sentencia y deben celebrar y registrar el matrimonio de 
las parejas del mismo género con el cumplimiento  de las solemnidades contractuales.
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1. ¿CAMBIARÁ EL PROCESO DISCIPLINARIO?

NOTINOTARIADO

Manuel Dagoberto Caro Rojas
Asesor del despacho de la Superintendente 

"Si queremos que todo siga como está, es necesario que todo cambie".

"¿Y ahora qué sucederá? ¡Bah! Tratativas pespunteadas de tiroteos inocuos, y, 
después, todo será igual pese a que todo habrá cambiado".

"… una de esas batallas que se libran para que todo siga como está".

Tomado de un diálogo entre Tancredi y su tío Don Fabrizio Corbera, en El GATOPARDO, novela  del  italiano  Giuseppe Tomasi de 
Lampedusa, escrita entre finales de 1954 y 1957.

La Ley 1952 del 28 de enero de 2019 (cuya iniciativa data del año 2014), que debía 
entrar a regir en sus aspectos sustantivos el 28 de julio del mismo año y en los 
procedimentales el 28 de julio de 2020, luego del aplazamiento que de su vigencia 
hizo el artículo 140 de la Ley 1955 de 2019, supuestamente entrará a regir el próxi-
mo 1° de julio.

Las novedades más importantes que para los efectos del proceso disciplinario de los 
notarios traerá consigo la nueva normatividad, son las siguientes:

1. Se elimina el concepto de caducidad de la acción disciplinaria.

2. Se  vuelve  al  original  concepto  de  prescripción  de  la acción  disciplinaria,  fenó-
meno  que  se  materializa  si  al cabo de cinco (5) años de la fecha de ocurrencia de 
los hechos, no se ha proferido y notificado el fallo de primera instancia (artículo 33).

3. El procedimiento cambia en los términos de la fase instructiva (3 meses de indaga-
ción preliminar y 6 meses de investigación) (artículos 208 y 213) y se vuelve oral en 
la fase  de  juzgamiento,  etapa  que  inicia  con  el  auto  de citación a audiencia y 
formulación de cargos  (artículo 222).

4. Con todo, la ritualidad escritural se conservará en aquellos procesos  en  que,  el  1°  
de  julio  de  2021,  se  hubiere proferido auto de apertura de investigación disciplinaria 
(artículo 263).
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Sin embargo, sin haber entrado a regir, la Procuraduría General de la Nación y el 
Ministerio del Interior radicaron en el Congreso un proyecto de Ley1 que, de ser 
aprobado dentro del plazo abreviado  que  supone  el  mensaje  de  urgencia  que  
en  días pasados radicó también el Gobierno Nacional, las variaciones menciona-
das pasarán a ser meras expectativas frustradas.

Ciertamente, en la Gaceta del Congreso N°182 del jueves 25 de marzo del año en 
curso, se encuentra el texto del proyecto de Ley 423 de 2021 (Senado), en cuyo 
artículo 7°, referido al artículo 33 de la Ley 1952 (Código General Disciplinario o 
C.G.D.), se lee lo siguiente:

Por su parte, en el artículo 30, que pretende modificar el 208 de la Ley 1952, la 
propuesta es la siguiente:

La acción disciplinaria caducará, si transcurridos cinco (5) años desde la 
ocurrencia de la falta, no se ha proferido auto de apertura de investigación 
disciplinaria. Este término empezará a contarse para las faltas instantá-
neas desde el día de su consumación, para las de carácter permanente o 
continuado desde la realización del último hecho o acto y para las omisivas 
cuando haya cesado el deber de actuar.

La  acción  disciplinaria  prescribirá  en  cinco  (5)  años contados a partir 
del auto de apertura de la investigación disciplinaria. Cuando fueren varias 
las conductas juzgadas en   un   mismo   proceso   la   prescripción   se   
cumple independientemente para cada una de ellas.

La prescripción se interrumpirá con la notificación del fallo de primera 
instancia. Interrumpida la prescripción, esta se producirá si transcurridos    
dos (2) años desde la notificación del fallo de primera instancia no se noti-
fica la decisión de segunda instancia.

La  indagación  previa  tendrá  una  duración  de  seis  (6) meses y cul-
minará  con el  archivo  definitivo  o  auto  de apertura de investigación. 
Cuando se trate de investigaciones por violación a los Derechos Humanos 
o al Derecho Internacional Humanitario, el término de indagación previa 
podrá extenderse a otros seis (6) meses.

1 Gaceta 234 de 2021
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El artículo 32 del proyecto, modificatorio del 213 del C.G.D., por su parte preceptúa:

Ahora bien, respecto de la ritualidad procesal, la oralidad que se imponía para 
la fasede juzgamiento, ahora puede ser discrecional del investigador. Veamos a 
novedad que pretende introducir el artículo 36 de la propuesta:

Término de la investigación. La investigación tendrá una duración  de  seis  
(6)  meses,  contados  a  partir  de  la decisión  de  apertura.  Este  término  
podrá  prorrogarse hasta  en otro tanto, cuando  en la  misma  actuación se 
investiguen  varias  faltas o  a  dos  (2)  o  más  servidores  o particulares 
en ejercicio de función pública y culminará con el archivo definitivo o la 
notificación de la formulación del pliego de cargos.

Cuando se trate de investigaciones  por infracción al Derecho Internacional  
de  los Derechos Humanos o al Derecho Internacional Humanitario, el térmi-
no de investigación no podrá exceder de dieciocho (18) meses. Con todo, si 
hicieren falta pruebas que puedan modificar la situación jurídica del discipli-
nable, los términos previstos en los incisos anteriores se prorrogarán hasta 
por tres (3) meses más. Vencido el cual, si no ha surgido prueba que permita 
formular cargos se archivará  definitivamente la actuación.

Artículo 225 A. 

Fijación del juzgamiento a seguir. Recibido el expediente por el funcionario 
a quien corresponda el juzgamiento, por auto de sustanciación  motivado, 
decidirá, de conformidad con los requisitos establecidos en este artículo, 
si el juzgamiento se adelanta por el juicio ordinario o por el verbal. Contra 
esta decisión no procede recurso alguno.

El juicio verbal se adelantará cuando el  sujeto disciplinable sea sorpren-
dido en el momento de  la comisión de la falta o con elementos, efectos o 
instrumentos que provengan de la ejecución de la conducta.

También se seguirá este juicio por las faltas leves, así como por las graví-
simas contempladas en los artículos  54, numerales 4 y 5;  55, numerales  
1,2,4,5,6,7,8 y 10;56, numerales 1,2,3,5; 57, numerales 1,2,3,5 y 11; 58, 60, 
61 y 62, numeral 6.
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Parágrafo.

En cualquiera de los eventos anteriores, el funcionario adelantará el proceso 
verbal, salvo que, por la complejidad del asunto, el número de disciplinables, 
el número de cargos formulados en el pliego, o la carencia de recursos huma-
nos, físicos o dotacionales de  la dependencia que debe cumplir función de 
juzgamiento, dificulte el logro de los principios de celeridad, eficacia y econo-
mía procesal en el desarrollo de la actuación disciplinaria. En estos casos, el 
funcionario deberá motivar su decisión.

Artículo 52. 

Sentido de algunas expresiones de la Ley 1952 de 2019. Cuando  en la  
Ley  1952 de 2019 se  emplee la expresión “auto de citación a audiencia y 
formulación de cargos”, debe entenderse “pliego de cargos”. (…)

Artículo 53. 

Modifícase el artículo 265 de la Ley 1952 de 2019, el cual quedará así:

Artículo 265. Vigencia y derogatoria. Las disposiciones de Ley  1952  de  2019  
que  no  son  objeto  de  reforma  y  las contenidas en la presente ley, entrarán 
a regir nueve (9) meses después de su promulgación y deroga las normas que 
le sea contrarias. Durante este período conservará su vigencia plena la Ley 
734 de 2002.

Si alguna duda queda respecto de la eliminación de la oralidad como ritualidad 
obligada en la fase de juzgamiento, veamos el siguiente artículo de la propuesta:

Y para terminar, respecto de la vigencia de la reforma, veamos ésta propuesta:

2. APOLOGÍA DE LA REDUCCIÓN DE TÉRMINOS EN EL NUEVO PROCEDI-
MIENTO DISCIPLINARIO

Una de las consecuencias de la entrada en vigencia de la Ley 1952 de 2019 que más 
le preocupa a algunos investigadores disciplinarios, es la reducción del término para 

2 Recuérdese que la Ley 1474 de 2011, con la cual se introdujo la figura de la caducidad al proceso disciplinario, se promocionó como el “estatuto 
anticorrupción”, como si todas las conductas destinatarias de las leyes objeto de modificación, fueran constitutivas de dicho vicio de la función 
pública. La corrupción, que consiste en el abuso del poder para beneficio propio, es apenas una de las tantas conductas que conforman el uni-
verso de las que tipifican los regímenes disciplinarios, y, por cierto, de no muy común ocurrencia.
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ejercer la potestad sancionadora, merced a la supresión de la figura de la caducidad 
(que prácticamente podía hacer que la persona permaneciera sub   judice  durante  
cerca   de  diez  años),  así  como   por   la disminución de los términos de las etapas 
procesales y la introducción de la oralidad en la fase de juzgamiento.

Sin embargo, si desde la  Constitución Política se preceptúa que toda persona tiene 
derecho “a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas” (artículo 29), no 
tiene sentido que el propio legislador haya auspiciado, so pretexto de luchar contra la 
corrupción2, que los procesos disciplinarios se prolongaran por casi diez años3.

i lo que se pretendía con la distinción entre caducidad y prescripción era darle más 
tiempo a los investigadores agobiados por la congestión de sus despachos, en aras de  
evitar  la impunidad, lo que se logró fue todo lo contrario: el incremento de los inven-
tarios de procesos activos, en desmedro del deber de celeridad, pese a ser principio 
rector de las actuaciones administrativas (numeral 13 del artículo 3° de la Ley 1437 de 
2011),

La disminución del término de vigencia de la potestad disciplinaria a que obliga la ley 
próxima a entrar a regir (el 1° de julio próximo), exige que los investigadores discipli-
narios pongan en práctica el principio de racionalidad de la administración pública, el 
cual implica, de manera general, adecuar los medios utilizados a los fines  y  objetivos  
que  se  desea  alcanzar.  En  la  teoría  de  la burocracia esto significa eficiencia. Así 
pues, aunque de manera expresa el legislador exige evitar dilaciones o retardos en el 
ejercicio funcional de los servidores del Estado, lo cual se entiende como expresión del 
principio de eficacia (numeral 11 del artículo 3° de la Ley 1437 de 2011), lo cierto es 
que toda organización debe considerar la eficiencia y la eficacia de manera simultánea.

En consecuencia, si el objeto del derecho disciplinario es asegurar la correcta marcha 
de la administración pública  o  el  recto ejercicio de las funciones estatales habilitadas 
a los particulares, deberá distinguirse lo relevante de lo que no lo es. A este propósito, 
el elemento dogmático de la ilicitud sustancial disciplinaria se estima particularmente 
útil, junto con el aprovechamiento de las atribuciones  derivadas  de  la  jerarquización  
en  las  relaciones laborales  (llamados de  atención,  por  ejemplo)  o  la  orientación 
asignada a los organismos de control respecto de los ejecutores de funciones públicas 
(como los planes de mejoramiento, en el caso de los notarios).

En el nuevo escenario procesal el término de la indagación preliminar (indagación 
previa), se reduce de seis (6) a tres (3) meses y limita su propósito al de lograr la 

3 La figura de la caducidad se concibe como el límite temporal de cinco (5) años para dar inicio a la actuación con auto de apertura de investiga-
ción, providencia a partir de la cual se vuelven a contar cinco (5) años adicionales como término de la prescripción.



R
EVISTA IN

FO
LIO

S 2022

258

identificación o individualización del posible autor de la falta disciplinaria, con la exi-
gencia perentoria de que “Cuando se allegue a la actuación el  medio  probatorio  
que  permita  identificar  o  individualizar  al presunto autor, de manera inmediata se 
deberá emitir la decisión de apertura de investigación” (artículo 208, inciso cuarto).

Por su parte, la etapa de investigación disciplinaria también ve reducirse su término 
de doce (12) a seis (6) meses y, aunque subsiste la posibilidad de su prórroga, su 
duración también se disminuye a la mitad del lapso original (artículo 213 de la Ley).

Lo que si permanece vigente, en nuestra opinión, es la posibilidad de ordenar la pró-
rroga aún después  del vencimiento  del término de la etapa, siempre que no haya 
operado la prescripción de la acción; eso sí, con tanto mayor riesgo de compromiso 
de la responsabilidad disciplinaria del propio investigador, por violación del deber de 
celeridad, cuanto mayor sea el tiempo que hubiere transcurrido desde el vencimiento 
de la etapa.

Se espera, de otra parte, que la oralidad en la fase de juzgamiento aligere también 
los trámites procesales, porque la inmediación respecto del debate probatorio y la 
concentración de la audiencia permiten tanto la inmediata intervención de la defensa, 
como la adopción célere de las decisiones por parte del investigador.

3. ¿SABÍAS QUÉ?

¿Con el decreto ley 019 del 2012 se definieron cuáles son los documentos públicos que 
los notarios deben autorizar por medio de identificación biométrica de los usuarios?

¿Qué es la Biometría? 

son características biológicas y fisiológicas únicas, que permiten establecer la identi-
dad. La identificación biométrica, también conocida como verificación, es el proceso 
por el que se compara los datos de las características de una persona con la “plantilla” 
biométrica de ella misma, con el fin de determinar su semejanza.

Respecto del servicio público notarial, la Resolución 6467 de 2015 dispone que el pro-
cedimiento de acceso, consulta y utilización de la base de datos de la información que 
produce y administra la Registraduría Nacional del Estado Civil, para la identificación 
y autenticación biométrica en línea, se adelanta bajo las directrices e instrucciones de 
la Superintendencia de Notariado y Registro.
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El artículo 17 del Decreto Ley 019 de 2012 determinó eliminar el requisito de la 
huella dactilar en todo documento que se requiera para trámites, procedimientos o 
actuaciones que se deben surtir ante entidades públicas o particulares que cum-
plan funciones administrativas. No obstante lo anterior, indicó que podrá exigirse, 
entre otros, en los siguientes casos:

1. Trámites ante Registro Públicos
2. Escrituras Públicas
3. Autorización para salida de menores de país
4. Otorgamiento de poderes

Es importante aclarar, que cuando se solicita la identificación biométrica para el 
trámite de un documento diferente a los ya mencionados, esta solicitud debe ser a
 
ruego de los usuarios cuya manifestación debe quedar impresa en el documento 
autorizado.

SUPERINTENDENCIA DELEGADA PARA EL NOTARIADO
GRUPO DE INSPECCIÓN
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1. ¿SABÍAS QUÉ?

NOTINOTARIADO

Uno de los hallazgos más recurrentes en la  inspección notarial o en  las visitas 
generales, tiene que ver con el reporte que  deben  hacer los notarios sobre el 
inicio del trámite de sucesión a lUnidad Administrativa Especial de Gestión Pen-
sional y Parafiscales, UGPP, en los casos que  aplica, de la  misma  manera como 
se  reporta a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, DIAN.

En las visitas de inspección que realiza la Superintendencia Delegada para el 
Notariado, se  evidencia con frecuencia que algunos notarios no reportan el inicio 
del trámite de sucesión a la Subdirección de Cobranzas de la UGPP, obligación 
establecida desde el 29 de diciembre de 2016, conforme a lo informado por  la 
Superintendencia de Notariado y Registromediante la Circular Informativa No. 
3895 de 2016. Dicha obligación se encuentra establecida en el artículo 315 de  
la  Ley 1819 de 2016,  en  consideración  a  la intervención que puede realizar la 
UGPP en procesos  especiales, entre  otros, los relacionados con las sucesiones 
que se inicien en todas  las notarías del país, cuando la cuantía de los bienes sea
superior a 700 UVT, reportando previamente el nombre del causante y el avalúo o valor 
de los bienes.

¿Cómo un notario puede informar a la UGPP sobre el inicio de un trámite de 
sucesión?

La   Unidad   Administrativa   Especial   de Gestión  Pensional  y  Parafiscales,  UGPP, 
tiene   dispuesto   el   procedimiento   vía internet  a  través  de  la  Sede  Electrónica 
de la Unidad, en el siguiente enlace: https://sedeelectronica.ugpp.gov.co/SedeElec-
tronica/info/inicio.do?formAction=btErrorToken#no-back-button

¿Cuál es el procedimiento para registrar la información sobre sucesiones a la 
UGPP?

En primer lugar, el notario debe realizar el registro  en  la Sede Electrónica de la Unidad   
para obtener el  usuario y la contraseña, lo cual es responsabilidad de la notaría.Una  
vez  realizado el  registro, se debe acceder a la plataforma con el usuario y contraseña,   
ingresando a través del menú, Trámites Parafiscales, seleccionando la  opción Reporte   
de Sucesiones.
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Finalmente, se hace click en "Iniciar Trámite" con el fin de diligenciar el formu-
lario que se despliega en los campos solicitados. Es importante señalar, que el 
notario tiene la posibilidad de reportar uno o varios trámites de sucesión, a través 
de un formato Excel que se encuentra dispuesto por la UGPP, para que posterior-
mente sea  cargado en la plataforma.

¿Para qué la UGPP requiere la información sobre sucesiones?

Dentro de las funciones de la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscales -UGPP, 
entidad del orden nacional adscrita al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, crea-
da en el año 2010, debe verificar si existe alguna acreencia a favor de la entidad, e 
informará oportunamente a la notaría, o en dado caso se hará parte dentro del pro-
ceso correspondiente.

¿Cuánto tiempo debe esperar el notario para continuar con una sucesión?

Es importante mencionar que la UGPP no responderá a cada caso individual-
mente, razón por la cual si pasado el término legal de veinte (20) días hábiles, la 
notaría no recibe respuesta alguna, deberá  continuar con el trámite correspon-
diente, conforme a lo previsto en el artículo 844 del Libro V Título IX del Estatuto 
Tributario.

2. SUPERINTENDENCIA  DELEGADA  PARA  EL NOTARIADO
Grupo Inspección Notarial.

Los notarios y el nuevo régimen de capacidad legal para personas mayores de 
edad

Con  la  Circular  670  de  2021  se  dieron indicaciones a los notarios frente a la 
aplicación de la Ley 1996 de 2019 en lo atinente al ejercicio del derecho de ca-
pacidad legal de los  mayores  de edad en situación de discapacidad, así como la 
adopción de ajustes razonables para facilitar el ejercicio de sus derechos.

La Ley 1996 de 2019 integró a nuestro ordenamiento jurídico un cambio revolu-
cionario en cuanto al ejercicio de los derechos de las personas en situación de 
discapacidad, particularmente en cuanto atañe al ejercicio  de la capacidad legal  
y adecuado ejercicio de la personalidad jurídica, permitiendo su normal desem-
peño en la sociedad.
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Con dicha ley se establecieron medidas específicas para garantizar el derecho a 
la capacidad legal plena  de  las personas con discapacidad, mayores de edad, 
y el acceso a los apoyos que puedan requerir para su ejercicio. De esa manera, 
la nueva Ley busca hacer efectiva la Convención con la finalidad de reivindicar 
el derecho a la autonomía y libre determinación de los intereses de las personas 
con discapacidad, de tal forma que puedan ejercer sus derechos en igualdad de 
condiciones en todos los ámbitos de la sociedad.

Como consecuencia de dicha Ley, se estableció, en cabeza de los notarios, nue-
vas funciones tendientes a la celebración de acuerdos de apoyo y elaboración de 
directivas anticipadas.

En cuanto se refiere a los acuerdos de apoyo, estos son una herramienta dirigida 
a que las personas en situación de discapacidad puedan  contar  con otra persona 
que les asista en la toma de decisiones respecto de uno o más actos jurídicos 
determinados.

Por su parte, las directivas anticipadas son una herramienta en la cual una perso-
na mayor de edad deja constancia de su expresión de voluntad, sus preferencias 
y decisiones respecto de uno o varios actos jurídicos que puedan guardar relación 
con sus asuntos de salud, financieros o personales, entre otros.

Ambas figuras se llevan a través  del mismo trámite por parte de los notarios. 
Ellas permiten conocer, entender y respetar la voluntad de las personas en si-
tuación de discapacidad, la cual debe prevalecer en todo aquello  que  les atañe.

Asimismo, se estableció lo necesario a los ajustes razonables son todas aquellas 
modificaciones que podrían ser
 
necesarias para que las personas en situación de discapacidad puedan ejercer 
sus derechos y realizar actos sin ningún impedimento, como por ejemplo, mover 
una silla o evitar poner obstáculos de forma tal que se permita la circulación de 
una persona en silla de ruedas.

Los ajustes razonables consisten en modificaciones o adaptaciones necesarias y 
acordes en cada caso particular que se requieran para garantizar a las personas 
con discapacidad el goce o ejercicio de su capacidad legal en igualdad de con-
diciones con las demás. En ese sentido, los ajustes razonables requieren de la 
empatía del Notario y de los empleados de la notaría, de forma tal que se permita 
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hacer valer los derechos de las personas con discapacidad, a efectos de conocer 
y entender su voluntad, así como atender lo que ellas requieran.
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1. PARTICIPACIÓN EN LA ELECCIÓN DE REPRESENTANTES DE LA JUNTA 
DE CRÉDITO DE VIVIENDA

NOTINOTARIADO

En virtud de lo dispuesto en el artículo 7 del Decreto 1668 de 1997 y la Resolu-
ción 1752 de 1998, le corresponde a la Superintendencia de Notariado y Registro 
administrar, a través de un fondo o sistema especial de manejo de cuentas, los  
recursos destinados a la financiación de vivienda de los afiliados al extinto Fondo 
de Previsión Social de Notariado y Registro.

Con ocasión de la Resolución 1752 de 1998, se precisó que, siempre que se 
cumplan los requisitos señalados en la Resolución, podrán ser beneficiarios del 
servicio de financiación de vivienda:

La Junta de Crédito de Vivienda tiene  por  objeto  establecer,  junto con la 
Superintendencia de Notariado y Registro, las políticas y planes relacionados 
con la financiación de soluciones de vivienda.

Como miembros de la Junta de Crédito de Vivienda se encuentran, entre otros, un 
representante de los empleados de las notarías o su suplente.

De ahí que resulte de suma importancia la participación de los notarios y de sus 
empleados en la conformación de la Junta de Vivienda, así como para constituirse 
en beneficiarios de los créditos que la misma otorga Por tal motivo, se expidió la 
Circular 659 de 6 de octubre de 2021, donde
 
se puso de presente que todos los empleados a cargo de las notarías, indepen-
dientemente de la vinculación laboral que tengan con la misma, pueden participar 
en las votaciones del representante de los empleados de las notarías ante la Junta.

En la mencionada circular se manifestó que “se requiere la actualización de la  
información  de TODOS los empleados  que  laboran en la respectiva Notaría, la   
cual deber realizarse a través del módulo  establecido en el  Sistema Integrado 

1. Los empleados de las notarías.
2. Los empleados de las ORIP
3. Los	 pensionados	 de FONPRENOR
4. Los empleados de la Superintendencia	 de Notariado y Registro
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de Servicios y Gestión – SISG para  tal fin, ingresando el notario con su respecti-
vo usuario y contraseña, y accediendo al siguiente link:https://sisg.supernotariado.
gov.co/p ersonal_notaria.jsp  o accediendo al módulo respectivo que encontrarán 
en el menú, llamado “Personal”.”.

A través de dicha plataforma, los notarios deben proveer todos  los datos que solicite 
la plataforma y adjuntar los documentos de soporte correspondientes. Lo anterior 
permitirá que los empleados de las notarías inscritos en el sistema, participen en las 
votaciones para elegir a su representante, para  lo cual se les habilitará el módulo 
correspondiente.

Por ello, se invita nuevamente  a todos los notarios del país a inscribir a sus tra-
bajadores en el aplicativo SISG, de forma tal que se les brinde la oportunidad de 
participar en la elección de su representante y, asimismo, darles a conocer la im-
portancia que puede  tener  la Junta de Crédito de Vivienda para quienes prestan 
sus servicios en los despachos notariales.

2. FORMATO DE RECAUDOS – APLICATIVO SIN

Mediante la Circular 680 de 2021 se compartió con los notarios el desarrollo en el  
módulo  liquidador del aplicativo SIN a través del cual deberán remitir el Informe 
Estadístico Notarial – IEN junto con sus anexos y el Formato de Recaudos que será 
generado directamente por el SIN.

Al respecto, se indicó que, en atención a lo previsto en la Resolución No. 3679 del 
27 de abril de 2021, el IEN debe remitirse con el formato de reporte de recaudos 
establecido	 por	 esta
 
Superintendencia debidamente diligenciado.

Por tal motivo, se señaló que a partir del 1 de noviembre de 2021, los notarios del 
País que utilizan el módulo liquidador del aplicativo SIN deben remitir el IEN y sus 
anexos junto con el “Formato de Recaudo” generado directamente por el SIN, de-
bidamente firmado y constatado por el notario en todos los datos, de forma tal que 
se garantice la veracidad de la información, sin que, a partir de dicha fecha, pueda 
remitirse un formato diferente al que emite el módulo SIN, así como tampoco  se  
permitirá  la modificación de la información impresa por el sistema, eliminándose 
así el diligenciamiento  del  formato de recaudo de forma manual.



R
EVISTA IN

FO
LIO

S 2022

266

1. DECRETO LEGISLATIVO 805 DE 2020
INFORME DE CUMPLIMIENTO 

NOTINOTARIADO

Con el Decreto Legislativo 805 de 2020, se creó, con cargo a los recursos del 
Fondo Cuenta Especial de Notariado administrado por la Superintendencia de 
Notariado y Registro, un beneficio económico a las notarías del país que cumplan 
con las condiciones allí exigidas, con la finalidad de proteger el empleo de sus 
colaboradores. 

Dicho apoyo se creó por el término de cuatro (4) meses con la finalidad de que los 
notarios pudiesen cumplir con las obligaciones laborales a su cargo y así proteger 
el empleo de los trabajadores que prestan sus servicios en los despachos notariales 
en todo el país, en atención a los efectos causado por la pandemia del Coronavirus 
COVID-19. 

Dicho apoyo, según lo dispuesto en el artículo 2 del mencionado Decreto Legislativo, 
consiste en un beneficio por un valor del 40% de un salario mínimo mensual vigente 
para 2020, esto es, trescientos cincuenta y un mil ciento veintiún pesos ($351.121 M/
Cte) por cada uno de los empleados vinculados a la Notaría beneficiaria. 

Una vez adelantadas las gestiones por parte de esta Superintendencia, se logró 
que los recursos de que trata el Decreto Legislativo 805 de 2020 fueran aprobados 
por el Congreso con la expedición de la Ley 2063 de 2020, tal y como se observa 
en las propuestas y aprobación detallada en las Gacetas 1111 del 14 de octubre de 
2020, 1130 del 17 de octubre de 2020, 1180 del 27 de octubre de 2020, y el texto 
aprobado de la Ley 2063 de 2020. 

Con ocasión del Decreto Legislativo 805 de 2020 y la Ley 2063 de 2020, la 
Superintendencia recurrió a la aplicación del mecanismo previsto en el artículo 
53 del Decreto 1805 de 2020, referente a las vigencias expiradas.

2. LAS RESOLUCIONES 645, 3782 Y 3783 DE 2021: ¡LA SUPERINTENDEN-
CIA DE NOTARIADO Y REGISTRO SÍ CUMPLE!

Gracias a lo anterior, se expidieron Resoluciones 645 de 2021 y 3782 de 2021, que 
reconoció el primer pago a 545 Notarios del País, tras la verificación del cumplimiento 
de las condiciones establecidas en el Decreto 805 de 2020 y en los Acuerdos 01 y 02 
de 2020 del Consejo Asesor del Fondo Cuenta Especial de Notariado.
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Con dichas resoluciones la Superintendencia ha estado cumpliendo con sus compro-
misos para con los notarios del País, ratificando aún más su apoyo al sector. 

Por otra parte, con la Resolución 3783 de 2021 se negó el pago a 98 notarios que 
no cumplieron con los requisitos para acceder al beneficio. Sin embargo, dicha 
negativa es susceptible de recurso de reposición por parte de los Notarios, el 
cual será atendido por la Superintendente de Notariado y Registro dentro de los 
términos legales. 

3. ACTAS O ESCRITURAS DE COMPARECENCIA.

El artículo 3 del Decreto Ley 960 de 1970 establece: 

“Compete a los Notarios: (…)  

8) Dar testimonio escrito con fines jurídico - probatorios de los hechos 
percibidos por ellos dentro del ejercicio de sus funciones y de que no haya 
quedado dato formal en sus archivos”. (…)”

Pues bien, uno de estos casos es el de las actas o escrituras de comparecen-
cia, instrumentos mediante los cuales quien quiera que se hubiere presentado a 
una notaría a otorgar una escritura pública prometida puede hacer constar dicha 
situación contando para ello con la función testimonial del notario correspondien-
te, quien la imprimirá en un documento público que puede tratarse de un acta o 
una escritura, a elección del usuario -lo cual claramente implica que el notario 
siempre debe darle a conocer a aquél ambas alternativas-, generalmente con la 
motivación o idea de poder hacerla valer en instancias judiciales, en caso de ser 
necesario.  

Las escrituras o actas de comparecencia -según sea el caso- son muy frecuentes en 
las promesas de compraventa cuando una de las partes contractuales no concurre 
para honrar el negocio jurídico cuya celebración fue convenida en aquel contrato. Por 
consiguiente, dado el carácter bilateral de este tipo de acuerdos, procede lo dispuesto 
en el artículo 1546 del Código Civil, el cual señala a la sazón:

“Condición resolutoria tacita. En los contratos bilaterales va envuelta la condición re-
solutoria en caso de no cumplirse por uno de los contratantes lo pactado. Pero en tal 
caso podrá el otro contratante pedir a su arbitrio, o la resolución o el cumplimiento del 
contrato con indemnización de perjuicios” (negrilla fuera de texto original).  
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Ahora bien, respecto a cualquier posible reclamación judicial, es imperioso 
consultar previamente lo preceptuado en los artículos 1602 y 1609 ibídem, los 
cuales establecen, respectivamente, lo siguiente:

De las disposiciones arriba citadas se desprende que para el buen suceso de toda 
reclamación contractual proveniente de una de las partes contractuales no basta con 
el mero hecho de demostrar que la otra incumplió lo pactado, sino que aquella debe 
además probar que cumplió con su obligación, o que se había allanada a hacerlo. En 
efecto, así lo ha señalado reiterada jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, al 
señalar:

“Por ende, cuando las partes deben acatar prestaciones simultáneas, para hallar 
acierto a la pretensión judicial fincada en el canon 1546 citado, es menester que el 
demandante haya asumido una conducta acatadora de sus débitos, porque de lo 
contrario no podrá incoar la acción resolutoria o la de cumplimiento prevista en el 
aludido precepto, en concordancia con la exeptio non adimpleti contractus regula-
da en el canon 1609 de la misma obra, a cuyo tenor ninguno de los contratantes 
está en mora, mientras el otro por su lado no cumpla, o no se allane a cumplirlo en 
la forma y tiempo debidos”.1 

Es por ello que el artículo 2.2.6.1.2.9.1. del Decreto 1069 del 2015 dispone que: 

“Prueba de la comparecencia. - “Cuando se trate de comprobar que una persona 
concurrió a la notaría a otorgar una escritura prometida, el notario dará testimonio 
escrito de la comparecencia mediante acta o escritura pública, a elección del interesa-
do. En todos los casos el notario dejará constancia de los documentos presenta-
dos por el compareciente” (negrilla y subrayas fuera de texto original).

“ARTICULO 1602. <LOS CONTRATOS SON LEY PARA LAS PARTES>. Todo 
contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes, y no puede 
ser invalidado sino por su consentimiento mutuo o por causas legales” (negri-
lla fuera de texto original).

“ARTICULO 1609. <MORA EN LOS CONTRATOS BILATERALES>. En 
los contratos bilaterales ninguno de los contratantes está en mora dejando 
de cumplir lo pactado, mientras el otro no lo cumpla por su parte, o no se 
allana a cumplirlo en la forma y tiempo debidos” (negrilla y subrayas fuera 
de texto original). 
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Así las cosas y a modo de ejemplo, en tratándose de una promesa de compra-
venta incumplida por la parte vendedora, es de suma importancia que en el acta o 
la escritura de comparecencia, además de con la documentación relativa a dicha 
promesa, el comprador indique y exhiba el medio de pago, o la manera como se 
encontraba en condiciones y disposición de cumplir la obligación contractual a su 
cargo; ello en consonancia y armonía con lo dispuesto en los artículos 6, 7°, y 17 
del Decreto 960 de 1970.2 

4. IMPACTO Y PERTINENCIA EN EL CIUDADANO Y LA SOCIEDAD COLOMBIANA 
DE LAS TRANSFORMACIONES QUE INTRODUCE EL CAPÍTULO III DEL DECRE-
TO LEY 2106 DE 2019. 

En los últimos 50 años, las personas y el mundo han sufrido transformaciones pro-
fundas en su forma de comunicarse, de interrelacionarse, de hacer los negocios y 
de casi todo lo que atañe con la vida social, muy a su pesar, la actividad notarial ha 
sufrido sólo pequeños ajustes en lo que respecta a la forma y los medios en que 
presta sus servicios. El Gobierno Nacional, mediante el Decreto Ley 2106 de 2019 
y su reciente reglamentación, de forma inteligente ha dado el giro que el servicio 
notarial en su calidad de "esencial" requiere de cara a los nuevos escenarios que 
plantea el mercado, los consumidores del servicio y la emergencia sanitaria por la 
cual estamos pasando.

Pertinencia de la habilitación de los servicios notariales por medios electrónicos 

La virtualización en los trámites notariales tiene diferentes beneficios para toda la 
comunidad. Así, a manera de ejemplo, se puede observar que a través de ello se 
garantiza el acceso y la prestación del servicio de las personas que sufren algún 
tipo de discapacidad, en tanto que facilita servicio fedatario sin que se requiera un 
desplazamiento presencial hasta las notarías para adelantar todos los trámites, en 
especial, la celebración de acuerdos de apoyos regulados por la Ley 1996 de 2019, a 
fin de garantizar la no discriminación, la autonomía individual y la toma de decisiones 
de las personas con discapacidad. 

De igual forma, permite que toda la ciudadanía pueda acceder al servicio público 
notarial sin que se requiera un desplazamiento físico hasta la notaría, redunda en 
ahorro de tiempo y de costos, por cuanto no se asumirían costos de desplazamiento, 
habría mayor ahorro de tiempo para la solicitud y ejecución de actos notariales, por 
cuanto se puede acceder de forma inmediata al servicio y no hay costo de tiempo en 
los desplazamiento ni frente a la espera que podría implicar la atención presencial en 



R
EVISTA IN

FO
LIO

S 2022

270

la notaría, sino que se garantiza la inmediatez del servicio. 

Por otra parte, su implementación busca impulsar y los trámites notariales relaciona-
dos con el sector inmobiliario, propendiendo por un crecimiento positivo en el sector, 
logrando un ahorro de costos operativos de la industria, lo que incentivará la cons-
trucción de vivienda y el apoyo en la venta de viviendas, que se vio afectado por la 
emergencia sanitaria. 

Por otra parte, ante la coyuntura actual, es una respuesta a la pandemia ocasionada 
por el COVID-19, que lograría proteger la salud de los colombianos y garantizar el 
acceso al servicio público, en condiciones de seguridad para la vida de la ciudadanía, 
simplificando sus relaciones con el Estado, logrando una mayor optimización en los 
servicios a los que se puede acceder con una lógica de mayor universalidad. 

Así las cosas, mantener la guarda de la fe pública sin las actualizaciones normativas 
que la fortalezcan, que la hagan pertinente y oportuna a las nuevas realidades es con-
denarla a su extinción, con todo lo que ello implica tanto para el ciudadano, como para 
el Estado social de derecho al cual sirve.  

El proyecto de digitalización notarial viene a cubrir los cambios y necesidades 
urgentes de los principales actores que conforman el modelo de confianza que 
sustenta la actividad notarial.

Las exigencias de los nuevos consumidores del servicio notarial

En primer lugar, las generaciones de hoy, los milenials y centenials, constituyen la 
mayor fuerza laboral, de consumo y dinámica de la economía del país. Son las gene-
raciones que demandan bienes y servicios de forma permanente y que exigen sean 
entregados en la forma como los requieren. Estas generaciones están dispuestos a 
consumir sólo aquellos bienes y servicios que satisfacen sus necesidades, lo demás lo 
desechan y están dispuestos a dar la pelea por erradicarlos de sus vidas, en todos los 
ámbitos de ser necesario.  

En segundo lugar, sólo por orden de mención, están las organizaciones que hoy 
consumen los servicios notariales, están altamente tecnificadas, sectores como 
la banca, la construcción, las aseguradoras, inmobiliarias, oficinas de abogados, 
entre muchos otros requieren servicios que encajen en su operación sin ruido, de 
forma oportuna y con la inmediatez que demandan sus procesos y dinámica de 
negocio.  
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Por último, pero no menos importante está la sociedad como ente vivo, que demanda 
eliminar los costos ocultos que tienen los trámites presenciales, costos que involucran 
el tiempo de las personas, los riesgos asociados con la movilidad, y el daño medio 
ambiental que conllevan los desplazamientos en los centros urbanos.

Las evolución y madurez de las TIC's en la cotidianidad 

Las tecnologías de la información y las comunicaciones están hoy de forma transversal 
en la vida de todos los ciudadanos; el internet, las redes sociales, los canales transac-
cionales y demás componentes TI resultan ser la forma como las personas ven, sienten 
y llevan la mayor parte de sus actividades. Prácticamente todos se realiza mediante 
o con la ayuda de una plataforma tecnológica. El ciudadano contemporáneo trabaja, 
estudia, lleva sus negocios, oferta sus bienes y servicios, pide sus provisiones, reci-
be sus ingresos, realiza sus pagos y se comunica con los demás a través de medios 
electrónicos. 

La nueva normalidad

Si bien es cierto que la coyuntura actual nos está obligando y enseñando a abordar la 
vida de manera diferente, donde la interacción a través de medios tecnológicos resulta 
ser el mecanismo idóneo para establecer y desarrollar las actividades cotidianas, tam-
bién lo es que todas las habilidades y prácticas que hemos adquirido durante más de 
un año, se mantendrán en buena medida, la humanidad entera querrá continuar abor-
dando gran parte de sus actividades de forma virtual de tal manera que pueda sentirse 
segura en sus casas, tener más tiempo disponible, disfrutar de su familia y disminuir el 
riesgo asociado a la exposición en las calles; esto por supuesto será más acentuado 
en lo que tiene que ver con trámites y diligencias.

El notariado, un modelo basado en la confianza que debe permanecer  

El servicio que presta el notario a la ciudadanía resulta muy exitoso, ya que basa su 
eficacia en la confianza que esta le tiene, dado que es un profesional accesible, califi-
cado en su quehacer, un tercero objetivo e imparcial que presta los servicios de forma 
eficiente dada su calidad de particular, y que sus actuaciones son vinculantes por estar 
investido de autoridad que el Estado le otorga para realizar su ejercicio. Bajo la premi-
sa descrita, la actividad notarial viene jugando un papel destacado e invaluable como 
auxiliar de la justicia, como mediador y dador de fe sobre las actuaciones de las per-
sonas, ejerciendo su quehacer en los actos más significativos a los largo de la vida del 
ciudadano; así las cosas, el Estado debe fortalecer el ejercicio de la guarda de la fe pú-
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blica a través de su modernización, de tal forma que pueda extender el vínculo natural 
gobierno-ciudadano apoyado en la idoneidad, prestigio y confianza que goza el notario 
en la sociedad colombiana. Descuidar la evolución del servicio notarial, se traduce en 
perder la mayor retícula de autoridad que nivel nacional conforma el notariado; servicio 
que tradicionalmente se ha prestado de forma oportuna, eficiente y comprometida a 
cero costos para el presupuesto de la nación, lo cual se convertiría en un desacierto 
monumental en las estrategias de cualquier gobierno.
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LA SUPERINTENDENCIA DELEGADA PARA EL NOTARIADO TRABAJANDO 
DE LA MANO CON LA UNIDAD DE INFORMACIÓN Y ANÁLISIS FINANCIERO. 

NOTINOTARIADO

Los notarios tienen por función dar fe pública de las declaraciones que terceros hacen 
ante ellos y, en virtud de su función esencial en el funcionamiento del conglomerado 
social como dadores de fe pública, adicional a lo cual, son indispensables para la 
concreción de diferentes actos necesarios para el funcionamiento de la economía y 
la circulación de capitales. En ese sentido, la actividad que los mismos desarrollan es 
crucial para detectar operaciones sospechosas de lavado de activos, financiación del 
terrorismo y financiación de la proliferación de armas de destrucción masiva.

Por tal motivo, de manera conjunta, la Superintendencia Delegada para el Notariado y 
la Unidad de Información y Análisis Financiero organizó un foro dirigido a los notarios 
del país sobre la materia. El primero de estos encuentros se organizó el pasado 1 de 
septiembre, el cual contó con una importante participación por parte de los notarios y 
funcionarios de notarías del país, por lo cual, se decidió efectuar un segundo foro que 
permitiera una mayor participación, el cual se llevó a cabo el 22 de septiembre.

En dichos foros se dio la oportunidad de que los notarios elevaran sus preguntas 
ante la UIAF y la Superintendencia, con la finalidad de clarificar cualquier duda. 
Asimismo, se dejó  

A través de la Circular 1536 de 2013 y las Instrucciones Administrativas 17 de 2016 y 
8 de 2017 se concretaron las diferentes obligaciones a cargo de los de los notarios. En 
ese sentido, es importante recordar algunas de las obligaciones a cargo de los notarios 
a efectos de reducir el riesgo de Lavado de Activos, Financiación del Terrorismo y la 
Financiación de la Proliferación de Armas de Destrucción Masiva.

1. EL DESARROLLO Y APLICACIÓN DEL SISTEMA INTEGRAL DE PREVEN-
CIÓN Y CONTROL DEL RIESGO DE LAVADO DE ACTIVOS, FINANCIACIÓN 
DEL TERRORISMO Y LA FINANCIACIÓN DE LA PROLIFERACIÓN DE ARMAS 
DE DESTRUCCIÓN MASIVA – SIPLAFT

El SIPLAT es un sistema integral de prevención y control de riesgo de LA/FT/FPADM 
que debe ser implementado por parte de las notarías.

El sistema SIPLAFT debe abarcar todas las actividades que se consignen en escritura 
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pública a través de la función notarial y debe prever diferentes procedimientos, meca-
nismos e instrumentos, tendientes a evitar el riesgo de LA/FT/FPADM y que permita 
recopilar e identificar la información suministrada por el usuario. Asimismo, debe ajus-
tarse al tamaño de la notaría, a la actividad económica de la región, a los trámites y 
demás características particulares, con el fin de hacer los reportes a la UIAF.

1.1 Etapas 

El sistema SIPLAFT debe contar con dos etapas:  

Prevención: El sistema debe permitir que los notarios identifiquen los riesgos 
de LA/FT/FPADM inherentes al desarrollo de su actividad.  

Al respecto, deben observar los factores de riesgo y alerta establecidos en 
la “Guía sobre prevención del Riesgo de lavado de Activos y Financiación 
del Terrorismo en el Sector Notariado”, así como aquellos elementos que, en 
función de la actividad de cada notaría, puedan identificarse como factores de 
riesgo y alerta. 

Control: Es claro que los notarios no tienen como obligación impedir que se 
concrete el riesgo de LA/FT/FPADM. Sin embargo, sí deben definir medidas 
de control del riesgo de LA/FT/FPADM y efectuar los diferentes reportes de 
operaciones notariales, de adjudicación en remate y de operaciones sospe-
chosas a la UIAF cuando sean advertidas.

1.2 Políticas de SIPLAFT 

Son los lineamientos que deben adoptar las notarías en relación con el 
SIPLAFT en cada una de sus etapas. Éstas deben ser claras y aplicables.

El diseño, aprobación e implementación de las políticas es responsabilidad 
del notario.  

La aprobación de las políticas debe quedar documentada mediante acta 
o comunicado interno, incluyéndose en las actividades que desarrolle la 
notaría.  

Las políticas y procedimientos adoptados para la implementación del 
SIPLAFT deben ser comunicados a todos los empleados y cualquier 
persona que tenga vinculación contractual con la Notaría, con el fin 
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de que sean entendidas, implementadas y mantenidas en todos los 
niveles. Ello implica que se incluyan también en el manual interno de 
trabajo y/o de funciones, así como en el contrato de trabajo.  

1.3 Procedimientos

En atención a las etapas que deben componer el sistema SIPLAFT, los 
notarios deben establecer procedimientos de prevención y control que 
permitan su implementación y funcionamiento, de forma tal que permitan 
atender los requerimientos que se realicen a los notarios, lo cual se con-
creta en los reportes a cargo de los notarios. El diseño y aprobación de 
medidas y procedimientos le compete al notario y debe incluir:

2. REPORTE

2.1.Reporte de Operaciones Sospechosas–ROS

Es  el  reporte  más  importante  a  cargo  de  los  notarios. Son operaciones sos-
pechosas  aquellas  que,  por  suscaracterísticas, no se enmarcan en los sistemas 
y prácticas normalesde  los trámites solemnizados por Escritura Pública y que 
genera una señal de alerta LA/FT. Este tipo de operaciones deoperaciones deben 
reportarse de forma inmediataa la  UIAF, esto es, desde el  momento en que se 
consideró por parte de  la Notaría, con base en sus procesos y políticas,quela 
operación que se lleva a cabo a través de escritura pública es sospechosa.Este 
plazo no puede excederde 8 días calendario.

Identificación de situaciones que generen riesgo de LA/FT/FPADM en los 
actos que se celebren mediante Escritura pública. 

Acreditar procesos de debida diligencia. 

Conocimiento de los usuarios y trabajadores, que incluye un proceso más 
detallado frente al conocimiento de personas políticamente expuestas. 

El establecimiento de herramientas para identificar operaciones inusuales 
o sospechosas. 

Observancia de sanciones financieras dirigidas y otras medidas de debida 
diligencia.
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No es necesario que la notaría tenga certeza de que se trata de una activi-
dad delictiva,ni de identificar el tipo penalni verificar que los recursos tienen 
origen ilícito.

Requiere que la operación pueda tenerse como sospechosaen los  tér-
minosprevistos  en  las  instrucciones impartidas  por  la SNR,la  Guía  
sobre  Prevención  del  Riesgo  de  Lavado  de Activos y Financiación del 
Terrorismo en el sector Notariado, y/o dentro del manual de políticas de 
la notaría.

El envío  del  reporte  ROS  no  equivale a denuncia penal ni  da lugar a 
ningún tipo de responsabilidad para la Notaría nide las personas que ha-
yan participado en la detección de la operación.

Los soportes de la operación son los allegadosa la Escriturapública y 
deben ser conservados en el protocolo.

No es necesario hacer el reporte cuando en la operación intervenga una 
entidad vigilada por la Superintendencia Financiera de Colombia.

Aspectos importantes a tener en cuenta:

2.2 Reporte de Operaciones Notariales – RON:

Las  notarías  deben  reportar  a  la  UIAF  todas  las  operaciones notariales-
que tengan un contenido o implicación econòmicamque se hayan solemniza-
do por escritura pública trimestralmente:

Operaciones  realizadas  de  enero  a  marzo:  dentro  de  la  última 
quincenadel mes de abril.
Operaciones  realizadas  de  abril  a  junio:  dentro  de  la  última quincena 
del mes de julio.
Operaciones  realizadas  de  julio  a  septiembre:  dentro  de  la  última 
quincena de octubre.
Operaciones realizadas de octubre a diciembre: dentro de laúltima 
quincena de enero.

Si no se solemnizó ninguna escritura, deberá indicarloa la UIAF.
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2.3.Reporte de ausencia de operaciones sospechosas:

Si durante el trimestre inmediatamente anteriorno realizó ningún reporte de 
operación sospechosa a la UIAF, debe reportarse dicha situaciónen los térmi-
nos ya indicados en el aparte anterior.

2.4.Reporte de adjudicaciones enremate:

En los mismostérminos indicados deben remitirse los reportes de adjudicaciones 
en remate.
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